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PRESENTACION: 

José Guillermo Vallarta Plata 

y 

José de Jesús Navaja Macias 

Hablar de Allan R. Brewer-Carías es invocar a uno de 
los máximos referentes en el ámbito del derecho constitu­
cional contemporáneo; quien ha sido profesor en la Uni­
versidad Central de Venezuela, en la Universidad Católica 
Andrés Bello, en la Universidad Simón Bolívar, en la Uni­
versidad Católica de Táchira, en la Universidad de losAn­
des, en la Universidad de Zulia, universidades todas de 
Venezuela; en la Faculté internacional pour 
l'enseignement du droit comparé, en el lnstitut Internacio­
nal d'Administration Publique, en la Universidad de Paris 
11, en la Universidad de Paris X, todas ellas de Francia; en 
la Universidad de Cambridge (Reino Unido), en la Univer­
sidad de Columbia (Estados Unidos), en la Universidad 
Carlos 111 de Madrid (España), así como en diversos insti­
tutos y universidades de Latinoamérica, lo que corrobora 
el reconocimiento mundial del que es objeto, lo que es 
ratificado por los doctorados honoris causa que le han 
otorgado las Universidades Carlos 111 de Madrid (España), 
Católica del Táchira (Venezuela) y de Granada (España), 
entre otras. 
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La estancias del Dr. Brewer-Carias fuera de su país 
son numerosas con motivo de actividades docentes y de 
investigación que inició entre 1962 y 1963, cuando per­
maneció en París siguiendo los cursos de postgrado en 
Derecho Administrativo en la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Pais; posteriormente, de 1972 a 1974, 
permaneció como Vísiting Schofar en el Centro de Estu­
dios Latinoamericanos de la Universidad de Cambridge en 
el Reino Unido. 

Entre 1985 y 1986, el autor regresó a la Universidad 
de Cambridge, esta vez como Profesor y Feflow del Trinity 
College, redactando e impartiendo el curso de Maestría 
sobre el Control de la Constitucionalidad de las Leyes en 
el Derecho Comparado (Judicial Review in Comparative 
Law) en la Facultad de Derecho de dicha Universidad. 

En 1989 regresa a París como Profesor Asociado en 
la Universidad de París 11, donde redactó y dictó el curso 
sobre los Principios del Procedimiento Administrativo en el 
Derecho Comparado (Les príncipes de fa procedure ad­
mínistrative non contentíeuse en droit comparé) . 

Las estancias referidas han contribuido a fortalecer el 
espíritu investigador del autor, pero su última y actual es­
tancia en la Universidad de Columbia en Nueva York, 
producto de la persecución política de la que ha sido obje­
to en Venezuela, donde, obviamente, no es bien visto un 
apologista de los sistemas democráticos y crítico de cual­
quier modalidad autocrática, lo ha signado 
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positivamente, ya que su producción doctrinaria y 
compilatoria ha proliferado. 

La presente compilación es producto de un largo tra­
bajo de investigación desarrollado a los efectos de la pre­
paración de sus clases en la Columbia Law School sobre 
el tema de la Protección Judicial de los Derechos Huma­
nos en América Latina (Judicial Protection of Human 
Rights in Latin America), que lo llevó a reunir sistemáti­
camente las leyes de amparo de América Latina lo que no 
es nada fácil. Así, en este compendio encontramos la Ley 
16986 sobre Acción de Amparo (1966) de Argentina; la 
Ley número 1836 sobre Ley del Tribunal Constitucional 
(1988) de Bolivia; la Lei número 1.533 sobre Mandado de 
seguranga (1951) de Brasil; los Decretos de Ley número 
2591, 306 y 1382 sobre la Acción de Tutela (1991, 1992, 
2000) de Colombia; la Ley número 7135 sobre Ley de la 
Jurisdicción Constitucional (1989) de Costa Rica; el Auto 
acordado de la Corte Suprema de Justicia Sobre Tramita­
ción del Recurso de Protección de Garantías Constitucio­
nales (1992-2007) de Chile; la Ley número OOO.R0/99 
sobre Ley de Control Constitucional (1997) de Ecuador; 
la Ley de Procedimientos Constitucionales (1960) de El 
Salvador; el Decreto número 1-86 sobre Ley de Amparo, 
Exhibición Personal y Constitucionalidad (1986) de Gua­
temala; la Ley Sobre Justicia Constitucional (2004) de 
Honduras; la Ley de Amparo Reglamentaria de los articu­
las 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos de 1936, de México; la Ley número 49 
de Amparo (1988-1995) de Nicaragua; el Libro Cuarto: 

13 



Instituciones de Garantía del Código Judicial, (1999) 
de Panamá; el Titulo 11; El Juicio de Amparo de la Ley 
número 1337188 sobre Código Procesal Civil (1988) de 
Paraguay; la Ley número 28,237 sobre Código Procesal 
Constitucional (2004) del Perú; la Ley número 437-06 que 
establece el Recurso de Amparo (2006); la Ley número 
16,011 sobre Acción de Amparo (1988) de Uruguay; y la 
Ley Orgánica de Amparo Sobre Derechos y Garantías 
Constitucionales (1988) de Venezuela. En la recopilación 
ha incluido, además, la Rule on the Writ of Amparo 
(20007) de Filipinas, que se ha inspirado en la institución 
latinoamericana. 

Esta trascendente compilación, preparada para el cur­
so que ha impartido el autor en la Universidad de Colum­
bia, en Nueva York, afortunadamente aceptó que se pu­
blicara bajo el auspicio del Instituto de Administración Pú­
blica de Jalisco y sus Municipios, A.C. y la Academia Na­
cional de Derecho Constitucional de la Confederación de 
Colegios y Asociaciones de Abogados de México, lo que 
resulta un verdadero privilegio. 

Crece el significado de tan importante publicación, al 
tratarse de Leyes Reglamentarias de la institución del 
Amparo, de génesis mexicana a través del pensamiento 
del gran jurista mexicano Manuel Crescencio Rejón y Al­
calá traducido en los artículos 8,9 y 62 de la Constitución 
de Yucatán de 1841 (de carácter regional) y vaciada pos­
teriormente en los artículos 101 y 102 de la Constitución 
Mexicana de 1917 (de nivel federal) y 
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finalmente, en los artículos 1 03 y 1 07 de la Constitución 
Mexicana de 1917 (también Federal y actualmente vigen­
te),el cual permeó las legislaciones de América Latina. 

Es por ello que la presente obra representa un docu­
mento que facilitará futuros estudios que hagan uso del 
método comparado y a través de ello, tratar de evitar la 
existencia de figuras de demagogia, utopía y plagio cons­
titucional en sus normas jurídicas en las diversas legisla­
ciones de América, que tanto daño hacen en nuestro pai­
ses y en contraposición de ello, buscar el perfecciona­
miento de sus instituciones. 

Guadalajara, Jalisco., Febrero de 2009 

Dr. José Guillermo Vallarta Plata 
Presidente del Instituto de Administración 

Pública de Jalisco y sus Municipios, A.C. 

y 
Lic. José de Jesús Naveja Macias 

Presidente de la Academia Nacional de 

Derecho Constitucional de la confederación 

de Colegios y Asociaciones de México. 

15 



EL AMPARO EN LA LEGISLACIÓN 
LATINOAMERICANA. 

ESQUEMA COMPARATIVO 

Allan R. Brewer-Carías 
Profesor de la Uníversidad Central de Venezuela 

Adjunct Professor of Law. Columbia Law School (2006-2007) 

El amparo en América Latina puede decirse que en 
general. es un medio judicial extraordinario especialmente 
establecido para la protección de los derechos constitu­
cionales, contra los agravios o amenazas inflingidos co­
ntra los mismos por parte de autoridades y de particula­
res. Ha sido indistintamente calificado como acción, re­
curso o juicio, senda en realidad, en general, un proceso 
constitucional que normalmente concluye con 
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una orden judicial de amparo, protección o tutela de los 
derechos violados o amenazados. 1 

Este medio extraordinario de protección se estableció 
en el Continente Americano desde el siglo XIX, y aún 
cuando medios similares se introdujeron en el Siglo XX en 
algunos paises europeos, como Austria, Alemania, Espa­
ña y Suiza, ha sido adoptado en todos los paises latinoa­
mericanos, pudiendo considerarse como uno a las institu­
ciones más destacadas del derecho constitucional lati­
noamericano. Como tal, incluso, ha influido en su adop­
ción por otros paises fuera del Continente, como ha ocu­
rrido recientemente en Filipinas, con el establecimiento 
del Writ of amparo a través de las reglas dictadas por la 
Corte Suprema de ese país en septiembre de 2007. 

1 Véase en general, desde el punto de vista comparativo, Héctor Fix­
Zamudio and Eduardo Ferrer Mac-Gregor (Coord.), El derecho de amparo en 
el mundo, Edit. Porrúa, México 2006; Allan R. Brewer-Carías, El amparo a /os 
derechos y libertades constitucionales. Una aproximación comparativa, Cua­
dernos de la Cátedra de Derecho Público, no 1, Universidad Católica del 
Táchira, San Cristóbal1993, 138 pp.; también publicado por el Instituto Inter­
americano de Derechos Humanos, {Curso lnterdisciplinario), San José, Costa 
Rica, 1993, (mimeo), 120 pp. y en La protección jurídica del ciudadano. Estu­
dios en Homenaje al Profesor Jesús González Pérez, Tomo 3, Editorial Civi­
tas, Madrid 1993, pp. 2.695-2.740; Allan R. Brewer-Carías, Mecanismos na­
cionales de protección de /os derechos humanos (Garantías judiciales de /os 
derechos humanos en el derecho constitucional comparado latinoamericano), 
Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José 2005; y Allan R. 
Brewer-carías, Judicial protección of Constitucional Rights in Latin America. A 
constitucional Comparative Law Study on the amparo proceeding, Columbia 
Law School (mimeo), NewYork 2007. 
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El amparo, por otra parte, es una de las piezas más 
importantes del sistema constitucional latinoamericano 
establecido para la protección de los derechos constitu­
cionales, la cual ha sido progresivamente configurada por 
la legislación de nuestros paises en paralelo a la desafor­
tunada historia que en muchos de ellos ha habido de vio­
lación sistemática de los mismos. Ese sistema, en efecto, 
se puede caracterizar por varios elementos importantes, 
el primero de los cuales ha sido la larga tradición que 
nuestros paises han tenido de incorporar en las Constitu­
ciones extensas declaraciones de derechos, y no sólo de 
los civiles y políticos, sino de los sociales, culturales, eco­
nómicos y ambientales. Esta orientación contrasta con la 
reducida lista de derechos por ejemplo enumerada en el 
Bi/1 of Rights de la Constitución de los Estados Unidos de 
América o con la ausencia total de declaraciones de dere­
chos constitucionales en el reino Unido. 

Esta tradición declarativa latinoamericana comenzó 
hace casi 200 años, con la adopción en 1811 de la Decla­
ración de los derechos del Pueblo" por el Congreso Su­
premo de las Provincias de Venezuela, cuatro dias antes 
de la declaración de Independencia de dichas provincias 
respecto de España, el 5 de julio de 1811. Es por ello que 
aún cuando nuestros paises fueron colonias del Imperio 
español por más de tres siglos, en la configuración inicial 
del constitucionalismo latinoamericano no se pueden en­
contrar influencias del sistema constitucional español, 
pues más bien se concibió siguiendo los principios de las 
revoluciones americana y 
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francesa del siglo XVIII, los cuales fueron luego seguidos 
en España después de la sanción de la Constitución de la 
Monarquía Española de Cádiz de 1812. 2 

Pero en paralelo a esta tradición declarativa de dere­
chos, la segunda nota característica de la realidad consti­
tucional latinoamericana en materia de derechos huma­
nos, ha sido el desafortunado proceso de violación de los 
mismos, lo que incluso en el presente aún ocurre en algu­
nos países, en forma más sofistica, donde se han instala­
do gobiernos autoritarios en fraude a la Constitución y a la 
democracia misma. 

La tercera característica del sistema constitucional la­
tinoamericano en materia de protección de derechos 
humanos, ha sido el esfuerzo continuado que los diversos 
países han desarrollado para asegurar la efectiva garantí­
as de los derechos constitucionales, ampliando progresi­
vamente las declaraciones de derechos a los efectos de 
agregar a los iniciales derechos civiles y políticos, los de­
rechos sociales, culturales, económicos, ambientales y de 
los pueblos indígenas. In este mismo sentido, otra impor­
tante característica latinoamericana ha sido la progresiva 
y continua incorporación en las Constituciones de la 
"cláusula abierta" de derechos humanos en el sentido de 
la inicial IX Enmienda de la 

2 Véase Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre la Revolución Ameri­
cana (1776), la Revolución Francesa (1789) y la Revolucion Hispanoamericana 
(1811-1830) y sus aporles al Constitucionalismo Moderno, Universidad Exter­
nado de Colombia, Bogotá 2008 

19 



Constitución de los Estados Unidos de América (1791) 
que se refirió a otros derechos "retenidos por el pueblo" 
que no estaban enumerados en el texto constitucional. El 
hecho es que cláusulas similares se encuentran en todas 
las Constituciones latinoamericanas, excepto las de Cuba, 
Chile, México y Panamá, refiriéndose incluso en un senti­
do más amplio a otros derechos inherentes a la persona 
humana o a la dignidad humana o derivados de la natura­
leza de la persona humana. 

La cuarta característica del sistema constitucional lati­
noamericano, también en relación con la progresiva ex­
pansión del contenido de las declaraciones constituciona­
les de derechos, ha sido la incorporación expresa en las 
Constituciones de los derechos declarados en tratados y 
convenciones internacionales de derechos humanos. Con 
tal motivo, a dichos tratados y convenciones internaciona­
les no sólo se les ha dado rango legal en sentido similar a 
la tradición constitucional norteamericana, sino en muchos 
casos, rango supra legal, rango constitucional e incluso 
rango supra constitucional. En este último caso, incluso, 
algunas constituciones le han conferido preeminencia a 
los tratados internacionales sobre derechos humanos in­
cluso en relación con la Constitución misma, cuando con­
tengan previsiones más favorables al ejercicio de los de­
rechos. Es el caso, por ejemplo, de la Constitución de Ve­
nezuela (art. 23). 

Pero en relación con la jerarquía de los tratados ínter­
nacionales sobre derechos humanos en el derecho inter­
no, incluso en ausencia de disposiciones constitucionales 
expresen algunos paises 
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latinoamericanos, mediante interpretación constitucional 
dichos tratados han adquirido también valor o rango cons­
titucional, en particular cuando las mismas Constituciones 
han establecido, por ejemplo, que en materia de derechos 
constitucionales la interpretación de los mismos debe ser 
siempre hecha de acuerdo con establecidos dichos trata­
dos internacionales de derechos humanos. Este es el ca­
so, por ejemplo, de la Constitución de Colombia (art. 93) y 
del Código Procesal Constitucional del Perú (art. V). 

En medio de este proceso de constitucionalización y 
de internacionalización de los derechos humanos, un es­
pecifico tratado multilateral en la materia como es la Con­
vención Americana de Derechos Humanos de 1969, ha 
tenido una importancia excepcional no sólo respecto del 
contenido de las declaraciones de derechos, sino en rela­
ción al desarrollo de la protección judicial de los mismos, 
incluso a nivel internacional con la creación de la Corte 
lnteramericana de Derechos Humanos, cuya jurisdicción 
ha sido reconocida por sus Estados Parte. La Convención 
fue firmada en 1969 y ha sido ratificada por todos los pai­
ses latinoamericanos, con excepción de Cuba. El único 
pais americano que no firmó la Convención fue Canadá, y 
aún cuando los Estrados Unidos de América firmó la Con­
vención en 1977, aún no la ha ratificado. Este ha sido 
igualmente el caso de muchos países del caribe, en parti­
cular de Antigua y Barbuda, Bahamas, Belize, St. Kitts y 
Nevis, St. Lucia, St. Vincent y las Grenadines. Trinidad y 
Tobago ratificaron la Convención en 1998 pero la denun­
ciaron posteriormente. En relación con los países latinoa­
mericanos, en todo 
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caso, la Convención Americana ha sido un muy efectivo 
instrumento para la consolidación de una muy rica están­
dar mínimo sobre la regulación de los derechos civiles y 
políticos, común para todos los países. 

Pero además de todos estos elementos que caracteri­
zan el sistema constitucional latinoamericano de protec­
ción de los derechos humanos, como antes indicamos, 
otra importante elemento de dicho sistema es la expresa 
previsión en las Constituciones de la protección judicial de 
los derechos mediante la regulación de un específico me­
dio judicial para ello, llamado Amparo (Guatemala), Juicio 
de amparo, (México), Proceso de amparo (El Salvador, 
Perú), Acción de amparo (Argentina, República Dominica­
na, Ecuador, Honduras, Paraguay, Uruguay y Venezuela), 
Recurso de amparo (Bolivia, Costa Rica, Nicaragua, y 
Panamá), Acción de tutela (Colombia), Recurso de pro­
tección (Chile), Mandado de seguranga y mandado de 
injungao (Brasil), al cual se aplican diferentes reglas pro­
cesales en relación con las generales que se establecen 
en los códigos de procedimiento civil, que se utilizan para 
la protección de otros derechos o interesas de las perso­
nas. 

Esto significa que la protección de los derechos cons­
titucionales puede lograrse en dos formas: en primer lu­
gar, a través de las acciones o recursos generales esta­
blecidos en los códigos de procedimiento civil; y en se­
gundo lugar, además de a través de ellos, mediante ac­
ciones y recursos ante establecidos en forma separada 
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para el específicos propósito de proteger los derechos 
constitucionales. Como antes se mencionó, esta última 
solución es la que ha sido adoptada en los paises de 
América Latina, siendo ello considerado como una de los 
más importantes signos distintivos del derecho constitu­
cional de nuestros paises en materia de protección de los 
derechos humanos. Ello contrasta, por ejemplo, con el 
sistema constitucional de Estados Unidos de América 
donde la protección efectiva de los derechos humanos se 
asegura mediante los remedos judiciales generales y los 
medios extraordinarios de equidad (como las injunctions), 
que también se utilizan para la protección cualquier tipo 
de derecho o intereses de las personas. En América lati­
na, en cambio, y en parte dada la tradicional deficiencia 
de los medios judiciales generales para asegurar la pro­
tección efectiva de los derechos constitucionales, es que 
el proceso de amparo se ha desarrollado para asegurar 
tal protección. 

Este medio especifico de protección fue inicialmente 
introducido en México en 1857, como el juicio de amparo, 
el cual de acuerdo con la opinión unánime de los autores 
mexicanos tuvo su origen en el sistema de control judicial 
de constitucionalidad (Judicial Review) de los Estados 
Unidos de América, tal como había sido descrito por 
Alexis de Tocqueville en su obra La democracia en Amé­
rica, escrita sólo unos años después del caso Malbury v. 
Madison U.S. (1 Cranch), 137; 2 L. Ed. 60 (1803). Sin 
embargo, el hecho es que en una forma bien diferente a 
dicho modelo, el juicio de amparo mexicano se convirtió 
en una institución única y compleja, que sólo se 
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encuentra en México, y que además de asegurar la pro­
tección de las garantías constitucionales (amparo liber­
tad), comprende un variado amplio grupo de otras medi­
das de protección judicial que se pueden ejercer contra el 
Estado y sus agentes, y que en los otros países son 
siempre acciones o procesos separados. En ellos se in­
cluyen, las acciones para el control de la constitucionali­
dad de las leyes (amparo contra leyes), las acciones para 
el control de legalidad e inconstitucionalidad de los actos 
administrativos (amparo administrativo), las acciones para 
el control judicial de las sentencias (amparo casación), y 
las acciones para la protección de los derechos campesi­
nos (amparo agrario). Pero, a pesar de este carácter 
comprehensivo y único que no se encuentra en ningún 
otro pais de América Latina, el amparo mexicano es el 
que más se referencia fuera de América Latina. 

En todo caso, después de su introducción en México, 
durante el mismo Siglo XIX, el proceso de amparo co­
menzó a extenderse por América Latina, dando origen en 
todos los países a una diferente y específica acción o re­
curso establecido exclusivamente para la protección de 
los derechos y libertades constitucionales, convirtiéndose 
en algunos casos, en una institución procesal incluso más 
protectiva que el amparo mexicano. En lodo caso, ade­
más del recurso de habeas corpus, durante la 

3 Véase Joaquín Brague Camazano, La Jurisdicción constitucional de la 
libertad. Teoría general, Argentina, México, Corte lnteramericana de Dere­
chos Humanos, Editorial Porrúa, México, 2005, pp. 156 ff 
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segunda mitad del Siglo XIX el amparo fue introducido en 
las Constituciones de Guatemala (1879), El Salvador 
(1886) y Honduras (1894); y durante el siglo XX, en las 
Constituciones de Nicaragua (1911 ), Brasil (mandado de 
seguranqa 1934), Panamá (1941), Costa Rica (1946), Ve­
nezuela (1961), Bolivia, Paraguay, Ecuador (1967), Perú 
(1976), Chile (recurso de protección, 1976) y Colombia 
(acción de tutela, 1991 ). Desde 1957, y mediante prece­
dentes judiciales, la acción de amparo fue admitida en 
Argentina, habiendo sido regulada por ley en 1996 e in­
corporada en la reforma constitucional de 1994. En la re­
pública Dominicana, desde 2000 la Corte Suprema tam­
bién admitió el amparo, el cual fue regulado posteriormen­
te, en 2007, mediante ley. 

La consecuencia de este proceso constitucional es 
que en todos los paises latinoamericanos, con la excep­
ción de Cuba, las acciones de habeas corpus y amparo 
están reguladas como medios jud-Iciales específicos ex­
clusivamente diseñados para la protección de los dere­
chos constitucionales. En todos los países, excepto en la 
República Dominicana, el amparo está regulado en ex­
presas normas constitucionales; y en todos los países, 
excepto en Chile donde ha sido regulado por la Corte Su­
prema (Auto Acordado, 1992), el proceso de amparo está 
regulado en las siguientes leyes específicas: 
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• ARGENTINA. Ley N° 16.986. Acción de Amparo, 
1966; 

• BOLIVIA. Ley N° 1836. Ley del Tribunal Constitu­
cional, 1998; 

• BRAZIL. Lei N° 1.533. Mandado de Seguranya, 
1951; 

• COLOMBIA. Decretos Ley N" 2591, 306 y 1382. 
Acción de Tutela, 2000; 

• COSTA RICA. Ley N° 7135. Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, 1989; 

• ECUADOR. Ley N° 000. R0/99. Ley de Control 
Constitucional, 1997; 

• EL SALVADOR. Ley de Procedimientos Constitu­
cionales, 1960; 

• GUATEMALA. Decreto N° 1-86. Ley de Amparo. 
Exhibición personal y Constitucionalidad, 1986; 

• HONDURAS. Ley sobre Justicia Constitucional, 
2004; 

• MÉXICO. Ley de Amparo, reglamentaria de los ar­
tículos 103 y 1 07 de la Constitución Política, 1936; 

• NICARAGUA. Ley N° 49. Amparo, 1988; 
• PANAMA. Código Judicial, Libro Cuarto: Institucio­

nes de Garantía, 1999; 
• PARAGUAY. Ley N° 1.337/88. Código Procesal Ci­

vil, Titulo 11. El Juicio de Amparo, 1988; 
• PERÚ. Ley N" 28.237. Código Procesal Constitu­

cional, 2005; 
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• REPÚBLICA DOMINICANA Ley N° 437-06 que es­
tablece el Recurso de Amparo, 2006; 

• URUGUAY. Ley W 16.011. Acción de Amparo, 
1988; 

• VENEZUELA. Ley Orgánica de Amparo sobre De­
rechos y Garantías Constitucionales, 1988. 

Estas leyes, que se publican precisamente en esta 
compilación, como puede observarse de su título y conte­
nido, en general, han sido leyes especiales específica­
mente sancionadas para regular la acción de amparo co­
mo sucede en Argentina, Brasil, Colombia, República 
Dominicana, México, Nicaragua, Uruguay y Venezuela, 
aun cuando en algunos países la legislación dictada con­
tiene regulaciones en relación con otros medios judiciales 
de protección de la Constitución, como las acciones de 
inconstitucionalidad y las acciones de habeas corpus y 
habeas data, como es el caso Bolivia, Guatemala, Perú, 
Costa Rica, Ecuador, El Salvador y Honduras. Solo en 
Panamá y Paraguay el proceso de amparo está regulado 
como un Capítulo especial en los Códigos de Procedi­
miento Civil o judicial. Como se dijo, en Chile no se ha 
dictado una ley en la materia, y el recurso de protección 
está regulado en el Auto Acordado de la Corte Suprema 
de Justicia sobre tramitación del recuso de protección de 
garantías constitucionales de 1977. 
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En algunas Constituciones como la de Guatemala, 
México y Venezuela, el proceso de amparo está concebi­
do como la acción especifica para la protección de los 
derechos y libertades constitucionales, incluyendo la liber­
tad personal, en cuyo caso el habeas corpus es conside­
rado como un tipo de acción de amparo, denominado por 
ejemplo como acción de exhibición personal (Guatemala) 
o amparo para la protección de la libertad personal (Ve­
nezuela). Pero en general, en el resto de los paises lati­
noamericanos, como es el caso de Argentina, Bolivia, 
Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, la República Domini­
cana, Ecuador, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Pana­
má, Paraguay, Perú y Uruguay, además de la acción de 
amparo, siempre se ha establecido en las Constituciones 
un recurso de habeas corpus para la protección de la li­
bertad e integridad personal. Además, recientemente, en 
algunos paises (Argentina, Ecuador, Paraguay, Perú y 
Venezuela), además de la acción de amparo y de la de 
habeas corpus, las Constituciones han además estableci­
do una acción distinta, llamada de habeas data, mediante 
la cual las personas pueden formular peticiones para ob­
tener información sobre si mismas que estén contenidas 
en archivos, registros y bancos de datos, públicos o priva­
dos, y en caso de información falsa, errada o discriminato­
ria, pueden solicitar su eliminación, confidencialidad o co­
rrección. 

Como resultado de todo este proceso protectivo de los 
derechos humanos, en la actualidad, las regulaciones 
constitucionales en relación con la protección de los dere­
chos constitucionales en América latina están 

28 



establecidas en tres formas diferente: En primer lugar, 
mediante la previsión de tres recursos o acciones diferen­
tes, el amparo, el habeas corpus y el habeas data, como 
es el caso en Argentina, Brasil, Ecuador, Paraguay y Pe­
rú; en segundo lugar, mediante la regulación de dos re­
cursos diferentes, el amparo y el habeas corpus, como es 
el caso en Bolivia, Colombia, Costa Rica, Chile, El Salva­
dor, Honduras, Nicaragua, Panamá y Uruguay, o el ampa­
ro y el habeas data como es el caso de Venezuela; y en 
tercer lugar, mediante el establecimiento de un solo recur­
so o acción de amparo comprendiendo la protección de la 
libertad personal como es el caso de Guatemala y México. 
En la Constitución de la República Dominicana, sólo es 
regula la acción de habeas corpus. 

El proceso de amparo en América Latina, por otra par­
te, se ha establecido como una pieza más dentro del sis­
tema general de protección de la Constitución que se ha 
venido desarrollando en nuestros países desde el siglo 
XIX, es decir, dentro de los diversos sistemas nacionales 
de control de constitucionalidad de los actos estatales, en 
particular de las leyes. Estos pueden clasificarse en tres, 
de acuerdo con Jos criterios más tradicionales derivados 
del órgano llamado a ejercer el control de constitucionali­
dad. En primer lugar están los países que tienen exclusi­
vamente un sistema difuso de control de constitucionali­
dad, que en América Latina sólo es Argentina, donde 
además se regula el recurso de amparo; en segundo lugar 
están los paises que tiene exclusivamente un sistema de 
control concentrado de la constitucionalidad que se atri­
buye a un Tribunal 
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Constitucional o a la Corte Suprema, que en América La­
tina se pueden agrupar en dos grupos, según que la ac­
ción de amparo también esté concentrada que la Jurisdic­
ción Constitucional, como es el caso de Costa Rica y El 
Salvador (Sala Constitucional de la Corte Suprema) o se 
ejerza ante una universalidad de tribunales como es el 
caso de Bolivia, Chile, Honduras, Panamá, Paraguay y 
Uruguay; y en tercer lugar, están los países que tienen un 
sistema mixto de control de constitucionalidad que 
combinan el método difuso con el método concentrado 
Brasil, Colombia, Ecuador, Guatemala, México, 
Nicaragua, Perú, República Dominicana y Venezuela. 

En términos generales, los derechos constitucionales 
que pueden ser objeto de protección mediante el proceso 
de amparo son todos aquellos declarados en la Constitu­
ción o que se considera que tienen rango constitucional. 
En unos países incluso, se establece expresamente que 
también pueden protegerse mediante la acción de amparo 
los derechos declarados en los convenios internacionales 
(Argentina, Costa Rica, Ecuador y Venezuela) y en otros, 
los establecidos en leyes (Argentina, Bolivia, Guatemala y 
Paraguay) Solo excepcionalmente algunas Constituciones 
reducen el ámbito de protección respecto de algunos de­
rechos o garantías constitucionales o "derechos tunda­
mentales" como es el caso de Colombia, Chile y México. 
Esta es la tendencia seguida en Alemania y España con 
el recurso de protección individual recurso de amparo, 
establecido para la protección de solo los "derechos fun­
damentales" y 
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más recientemente de la regulación del writ of amparo en 
Filipinas, para la protección sólo del derecho a la vida, la 
libertad y la seguridad. 

En todos los paises latinoamericanos, la acción de 
amparo está concebida como una vía judicial extraordina­
ria, respecto de cuyo ejercicio, sin embargo se establecen 
diversas regulaciones en relación con las vías ordinarias 
de protección: en primer lugar, en algunos paises se es­
tablece que la acción de amparo sólo se puede ejercer 
cuando no exista otro medio judicial adecuado para la in­
mediata protección constitucional, como es el caso de 
Argentina, Bolivia, Chile, República Dominicana, El Salva­
dor, Paraguay, Uruguay y Venezuela; en segundo lugar, 
en otros paises se establece que la acción de amparo 
sólo puede ejercerse cuando se hayan agotado los otros 
medios judiciales existentes para proteger los derechos 
constitucionales, como es el caso de Brasil, Colombia, 
Guatemala, México y Perú); en tercer lugar, en otros pai­
ses lo que se establece es la inadmisibilidad de la acción 
de amparo cuando ya se han intentado otros recursos 
protectivos, como es el caso de Argentina, Bolivia, Chile, 
Ecuador, México, Perú y Venezuela. 

En todo caso, en cuanto al procedimiento del proceso 
de amparo, en todos los paises, con excepción de Chile, 
se establece el carácter bilateral del proceso, debiendo en 
general iniciarse a instancia de parte, salvo en Honduras y 
Guatemala, donde la legislación permite, además, que en 
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materia de habeas corpus los tribunales puedan iniciar el 
procedimiento de oficio. En general, dado el carácter per­
sonal de la acción de amparo, es la parte injuriada o agra­
viada la que puede intentar la acción de amparo, aún 
cuando en algunas legislaciones se admite que otras per­
sonas puedan intentar, en nombre de la persona agravia­
da, tanto la acción de habeas corpus (Argentina, Bolivia, 
Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Perú y Vene­
zuela) como la acción de amparo (Guatemala, Colombia y 
Perú), al igual que las acciones colectivas (Argen,tina, 
Brasil, Costa Rica, Colombia -acción popular-, Ecuador y 
Perú). Por otra parte, muchas legislaciones otorgan legi­
timación para intentar la acción de amparo en nombre de 
los agraviados o de la colectividad, al Defensor de los De­
rechos Humanos o Defensor del Pueblo (Argentina, Boli­
via, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Perú, 
Nicaragua, Paraguay y Venezuela). 

La acción o recurso de amparo se ha establecido en 
América Latina para la protección de los derechos consti­
tucionales, es ha sido su objeto el que ha dado origen a 
este medio judicial extraordinario, independientemente de 
quien pueda haber causado el agravio o violación del de­
recho. Por ello, es que la lógica del sistema protectivo es 
que el amparo debe proceder cualquiera que aya sido el 
origen de la violación', sea una autoridad pública o sea un 
individuo. Sin embargo, si bien todos los países de Améri­
ca Latina por supuesto admiten la acción de amparo co­
ntra funcionarios y autoridades públicas -incluso, el ampa­
ro, en su origen, fue concebido como un medio de protec­
ción frente al Estado- , no todos 
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los países admiten la posibilidad de ejercer la acción co­
ntra particulares agraviantes. 

En cuanto a la acción de amparo contra acciones u 
omisiones lesivas provenientes de autoridades y funciona­
rios, si bien en la mayoría de los países se establece co­
mo un medio general, sin ningún tipo de distinciones (Bo­
livia, Colombia, El Salvador, Guatemala, Perú, Nicaragua, 
Uruguay, Venezuela), pero en México, se limita la posibili­
dad de intentarla sólo contra autoridades con poder de 
decidir, ejecutar e imponer decisiones. En otros países se 
excluye la acción de amparo sólo respecto de ciertas au­
toridades como los cuerpos electorales (Costa Rica, 
México, Nicaragua, Panamá, Perú. Uruguay) o el Consejo 
de la Magistratura (Perú). 

Pero excepto en los países en los cuales la acción de 
amparo sólo se admite contra autoridades, que son la mi­
noría (Brasil, El Salvador, México, Nicaragua y Panamá), 
en el resto de los países latinoamericanos se admite la 
acción de amparo contra particulares, en algunos sin dis­
tinción de ningún tipo (Argentina, Bolivia, Chile, República 
Dominicana, Paraguay, Perú, Uruguay, Venezuela), y en 
otros casos en forma restrictiva sólo respecto de ciertos 
individuos o empresas privadas concesionarias de servi­
cios públicos, con poderes públicos delegados o que es­
tén en ciertas situaciones de 
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poder en relación con la colectividad (Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, Guatemala, Honduras). 

Ahora volviendo al caso de la acción de amparo ejer­
cida contra autoridades y funcionarios, el tratamiento de 
los actos estatales que pueden ser objeto de la acción de 
amparo no es uniforme, en el sentido de que en muchos 
casos se establecen exclusiones puntuales. Por ejemplo, 
en cuanto a actos ejecutivos, en México se excluyen de la 
acción de amparo ciertos actos presidenciales, y en Uru­
guay a los reglamentos ejecutivos; en Argentina y Perú se 
excluyen de la acción de amparo los actos estatales en 
los cuales se decidan cuestiones políticas, y en Argentina, 
además, los actos relativos a la defensa nacional. Igual­
mente en Argentina y en paraguay se excluyen de la ac­
ción de amparo los actos que afecten el funcionamiento 
de los servicios públicos. 

En cuanto a los actos legislativos, en México se exclu­
yen de la acción de amparo ciertos actos del Congreso; y 
en cuanto al amparo contra leyes, en general se excluye 
(Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, 
Ecuador, El Salvador, Nicaragua, Perú, Panamá, Para­
guay, Republica Dominicana, Uruguay) y sólo se admite 
en Honduras siendo un pais que sólo aplica el método 
concentrado de control de constitucionalidad de las leyes; 
y en Guatemala, México y Venezuela, que aplican el sis­
tema mixto de control de constitucionalidad de las leyes. 

En cuanto a los actos judiciales, si bien en buena par­
te de los paises de América latina se excluye la acción de 
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amparo contra los mismos (Argentina, Bolivia, Brasil, Cos­
ta Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Nicaragua, Para­
guay, República Dominicana, Uruguay), en otros se admi­
te (Colombia, Guatemala, Honduras, México, Panamá, 
Perú, Venezuela). En algunos de estos paises, sin em­
bargo, se excluye expresamente respecto de decisiones 
de las Cortes Supremas (México, Panamá, Perú, Vene­
zuela) o de las decisiones dictadas en los juicios de am­
paro (Honduras, México). 

Por último, en esta aproximación comparativa al am­
paro en América latina, debe hacerse mención al trata­
miento que la legislación le da al tema de la revisión de 
las sentencias dictadas en los procesos de amparo, pues 
tratándose de procesos constitucionales, las leyes tienden 
a asegurar la uniformidad de la aplicación e interpretación 
de la Constitución, particularmente en aquellos casos, que 
son la mayoria, en los cuales la competencia judicial para 
conocer de la acción de amparo se ejerce por una univer­
salidad de tribunales y no por el que ejerce la jurisdicción 
constitucional, como sólo ocurre en Costa Rica, El Salva­
dor y Nicaragua. En todos los otros paises, en todo caso, 
se han establecido mecanismos judiciales de revisión de 
manera que en una forma u otra, las decisiones dictadas 
en juicios de amparo puedan llegar a ser revisadas por las 
Cortes Supremas o los Tribunales Constitucionales. 

En tal sentido, en Argentina, que sólo aplica el método 
difuso de control de constitucionalidad, las sentencias dic­
tadas en los juicios de amparo y en materias constitucio-
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nales pueden ser objeto de un recurso extraordinario de 
revisión ante el la Corte Suprema; en los países que sólo 
aplican el método concentrado de control de constitucio­
nalidad en los cuales, sin embargo, los juicios de amparo 
se desarrollan ante tribunales inferiores, se establecen 
mecanismos de revisión obligatoria (Bolivia) o discrecional 
(Honduras) por el Tribunal Constitucional o la sala Consti­
tucional del Tribunal Supremo de Justicia, respectivamen­
te; y en los países que aplican el sistema mixto de control 
de constitucionalidad, se han establecido mecanismos de 
revisión automáticos por los Tribunales Constitucionales, 
de carácter obligatorio (Ecuador) o discrecional (Colom­
bia); y mecanismos de revisión mediante recursos o ape­
laciones, por las Cortes Supremas o los Tribunales Cons­
titucionales, también de carácter obligatorio (Brasil, Gua­
temala, Perú), o discrecional (México, Venezuela). 

La presente recopilación contiene el texto de todas las 
leyes y regulaciones relativas al proceso de amparo en 
América latina, a las que hemos agregado la regulación 
del writ of amparo de Filipinas, que tiene su fuente de ins­
piración en la legislación latinoamericana; compilación 
que preparamos con ocasión de preparar y dictar el curso, 
sobre "La protección judicial de los derechos humanos en 
América Latina. Estudio de derecho comparado sobre el 
proceso de amparo" (Judicial protection of human rights in 
Latín Ame rica. A Comparative Constitutional Law Study on 

the Latín American injunction for the protection of constitu­
tional rights ("Amparo" proceeding), como profesor Adjun­
to en 2006 y 2007, en la Columbia Law School, de la Uni­
versidad de Columbia en Nueva York. 
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ARGENTINA 

CONSTITUCIÓN NACIONAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA, 1994 

Artículo 43.- Toda persona puede interponer acción 
expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro 
medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de 
autoridades públicas o de particulares, que en forma ac­
tual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con 
arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías 
reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. 
En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad 
de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva. 

Podrán interponer esta acción contra cualquier forma 
de discriminación y en lo relativo a los derechos que pro­
tegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al con­
sumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva 
en general, el afectado, el defensor del pueblo y las aso­
ciaciones que propendan a esos fines, registradas con­
forme a la ley, la que determinará los requisitos y formas 
de su organización. 
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lEYES DE AMPARO DE AMfRlCA lATINA 

Toda persona podrá interponer esta acción para tomar 
conocimiento de los datos a ella referidos y de su finali­
dad, que consten en registros o bancos de datos públicos, 
o los privados destinados a proveer informes, y en caso 
de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rec­
tificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No 
podrá afectarse el secreto de las fuentes de información 
periodística. 

Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o 
amenazado fuera la libertad física, o en caso de agrava­
miento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o 
en el de desaparición forzada de personas, la acción de 
hábeas corpus podrá ser interpuesta por el afectado o por 
cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato, 
aun durante la vigencia del estado de sitio. 

LEY 16.986 ACCIÓN DE AMPARO, 18 DE OCTUBRE 
DE 1966. 

En uso de las atribuciones conferidas por el Artículo 5 del 
Estatuto de la Revolución Argentina, 

El Presidente de la Nación Argentina, Sanciona y Promul­
ga con 

fuerza de ley: 
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ALLAN R. BREWER-CAR[AS 

Artículo 1. La acción de amparo será admisible co­
ntra todo acto u omisión de autoridad pública que, en 

forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o ame­
nace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, los dere­
chos o garantías explícita o implícitamente reconocidas 
por la Constitución Nacional, con excepción de la libertad 
individual tutelada por el habeas corpus. 

Artículo 2. La acción de amparo no será admisible 
cuando: 

a) Existan recursos o remedios judiciales o administra­
tivos que permitan obtener la protección del derecho o 
garantía constitucional de que se trate; 

b) El acto impugnado emanara de un órgano del Po­
der Judicial o haya sido adoptado por expresa aplicación 
de la Ley N° 16970; 

e) La intervención judicial comprometiera directa o in­
directamente la regularidad, continuidad y eficacia de la 
prestación de un servicio público, o el desenvolvimiento 
de actividades esenciales del Estado; 

d) La determinación de la eventual invalidez del acto 
requiriese una mayor amplitud de debate o de prueba o la 
declaración de inconstitucionalidad de leyes, decretos u 
ordenanzas; 

e) La demanda no hubiese sido presentada dentro de 
los quince días hábiles a partir de la fecha en que el acto 
fue ejecutado o debió producirse. 
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LEYES DE AMPARO DE AMERICA lATINA 

Artículo 3. Si la acción fuese manifiestamente inad­
misible, el juez la rechazará sin sustanciación, ordenando 
el archivo de las actuaciones. 

Articulo 4. Ser competente para conocer de la acción 
de amparo el juez de Primera Instancia con jurisdicción en 
el lugar en que el acto se exteriorice o tuviere o pudiere 
tener efecto. Se observarán, en lo pertinente, las normas 
sobre competencia por razón de la materia, salvo que 
aquéllas engendraran dudas razonables al respecto, en 
cuyo caso el juez requerido deberá conocer de la acción. 
Cuando un mismo acto u omisión afectare el derecho de 
varias personas, entenderá en todas esas acciones el juz­
gado que hubiese prevenido, disponiéndose la acumula­
ción de autos, en su caso. 

Articulo 5. La acción de amparo podrá deducirse por 
toda persona individual o juridica, por si o por apodera­
dos, que se considere afectada conforme los presupues­
tos establecidos en el articulo 1. Podrá también ser dedu­
cida, en las mismas condiciones, por las asociaciones que 
sin revestir el carácter de personas juridicas justificaren, 
mediante la exhibición de sus estatutos, que no contraha­
rán una finalidad de bien público. 

Articulo 6. La demanda deberá interponerse por es­
crito y contendrá: 
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ALLAN R. BREWER-CARIAS 

a) El nombre, apellido y domicilios real y constituido 
del accionante; 

b) La individualización, en lo posible, del autor del acto 
u omisión impugnados; 

e) La relación circunstanciada de los extremos que 
hayan producido o están en vías de producir la lesión del 
derecho o garantía constitucional; 

d) La petición, en términos claros y precisos. 

Artículo 7. Con el escrito de interposición, el accio­
nante acompañará la prueba instrumental de que dispon­
ga, o la individualizará si no se encontrase en su poder, 
con indicación del lugar en donde se encuentre. Indicará, 
asimismo, los demás medios de prueba de que pretenda 
valerse. El número de testigos no podrá exceder de cinco 
por cada parte, siendo carga de éstas hacerlos compare­
cer a su costa a la audiencia, sin perjuicio de requerir el 
uso de la fuerza pública en caso de necesidad. No se ad­
mitirá la prueba de absolución de posiciones. 

Artículo 8. Cuando la acción fuera admisible, el juez 
requerirá la autoridad que corresponda un informe cir­
cunstanciado acerca de los antecedentes y fundamento 
de la medida impugnada, el que deberá ser evacuado de­
ntro del plazo prudencial que fije. La omisión del pedido 
de informe es causa de nulidad del proceso. El requerido 
deberá cumplir la carga de ofrecer prueba en oportunidad 
de contestar el informe, en la forma establecida para el 
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para el específicos propósito de proteger los derechos 
constitucionales. Como antes se mencionó, esta última 
solución es la que ha sido adoptada en los países de 
América Latina, siendo ello considerado como una de los 
más importantes signos distintivos del derecho constitu­
cional de nuestros países en materia de protección de los 
derechos humanos. Ello contrasta, por ejemplo, con el 
sistema constitucional de Estados Unidos de América 
donde la protección efectiva de los derechos humanos se 
asegura mediante los remedos judiciales generales y los 
medios extraordinarios de equidad (como las injunctions), 
que también se utilizan para la protección cualquier tipo 
de derecho o intereses de las personas. En América lati­
na, en cambio, y en parte dada la tradicional deficiencia 
de los medios judiciales generales para asegurar la pro­
tección efectiva de los derechos constitucionales, es que 
el proceso de amparo se ha desarrollado para asegurar 
tal protección. 

Este medio especifico de protección fue inicialmente 
introducido en México en 1857, tomo el juicio de amparo, 
el cual de acuerdo con la opinión unánime de los autores 
mexicanos tuvo su origen en el sistema de control judicial 
de constitucionalidad (Judicial Review) de los Estados 
Unidos de América, tal como había sido descrito por 
Alexis de Tocqueville en su obra La democracia en Amé­
rica, escrita sólo unos años después del caso Malbury v. 
Madison U.S. (1 Cranch), 137; 2 L. Ed. 60 (1803). Sin 
embargo, el hecho es que en una forma bien diferente a 
dicho modelo, el juicio de amparo mexicano se convirtió 
en una institución única y compleja, que sólo se 
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encuentra en México, y que además de asegurar la pro­
tección de las garantías constitucionales (amparo liber­
tad), comprende un variado amplio grupo de otras medi­
das de protección judicial que se pueden ejercer contra el 
Estado y sus agentes, y que en los otros paises son 
siempre acciones o procesos separados. En ellos se in­
cluyen, las acciones para el control de la constitucionali­
dad de las leyes (amparo contra leyes), las acciones para 
el control de legalidad e inconstitucionalidad de los actos 
administrativos (amparo administrativo), las acciones para 
el control judicial de las sentencias (amparo casación), y 
las acciones para la protección de los derechos campesi­
nos (amparo agrario). Pero, a pesar de este carácter 
comprehensivo y único que no se encuentra en ningún 
otro país de América Latina, el amparo mexicano es el 
que más se referencia fuera de América Latina. 

En todo caso, después de su introducción en México, 
durante el mismo Siglo XIX, el proceso de amparo co­
menzó a extenderse por América Latina, dando origen en 
todos los paises a una diferente y especifica acción o re­
curso establecido exclusivamente para la protección de 
los derechos y libertades constitucionales, convirtiéndose 
en algunos casos, en una institución procesal incluso más 
protectiva que el amparo mexicano. En todo caso, ade­
más del recurso de habeas corpus, durante la 

3 Véase Joaquín Brague Camazano, La Jurisdicción constitucional de la 
libertad. Teoría general, Argentina, México, Corte lnteramericana de Dere­
chos Humanos, Editorial Porrúa, México, 2005, pp. 156 ff 
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segunda mitad del Siglo XIX el amparo fue introducido en 
las Constituciones de Guatemala (1879), El Salvador 
(1886) y Honduras (1894); y durante el siglo XX, en las 
Constituciones de Nicaragua (1911 ), Brasil (mandado de 
seguranga 1934), Panamá (1941), Costa Rica (1946), Ve­
nezuela (1961), Bolivia, Paraguay, Ecuador (1967), Perú 
(1976), Chile (recurso de protección, 1976) y Colombia 
(acción de tutela, 1991 ). Desde 1957, y mediante prece­
dentes judiciales, la acción de amparo fue admitida en 
Argentina, habiendo sido regulada por ley en 1996 e in­
corporada en la reforma constitucional de 1994. En la re­
pública Dominicana, desde 2000 la Corte Suprema tam­
bién admitió el amparo, el cual fue regulado posteriormen­
te, en 2007, mediante ley. 

La consecuencia de este proceso constitucional es 
que en todos los paises latinoamericanos, con la excep­
ción de Cuba, las acciones de habeas corpus y amparo 
están reguladas como medios judiciales especificas ex­
clusivamente diseñados para la protección de los dere­
chos constitucionales. En todos los paises, excepto en la 
República Dominicana, el amparo está regulado en ex­
presas normas constitucionales; y en todos los países, 
excepto en Chile donde ha sido regulado por la Corte Su­
prema (Auto Acordado, 1992), el proceso de amparo está 
regulado en las siguientes leyes específicas: 
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• ARGENTINA. Ley N° 16.986. Acción de Amparo, 
1966; 

• BOLIVIA. Ley N' 1836. Ley del Tribunal Constitu­
cional, 1998; 

• BRAZIL. Leí N' 1.533. Mandado de Seguran9a, 
1951; 

• COLOMBIA. Decretos Ley No 2591, 306 y 1382. 
Acción de Tutela, 2000; 

• COSTA RICA. Ley N' 7135. Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, 1989; 

• ECUADOR. Ley N' 000. R0/99. Ley de Control 
Constitucional, 1997; 

• EL SALVADOR. Ley de Procedimientos Constitu­
cionales, 1960; 

• GUATEMALA. Decreto N' 1-86. Ley de Amparo. 
Exhibición personal y Constitucionalidad, 1986; 

• HONDURAS. Ley sobre Justicia Constitucional, 
2004; 

• MÉXICO. Ley de Amparo, reglamentaria de los ar­
tículos 103 y 107 de la Constitución Política, 1936; 

• NICARAGUA. Ley N° 49. Amparo, 1988; 
• PANAMA. Código Judicial, Libro Cuarto: Institucio­

nes de Garantía, 1999; 
• PARAGUAY. Ley N' 1.337/88. Código Procesal Ci­

vil, Titulo 11. El Juicio de Amparo, 1988; 
• PERÚ. Ley N' 28.237. Código Procesal Constitu­

cional, 2005; 
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actor. Producido el informe o vencido el plazo otorgado sin 
su presentación, no habiendo prueba del accionante a trami­
tar, se dictará sentencia fundada dentro de las 48 horas, 
concediendo o denegando el amparo. 

Artículo 9. Si alguna de las partes hubiese ofrecido 
prueba, deberá ordenarse su inmediata producción, fiján­
dose la audiencia respectiva, la que deberá tener lugar 
dentro del tercer día. 

Artículo 10. Sí el actor no compareciera a la audiencia 
por sí o por apoderado, se lo tendrá por desistido, orde­
nándose el archivo de las actuaciones, con imposición de 
costas. Si fuere el accionado quien no concurriere, se re­
cibirá la prueba del actor si la hubiere, y pasarán los autos 
para dictar sentencia. 

Artículo 11. Evacuado el informe a que se refiere el ar­
tículo 8 o realizada, en su caso, la audiencia de prueba, el 
juez dictará sentencia dentro del tercer día. Si existiera 
prueba pendiente de producción por causas ajenas a la 
diligencia de las partes, el juez podrá ampliar dicho térmi­
no por igual plazo. 

Artículo 12. La sentencia que admita la acción deberá 
contener: 

a) La mención concreta de la autoridad contra cuya 
resolución, acto u omisión se concede el amparo; 
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b) La determínacíón precísa de la conducta a cumplír, 
con las especificaciones necesarias para su debida ejecu­
ción; 

e) El plazo para el cumplímíento de lo resuelto. 
Artículo 13. La sentencía fírme declarativa de la exis­

tencia o inexistencia de la lesión, restricción, alteración o 
amenaza arbitraría o manifiestamente ílegal de un dere­
cho o garantía constítucíonal, hace cosa juzgada respecto 
del amparo, dejando subsistente el ejercícío de las accío­
nes o recursos que puedan corresponder a las partes, con 
índependencía del amparo. 

Artículo 14. Las costas se impondrán al vencído. No 
habrá condena en costas sí antes del plazo fíjado para la 
contestación del informe a que se refiere el artículo 8, ce­
sara el acto u omísíón en que se fundó el amparo. 

Artículo 15. Sólo serán apelables la sentencia definítí­
va, las resoluciones previstas en el artículo 3 y las que 
dispongan medídas de no ínnovar o la suspensión de los 
efectos del acto impugnado. El recurso deberá interponer­
se dentro de 48 horas de notífícada la resolución impug­
nada y será fundado, debíendo denegarse o concederse 
en ambos efectos dentro de las 48 horas. En este últímo 
caso se elevará el expediente al respectivo Tríbunal de 
Alzada dentro de las 24 horas de ser concedido. En caso 
de que fuera denegado, entenderá dícho Tríbunal en el 
recurso dírecto que deberá 
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articularse dentro de las 24 horas de ser notificada la de­
negatoria, debiendo dictarse sentencia dentro del tercer 
di a. 

Artículo 16. Es improcedente la recusación sin causa y 
no podrán articularse cuestiones de competencia, excep­
ciones previas, ni incidentes. 

Artículo 17. Son supletorias de las normas preceden­
tes las disposiciones procesales en vigor. 

Artículo 18. Esta ley será de aplicación en la Capital 
Federal y en el territorio de Tierra del Fuego, Antártida e 
Islas del Atlántico Sur. Asimismo, será aplicada por los 
jueces federales de las provincias en los casos en que el 
acto impugnado mediante la acción de amparo provenga 
de una autoridad nacional. 

Artículo 19. La presente ley comenzará a regir desde 
el día de su publicación en el Boletín Oficial. 

Artículo 20. Comuníquese, publíquese, dese a la Di­
rección Nacional del Registro Oficial y archivase. 

Ongana. Enrique Martínez Paz. Conrado Etchebarne 
(h.) .. 
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BOLIVIA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE 
BOLIVIA, 1967 (Última reforma, 2005) 

Artículo 18.- Acción de Habeas Corpus. 

l. Toda persona que creyere estar indebida o ilegal­
mente perseguida, detenida, procesada o presa podrá 
ocurrir, por sí o por cualquiera a su nombre, con poder 
notariado o sin él, ante la Corte Superior del Distrito o an­
te cualquier Juez de Partido, a lección suya, en demanda 
de que se guarden las formalidades legales. En los luga­
res donde no hubieren Juez de Partido la demanda podrá 
interponerse ante un Juez Instructor. 
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11. La autoridad judicial señalará de inmediato dia y 
hora de audiencia pública, disponiendo que el actor sea 
conducido a su presencia. Con dicha orden se practicará 
citación personal o por cédula en la oficina de la autoridad 
demandada, orden que será obedecida sin observación ni 
excusa, tanto por aquella cuanto por los encargados de 
las cárceles o lugares de detención sin que éstos, una vez 
citados, puedan desobedecer arguyendo orden superior. 

111. En ningún caso podrá suspenderse la audiencia. 
Instruida de los antecedentes, la autoridad judicial dictará 
sentencia en la misma audiencia ordenando la libertad, 
haciendo que se reparen los defectos legales o poniendo 
al demandante a disposición del juez competente. El fallo 
deberá ejecutarse en el acto. La decisión que se pronun­
cie se elevará en revisión, de oficio, ante el Tribunal Cons­
titucional, en el plazo de veinticuatro horas, sin que por 
ello se suspenda la ejecución del fallo. 

IV. Si el demandado después de asistir a la audiencia 
la abandona antes de escuchar la sentencia, ésta será 
notificada válidamente en estrados. Si no concurriere, la 
audiencia se llevará a efecto en su rebeldía y, oída la ex­
posición del actor o su representante, se dictará senten­
cia. 

V. Los funcionarios públicos o personas particulares 
que resistan las decisiones judiciales, en los casos previs­
tos por este artículo, serán remitidos por orden de la auto­
ridad que conoció del "habeas corpus", ante el Juez 
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en lo Penal para su juzgamiento como reos de atentado 
contra las garantías constitucionales. 

VI. La autoridad judicial que no procediera conforme a 
lo dispuesto por este artículo quedará sujeta a sanción 
con arreglo el artículo 123°, atribución 3• de esta Consti­
tución. 

Artículo 19°.- Recurso de Amparo Constitucional 

l. Fuera del recurso de "habeas corpus" a que se refie­
re el artículo anterior, se establece el recurso de amparo 
contra los actos ilegales o las omisiones indebidas de los 
funcionarios o particulares que restrinjan, supriman o 
amenacen restringir o suprimir los derechos y garantías 
de las personas reconocidos por esta Constitución y las 
leyes. 

11. El recurso de amparo se interpondrá por la persona 
que se creyere agraviada o por otra a su nombre con po­
der suficiente - salvo lo dispuesto en el artículo 129 de 
esta Constitución -, ante las Cortes Superiores en las ca­
pitales de Departamento o ante los Jueces de Partido en 
las provincias, tramitándoselo en forma sumarísima. 

El Ministerio Público podrá también interponer de ofi­
cio este recurso cuando no lo hiciere o no pudiere hacerlo 
la persona afectada. 
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111. La autoridad o la persona demandada será citada 
en la forma prevista por el articulo anterior a objeto de que 
preste información y presente, en su caso, los actuados 
concernientes al hecho denunciado, en el plazo máximo 
de cuarenta y ocho horas. 

IV. La resolución final se pronunciará en audiencia 
pública inmediatamente de recibida la información del de­
nunciado y, a falta de ella, lo hará sobre la base de prue­
ba que ofrezca el recurrente. La autoridad judicial exami­
nará la competencia del funcionario o los actos del parti­
cular y, encontrando cierta y efectiva la denuncia, conce­
derá el amparo solicitado siempre que no hubiere otro 
medio o recurso legal para la protección inmediata de los 
derechos y garantías restringidos, suprimidos y amenaza­
dos, elevando de oficio su resolución ante el Tribunal 
Constitucional para su revisión, en el plazo de veinticuatro 
horas. 

V. Las determinaciones previas de la autoridad judicial 
y la decisión final que conceda el amparo serán ejecuta­
das inmediatamente y sin observación, aplicándose, en 
caso de resistencia, lo dispuesto en le artículo anterior. 
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LEY N" 1836. LEY DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. 
17 de febrero de 1998. 

TÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO 1 

PRINCIPIOS Y DISPOSICIONES FUNDAMENTALES 

Artículo 1. Independencia y fines del tribunal constitu­
cional. 

l. El Tribunal Constitucional es independiente y está 
sometido sólo a la Constitución y la presente Ley. Tiene 
su sede en la ciudad de Sucre. 

11. Son fines del Tribunal Constitucional ejercer el 
control de constitucionalidad y garantizar la primacía de la 
Constitución, el respeto y vigencia de los derechos y ga­
rantías fundamentales de las personas, así como la cons­
titucionalidad de las convenciones y tratados. 

Artículo 2. Presunción de constitucionalidad. Se pre­
sume la constitucionalidad de toda ley, decreto, resolución 
y actos de los Órganos del Estado hasta tanto el Tribunal 
Constitucional resuelva y declare su inconstitucionalidad. 
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Artículo 3. Infracción de la Constitución. La Constitu­
ción se tendrá por infringida cuando el texto de una ley, 
decreto, resolución o actos emanados de autoridad públi­
ca o de persona particular, natural o jurídica, sus efectos o 
su interpretación en relación a un caso concreto, sean 
contrarios a las normas o principios de aquella. 

Artículo 4. Interpretación constitucional. En caso ex­
cepcional de que una ley, decreto, o cualquier género de 
resolución admita diferentes interpretaciones, el Tribunal 
Constitucional en resguardo del principio de conservación 
de la norma adoptará la interpretación que, concuerde con 
la Constitución. 

Los tribunales, jueces y autoridades aplicarán a sus 
decisiones la interpretación adoptada por el Tribunal 
Constitucional. 

Artículo 5. Obligatoriedad. El Tribunal Constitucional 
tiene la obligación inexcusable sin que pueda alegar insu­
ficiencia, ausencia u obscuridad de la norma, de fallar en 
las causas sometidas a su competencia. 
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CAPÍTULO 11 
DE LA JURISDICCIÓN, COMPETENCIA Y ATRIBUCIO­

NES DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Artículo 6. Jurisdicción. El Tribunal Constitucional es 
único en su orden y su jurisdicción se extiende a todo el 
territorio de la República. 

Articulo 7. Competencia y atribuciones. Es de compe­
tencia del Tribunal Constitucional conocer y resolver, me­
diante los procedimientos establecidos en la presente ley, 
los casos y asuntos previstos por el Articulo 120 de la 
Constitución Politica del Estado. 

1. Las acciones o demandas abstractas o directas 
de inconstitucionalidad de leyes, decretos y resoluciones 
de cumplimiento general no vinculadas a un proceso judi­
cial o administrativo. 

2. Los recursos incidentales de inconstitucionalidad 
de leyes, decretos y cualquier género de resoluciones no 
judiciales. 

3. Los recursos de inconstitucionalidad contra tribu­
tos, impuestos, tasas, patentes, derechos o contribucio­
nes de cualquier naturaleza, creados, modificados o su­
primidos en contravención a la Constitución. 

4. Los conflictos de competencia y controversias que 
se susciten entre los poderes públicos, la Corte Nacional 
Electoral, los departamentos y los municipios. 
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5. Las impugnaciones del Poder Ejecutivo a las re­
soluciones camarales, prefecturales y municipales contra­
rias a la Constitución. 

6. Los recursos directos de nulidad contra los actos 
o resoluciones de quienes usurpen funciones que no les 
competen o ejerzan jurisdicción, potestad o competencia 
que no emane de la Ley. 

7. Los recursos contra resoluciones del Poder Legis­
lativo o de una de sus Cámaras, cuando tales resolucio­
nes afecten uno o más derechos o garantías concretas, 
cualesquiera sean las personas afectadas. 

8. La revisión de los recursos de Habeas Corpus y 
Amparo Constitucional. 

9. Las consultas del Presidente de la República, del 
Presidente del Congreso Nacional y del Presidente de la 
Corte Suprema de Justicia, sobre la constitucionalidad de 
proyectos de ley, decretos o resoluciones. La declaración 
del Tribunal Constitucional es obligatoria para el órgano 
que efectúa la consulta. 

1 O. Las consultas sobre la constitucionalidad de trata­
dos o convenios con gobiernos extranjeros u organismos 
internacionales. 

11. Las demandas respecto a procedimientos contra­
rios de Reforma de la Constitución. 
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TÍTULO SEGUNDO 
DE LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 

DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

CAPÍTULO 1 

DE LA ORGANIZACIÓN DEL TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL 

Artículo 8. Número de Magistrados y funcionamiento 

l. El Tribunal Constitucional está integrado por cinco 
magistrados titulares que conforman una sola Sala y cinco 
magistrados suplentes. 

11. El Tribunal funcionará de manera ininterrumpida 
durante todo el año. 

Artículo 9. Comisión de Admisión. La Comisión de 
Admisión está formada por tres magistrados, que desem­
peñarán sus funciones en forma rotativa y obligatoria. 
Ninguno de ellos desempeñará estas funciones por más 
de dos veces consecutivas, por turno. 

Artículo 10. Presidente del Tribunal. Los magistrados 
del Tribunal Constitucional elegirán por mayoría de votos 
en forma oral y nominal del total de sus miembros al Pre­
sidente, quien desempeñará sus funciones durante cinco 
años, pudiendo ser reelegido. 
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En caso de renuncia o fallecimiento, se procederá a 
una nueva elección por un nuevo período y en caso de 
impedimento temporal el Presidente será suplido por el 
Magistrado Decano. 

Artículo 11. Atribuciones del Presidente. El Presidente 
del Tribunal Constitucional, que ejerce la función jurisdic­
cional en igualdad de condiciones con los demás magis­
trados, tiene las siguientes atribuciones: 

1. Dirigir y representar al Tribunal Constitucional; 
2. Cumplir y hacer cumplir las resoluciones y acuer­

dos del Tribunal; 
3. Velar por la correcta y pronta administración de 

justicia en materia constitucional; 
4. Ejercer las facultades disciplinarias sobre el perso­

nal que no sean competencia del Consejo de la Judicatu-
ra; 

5. Dictar resoluciones administrativas en los casos 
que no sean competencia del Tribunal en pleno. 

6. Ejercer las demás funciones establecidas en el 
Reglamento. 

Artículo 12. Decano. Será designado Decano el ma­
gistrado más antiguo. Su antigüedad se calificará toman­
do en cuenta el tiempo de funciones en el Tribunal Consti­
tucional. En caso de tener la misma antigüedad se tomará 
en cuenta la fecha de extensión del titulo de abogado en 
provisión nacional. 
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CAPÍTULO 11 
DE LOS MAGISTRADOS DEL 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Artículo 13. Requisitos. Para ser Magistrado del Tribu­
nal Constitucional se requiere: 

1. Ser boliviano de origen y haber cumplido los de-
beres militares. 

2. Tener 35 años cumplidos. 
3. Estar inscrito en el Registro Electoral. 
4. Tener titulo de Abogado en Provisión Nacional y 

haber ejercido durante diez años la judicatura, la profesión 
de abogado o la cátedra universitaria, con idoneidad; 

5. No haber sido condenado a pena corporal, salvo 
rehabilitación concedida por el Senado ni tener pliego de 
cargo ejecutoriado 

6. No estar comprendido en los casos de incompati­
bilidad señalados en la presente ley. 

Artículo 14. Designación. Los Magistrados titulares y 
suplentes del Tribunal Constitucional son designados por 
el Congreso Nacional por dos tercios de votos de sus 
miembros presentes. Para la elección de magistrados titu­
lares y suplentes, sin perjuicio de lo dispuesto por el Artí­
culo 68 atribución 12 de la Constitución Política del Esta­
do, el Ministerio de Justicia, las Facultades de Derecho de 
las Universidades Públicas y Privadas y los 
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Colegios de Abogados, podrán enviar nóminas de candi­
datos al Congreso Nacional para su consideración. 

Artículo 15. Período de funciones. Los Magistrados ti­
tulares del Tribunal Constitucional desempeñan sus fun­
ciones por un período personal de diez años improrroga­
bles, que se computará a partir de la fecha de su pose­
sión, pudiendo ser reelectos pasado un tiempo igual al 
que hubiesen ejercido su mandato. 

Artículo 16. Título de nombramiento. El titulo de nom­
bramiento de los Magistrados titulares y suplentes del Tri­
bunal Constitucional será expedido por el Presidente del 
Congreso Nacional, quien previo juramento, les ministrará 
posesión de sus cargos. 

Artículo 17. Incompatibilidades. La función de magis­
trado del Tribunal Constitucional es incompatible con: 

1. El ejercicio de cargos públicos o privados, adminis­
trativos o sindicales, remunerados o no; 

2. Con el desempeño de funciones directivas en parti­
dos políticos, asociaciones, fundaciones, colegios profe­
sionales, empresas mercantiles de cualquier naturaleza; 

3. Con el ejercicio libre de la abogacía. 
La función de Magistrado Constitucional sólo es com­

patible con la cátedra universitaria. 
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CAPÍTULO 111 
SUSPENSIÓN Y CESE DE FUNCIONES 

Artículo 18. Incumplimiento de plazos. Los Magistra­
dos del Tribunal Constitucional que no cumplan los plazos 
fijados en la presente Ley, de oficio o a instancia de parte, 
serán sancionados administrativamente de conformidad a 
su reglamento. 

Si de la inobservancia de plazos resultare delito, serán 
juzgados penalmente. 

Artículo 19. Procesamiento. El procesamiento de los 
Magistrados del Tribunal Constitucional por delitos cometi­
dos con motivo del ejercicio de sus funciones, se rige por 
las normas del Juicio de Responsabilidades previsto para 
los Ministros de la Corte Suprema de Justicia. 

Por otros delitos, estarán sujetos a las normas comu­
nes del Código de Procedimiento Penal. 

Artículo 20. Suspensión de funciones. Los Magistra­
dos del Tribunal Constitucional serán suspendidos de sus 
funciones cuando se dicte contra ellos acusación en juicio 
de responsabilidades, o sentencia ejecutoriada por delitos 
comunes. 

Artículo 21. Cese de funciones. 
l. Los Magistrados del Tribunal Constitucional cesan 

en sus funciones por: 
1. Fallecimiento; 
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2. Renuncia; 
3. Cumplimiento del periodo de funciones; 
4. Incapacidad física o mental sobrevenida, debida 

y legalmente comprobada; 
5. Incompatibilidad sobreviniente; y, 
6. Condena por sentencia ejecutoriada; 
l. El cese de funciones o la vacancia en el cargo de 

Magistrado del Tribunal Constitucional, en el caso del nu­
meral 2 será conocido por el Congreso Nacional; en el 
caso de los numerales 1 y 6 será decretado por el Presi­
dente del Tribunal Constitucional y se comunicará de in­
mediato al Congreso Nacional; en el caso de los numera­
les 4 y 5, previa comprobación por el Tribunal Constitu­
cional, se hará saber de inmediato al Congreso Nacional. 

11. En el caso de cumplimiento del período de funcio­
nes, el Congreso Nacional, después de asumir conoci­
miento, procederá a la designación del nuevo Magistrado 
del Tribunal Constitucional en el término máximo de trein­
ta días, convocándose en su caso a Congreso Extraordi­
nario, si fuere necesario. 

Artículo 22. Magistrados suplentes 
l. Los magistrados suplentes durarán en sus funcio-

nes 10 años, pudiendo ser reelectos. Suplirán a los titula­
res en la forma y orden que prevé el reglamento. 

11. Tendrán derecho a una remuneración del 50% del 
salario que perciben los titulares, mientras no accedan a 
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la titularidad. Percibirán el 100% en los casos que acce­
den a la titularidad. 

111. Los suplentes accederán a la titularidad de mane­
ra circunstancial en cualquier caso de suspensión. 

IV. En el ejercicio de la suplencia podrán ser delega­
dos y comisionados para cumplir las tareas encomendadas 
por el Tribunal conforme a reglamento. 

Artículo 23. Convocatoria. La convocatoria de los ma­
gistrados suplentes se hará conocer en forma obligatoria y 
oportuna a las partes. 
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CAPÍTULO IV 
DEL PERSONAL DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
Artículo 24. Personal. El Tribunal Constitucional tendrá 

un secretario, un director administrativo, asesores y los 
demás funcionarios necesarios para el servicio, que serán 
designados por el Tribunal. En el Reglamento que se dicte 
el Tribunal fijará la forma y requisitos de designación, es­
tableciéndose sus funciones. 

El Tribunal Constitucional designará al personal de en­
tre quienes reúnan los requisitos que señale el reglamen­
to. 

Artículo 25. Asesores 
l. El Tribunal Constitucional contará con un equipo 

permanente de profesionales abogados con Título en 
Provisión Nacional. Sus miembros serán designados por 
concurso de méritos y oposición que se ajustará a las 
normas que establezca el Reglamento del Tribunal. 

11. También podrá contratar consultores para casos 
específicos. 
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CAPÍTULO V 
DEL FUNCIONAMIENTO ADMINISTRATIVO 

Artículo 26. Régimen administrativo. El Consejo de la 
Judicatura como órgano administrativo del Poder Judicial 
establecido por la Constitución Política del Estado, es el 
encargado de la administración de los recursos económi­
cos y financieros del Tribunal Constitucional. 

Artículo 27. Dirección administrativa. La dirección ad­
ministrativa tiene por objeto, además de las que le enco­
mienda el Reglamento del Tribunal Constitucional, las si­
guientes: 

1. La coordinación con el Consejo de la Judicatura 
para asuntos administrativos y financieros; y, 

2. Los relativos a la administración interna del Tri-
bunal Constitucional. 
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TÍTULO TERCERO 
DE LAS DISPOSICIONES COMUNES 

DE PROCEDIMIENTO 
CAPÍTULO 1 

DE LA LEGITIMACIÓN, FORMA Y 
CONTENIDO DE LOS RECURSOS 

Artículo 28. Legitimación. Toda persona física o jurídi­
ca, está legitimada para interponer los recursos y deman­
das constitucionales previstos en la presente Ley, a con­
dición de reunir los requisitos exigidos por ella. 

Artículo 29. Presentación de demandas y recursos 
l. Las demandas y recursos constitucionales serán 

presentados en la Secretaria del Tribunal, por el recurren­
te, demandante o sus apoderados, acompañando los do­
cumentos que acrediten su personería y las pruebas en 
que funda su pretensión jurídica, siempre que ellas fueren 
necesarias y pertinentes. 

11. Los grupos de personas físicas cuyo interés cir­
cunstancial las legitime serán representados por apodera­
do. 

111. También podrán ser presentados por medio de 
fax, facsímil o mediante carta certificada. En estos casos, 
los plazos para la tramitación de demandas y recursos 

comenzará a correr a partir del momento en que se 
reciba el documento en el Tribunal. 
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IV. Las reproducciones en facsímil de documentos y 
testimonios, harán fe y tendrán el mismo valor probatorio 
que los documentos originales, en los procedimientos sus­
tanciados ante el Tribunal Constitucional, si su conformi­
dad con los mismos hubiere sido previamente legalizada 
por funcionarios públicos legalmente autorizados. 

Articulo 30. Forma y contenido de las demandas y re­
cursos. Las demandas y recursos deberán presentarse 
por escrito con patrocinio de abogado con título en Provi­
sión Nacional, y contendrán: 

1. La designación del Tribunal; 
2. El nombre, domicilio y generales del recurrente o de 

su representante legal; 
3. El nombre y domicilio de la parte recurrida o de 

su representante legal; 
4. El petitorio formulado con precisión y claridad, ci­

tando la norma constitucional infringida, las leyes, decre­
tos, resoluciones o actos contrarios a la Constitución y 
especificando la justificación por las que ellas resultaren 
inconstitucionales. 

En la contestación a las demandas y recursos se ob­
servarán las mismas formalidades. 
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CAPÍTULO 11 

DE LA ADMISIÓN DE LAS DEMANDAS Y RECURSOS 

Artículo 31. Atribuciones de la comisión de admisión. 
Recibida una demanda, recurso o consulta será puesta en 
conocimiento de la Comisión de Admisión, cuyas atribu­
ciones son: 

1. Admitirlas, cuando cumplan los requisitos exigibles 
en cada caso, o en su defecto, rechazarlas; 

2. Observar los defectos formales subsanables que 
determinen la inadmisibilidad de los recursos y demandas; 

3. Distribuir por sorteo las causas admitidas entre 
los Magistrados del Tribunal. 

4. Absolver las consultas sobre rechazo del inciden­
te de inconstitucionalidad 

Artículo 32. Defectos formales subsanables. Si la 
Comisión de Admisión observare la existencia de defectos 
formales subsanables, dispondrá que el recurrente lo sal­
ve en el plazo de 1 O dias. Si dentro de este plazo no se 
subsanaren, se tendrá por no presentado. 

Artículo 33. Rechazo 
l. La Comisión rechazará por unanimidad, las de-

mandas y recursos manifiestamente improcedentes: 
1. Cuando el recurso carezca en absoluto de conteni­

do juridico- constitucional que justifique una decisión so­
bre el fondo; 
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2. Cuando el Tribunal hubiere desestimado antes en 
el fondo un recurso de naturaleza y con objeto sustan­
cialmente análogos. 

l. La resolución de rechazo admite recurso de repo-
sición que deberá ser interpuesto dentro de los tres dias 
siguientes a la notificación del mismo. La Comisión resol­
verá el recurso en el mismo plazo. 

11. La resolución de rechazo no será causa de excu­
sa a los miembros de la comisión para el conocimiento del 
recurso de reposición, ni para que éstos se pronuncien 
sobre el fondo de lo planteado en caso de que el recurso, 
demanda o consulta sean admitidos. 
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CAPÍTULO 111 
DE LAS EXCUSAS 

Artículo 34. Causales 
l. El parentesco del magistrado hasta el cuarto gra-

do de consanguinidad o segundo de af1nidad con alguna 
de las partes, sus mandatarios o abogados; 

11. El interés directo del magistrado en el caso o de 
alguno de sus parientes referidos en el numeral anterior; 

111. La intervención del magistrado en el caso por ra­
zón de su cargo o profesión, como abogado o mandatario, 
o por haber ejercido cualquier función que comprometa su 
imparcialidad; 
IV. Tener el magistrado proceso pendiente con alguna 
de las partes, siempre que éste no hubiere sido provoca­
do exprofeso por una de ellas para inhabilitarlo, o ser o 
haber sido denunciante o acusador contra una de las par­
tes para su enjuiciamiento penal, o denunciado por alguna 
de ellas con el mismo objeto. 

Artículo 35. Obligación de excusa 
l. El magistrado comprendido en cualquiera de las 

causales de excusa, deberá excusarse en su primera ac­
tuación, de oficio o a petición de parte. 

Declarada legal la excusa, el magistrado quedará in­
hibido definitivamente de conocer la demanda o recurso. 

11. Será nulo todo acto o resolución pronunciados 
después de la excusa, con intervención del 
que resultare inhibido 
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Artículo 36. Resolución 
l. El Tribunal conocerá y resolverá la excusa por 

mayoría de votos en el plazo de tres días. 
11. Si la excusa fuere declarada ilegal se devolverá la 

causa al magistrado, imponiéndole la multa correspon­
diente. 

111. Si la excusa fuere declarada legal la Comisión 
de Admisión procederá a nueva distribución 
por sorteo. 

Artículo 37. Responsabilidad penal. Si el magistrado 
comprendido en cualquiera de las causales de excusa no 
se apartare del conocimiento del proceso, será pasible de 
responsabilidad penal. 
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CAPÍTULO IV 
DE LAS DISPOSICIONES PROCESALES COMUNES 

Artículo 38. Gratuidad 
l. El procedimiento ante el Tribunal Constitucional 

es gratuito. 
11. El Tribunal impondrá las costas en caso de decla­

rarse improcedente o improbada la demanda y multa si 
existiere temeridad o malicia. 

Artículo 39. Plazos. Los plazos establecidos en esta 
Ley son perentorios y se computarán en dias hábiles. Pa­
ra efectos de legalidad son días hábiles de lunes a viernes 
de 8:00 a 12:00 y de 14:00 a 18:00 horas, y los días sá­
bado de 8:00 a 12:00, exceptuando los días feriados. 

Articulo 40. Facultades del Tribunal e intervención fis­
cal 

l. El Tribunal, de oficio o a instancia de parte, en 
cualquier momento y previa noticia de partes, podrá dis­
poner la acumulación de aquellos procesos por conexitud 
que justifiquen la unidad de tramitación y decisión, siem­
pre que esta medida no provoque atrasos innecesarios en 
el conocimiento de las causas. 

11. Antes de pronunciar resolución, el Tribunal podrá 
de oficio o a petición de parte señalar audiencia para que 
se fundamente y alegue sobre la pertinencia de la acción 
planteada. 
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111. Cuando se trate de la defensa de los intereses del 
Estado, la intervención del Ministerio Público en la au­
diencia es obligatoria, debiendo el mismo pronunciarse en 
el plazo de setenta y dos horas. 

Artículo 41. Resoluciones 
l. Las resoluciones del Tribunal son de tres clases: 
1. Sentencias constitucionales. 

2. Declaraciones constitucionales. 
3. Autos constitucionales. 

11. Las decisiones que resolvieran demandas o 
recursos se producirán en forma de sentencia. 
Las declaraciones serán adoptadas en los ca­
sos de consulta. Las decisiones de admisión o 
rechazo, desistimiento, caducidad u otras 
adoptarán la forma de auto. 

Articulo 42. Carácter definitivo de las resoluciones del 
tribunal. Las resoluciones del Tribunal Constitucional no 
admiten recurso alguno. Artículo 43. Publicación. Las sen­
tencias, declaraciones y autos constitucionales se publica­
rán en un medio especializado que se llamará Gaceta 
Constitucional, cuya periodicidad será mensual. 

Artículo 44. Vinculación y Coordinación 
l. Los poderes públicos están obligados al cumpli­

miento de las resoluciones pronunciadas por el Tribunal 
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Constitucional. Las sentencias, declaraciones y autos del 
Tribunal Constitucional, son obligatorias y vinculantes pa­
ra los Poderes del Estado, legisladores, autoridades y tri­
bunales. 

11. Todos los órganos del Estado prestarán al Tribu­
nal Constitucional con carácter preferente, urgente e inex­
cusable, la asistencia que éste requiera. 

Artículo 45. Remisión de documentos. El Tribunal 
Constitucional podrá requerir, del poder público central, 
órganos descentralizados, prefecturas departamentales, 
municipios, universidades, personas naturales o jurídicas 
de derecho público o privado, la remisión de fotocopias 
debidamente legalizadas de documentos, informes y ex­
pedientes relativos a la norma o acto que origine el proce­
dimiento constitucional, lo que se hará efectivo en el plazo 
que fije el Tribunal. 

Artículo 46. Prueba complementaria. El Tribunal Cons­
titucional cuando estime necesario para emitir criterio, po­
drá disponer la producción de prueba complementaria, 
estableciendo la forma y el tiempo en la que ésta deberá 
ser producida. 

Artículo 47. Voto para resoluciones 
l. Salvo que en esta Ley se establezcan otros requi­

sitos, las decisiones del Tribunal Constitucional se adopta­
rán por la mayoría de sus miembros. 

11. Se hará constar en la resolución los votos disiden­
tes. El Magistrado disidente deberá obligatoriamente fun-
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damentar su voto en el plazo de cinco dias, para efectos 
de publicación en la Gaceta Constitucional. 

Artículo 48. Forma y contenido de la sentencia 
l. En las sentencias, el Tribunal debe resolver cada 

una de las cuestiones planteadas; cuando sean varias, 
pronunciándose en forma expresa sobre ellas. 

11. La sentencia se tendrá por fallo y ccntendrá: 
1. La parte considerativa, en la que se consignarán 

en forma clara y concisa las pretensiones de las partes y 
coadyuvantes. Si se tratare de un asunto que se conoce 
en grado de revisión, se hará un extracto de la sentencia 
que la motiva y las pretensiones de las partes si las hubie­
re. 

En esta parte, también se hará constar si se observa­
ron las prescripciones legales en el procedimiento, seña­
lándose en su caso los defectos u 

omisiones que se hubieren cometido y la forma en que 
fueron superadas. 

2. Las conclusiones, en las que constará: 
Declaración concreta del hecho o hechos que el Tri­

bunal tiene como demostrados, citando el medio de prue­
ba que le sirva para tal acreditación, asi como los no de­
mostrados, que tengan influencia en lo resuelto, señalán­
dose en ambos casos el razonamiento que se hizo sobre 
el medio probatorio aportado, para tener o no como acre­
ditado el hecho; 

Análisis de las cuestiones de derecho. 
3. La parte resolutiva en la que se pronunciará el fa­

llo sobre el fondo del recurso o demanda, en la forma pre-
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vista para cada caso, su dimensionamiento en el tiempo y 
los efectos sobre lo resuelto, la condenatoria en costas si 
procediere y las comunicaciones pertinentes para su eje­
cutoria. 

Artículo 49. Ejecución. El Tribunal Constitucional dis­
pondrá en sus resoluciones, quién habrá de ejecutarlas y 
en su caso, resolver las incidencias de la ejecución. 

Artículo 50. Aclaración, Enmienda y Complementa­
ción. El Tribunal Constitucional, de oficio o a petición de 
parte, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la noti­
ficación de la resolución, podrá aclarar, enmendar o com­
plementar algún concepto obscuro, corregir un error mate­
rial o subsanar alguna omisión sin afectar el fondo de la 
resolución. 

Artículo 51. Sentencias con calidad de cosa juzgada. 
La sentencia declaratoria de inconstitucionalidad, no per­
mitirá revisar procesos fenecidos mediante sentencias 
que tengan la calidad de cosa juzgada, en los que se 
haya hecho aplicación de la ley inconstitucional. 

Artículo 52. Sanciones. El Tribunal Constitucional im­
pondrá sanciones pecuniarias a toda persona investida o 
no de poder público, que incumpla sus determinaciones 
dentro de los plazos señalados y reiterará estas sancio­
nes en forma compulsiva y progresiva hasta su total cum­
plimiento, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad a 
que hubiere lugar. 
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TITULO CUARTO 
DE LOS PROCEDIMIENTOS CONSTITUCIONALES 

CAPITULO 1 
DE LAS ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD 

Artículo 53. Procedencia. Las acciones de inconstitu­
cionalidad proceden como: 

1. Demanda abstracta de inconstitucionalidad; y 
2. Recurso Incidental de lnconstitucionalidad vincu­

lado a un proceso judicial o administrativo. 

CAPITULO 11 
DE LA DEMANDA ABSTRACTA DE 

INCONSTITUCIONALIDAD 

Artículo 54. Procedencia. La demanda abstracta de 
inconstitucionalidad procederá contra toda ley, decreto o 
cualquier género de resolución no judicial, contraria a la 
Constitución Política del Estado como acción no vinculada 
a un caso concreto. 

Artículo 55. Legitimación. Están legitimados para in­
terponer la demanda: 

1. El Presidente de la República 
2. Cualquier Senador o Diputado 
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3. El Fiscal General de la República 
4. El Defensor del Pueblo 

Artículo 56. Requisitos de Admisión. Presentada la 
demanda, la Comisión de Admisión verificará que se 
hubiere: 

1. Acreditado la personería de la autoridad recurren­
te y en su caso, el poder suficiente de su representante. 

2. Precisada la norma constitucional que se entiende 
infringida. 

Artículo 57. Procedimiento 
l. Admitida la demanda, se pondrá en conocimiento 

del personero del órgano que generó la norma impugna­
da, a efecto de su apersonamiento para formular los ale­
gatos que fueren del caso, en el plazo de quince días. 

11. Con o sin alegatos, el Tribunal Constitucional dic­
tará sentencia dentro de los treinta días siguientes. 

Artículo 58. Sentencia y efectos 
l. La sentencia declarará la constitucionalidad o in-

constitucionalidad de la ley, decreto o resolución de al­
cance general impugnado, en todo o en parte. 

11. La sentencia que declare la inconstitucionalidad 
total de la norma legal impugnada, tendrá efecto abroga­
torio de la misma. 

111. La sentencia que declare la inconstitucionalidad 
parcial de la norma legal impugnada, tendrá efecto dero-
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gatorio de los articulas sobre los que hubiera recaido la 
declaratoria de inconstitucionalidad y seguirán vigentes 
los restantes. 

IV. La sentencia podrá declarar la inconstitucionali­
dad de otros preceptos que sean conexos o concordantes 
con la norma legal impugnada, con los mismos efectos 
que en lo principal. 

V. La sentencia que declare la constitucionalidad de 
la norma legal impugnada, hace improcedente cualquier 
nueva demanda de inconstitucionalidad contra ella. 

CAPÍTULO 111 
DEL RECURSO INCIDENTAL DE 

INCONSTITUCIONAL! DAD 

Artículo 59. Recurso íncídental de ínconstítucíonalídad. 
El recurso incidental procederá en los procesos judiciales 
o administrativos cuya decisión dependa de la constitu­
cionalidad o inconstitucionalidad de una ley, decreto o 
cualquier género de resolución no judicial aplicable a 
aquellos procesos. Este recurso será promovido por el 
juez, tribunal o autoridad administrativa, de oficio o a ins­
tancia de parte. 

Artículo 60. Contenido del recurso. El recurso indirecto 
o incidental de inconstitucionalidad contendrá: 

1. La mención de la ley, decreto o resolución no ju­
dicial cuya inconstitucionalidad se cuestiona y su vincula­
ción con el derecho que se estima lesionado 

76 



LEYES Df AMPARO DE AME FUCA LAUNA 

2. El precepto constitucional que se considera infrin­
gido. 

3. La fundamentación de la inconstitucionalidad y la 
relevancia que tendrá la norma legal impugnada en la de­
cisión del proceso 

Artículo 61. Oportunidad. El recurso indirecto o inci­
dental de inconstitucionalidad podrá ser presentado por 
una sola vez en cualquier estado de la tramitación del 
proceso judicial o administrativo, aun en recurso de casa­
ción y jerárquico, antes de la ejecutoria de la sentencia. 

Artículo 62. Sustanciación del incidente. Interpuesto el 
recurso indirecto o incidental de inconstitucionalidad, el 
juez, tribunal o autoridad administrativa que conoce la 
causa, correrá en traslado dentro de las veinticuatro horas 
siguientes para que sea contestado en tercero día de noti­
ficada la parte. Con respuesta o sin ella, en igual plazo, 
pronunciará resolución: 

1. Rechazando el incidente si lo encuentra manifies­
tamente infundado, en cuyo caso proseguirá la tramitación 
de la causa. La resolución de rechazo será elevada en 
consulta, de oficio al Tribunal Constitucional, en el plazo 
de 24 horas. 

2. Admitiendo el incidente mediante auto motivado, 
en cuyo caso dispondrá se eleve ante el Tribunal Consti­
tucional fotocopias legalizadas de las piezas pertinentes, 
con nota de cortesía, dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes. 

Artículo 63. Prosecución del trámite. La admisión del 
recurso indirecto o incidental de inconstitucionalidad no 
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suspenderá la tramitación del proceso, mientras se pro­
nuncie el Tribunal Constitucional, salvo el caso de ser 
presentado en recurso de casación o jerárquico. 

Artículo 64. Procedimiento ante el Tribunal Constitu­
cional 

l. Recibidos los antecedentes del recurso incidental 
de inconstitucionalidad, éstos pasarán a la Comisión de 
Admisión para el fin previsto en el numeral 3 del articulo 
31 de la presente Ley. 

11. Sorteada la causa, el Tribunal Constitucional pro­
nunciará sentencia en el plazo de treinta días. 

111. La consulta, en caso de rechazo del incidente, 
será conocida por la Comisión de Admisión la 
que resolverá sobre su procedencia en el pla­
zo de diez días. Admitido que sea, se obser­
vará lo dispuesto en los parágrafos anteriores 
en lo pertinente. 

Artículo 65. Sentencia y sus efectos. La sentencia dic­
tada por el Tribunal Constitucional en el recurso indirecto 
o incidental de inconstitucionalidad surtirá los efectos de­
terminados en el artículo 58 de la presente Ley. 

Los funcionarios públicos y personas particulares que 
estuvieren obligados a cumplir la sentencia y no la hicie­
ren cumplir, serán sometidos a proceso penal, a cuyo 
efecto se remitirán antecedentes al Ministerio Público. 

Artículo 66. Incompetencia del Tribunal Constitucional. 
El Tribunal Constitucional no tiene competencia para co-
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nacer y resolver sobre fallos, sentencias, autos y otras 
resoluciones que dicte el Poder Judicial a través de sus 
jueces y magistrados. 

Artículo 67. Notificaciones al órgano judicial. Dictada 
la sentencia, esta será notificada inmediatamente al órga­
no que dictó la ley, decreto o resolución no judicial y al 
órgano judicial o administrativo competente para efectos 
de la decisión del proceso, que desde ese momento que­
dará sujeto al fallo del Tribunal Constitucional. 

CAPÍTULO IV 
DE LOS RECURSOS CONTRA TRIBUTOS Y 

OTRAS CARGAS PÚBLICAS 

Artículo 68. Procedencia y legitimación 
l. Este recurso procede contra toda disposición legal 

que cree, modifique o suprima un tributo, impuesto, tasa, 
patente, derecho o contribución de cualquier clase o natu­
raleza, que hubiere sido establecida sin observar las dis­
posiciones de la Constitución Política del Estado. 

11. El recurso será planteado por el sujeto pasivo del 
tributo, contra la autoridad que los aplicare o pretendiere 
aplicarlo, acompañando la resolución u ordenanza que así 
lo disponga, o en su caso, solicitando se conmine a la au­
toridad recurrida para que la presente. 

Artículo 69. Procedímíento. La Comisión de Admisión, 
previa verificación del cumplimiento de los requisitos se­
ñalados y los previstos por el artículo 32 de la presente 
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Ley, admitirá o rechazará el recurso. En el primer caso, 
correrá en traslado a la autoridad demandada, que deberá 
contestar en el plazo de quince dias. Vencido éste, con 
respuesta o sin ella, el Tribunal dictará sentencia en el 
plazo de treinta dias de sorteada la causa. 

Artículo 70. Sentencia y efectos. La sentencia declara-
rá: 

1. La aplicabilidad de la norma legal impugnada, con 
costas al recurrente. 

2. La inaplicabilidad de la norma legal impugnada al 
caso concreto. 

Capitulo IV 
DE LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIAS 

Y CONTROVERSIAS 

Artículo 71. Conflictos de competencias y controver­
sias. Los casos en que se susciten conflictos de compe­
tencias y controversias entre los poderes públicos, la Cor­
te Nacional Electoral, las administraciones departamenta­
les y los gobiernos municipales, respecto del conocimien­
to de determinado asunto, serán resueltos por el Tribunal 
Constitucional, cuando no haya sido posible por la via de 
la inhibitoria o de la declinatoria. 

Artículo 72. lnhibitoria 
l. Cuando el titular de la entidad pública a la que se 

considera competente, es requerido por la persona natural 
o juridica interesada a asumir conocimiento del caso que 
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se tramita ante una entidad pública que se considera in­
competente, admitiendo su competencia dirigirá oficio al 
titular de ésta para que se inhiba de seguir conociendo el 
caso y le remita los antecedentes. 

11. Recibido el oficio de inhibitoria si el titular de la 
entidad pública requerida admitiere su incompetencia, se 
inhibirá de seguir conociendo el caso mediante resolución 
expresa y remitirá los antecedentes al titular de la entidad 
pública requirente. 

IV. Por el contrario, si la autoridad requerida rechaza­
re la inhibitoria y se declarare competente, en 

resolución fundamentada, remitirá el caso y los antece­
dentes al Tribunal Constitucional en el plazo de cuarenta y 
ocho horas computables desde la recepción del oficio de 
requerimiento de la inhibitoria. 

Artículo 73. Declinatoria. 
La declinatoria será planteada por la persona natural o 

jurídica interesada, directamente al titular de la entidad 
pública que esté en conocimiento del caso, pidiéndole que 
decline de competencia y remita al proceso al titular de la 
entidad pública que considera competente. Esta petición 
será resuelta, mediante resolución fundamentada, en el 
plazo de cuarenta y ocho horas de haber sido recibida. 

l. Si la petición de declinatoria es considerada pro­
cedente, se remitirá el caso y sus antecedentes dentro de 
las cuarenta y ocho horas siguientes, al titular de la enti­
dad tenida por competente. 
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11. Si recibido el caso por la entidad pública tenida 
por competente, el titular de ésta declina a su vez de 
competencia mediante resolución fundamentada pronun­
ciada dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la 
recepción de los antecedentes, en el mismo plazo los re­
mitirá al Tribunal Constitucional. 

111. Si la petición de declinatoria es considerada im­
procedente mediante resolución fundamentada, los ante­
cedentes del caso se remitirán en revisión en el plazo de 
cuarenta y ocho horas al Tribunal Constitucional. 

Artículo 74. Sentencia y efectos. El Tribunal Constitu­
cional, dentro los quince días siguientes a la radicatoria, 
dictará sentencia dirimitoria y remitirá el proceso al órgano 
público que declarare competente. Con esta sentencia 
serán notificados los titulares de ambos órganos públicos. 

El Tribunal Constitucional podrá declarar en sentencia, 
la incompetencia de los dos órganos públicos en conflicto. 
En este caso, determinará cual es el órgano público com­
petente y remitirá el proceso a su titular. Con esta senten­
cia se notificará a los titulares de los tres órganos públi­
cos. 

Artículo 75. Suspensión de trámites. Durante la sus­
tanciación del procedimiento dirimitorio, el trámite de la 
causa principal quedará en suspenso, no siendo posible 
acto alguno, bajo sanción de nulidad, excepto las medidas 
cautelares cuya adopción resultare imprescindible. 
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CAPÍTULO V 
DE LAS IMPUGNACIONES DEL PODER EJECUTIVO A 

LAS RESOLUCIONES CAMARALES, 

PREFECTURALES Y MUNICIPALES 

Artículo 76. Procedencia. El Poder Ejecutivo podrá 
impugnar las resoluciones camarales, prefecturales, así 
como ordenanzas y resoluciones municipales considera­
das contrarías a la Constitución Política del Estado. 

Artículo 77. Procedimiento 
l. La demanda será planteada por el Presidente de 

la República contra el Presidente de la respectiva Cámara 
Legislativa, el Prefecto del Departamento o el Alcalde Mu­
nicipal. 

11. Admitida la demanda por la Comisión, se correrá 
traslado a la autoridad demandada, ordenando su cita­
ción, quién deberá responder dentro del término de quince 
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días, a cuyo vencimiento, con respuesta o sin ella, el Tri­
bunal Constitucional resolverá en el plazo de treinta días. 

Artículo 78. Sentencia y efectos 
El Tribunal dictará sentencia declarando probada o im­

probada la demanda. En el primer caso, declarará nula la 
resolución impugnada, y en el segundo, subsistente. 

CAPÍTULO VI 
DEL RECURSO DIRECTO DE NULIDAD 

Artículo 79. Procedencia 
l. Procede el recurso directo de nulidad contra todo 

acto o resolución de quien usurpe funciones que no le 
competen, así como contra los actos de quien ejerza ju­
risdicción o potestad que no emane de la ley. 

11. También procede contra las resoluciones dictadas 
o actos realizados por autoridad judicial que esté suspen­
dida de sus funciones o hubiere cesado. 

Artículo 80. Presentación. La persona agraviada, pre­
sentará directamente el recurso al Tribunal Constitucional, 
acreditando su personería y acompañando copias, foto­
copias legalizadas o testimonio de la resolución que le 
cause agravio y otros antecedentes que estime pertinen­
tes. 
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Si el recurrente no tuviere en su poder copia, fotocopia 
legalizada o testimonio de la resolución impugnada, anun­
ciará a la autoridad que pretende ejecutarla o que la dictó, 
la utilización del recurso, solicitándole se le extiendan las 
copias correspondientes que le serán otorgadas sin repa­
ros en el término máximo de cuarenta y ocho horas, caso 
contrario será pasible a las responsabilidades de Ley. 

Artículo 81. Plazo. El recurso se interpondrá por el re­
currente o por quien lo represente, dentro del plazo de 

treinta días, computables a partir de la ejecución del acto 
o de la notificación con la resolución impugnada. 

Artículo 82. Admisión o rechazo 
l. La Comisión de Admisión, en el término de cinco 

días de recibido el recurso, dispondrá su admisión o re­
chazo. 

11. La Comisión de Admisión verificará el cumplimien­
to de los siguientes requisitos: o La personería del recu­
rrente; o La interposición del recurso en término legal; o 
La presentación de los documentos referidos en el artículo 
81 de la presente Ley. 

l. La Comisión podrá rechazar el recurso mediante 
auto motivado; cuando carezca manifiestamente de fun­
damento jurídico sobre la resolución o acto recurrido que 
dé mérito a una resolución sobre el fondo. 

Articulo 83. Citación y remisión. Admitido el recurso, 
se ordenará la citación de la autoridad recurrida, mediante 
provisión citatoria. Esta, en el plazo de veinticuatro horas 
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remitirá los antecedentes del trámite o el expediente origi­
nal. 

El Tribunal podrá disponer también que la citación y 
remisión se efectúen mediante facsímil, telegrama o cual­
quier medio admitido por esta Ley. 

Articulo 84. Suspensión de competencia de la autori­
dad recurrida. Desde el momento de la citación, quedará 
suspendida la competencia de la autoridad recurrida en 
relación al caso concreto y será nula de pleno derecho 
toda resolución que dictare con posterioridad. 

Si transcurridos cuarenta días desde la admisión del 
recurso no se notificare a la autoridad recurrida con la 
sentencia a dictarse, reasumirá su competencia. 

Articulo 85. Sentencia y efectos. Elevado el expedien­
te original ante el Tribunal, éste, en el término de treinta 
días pronunciará sentencia declarando: 

1. Infundado el recurso, cuando el Tribunal considere 
que la autoridad recurrida obró con jurisdicción y compe­
tencia, imponiendo costas y multa al recurrente. 

2. La nulidad de la resolución o el acto recurridos, 
cuando el Tribunal encuentre que la autoridad obró sin 
jurisdicción o sin competencia, o hubiere dictado la reso­
lución después de haber cesado en sus funciones o es­
tando suspendida de ellas. En estos casos dispondrá, de 
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oficio, la rem1s1on de antecedentes al Ministerio Público 
para el procesamiento penal correspondiente. 

CAPÍTULO VIl 
DE LOS RECURSOS CONTRA RESOLUCIONES 

CONGRESALES O CAMARALES 

Artículo 86. Procedencia. Cuando las resoluciones 
congresales o camarales, afecten derechos o garantias 
fundamentales de la persona, ésta, en el plazo de treinta 
días, computables desde la fecha de su publicación o ci­
tación, podrá interponer recursos contra el Congreso Na­
cional o una de sus Cámaras. 

Artículo 87. Trámite. Admitido el recurso, se correrá en 
traslado al Congreso Nacional o a la Cámara recurrida, 
ordenando su legal citación en la persona del respectivo 
Presidente. 

El recurso se contestará dentro del plazo de quince 
dias, vencido el cual, con respuesta o sin ella, el Tribunal 
Constitucional resolverá en el plazo de treinta días. 
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Artículo 88. Sentencía y efectos. El Tribunal declarará 
fundado o infundado el recurso. En el primer caso, la re­
solución impugnada será declarada nula y la sentencia 
surtirá sus efectos sólo en relación al caso concreto. En el 
segundo, subsistirá la resolución impugnada, con imposi­
ción de costas y multa al recurrente. 

CAPÍTULO VIII 
DEL RECURSO DE HABEAS CORPUS 

Artículo 89. Habeas corpus 
l. Cuando una persona creyere estar arbitraria, in­

debida o ilegalmente perseguida, detenida, procesada o 
presa, o alegare otras violaciones que tengan relación con 
la libertad personal en cualquiera de sus formas, y los 
hechos fueren conexos con el acto motivante del recurso, 
por constituir su causa o finalidad, podrá ocurrir por si o 
por cualquiera a su nombre, con poder notariado o sin el, 
en las capitales de departamento ante la Corte Superior 
de Distrito en una de sus salas, por turno, o ante un juez 
de partido de turno, a elección del demandante; y en las 
provincias, ante juez de partido o en su defecto ante juez 
de instrucción, en demanda de que se guarden las forma­
lidades legales. 

88 



lEYES Df AMPARO DE AM.Ef!JCA lATINA 

11. Si la autoridad demandada fuere judicial, el recur­
so deberá ser interpuesto ante un juez o tribunal de igual 
o mayor jerarquía. 

Artículo 90. Forma y contenido del recurso 
l. El recurso observará los siguientes requisitos de 

contenido: 
1. Los hechos motivantes del recurso, expuestos 

con precisión y claridad. 

2. El derecho o garantía que se considere afectado o 
violado; 

3. El juez salvará los defectos u omisiones de dere­
cho que fuesen advertidos en el recurso. 

11. El recurso no requerirá la observancia de requisi­
tos formales. 

Si la persona fuere menor de edad o incapacitada, 
analfabeta o notoriamente pobre, y no pudiere actuar con 
auxilio profesional podrá presentarse o mediante otra a su 
nombre, ante el juez o tribunal competente en demanda 
de Habeas Corpus. En este caso se procederá a levantar 
acta de los hechos denunciados, que tendrá valor de de­
manda formal, en cuyo mérito la autoridad señalará sin 
otro requisito día y hora para audiencia. 
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Artículo 91. Audiencia 
l. Cumplidos los recaudos previstos por el parágrafo 

11 del Articulo 18 de la Constitución Política del Estado, la 
audiencia se realizará indefectiblemente dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a la presentación del recur­
so, pudiendo habilitarse en su caso día y horas extraordi­
narias para su realización. 

11. La audiencia no podrá suspenderse por ningún 
motivo, ni decretarse en su desarrollo recesos o cuartos 
intermedios hasta dictarse en la misma la correspondiente 
sentencia. 

111. Si la persona en cuyo favor se interpuso el recur­
so, estuviere detenida o presa, será conducida sin 

observación ni excusa por la autoridad demandada a pre­
sencia del juez o tribunal. 

IV. El recurrente y la autoridad demandada podrán 
ser asistidas por un abogado defensor. 

Si la suspensión de la audiencia fuere atribuible al 
juez o tribunal, aquella se entenderá como falta muy grave 
sancionable conforme a lo dispuesto en la Ley del Conse­
jo de la Judicatura. 

La inasistencia del Fiscal no dará lugar a la suspen­
sión de la audiencia, sin perjuicio de las sanciones previs­
tas por la Ley Orgánica del Ministerio Público. 

Artículo 93. Revisión de sentencia. La sentencia pro­
nunciada en el recurso se elevará de oficio en revisión, 
ante el Tribunal Constitucional en el plazo de veinticuatro 
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horas, sin que por tal motivo se suspenda la ejecución 
inmediata del fallo, bajo responsabilidad. El procedimiento 
de revisión de la sentencia ante el Tribunal Constitucional 
se sujetará a lo dispuesto en el Capitulo 11, Titulo Tercero 
de la presente Ley. 

CAPÍTULO IX 
DEL RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL 

Artículo 94. Procedencia. Procederá el recurso de 
Amparo Constitucional contra toda resolución, acto u omi­
sión indebida de autoridad o funcionario, siempre que no 
hubiere otro medio o recurso para la protección inmediata 
de los derechos y garantias; asi como contra todo acto u 
omisión indebida de persona o grupo de personas particu­
lares que restrinjan, supriman o amenacen restringir o 
suprimir los derechos o garantias reconocidos por la 
Constitución Politica del Estado y las leyes. 

Artículo 95. Competencia. Son competentes para co­
nocer el recurso de amparo: 
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1. Las Cortes Superiores de Distrito, en las Capitales 
de Departamento en sus salas, por turno. 

2. En las provincias, los jueces de partido. 

Artículo 96. Improcedencia. El Recurso de Amparo no 
procederá contra: 

1. Las Resoluciones cuya ejecución estuviere sus­
pendida por efecto de algún medio de defensa o recurso 
ordinario o extraordinario interpuesto con anterioridad por 
el recurrente y en cuya virtud pudieran ser revisadas, mo­
dificadas, revocadas o anuladas. 

2. Cuando se hubiere interpuesto anteriormente un 
recurso constitucional con identidad de sujeto, objeto y 

causa, y contra los actos consentidos libre y expresamen­
te o cuando hubieren cesado los efectos del acto recla­
mado. 

3. Las resoluciones judiciales que por cualquier otro 
recurso puedan ser modificadas o suprimidas aún cuando 
no se haya hecho uso oportuno de dicho recurso. 

Artículo 97. Forma y contenido del recurso. El recurso 
será presentado por escrito con el cumplimiento de los 
siguientes requisitos de contenido: 

l. Acreditar la personeria del recurrente; 
11. Nombre y domicilio de la parte recurrida o de su 

representante legal. 
111. Exponer con precisión y claridad los hechos que 

le sirvan de fundamento. 
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IV. Precisar los derechos o garantias que se conside­
ren restringidos, suprimidos o amenazados. 

V. Acompañar las pruebas en que se funda la pre­
tensión; y, 

VI. Fijar con precisión el amparo que se solicita para 
preservar o restablecer el derecho o la garantía vulnera­
dos o amenazados. 

Artículo 98. Admisión. El Tribunal o juez competente 
en el plazo de veinticuatro horas admitirá el recurso de 
amparo constitucional que cumpla los requisitos de forma 
y contenido exigidos por el articulo precedente; caso con­
trario será rechazado. Los defectos formales podrán 

subsanar el recurrente en el plazo de cuarenta y ocho 
horas de su notificación, sin ulterior recurso. 

Artículo 99. Medidas cautelares. A tiempo de admitir el 
recurso el Tribunal o juez competente podrá dictar las 
medidas cautelares necesarias para evitar la consuma­
ción de la amenaza de restricción o supresión del derecho 
o garantía en que se funda el recurso, que a su juicio 
pueda crear una situación insubsanable por el amparo. El 
recurrente también podrá solicitar la adopción de medidas 
cautelares en cualquier momento, con carácter previo a la 
resolución final. 

Articulo 1 OO. Citación. Al tiempo de admitir el recurso 
se fijará dia y hora para audiencia pública, que deberá 
tener lugar indefectiblemente dentro del plazo máximo de 
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cuarenta y ocho horas contadas a partir de la providencia 
de admisión, ordenando la citación personal o por cédula 
de la autoridad o el particular recurrido, emplazamiento 
que será obedecido sin observación ni excusa. 

Artículo 101. Audiencia. La audiencia se realizará in­
defectiblemente y no podrá ser suspendida por la incom­
parecencia del recurrido o del Ministerio Público. Tampo­
co podrá decretarse recesos o cuartos intermedios duran­
te su desarrollo. El recurrido deberá comparecer por sí o 
mediante apoderado y elevar informe sobre los hechos 
denunciados. Instalado el acto, el recurrente podrá ratifi­
car, modificar o ampliar los términos de su demanda, acto 
seguido, el recurrido prestará informe. 

Ambas partes podrán ofrecer pruebas relativas al ob­
jeto del recurso. 

El Tribunal o juez competente, con requerimiento del 
Ministerio Públicc o sin él y examinando lo alegado por las 
partes, pronunciará resolución final en la misma audien­
cia, sin que obste la ausencia del recurrido o la falta de 
presentación del informe. 

Artículo 102. Resolución 
l. La resolución concederá o denegará el Amparo. 

Será ejecutada, sin perjuicio de la revisión, inmediatamen­
te y sin observaciones. 

11. La resolución que conceda el amparo, determina­
rá también la existencia o no de responsabilidad civil y 
penal, estimando en el primer caso, el monto indemniza­
ble por daños y perjuicio y, en el segundo, disponiendo la 
remisión de antecedentes al Ministerio Público. 
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111. La resolución denegatoria del amparo demanda­
do, impondrá costas y multa al recurrente, que f1jará en la 
misma audiencia. 

IV. La ejecución de los efectos dispuestos en los pa­
rágrafos 11 y 111, se hará efectiva, una vez absuelta la revi­
sión, por el Tribunal o juez de instancia. 

V. La resolución será elevada en revisión de oficio 
ante el Tribunal Constitucional en el plazo de 24 horas. 

VI. Sin perjuicio de la ejecución del fallo si el Tribunal 
que declare procedente el recurso no contara con los 
elementos necesarios que permitan la calificación de los 
daños y perjuicios, abrirá término de ocho días para que 

se acrediten los mismos y pronunciará resolución en el 
plazo de tres días, ordenando la retención de haberes, y 
el embargo de los bienes de la autoridad recurrida a los 
efectos de dicha reparación. 

Artículo 103. Responsabilidad. Si la autoridad judicial, 
en la tramitación de los recursos de Habeas Corpus y 
Amparo Constitucional, no procediere conforme a lo dis­
puesto por los Artículos 18 y 19 de la Constitución Política 
del Estado y lo establecido en los capítulos VIII y IX del 
presente Título, los antecedentes serán remitidos a cono­
cimiento del Consejo de la Judicatura para fines del Arti­
culo 123, atribución tercera de la Constitución. 

Artículo 104. Desobediencia. Los funcionarios públicos 
y personas particulares que recibieren una orden judicial 
dictada en recurso de Habeas Corpus o Amparo Constitu-
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cional y no la cumplieren o no la hicieren cumplir, serán 
sometidos a proceso penal, a cuyo efecto se remitirán 
antecedentes al Ministerio Público. 

CAPÍTULO X 
DE LAS CONSULTAS SOBRE LA 

CONSTITUCIONALIDAD DE PROYECTOS DE LEY, 
DECRETOS O RESOLUCIONES 

Artículo 105. Procedencia. El Tribunal Constitucional 
conocerá y absolverá las consultas formuladas por: 

l. El Presidente de la República cuando se trate de 
proyectos de ley de iniciativa del Poder Ejecutivo, decre­
tos y resoluciones. 

11. El Presidente del Congreso Nacional, tratándose 
de proyectos de ley, cuando la consulta fuere aprobada 
por Resolución Congresal o Camaral. 

111. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia, 
previa aprobación de Sala Plena, en el caso de los pro­
yectos de leyes en materia judicial y reforma de los códi­
gos. 
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Artículo 106. Trámite 
l. La consulta deberá formularse sobre el proyecto de 

ley. Tratándose de proyectos de decretos y resoluciones, 
antes de su aprobación. 

11. La formulación de la consulta suspenderá el trámi­
te de aprobación del proyecto. 

IV. El Tribunal Constitucional absolverá la consul­
ta dentro de los treinta dias siguientes. 

Artículo 107. Declaración y efectos 
l. La opinión del Tribunal Constitucional asumirá la 

forma de declaración constitucional, que vinculará al ór­
gano que efectuó la consulta. 

11. Si el Tribunal Constitucional declarase la constitu­
cionalidad del proyecto consultado, no podrá interponerse 
posterior recurso sobre las cuestiones consultadas y ab­
sueltas por éste. 

CAPÍTULO XI 
DE LAS CONSULTAS SOBRE LA 

CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES, 

DECRETOS O RESOLUCIONES APLICABLES 

A UN CASO CONCRETO 

Artículo 108. Procedencia. El Presidente de la Repúbli­
ca, el Presidente del Congreso Nacional mediante resolu­
ción congresal o camaral y el Presidente de la Corte Su­
prema de Justicia con aprobación de Sala Plena, podrán 
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consultar ante el Tribunal Constitucional sobre la constitu­
cionalidad de leyes, decretos o resoluciones aplicables a 
un caso concreto. 

Articulo 109. Trámite. El Tribunal absolverá la consulta 
dentro de los treinta dias siguientes de su recepción. 

Articulo 11 O. Efecto de la consulta. Hasta que sea ab­
suelta la consulta, quedará en suspenso la aplicación de la 
norma al caso concreto. 

Articulo 111. Obligatoriedad. La declaración constitu­
cional del Tribunal es obligatoria para el órgano que efec­
túa la consulta, así como para la persona física o jurídica 
que pudiere resultar afectada con la misma. 

Articulo 112. Imposibilidad de recurso de inconstitu­
cionalidad. En caso que el Tribunal Constitucional declare 
la constitucionalidad de la ley, decreto o resolución con­
sultada, el órgano consultante no podrá interponer poste­
riormente recurso de inconstitucionalidad contra la misma 
disposición. 
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CAPÍTULO XII 
DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE TRATADOS O 

CONVENIOS INTERNACIONALES 

Artículo 113. De la consulta. Cuando en los tratados o 
convenios internacionales exista duda fundada sobre la 
constitucionalidad de los mismos, el Presidente del Con­
greso Nacional, con resolución camaral expresa, deberá 
enviar el mismo en consulta al Tribunal Constttucional an­
tes de su ratificación. 

Artículo 114. Trámíte. Recibida la consulta, el Tribunal 
Constitucional dispondrá la citación del Ministro de 

Relaciones Exteriores en representación del Poder Ejecu­
tivo, con noticia del requirente, a fin de que aquél en el 
término de quince dias exprese su opinión fundada sobre 
la consulta. El Tribunal, en el término de treinta dias, emi­
tirá declaración constitucional. 

Artículo 115. Declaracíón y efectos 
l. La declaración tendrá efecto vinculante. 
11. Si el Tribunal declarare que el tratado o convenio 

es contrario a la Constitución no podrá ser aprobado. 
111. En el caso de tratados o convenios multilaterales, 

la declaración de inconstitucionalidad de alguna de sus 
cláusulas no impedirá su aprobación, siempre que se for-
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mule reserva que refleje la decisión del Tribunal Constitu­
cional. 

CAPÍTULO XIII 
DE LAS DEMANDAS RESPECTO AL PROCEDIMIENTO 

DE REFORMAS DE LA CONSTITUCIÓN 

Artículo 116. Legitimación. El Presidente de la Repúbli­
ca o cualquier Senador o Diputado, podrán plantear ante 
el Tribunal Constitucional demanda respecto a infraccio­
nes al procedimiento de reforma de la Constitución. La 
demanda podrá ser planteada en cualquier momento, 
hasta antes de la sanción de la ley. 

Artículo 117. Objeto del control. El control se circuns­
cribirá a la observancia de las formalidades de procedi­
miento de reforma establecido en los articulos 230, 231, 
232 y 233 de la Constitución Política del Estado, sin que 
en ningún caso se ingrese al análisis del contenido mate­
rial de la reforma. 

Artículo 118. Procedimiento. Admitida la demanda, el 
Tribunal Constitucional oirá al Presidente del Congreso, o 
a los Presidentes de las Cámaras Legislativas, según el 
caso, quienes deberán responder en el plazo de quince 
días. Vencido el plazo anterior, el Tribunal Constitucional, 
con respuesta o sin ella, pronunciará sentencia en los 
treinta días siguientes bajo responsabilidad. 
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Artículo 119. Sentencia y efectos. La sentencia se 
concretará a determinar la observancia o inobservancia 
de las formalidades del procedimiento de reforma. 

La sentencia del Tribunal que declare la inobservancia 
del procedimiento de reforma, dispondrá que sea repara­
do el defecto u omisión, a los fines de viabilizar el proce­
dimiento. 

DISPOSICIÓN ESPECIAL ÚNICA 

Reglamentos 
El Tribunal dictará los reglamentos necesarios para su 

organización y funcionamiento en el plazo máximo de 
ciento ochenta días a partir de su instalación. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Designación de Magistrados 
Los Magistrados del Tribunal Constitucional serán de­

signados y posesionados por el Congreso Nacional, de­
ntro del período de sesiones ordinarias de la presente le­
gislatura. 

Segunda. Vigencia plena de la ley 
La presente ley entrará en vigencia plena 365 días 

después de la posesión de los Magistrados del Tribunal 
Constitucional. 
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Tercera. Vigencia de la jurisdicción ordinaria y de­
mandas nuevas 

Todas los procesos y recursos de competencia del 
Tribunal Constitucional que estuvieren en curso ante la 
jurisdicción ordinaria, concluirán su trámite ante esa juris­
dicción. Hasta la plena vigencia de la Ley del Tribunal 
Constitucional, las demandas y recursos nuevos, serán 
planteadas y tramitadas hasta su conclusión en la juris­
dicción ordinaria. 

Cuarta. Presupuesto 
El Tesoro General de la Nación asignará las partidas 

presupuestarias necesarias para el funcionamiento del 
Tribunal Constitucional, con cargo a presupuesto adicio­
nal. 

DEROGACIONES Y MODIFICACIONES 

Único 
l. Los artículos 754 al 767 y 775 al 786 del Código 

de Procedimiento Civil, quedarán derogados a tiempo de 
la plena vigencia de esta ley. 

11. Los artículos 768 al 774 del Código de Procedi­
miento Civil quedan modificados en los términos de los 
artículos 79 al 85 de la presente ley. 

Pase a la Honorable Cámara de Diputados, CON 
MODIFICACIONES. 

Es dada en la Sala de Sesiones del Honorable Sena­
do Nacional. a los diecisiete días del mes de febrero de 
mil novecientos noventa y ocho años. 
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H. Mario Paz Zamora 
Presidente en ejercicio 
Honorable Senado Nacional 
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BRASIL 

CONSTITU<;:AO DA REPÚBLICA FEDERATIVA DO 
BRASIL, 1988 (Última reforma, 2005) 

Articulo 5°- Todos sao iguais perante a lei, sem dis­
tinºao de qualquer natureza, garantindo-se aos brasileiros 
e aos estrangeiros residentes no País a inviolabilidade do 
direito á vida, á liberdade, á igualdade, á seguranºa e a 
propriedade, nos termos seguintes: ... 

LXVIII - conceder-se-á habeas-corpus sempre que al­
guém sofrer ou se achar ameaºado de sofrer violencia ou 
coaºao em sua liberdade de locomoºao, por ilegalidade 
ou abuso de poder; 

LXIX - conceder-se-á mandado de seguranºa para 
proteger direito líquido e certo, nao amparado por habeas­
corpus ou habeas-data, quando o responsável pela ilega­
lidade ou abuso de poder for autoridade pública ou 
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agente de pessoa jurídica no exercicio de atribui96es do 
poder público; 

LXX - o mandado de seguran9a coletivo pode ser im­
petrado por: 

a) partido político com representa9áo no Congresso 
Nacional; 

b) organiza9ao sindical, entidade de classe, ou asso­
ciaváo legalmente constituida e em funcionamento há pe­
lo menos um a no, em defesa dos interesses de seus 
membros ou associados; 

LXXI - conceder-se-á mandado de injun98o sempre 
que a falta de norma regulamentadora torne inviável o 
exercicio dos direitos e liberdades constitucionais e das 
prerrogativas inerentes a nacionalidade, a soberania e a 
cidadania; 

LXXII -conceder-se-á habeas-data: 
a) para assegurar o conhecimento de informa96es re­

lativas á pessoa do impetrante, constantes de registros ou 
bancos de dados de entidades governamentais ou de ca­
ráter público; 

b) para a retifica98o de dados, quando nao se prefira 
faze-lo por processo sigiloso, judicial ou administrativo; 
MANDADO DE SEGURANCA. LEI N" 1.533, de 31 de 
dezembro de 1951 
(Altera disposi96es do Código do Processo Civil, relativas 

ao mandado de seguran9a. Alterada pelas Leis N° 
4.166/62, N" 4348/64; N" 6.014/1973; N° 6.071/74 e N" 

9.259/96) 
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O PRESIDENTE DA REPÚBLICA: 

Fa<;:o saber que o Congresso Nacional decreta e eu 
sanciono a seguinte lei: 

Artículo 1. Conceder-se-á mandado de seguran¡;;a pa­
ra proteger direito líquido e certo, nao amparado por 
habeas-corpus, sempre que, ilegalmente ou com abuso 
do poder, alguém sofrer víola¡;;ao ou houver justo receío 
de sofre-la por parte de autorídade, seja de que categoría 
for e sejam quaís forem as fun¡;;oes que exer<;:a. 

§ 1°- Consideram-se autoridades, para os efeítos des­
la leí, os representantes ou administradores das entidades 
autárquicas e das pessoas naturais ou jurídicas com 
fun¡;;oes delegadas do Poder Público, somente no que 
entender com essas fun<;:6es. (Redagao dada pela Lei n° 
9.259, de 09/01196) 

§ 2°- Quando o direito amea<;:ado ou violado couber a 
varías pessoas, qualquer delas poderá requerer o manda­
do de seguran<;:a. 

Artículo 2. Considerar-se-á federal a autoridade coato­
ra se as conseqüencias de ordem patrimonial do ato co­
ntra o qual se requer o mandado houverem de ser 
suportadas pela uniao federal ou pelas entidades 
autárquicas federais. 

Artículo 3. O titular de direíto líquido e certo decorrente 
de direito, em condig6es idénticas, de terceiro, poderá 
impetrar mandado de seguran¡;;a a favor do direito 
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originário, se o seu titular náo o fizer, em prazo razoável, 
apesar de para isso notificado judicialmente. 

Artículo 4. Em caso de urgéncia, é permitido, obser­
vados os requisitos desta lei, impetrar o mandado de se­
guran9a por telegrama ou radiograma ao juiz competente, 
que poderá determinar seja feita pela mesma forma a no­
tifica9ao a autoridade coatora. 

Articulo 5. Nao se dará mandado de seguran9a quan­
do se tratar: 

1 - de ato de que caiba recurso administrativo com 
efeito suspensivo, independente de cau9ao. 

11 - de despacho ou decisao judicial, quando haja re­
curso previsto nas leis processuais ou possa ser modifi­
cado por via de corre9ao. 

111 - de ato disciplinar, salvo quando praticado por au­
toridade incompetente ou com inobservancia de formali­
dade essencial. 

Artículo 6. A peti9ao inicial, que deverá preencher os 
requisitos dos artigos 158 e 159 do Código do Processo 
Civil, será apresentada em duas vias e os documentos, 
que instruírem a primeira, deveráo ser reproduzidos, por 
cópia, na segunda. 

Parágrafo único. No caso em que o documento ne­
cessário a prova do alegado se acha em reparti9ao ou 
estabelecimento publico, ou em poder de autoridade que 
recuse fornece-lo por certidáo, o juiz ordenará, 
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preliminarmente, por oficio, a exibi~ao desse documento 
em original ou em cópia auténtica e marcará para cum­
primento da ordem o prazo de dez dias. Se a autoridade 
que tiver procedido dessa maneira for a própria coatora, a 
ordem lar-se-á no próprio instrumento da notifica~áo. O 
escriváo extrairá cópias do documento para juntá-las á 
segunda viada peti~ao. (Redagao dada pela Leí n° 4.166, 
de 04112162). 

Artículo 7. Ao despachar a inicial, o juiz ordenará: 
1 - que se notifique o coator do conteúdo da peti~ao 

entregando-se-lhe a segunda via apresentada pelo reque­
rente com as cópias dos documentos a fim de que, no 
prazo de quinze dias, preste as informag6es que achar 
necessárias. (Redagao dada pela Leí n° 4. 166, de 
04112162; Prazo alterado pela Leí n°4. 238, de 26106164) 

11 - que se suspenda o ato que deu motivo ao pedido 
quando for relevante o fundamento e do ato impugnado 
puder resultar a ineficácia da medida, caso seja deferida. 

Artículo 8. A inicial será desde lago indeferida quando 
náo for caso de mandado de seguranga ou lhe faltar al­
gum dos requisitos desta lei. 

Parágrafo único. De despacho de indeferimento cabe­
rá o recurso previsto no art. 12. 

Artículo 9. Feita a notificagáo, o serventuário em cujo 
cartório corra o feito juntará aos autos cópia auténtica do 
oficio enderegado ao coator, bem como a prava da 
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entrega a este ou da sua recusa em aceitá-lo ou dar reci­
bo. 

Artículo 10. Findo o prazo a que se refere o item 1 do 
art. 7° e ouvido o representante do Ministério Público de­
ntro em cinco dias, os autos serao conclusos ao juiz, in­
dependente de solicita9ilo da parte, para a decisilo, a qual 
deverá ser proferida em cinco dias, tenham sido ou nao 
prestadas as informag6es pela autoridade coatora. 

Artículo 11. Julgado procedente o pedido, o JUIZ 
transmitirá em oficio, por milo do oficial do juízo ou pelo 
correio, mediante registro com recibo de volta, ou por te­
legrama, radiograma ou telefonema, conforme o requerer 
o peticionário, o inteiro teor da sentenga a autoridade ca­
atora. 

Parágrafo único. Os originais, no caso de transmissao 
telegráfica, radiofónica ou telefónica, deveráo ser apre­
sentados a agencia expedidora com a firma do juiz devi­
damente reconhecida. 

Artículo 12. Da sentenga, negando ou concedendo o 
mandato cabe apelagilo. (Redagao dada pela Lei no 
6.014, de 27/12173) 

Parágrafo úníco. A sentenga, que conceder o manda­
to, fica sujeita ao duplo grau de jurisdigilo, podendo, en­
tretanto, ser executada provisoriamente. (Redat;ao dada 
pela Lei n° 6.071, de 03107174) 
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Artículo 13. Quando o mandado for concedido e o 
Presidente do Tribunal, ao qual competir o conhecimento 
do recurso, ordenar ao juiz a suspensáo da execuyao da 
senten9a, desse seu ato caberá agravo para o Tribunal a 
que presida. (Redagao dada pela Lei n° 6.014, de 
27112173) 

Artículo 14. Nos casos de competencia do Supremo 
Tribunal Federal e dos demais tribunais caberá ao relator 
a instruyao do processo. 

Artículo 15. A decisao do mandado de seguran9a nao 
impedirá que o requerente, por a9ao própria, pleiteie os 
seus direitos e os respectivos efeitos patrimoniais. 

Artículo 16. O pedido de mandado de seguran9a po­
derá ser renovado se a decisao denegatória nao lhe hou­
ver apreciado o mérito. 

Artículo 17. Os processos de mandado de seguran9a 
teráo prioridade sobre todos os atos judiciais, salvo 
habeas-corpus. Na instancia superior deverao ser levados 
a julgamento na primeira sessáo que se seguir a data em 
que, leila a distribuigáo, forem conclusos ao relator. 

Parágrafo único. O prazo para conclusáo nao poderá 
exceder de vinte e quatro horas, a contar da distribuigao. 

110 



LEYES DE AMPARO DI AMfRICA lATINA 

Artículo 18. O direito de requerer mandado de segu­
ran9a extinguir-se-á decorridos cento e vinte dias conta­
dos da ciencia, pela interessado, do ato impugnado. 

Artículo 19. Aplicamse ao processo do mandado de 
seguranga os artigos do Código de Processo Civil que 
regulam o litisconsórcio. (Redagao dada pela Lei n° 6.071, 
de 03107174) 

Artículo 20. Revogam-se os dispositivos do Código do 
Processo Civil sobre o assunto e mais disposi9Des em 
contrario. 

Artículo. 21. Esta lei entrará em vigor na data da sua 
publicagao. 

Rio de Janeiro, 31 de dezembro de 1951; 130° da In­
dependencia e 63° da República. 

NORMAS PROCESSUAIS RELATIVAS A MANDADO 
DE SEGURAN<;:A. LEI N" 4.348, de 26 de junho de 1964 

Estabelece normas processuais relativas a mandado 
de seguranga 

O PRESIDENTE DA REPÚBLICA: 

Fago saber que o Congresso Nacional decreta e eu 
sanciono a seguinte lei: 
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Artículo 1. Nos processos de mandado de seguran~a 
serao observadas as seguintes normas: 

a) é de dez dias o prazo para a presta~ao de infor­
ma~oes de autoridade apontada como coatora. VETADO. 

b) a medida liminar semente terá eficácia pelo prazo 
de (90) noventa dias a contar da data da respectiva con­
cessao, prorrogável por (30) trinta dias quando provada­
mente o acúmulo de processos pendentes de julgamento 
justificar a prorroga~ao. 

Artículo 2. Será decretada a peremp~ao ou a caduci­
dade da medida liminar "ex officio" ou a requerimento do 
Ministério Público, quando, concedida a medida, o impe­
trante criar obstáculo ao normal andamento do processo, 
deixar de promover, por mais de (3) tres dias, os atas e 
diligencias que lhe cumprirem, ou abandonar a causa por 
mais de (20) vinte dias. 

Artículo 3. As autoridades administrativas, no prazo de 
(48) quarenta e oito horas da notifica~ao da medida limi­
nar, remeterao ao Ministério ou ao órgao a que se acham 
subordinadas e ao Procurador-Geral da República ou a 
quem tiver a representa~ao judicial da Uniao, do Estado, 
do Municipio ou entidade apontada como coatora, cópia 
autenticada do mandado notificatório, assim como indi­
cay6es e elementos outros assim como indicayaes e ele­
mentos outros necessários as providencias a serem 
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tomadas para a eventual suspensao da medida e defesa 
do ato apontado como ilegal ou abusivo de poder. 

Artículo 4. Quando, a requerimento de pessoa juridica 
de direito público interessada e para evitar grave lesao á 
ordem a saúde, a seguranga e a economia públicas, o 
Presidente do Tribunal, ao qual couber o conhecimento do 
respectivo recurso (VETADO) suspender, em despacho 
fundamentado, a execugao da liminar, e da sentenga, 
dessa decisao caberá agravo, em efeito suspensivo, no 
prazo de cinco dias, contados da publicagao do ato. (Vide 
Medida Provisória n' 2.180-35, de 24.8.2001) 

Artículo 5. Nao será concedida a medida liminar de 
mandados de seguranga impetrados visando á reclassifi­
cagao ou equiparagao de servidores públicos, ou á con­
cessao de aumento ou extensao de vantagens. 

Parágrafo único. Os mandados de seguranga a que se 
refere este artigo serao executados depois de transitada 
em julgado a respectiva sentenga. 

Artículo 6 (VETADO) 

Artículo 7. O recurso voluntário ou "ex officio", inter­
posto de decisao concessiva de mandado de seguranga 
que importe outorga ou adigao de vencimento ou ainda 
reclassificagao funcional, terá efeito suspensivo. 
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Articulo 8. Aos magistrados, funcionários da adminis­
tra9ao pública e aos serventuários da Justi9a que des­
cumprirem os prazos mencionados nesta lei, aplicam-se e 
do Estatuto dos Funcionários Públicos Civis da Uniao (Lei 
n° 1.711, de 2811 011952). 

Articulo 9. Esta lei entrará em vigor na data de sua 
publica980, revogadas as disposi96es em contrário. 

Brasília, 26 de junho de 1964; 143° da Independencia e 
76° da República. 
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COLOMBIA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA, 1991 (Última reforma 2005); 

Articulo 30. Quien estuviere privado de su libertad, y 
creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante 
cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por 
interpuesta persona, el Habeas Corpus, el cual debe re­
solverse en el término de treinta y seis horas. 

Articulo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para 
reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, me­
diante un procedimiento preferente y sumario, por sí mis­
ma o por quien actúe a su nombre, la protección inmedia­
ta de sus derechos constitucionales 
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fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulne­
rados o amenazados por la acción o la omisión de cual­
quier autoridad pública. 

La protección consistirá en una orden para que aquel 
respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga 
de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, 
podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo ca­
so, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su even­
tual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no dis­
ponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aque­
lla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días 
entre la solicitud de tutela y su resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción de 
tutela procede contra particulares encargados de la pres­
tación de un servicio público o cuya conducta afecte grave 
y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes 
el solicitante se halle en estado de subordinación o inde­
fensión. 
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ACCIÓN DE TUTELA. DECRETO NÚMERO 2591 DE 
1991 (noviembre 19) 

Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagra­
da en el artículo 86 de la Constitución Política. 

El Presidente de la República de Colombia. en ejercí­
cío de las facultades que le confiere el literal b) del artículo 
transitorio 5 de la Constitución Nacional oída y llevado a 
cabo el trámite de que trata el artículo transitorio 6, ante la 
Comisión Especial, 

Decreta: 

CAPÍTULO 1 

DISPOSICIONES GENERALES Y PROCEDIMIENTO 

Artículo 1. Objeto. Toda persona tendrá acción de tu­
tela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, 
por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección 
inmediata de sus derechos constitucionales fundamenta­
les, cuando quiera que éstos resulten vulnerados por la 
acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los 
particulares en los casos que señale este Decreto. Todos 
los días y horas son hábiles para interponer la acción de 
tutela. 

La acción de tutela procederá aún bajo los estados de 
excepción. Cuando la medida excepcional se refiere a 
derechos, la tutela se podrá ejercer por lo menos para 
defender su contenido esencial, sin perjuicio de las 
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limitaciones que la Constitución autorice y de lo que esta­
blezca la correspondiente ley estatutaria de los estados 
de excepción. 

Exequible, sentencia C-018/93 (M.P.: Dr. Alejandro 
Martínez Caballero) 

Artículo 2. Derechos protegidos por la tutela. La ac­
ción de tutela garantiza los derechos constitucionales fun­
damentales. Cuando una decisión de tutela se refiere a un 
derecho no señalado expresamente por la Constitución 
como fundamental, pero cuya naturaleza permita su tutela 
para casos concretos, la Corte Constitucional le dará pre­
lación en la revisión a esta decisión. 

Exequible, sentencia C-018193 (M.P.: Dr. Alejandro 
Martínez Caballero) 

Artículo 3. Principios. El trámite de la acción de tutela 
se desarrollará con arreglo a los principios de publicidad, 
prevalencia del derecho sustancial, economia, celeridad y 
eficacia. 

Artículo 4. Interpretación de los derechos tutelados. 
Los derechos protegidos por la acción de tutela se inter­
pretarán de conformidad con los tratados internacionales 
sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
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Artículo 5. Procedencia de la acción de tutela. La ac­
ción de tutela procede contra toda acción u omisión de las 
autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace 
violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2 
de esta ley. También procede contra acciones u omisio­
nes de particulares, de conformidad con lo establecido en 
el Capítulo 111 de este Decreto. La procedencia de la tutela 
en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad 
o del particular se haya manifestado en un acto jurídico 
escrito. 

Artículo 6. Causales de improcedencia de la tutela. La 
acción de tutela no procederá: 

1. Cuando existan otros recursos o medíos de de­
fensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como meca­
nismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La 
existencia de dichos medíos será apreciada en concreto, 
en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en 
que se encuentre el solicitante. 

Exequible, sentencia C-018193 (M.P.: Dr. Alejandro 
Martínez Caballero) 

(Se entiende por irremediable el perjuicio que sólo 
pueda ser reparado en su integridad mediante una in­
demnización.) 

lnexequible, sentencia C-531/93 (M.P.: Dr. Eduardo 
Cifuentes Muñoz) 

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invo­
car el recurso de habeas corpus. 
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3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, 
tales como la paz y los demás mencionados en el articulo 
88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta para 
que el titular solicite la tutela de sus derechos amenaza­
dos o violados en situaciones que comprometan intereses 
o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un 
perjuicio irremediable. 

Exequible, sentencia C-018/93 (M.P.: Dr. Alejandro 
Martínez Caballero) 

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho 
originó un daño consumado, salvo cuando continúe la ac­
ción u omisión violatoria del derecho. 

5. Cuando se trate de actos de carácter general, im­
personal y abstracto. 

Artículo 7 Medidas provisionales para proteger un de­
recho. Desde la presentación de la solicitud, cuando el 
juez expresamente lo considere necesario y urgente para 
proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto 
concreto que lo amenace o vulnere. 

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá 
disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, pa­
ra evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. 
En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere pro­
cedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el 
efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. 

La suspensión de la aplicación se notificará inmedia­
tamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud 
por el medio más expedito posible. 
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El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, 
dictar cualquier medida de conservación o seguridad en­
caminada a proteger el derecho o a evitar que se produz­
can otros daños como consecuencia de los hechos reali­
zados, todo de conformidad con las circunstancias del 
caso. 

El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por reso­
lución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier 
momento la autorización de ejecución o las otras medidas 
cautelares que hubiere dictado. 

Artículo 8. La tutela como mecanismo transitorio. Aún 
cuando el afectado disponga de otro medio de defensa 
judicial, la acción de tutela procederá cuando se utilice 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irre­
mediable. 

En el caso del inciso anterior, el juez señalará expre­
samente en la sentencia que su orden permanecerá vi­
gente sólo durante el término que la autoridad judicial 
competente utilice para decidir de fondo sobre la acción 
instaurada por el afectado. 

En todo caso el afectado deberá ejercer dicha acción 
en un término máximo de cuatro (4) meses a partir del 
fallo de tutela. 

Si no se instaura, cesarán los efectos de éste. 
Cuando se utilice como mecanismo transitorio para 

evitar un daño irreparable, la acción de tutela también po­
drá ejercerse conjuntamente con la acción de nulidad y de 
las demás precedentes ante la jurisdicción de lo conten­
cioso administrativo. En estos casos, el juez si lo 
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estima procedente podrá ordenar que no se aplique el 
acto particular respecto de la situación jurídica concreta 
cuya protección se solicita, mientras dure el proceso. 

Exequible, sentencia C-018/93 (M.P.: Dr. Alejandro 
Martínez Caballero) 

Artículo 9. Agotamiento opcional de la vía gubernativa. 
No será necesario interponer previamente la reposición y 
otro recurso administrativo para presentar la solicitud de 
tutela. El interesado podrá interponer los recursos admi­
nistrativos, sin perjuicio de que ejerza directamente en 
cualquier momento la acción de tutela. 

El ejercicio de la acción de tutela no exime de la obli­
gación de agotar la vía gubernativa para acudir a la juris­
dicción de lo contencioso administrativo. 

Artículo 1 O. Legitimidad e interés. La acción de tutela 
podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquie­
ra persona vulnerada o amenazada en uno de sus dere­
chos fundamentales, quien actuará por si misma o a tra­
vés de representante. Los poderes se presumirán auténti­
cos. 

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando 
el titular de los mismos no esté en condiciones de promo­
ver su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, 
deberá manifestarse en la solicitud. 

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los 
personeros municipales. 
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Artículo 11. Caducidad. La acción de tutela podrá 
ejercerse en todo tiempo salvo la dirigida contra senten­
cias o providencias judiciales que pongan fin a un proce­
so, la cual caducará a los dos meses de ejecutoriada la 
providencia correspondiente. 

lnexequible, sentencia C-543!92 (M.P.: Dr. José Gre­
gario Hernández Ga/indo) 

Articulo 12. Efectos de la caducidad. La caducidad de 
la acción de tutela no será obstáculo para impugnar el 
acto o la actuación mediante otra acción, si fuere posible 
hacerlo de conformidad con la ley. 

lnexequible, sentencia C-543/92 (M.P.: Dr. José Gre­
gario Hernández Galindo) 

Articulo 13. Personas contra quien se dirige la acción 
e intervinientes. La acción se dirigirá contra la autoridad 
pública o el representante del órgano que presuntamente 
violó o amenazó el derecho fundamental. Si uno u otro 
hubiesen actuado en cumplimiento de órdenes o instruc­
ciones impartidas por un superior, o con su autorización o 
aprobación, la acción se entenderá dirigida contra ambos, 
sin perjuicio de lo que se decida en el fallo. De ignorarse 
la identidad de la autoridad pública, la acción se tendrá 
por ejercida contra el superior. 

Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del 
proceso podrá intervenir en él como coadyuvante del ac­
tor o de la persona o autoridad pública contra quien se 
hubiere hecho la solicitud. 
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Artículo 14. Contenido de la solicitud. Informalidad. En 
la solicitud de tutela se expresará, con la mayor claridad 
posible, la acción o la omisión que la motiva, el derecho 
que se considera violado o amenazado, el nombre de la 
autoridad pública, si fuere posible, o del órgano autor de 
la amenaza o del agravio, y la descripción de las demás 
circunstancias relevantes para decidir la solicitud. Tam­
bién contendrá el nombre y el lugar de residencia del soli­
citante. 

No será indispensable citar la norma constitucional in­
fringida, siempre que se determine claramente el derecho 
violado o amenazado. La acción podrá ser ejercida, sin 
ninguna formalidad o autenticación, por memorial, tele­
grama u otro medio de comunicación que se manifieste 
por escrito para lo cual se gozará de franquicia. No será 
necesario actuar por medio de apoderado. 

En caso de urgencia o cuando el solicitante no sepa 
escribir o sea menor de edad, la acción podrá ser ejercida 
verbalmente. El juez deberá atender inmediatamente al 
solicitante, pero, sin poner en peligro el goce efectivo del 
derecho, podrá exigir su posterior presentación personal 
para recoger una declaración que facilite proceder con el 
trámite de la solicitud, u ordenar al secretario levantar el 
acta correspondiente sin formalismo alguno. 

Artículo 15. Trámite preferencial. La tramitación de la 
tutela estará a cargo del juez, del presidente de la Sala o 
del magistrado a quien éste designe, en turno riguroso, y 
será sustanciada con prelación para lo cual se pospondrá 
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cualquier asunto de naturaleza diferente, salvo el de 
habeas corpus. 

Los plazos son perentorios e improrrogables. 
Exequible la expresión, " ... del presidente de la sala o 

del magistrado a quien éste designe, en turno riguroso ... ", 
sentencia C-186/98 (M. P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa) 

Artículo 16. Notificaciones. Las providencias que se 
dicten se notificarán a las partes o intervinientes, por el 
medio que el juez considere más expedito y eficaz. 

Artículo 17. Corrección de la solicitud. Si no pudiere 
determinarse el hecho o la razón que motiva la solicitud 
de tutela se prevendrá al solicitante para que la corrija en 
el término de tres dias, los cuales deberán señalarse con­
cretamente en la correspondiente providencia. Si no la 
corrigiere, la solicitud podrá ser rechazada de plano. 

Si la solicitud fuere verbal, el juez procederá a corre­
girla en el acto, con la información adicional que le pro­
porcione el solicitante. 

Artículo 18. Restablecimiento inmediato. El juez que 
conozca de la solicitud podrá tutelar el derecho, prescin­
diendo de cualquier consideración formal y sin ninguna 
averiguación previa, siempre y cuando el fallo se funde en 
un medio de prueba del cual se pueda deducir una grave 
e inminente violación o amenaza del derecho. 
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Artículo 19. Informes. El juez podrá requerir informes 
al órgano o a la autoridad contra quien se hubiere hecho 
la solicitud y pedir el expediente administrativo o la docu­
mentación donde consten los antecedentes del asunto. La 
omisión injustificada de enviar esas pruebas al juez aca­
rreará responsabilidades. 

El plazo para informar será de uno a tres días, y se fi­
jarán según sea la índole del asunto, la distancia y la rapi­
dez de los medios de comunicación. 

Los informes se considerarán rendidos bajo juramen-
lo. 

Artículo 20. Presunción de veracidad. Si el informe no 
fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se ten­
drán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de pla­
no, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación 
previa. 

Artículo 21. Información adicional. Si del informe resul­
tare que no son ciertos los hechos, podrá ordenarse de 
inmediato información adicional que deberá rendirse de­
ntro de tres días con las pruebas que sean indispensa­
bles. Si fuere necesario, se oirá en forma verbal al solici­
tante y a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud, 
de todo lo cual se levantará el acta correspondiente de 
manera sumaria. 

En todo caso, el juez podrá fundar su decisión en 
cualquier medio probatorio para conceder o negar la tute­
la. 

Artículo 22. Pruebas. El juez, tan pronto llegue al con­
vencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá 
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proferir el fallo, sin necesi ad de practicar las pruebas 
solicitadas. 

Artículo 23. Protección d 1 derecho tutelado. Cuando 
la solicitud se dirija contra u a acción de la autoridad el 
fallo que conceda la tutela te drá por objeto garantizar al 
agraviado el pleno goce de su derecho, y volver al estado 
anterior a la violación, cuando uere posible. 

Cuando lo impugnado hu iere sido la denegación de 
un acto o una omisión, el fall ordenará realizarlo o des­
arrollar la acción adecuada, ara lo cual se otorgará un 
plazo prudencial perentorio. i la autoridad no expide el 
acto administrativo de alcance particular y lo remite al juez 
en el término de 48 horas, ést podrá disponer lo necesa­
rio para que el derecho sea 1 bremente ejercido sin más 
requisitos. Si se hubiere trata o de una mera conducta o 
actuación material, o de una amenaza, se ordenará su 
inmediata cesación, así como evitar toda nueva violación 
o amenaza, perturbación o res ricción. 

En todo caso, el juez estab ecerá los demás efectos del 
fallo para el caso concreto. 

Artículo 24. Prevención a 1 autoridad. Si al conceder­
se la tutela hubieren cesado l¡ns efectos del acto impug­
nado, o éste se hubiera consumado en forma que no sea 
posible restablecer al solicitan en el goce de su derecho 
conculcado, en el fallo se prev ndrá a la autoridad pública 
para que en ningún caso vuel a a incurrir en las acciones 
u omisiones que dieron mérito 
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para conceder la tutela, y que, si procediere de modo con­
trario, será sancionada de acuerdo con lo establecido en 
el articulo correspondiente de este decreto, todo sin per­
juicio de las responsabilidades en que ya hubiere incurri­
do. 

El juez también prevendrá a la autoridad en los demás 
casos en que lo considere adecuado para evitar la repeti­
ción de la misma acción u omisión. 

Artículo 25. Indemnizaciones y costas. Cuando el 
afectado no disponga de otro medio judicial, y la violación 
del derecho sea manifiesta y consecuencia de una acción 
clara e indiscutiblemente arbitraria, además de lo dispues­
to en los dos artículos anteriores, en el fallo que conceda 
la tutela el juez de oficio, tiene la potestad de ordenar en 
abstracto la indemnización del daño emergente causado 
si ello fuere necesario para asegurar el goce efectivo del 
derecho así como el pago de las costas del proceso. La 
liquidación del mismo y de los demás perjuicios se hará 
ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo o ante 
el juez competente, por el trámite incidental, dentro de los 
seis meses siguientes, para lo cual el juez que hubiere 
conocido de la tutela remitirá inmediatamente copia de 
toda la actuación. 

La condena será contra la entidad de que dependa el 
demandado y solidariamente contra éste, si se considera­
ra que ha mediado dolo o culpa grave de su parte, todo 
ello sin perjuicio de las demás 
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responsabilidades administrativas, civiles o penales en 
que haya incurrido. 

Si la tutela fuere rechazada o denegada por el juez, 
éste condenará al solicitante al pago de las costas cuando 
estimare fundadamente que incurrió en temeridad. 

Exequible, sentencia C-543192 (MP.: Dr. José Grega­
rio Hernández Galindo) 

Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si 
estando en curso la tutela, se dictare resolución, adminis­
trativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la ac­
tuación impugnada, se declarará fundada la solicitud úni­
camente para efectos de indemnización y de costas, si 
fueren procedentes. 

El recurrente podrá desistir de la tutela, en cuyo caso 
se archivará el expediente. 

Cuando el desistimiento hubiere tenido origen en una 
satisfacción extraprocesal de los derechos reclamados 
por el interesado, el expediente podrá reabrirse en cual­
quier tiempo, si se demuestra que la satisfacción acorda­
da ha resultado incumplida o tardía. 

Artículo 27. Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo 
que concede la tutela, la autoridad responsable del agra­
vio deberá cumplirlo sin demora. 

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y 
le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspon­
diente procedimiento disciplinario contra aquél. 
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Pasadas otras cuarenta y ocho horas, ordenará abrir 
proceso contra el superior que no hubiere procedido con­
forme a lo ordenado y adoptará directamente todas las 
medidas para el cabal cumplimiento del mismo. El juez 
podrá sancionar por desacato al responsable y al superior 
hasta que cumplan su sentencia. 

Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad penal 
del funcionario en su caso. 

En todo caso, el juez establecerá los demás efectos 
del fallo para el caso concreto y mantendrá la competen­
cia hasta que esté completamente restablecido el derecho 
o eliminadas las causas de la amenaza. 

Artículo 28. Alcances del fallo. El cumplimiento del fallo 
de tutela no impedirá que se proceda contra la autoridad 
pública, si las acciones u omisiones en que incurrió genera­
ren responsabilidad. 

La denegación de la tutela no puede invocarse para 
excusar las responsabilidades en que haya podido incurrir 
el autor del agravio. 

Artículo 29. Contenido del fallo. Dentro de los diez di­
as siguientes a la presentación de la solicitud el juez dicta­
rá fallo, el cual deberá contener: 

1. La identificación del solicitante. 
2. La identificación del sujeto o sujetos de quien pro­

venga la amenaza o vulneración. 
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Sentencia C-054193 (M.P.: Dr. Alejandro Martínez Ca­
ballero), dispone estarse a lo resuelto en sentencia C-
543/92. 

3. La determinación del derecho tutelado. 
4. La orden y la definición precisa de la conducta a 

cumplir con el f1n de hacer efectiva la tutela. 
5. El plazo perentorio para el cumplimiento de lo re­

suelto, que en ningún caso podrá exceder de 48 horas. 
6. Cuando la violación o amenaza de violación derive 

de la aplicación de una norma incompatible con los dere­
chos fundamentales, la providencia judicial que resuelva 
la acción interpuesta deberá además ordenar la inaplica­
ción de la norma impugnada en el caso concreto. 

Parágrafo. El contenido del fallo no podrá ser inhibito-
rio. 

Artículo 30. Notificación del fallo. El fallo se notificará 
por telegrama o por otro medio expedito que asegure su 
cumplimiento a más tardar el día siguiente de haber sido 
proferido. 

Articulo 31. Impugnación del fallo. Dentro de los tres 
días siguientes a su notificación el fallo podrá ser impug­
nado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autori­
dad pública o el representante del órgano correspondien­
te, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato. 

Los fallos que no sean impugnados serán enviados al 
día siguiente a la Corte Constitucional para su revisión. 
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Artículo 32. Trámite de la impugnación. Presentada 
debidamente la impugnación el juez remitirá el expediente 
dentro de los dos dias siguientes al superior jerárquico 
correspondiente. 

El juez que conozca de la impugnación. estudiará el 
contenido de la misma, cotejándola con el acervo probato­
rio y con el fallo. El juez, de oficio o a petición de parte, 
podrá solicitar informes y ordenar la práctica de pruebas y 
proferirá el fallo dentro de los 20 dias siguientes a la re­
cepción del expediente. Si a su juicio el fallo carece de 
fundamento, procederá a revocarlo, lo cual comunicará de 
inmediato. Si encuentra el fallo ajustado a derecho, lo 
confirmará. En ambos casos, dentro de los diez dias si­
guientes a la ejecutoria del fallo de segunda instancia, el 
juez remitirá el expediente a la Corte Constitucional, para 
su eventual revisión. 

El término "eventual" fue declarado exequible, senten­
cia C-018/93 (M. P.: Dr. Alejandro Martínez Caballero) 

Declarar EXEQUIBLE el aparte acusado del artículo 
32 del Decreto 2591 de 1991. Sentencia C-1716100 (M.P.: 
Dr. Carlos Gaviría Díaz) 

Artículo 33. Revisión por la Corte Constitucional. La 
Corte Constitucional designará dos de sus Magistrados 
para que seleccionen, sin motivación expresa y según su 
criterio, las sentencias de tutela que habrán de ser revisa­
das. Cualquier Magistrado de la Corte o el Defensor del 
Pueblo, podrá solicitar que se revise algún fallo de tutela 
excluido por éstos cuando considere que la revisión 
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puede aclarar el alcance de un derecho o evitar un perjui­
cio grave. Los casos de tutela que no sean excluidos de 
revisión dentro de los 30 días siguientes a su recepción, 
deberán ser decididos en el término de tres meses. 

Exequible, sentencia C-018193 (M.P.: Dr. Alejandro 
Martínez Caballero) 

En el Decreto 262 de febrero 22 de 2000, artículo 7, 
numeral 12, se dispuso: El Procurador General de la Na­
ción cumple las siguientes funciones: solicitar ante la Cor­
te Constitucional la revisión de fallos de tutela, cuando lo 
considere necesario en defensa del orden jurídico, el pa­
trimonio público o de los derechos y garantías fundamen­
tales. 

Artículo 34. Decisión en Sala. La Corte Constitucional 
designará los tres Magistrados de su seno que conforma­
rán la Sala que habrá de revisar los fallos de tutela de 
conformidad con el procedimiento vigente para los Tribu­
nales de Distrito judicial. Los cambios de jurisprudencia 
deberán ser decididos por la Sala Plena de la Corte, pre­
vio registro del proyecto de fallo correspondiente. 

Exequible, sentencia C-018/93 (M.P.: Dr. Alejandro 
Martínez Caballero) 

Artículo 35. Decisiones de revisión. Las decisiones de 
revisión que revoquen o modifiquen el fallo, unifiquen la 
jurisprudencia constitucional o aclaren el alcance general 

de las normas constitucionales deberán ser motivadas. 
Las demás podrán ser brevemente justificadas. 
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La revisión se concederá en el efecto devolutivo pero 
la Corte podrá aplicar lo dispuesto en el articulo 7 de este 
decreto. 

Inhibición, sentencia C-003199 (MP. Dr. Fabio Morón 
Díaz) 

Artículo 36. Efectos de la revisión. Las sentencias en 
que se revise una decisión de tutela solo surtirán efectos 
en el caso concreto y deberán ser comunicadas inmedia­
tamente al juez o tribunal competente de primera instan­
cia, el cual notificará la sentencia de la Corte a las partes 
y adoptará las decisiones necesarias para adecuar su fa­
llo a lo dispuesto por ésta. 

CAPÍTULO 11 
COMPETENCIA 

Artículo 37. Primera instancia. Son competentes para 
conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o 
tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la 
violación o la amenaza que motivaren la presentación de 
la solicitud. 

Exequible, sentencia C-054/93 (M. P.: Dr. Alejandro 
Martínez Caballero) 

El que interponga la acción de tutela deberá 

manifestar, bajo la gravedad del juramento, que no ha 
presentado otra respecto de los mismos hechos y dere-

134 



LEYES DE AMPARO DE AMI RICA LATINA 

chos. Al recibir la solicitud, se le advertirá sobre las con­
secuencias penales del falso testimonio. 

Exequible la expresión "bajo la gravedad del juramen­
to", sentencia C-616/97 (M.P.: Dr. Vladimiro Naranjo Me­
sa) 

De las acciones dirigidas contra la prensa y los demás 
medios de comunicación serán competentes los jueces de 
circuito del lugar. 

Exequible, sentencia C-054193 (M.P.: Dr. Alejandro 
Martinez Caballero) 

Artículo 38. Actuación temeraria. Cuando sin motivo 
expresamente justificado la misma acción de tutela sea 
presentada por la misma persona o su representante ante 
varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán des­
favorablemente todas las solicitudes. 

Exequible, sentencia C-054/93 (M.P.: Dr. Alejandro 
Martínez Caballero) 

El abogado que promoviere la presentación de varias 
acciones de tutela respecto de los mismos hechos y dere­
chos, será sancionado con la suspensión de la tarjeta pro­
fesional al menos por dos años. En caso de reincidencia, 
se le cancelará su tarjeta profesional, sin perjuicio de las 
demás sanciones a que haya lugar. 

Exequible, sentencia C-155A/93 (M.P.: Dr. Fabio Mo­
rón Díaz) 

Artículo 39. Recusación. En ningún caso será proce­
dente la recusación. El juez deberá declararse impedido 
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cuando concurran las causales de impedimento del Códi­
go de Procedimiento Penal so pena de incurrir en la san­
ción disciplinaria correspondiente. El juez que conozca de 
la impugnación del fallo de tutela deberá adoptar las me­
didas procedentes para que se inicie el procedimiento dis­
ciplinario si fuere el caso. 

Artículo 40. Competencia especíal. Cuando las sen­
tencias y las demás providencias judiciales que pongan 
término a un proceso, proferidas por los jueces superio­
res, los tribunales, la Corte Suprema de Justicia y el Con­
sejo de Estado, amenacen o vulneren un derecho funda­
mental, será competente para conocer de la acción de 
tutela el superior jerárquico correspondiente. 

Cuando dichas providencias emanen de Magistrados, 
conocerá el Magistrado que le siga en turno, cuya actua­
ción podrá ser impugnada ante la correspondiente sala o 
sección. 

Tratándose de sentencias emanadas de una sala o 
sección, conocerá la sala o sección que le sigue en orden, 
cuya actuación podrá ser impugnada ante la sala plena 
correspondiente de la misma Corporación. 

Parágrafo 1° La acción de tutela contra tales provi­
dencias judiciales sólo procederá cuando la lesión del de­
recho sea consecuencia directa de éstas por deducirse de 
manera manifiesta y directa de su parte resolutiva, se 
hubieren agotado todos los recursos en la 

vía judicial y no exista otro mecanismo idóneo para recla­
mar la protección del derecho vulnerado o amenazado. 
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Cuando el derecho invocado sea el debido proceso, la 
tutela deberá interponerse conjuntamente con el recurso 
procedente. 

Quien hubiere interpuesto un recurso, o disponga de 
medios de defensa judicial, podrá solicitar también la tute­
la si ésta es utilizada como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. También podrá hacerlo 
quien, en el caso concreto, careciere de otro mecanismo 
de defensa judicial, siempre y cuando la acción sea inter­
puesta dentro de los 60 días siguientes a la firmeza de la 
providencia que hubiere puesto fin al proceso. 

La tutela no procederá por errónea interpretación judi­
cial de la ley ni para controvertir pruebas. 

Parágrafo 2°. El ejercicio temerario de la acción de tu­
tela sobre sentencias emanadas de autoridad judicial por 
parte del apoderado será causal de sanción disciplinaria. 
Para efectos, se dará traslado a la autoridad correspon­
diente. 

Parágrafo 3°. La presentación de la solicitud de tutela 
no suspende la ejecución de las sentencias o de la provi­
dencia que puso fin al proceso. 

Parágrafo 4° No procederá la tutela contra fallos de 
tutela. 

lnexequible, sentencia C-543/92 (M.P.: Dr. José Gre­
gario Hernández Ga/indo) 
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Artículo 41. Falta de desarrollo legal. No se podrá 
alegar la falta de desarrollo legal de un derecho funda­
mental civil o político para impedir su tutela. 

CAPÍTULO 111 
TUTELA CONTRA LOS PARTICULARES 

Artículo 42. Procedencia. La acción de tutela procede­
rá contra acciones u omisiones de particulares en los si­
guientes casos: 

1. Cuando aquel contra quien se hubiere hecho la 
solicitud esté encargado de la prestación del servicio pú­
blico de educación para proteger los derechos consagra­
dos en los artículos 13, 15, 16, 18, 19, 20, 23, 27, 29, 37 y 
38 de la Constitución. 

Exequible numeral 1°. Salvo la expresión, ''para prote­
ger los derechos consagrados en los artículos 13, 15, 16, 
18, 19, 20, 23, 27, 29, 37 y 38 de la Constitución", que se 
declara inexequible, sentencia C-134194 (M.P.: Dr. Vladi­
miro Naranjo Mesa) 

2. Cuando aquel contra quien se hubiere hecho la 
solicitud esté encargado de la prestación del servicio pú­
blico de salud para proteger los derechos a la vida, a la 
intimidad, a la igualdad y a la autonomía. 

Exequible el numeral 2, salvo la expresión, ''para pro­
teger los derechos a la vida, a la intimidad, a la 

igualdad y a la autonomía", que se declara inexequible, 
sentencia C-134/94 (M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa) 
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3. Cuando aquel contra quien se hubiera hecho la 
solicitud esté encargado de la prestación de servicios pú­
blicos domiciliarios. 

4. Cuando la solicitud fuere dirigida contra una orga­
nización privada, contra quien la controle efectivamente o 
fuere el beneficiario real de la situación que motivó la ac­
ción, siempre y cuando el solicitante tenga una relación de 
subordinación o indefensión con tal organización. 

5. Cuando aquel contra quien se hubiere hecho la 
solicitud viole o amenace violar el articulo 17 de la Consti­
tución. 

6. Cuando la entidad privada sea aquella contra 
quien se hubiere hecho la solicitud en ejercicio del habeas 
data, de conformidad con lo establecido en el articulo 15 
de la Constitución. 

7. Cuando se solicite rectificación de informaciones 
inexactas o erróneas. En este caso se deberá anexar la 
transcripción de la información o la copia de la publicación 
y de la rectificación solicitada que no fue publicada en 
condiciones que aseguren la eficacia de la misma. 

8. Cuando el particular actúe o deba actuar en ejer­
cicio de funciones públicas, en cuyo caso se aplicará el 
mismo régimen que a las autoridades públicas. 

9. Cuando la solicitud sea para tutelar la vida o la in­
tegridad de quien se encuentre en situación de subordina­
ción o indefensión respecto del particular contra 

el cual se interpuso la acción. Se presume la indefensión 
del menor que solicite la tutela. 
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Exequible el numeral 9, salvo la expresión," la vida o 
la integridad de", sentencia C-134/94 (M.P.: Dr. Vladimiro 
Naranjo Mesa) 

Artículo 43. Trámite. La acción de tutela frente a parti­
culares se tramitará de conformidad con lo establecido en 
este Decreto, salvo en los artículos 9, 23 y los demás que 
no fueren pertinentes. 

Artículo 44. Protección alternativa. La providencia que 
inadmita o rechace la tutela deberá indicar el procedimien­
to idóneo para proteger el derecho amenazado o violado. 

Artículo 45. Conductas legítimas. No se podrá conce­
der la tutela contra conductas legitimas de un particular. 

CAPÍTULO IV 
LA TUTELA Y EL DEFENSOR DEL PUEBLO 

Artículo 46. Legitimación. El Defensor del Pueblo po­
drá sin perjuicio del derecho que asiste a los interesados, 
interponer la acción de tutela en nombre de cualquier per­
sona que se lo solicite o que esté en situación de desam­
paro e indefensión. 

Artículo 47. Parte. Cuando el Defensor del Pueblo in­
terponga la acción de tutela será, junto con el agraviado, 
parte en el proceso. 
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Artículo 48. Asesores y asistentes. El Defensor del 
Pueblo podrá designar libremente los asesores y asisten­
tes necesarios para el ejercicio de esta función. 

Artículo 49. Delegación en personeros. En cada muni­
cipio, el personero en su calidad de defensor en la respec­
tiva entidad territorial podrá por delegación expresa del 
Defensor del Pueblo, interponer acciones de tutela o re­
presentarlo en las que éste interponga directamente. 

Artículo 50. Asístencía a /os personeros. Los persone­
ros municipales y distritales podrán requerir del Defensor 
del Pueblo la asistencia y orientación necesarias en los 
asuntos relativos a la protección judicial de los derechos 
fundamentales. 

Artículo 51. Colombianos residentes en el exterior. El 
colombiano que resida en el exterior, cuyos derechos fun­
damentales estén siendo amenazados o violados por una 
autoridad pública de la República de Colombia, podrá in­
terponer acción de tutela por intermedio del Defensor del 
Pueblo, de conformidad con lo establecido en el presente 
Decreto. 

CAPÍTULO V 
SANCIONES 

Articulo 52. Desacato. La persona que incumpliere 
una orden de un juez proferida con base en el presente 
Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto 
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hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos 
mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiere seña­
lado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de 
las sanciones penales a que hubiere lugar. 

Exequible el inciso primero, sentencia C-092197 (MP.: 
Dr. Carlos Gaviria Díaz) 

La sanción será impuesta por el mismo juez mediante 
trámite incidental y será consultada al superior jerárquico 
quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe 
revocarse la sanción. 

Exequible la expresión, sentencia C-243/96 (MP.: Dr. 
Vladimiro Naranjo Mesa) 

La consulta se hará en el efecto devolutivo. 
lnexequible, sentencia C-243196 (MP.: Dr. Vladimiro 

Naranjo Mesa) 

Artículo 53. Sanciones penales. El que incumpla el fa­
llo de tutela o el juez que incumpla las funciones que le 
son propias de conformidad con este decreto incurrirá, 
según el caso, en fraude a resolución judicial, prevaricato 
por omisión o en las sanciones penales a que hubiere lu­
gar. 

También incumra en la responsabilidad penal a que 
hubiere lugar quien repita la acción o la omisión que moti­
vó la tutela concedida mediante fallo ejecutoriado en pro­
ceso en el cual haya sido parte. 
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Artículo 54. Enseñanza de la tutela. En las institucio­
nes de educación se impartirá instrucción sobre la acción 
de tutela de conformidad con lo establecido en el articulo 
41 de la Constitución. 

Artículo 55. Vigencia. El presente decreto rige a partir 
de la fecha de su publicación. 

Publiquese y cúmplase 
Dado en Santafé de Bogotá, D. C., a 19 de noviembre 

de 1991. 

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO 

Diario oficial número 40.165 del 19 de noviembre de 
1991. 

ACCIÓN DE TUTELA. DECRETO 306 DE 1992 (FE­
BRERO 19) 

Por el cual se reglamenta el Decreto 2591 de 1991 
El Presidente de la República de Colombia, en ejerci­

cio de sus facultades constitucionales y, en especial, 

de la prevista por el articulo 189, numeral 11 de la Consti­
tución Politica, 
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Decreta: 
Artículo 1. De Jos casos en que no existe perjuióo 

irremediable. De conformidad con el inciso segundo del 
numeral primero del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, 
se entiende por irremediable el perjuicio que sólo puede 
ser reparado en su integridad mediante una indemniza­
ción. 

No se considera que el perjuicio tenga el carácter de 
irremediable, cuando el interesado puede solicitar a la 
autoridad judicial competente que se disponga el resta­
blecimiento o protección del derecho, mediante la adop­
ción de disposiciones como las siguientes: 

a) Orden de reintegro o promoción a un empleo, 
cargo, rango o condición; 

b) Orden de dar posesión a un determinado funcio­
nario; 

e) Autorización oportuna al interesado para ejercer el 
derecho; 

d) Orden de entrega de un bien; 
e) Orden de restitución o devolución de una suma de 

dinero pagada por razón de una multa, un tributo, una 
contribución, una tasa, una regalia o a cualquier otro titu­
lo; revisión o modificación de la determinación administra­
tiva de una obligación de pagar una suma de dinero; o 
declaración de inexistencia de esta última, y 
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f) Orden oportuna de actuar o de abstenerse de 
hacerlo, siempre que la conducta sea distinta del pago de 
una indemnización de perjuicios. 

Lo dispuesto en este articulo se aplicará también en 
aquellos eventos en los cuales legalmente sea posible 
que además de las órdenes y autorizaciones menciona­
das se condene al pago de perjuicios en forma comple­
mentaria. 

Articulo 2. De /os derechos protegidos por la acción de 
tutela. De conformidad con el artículo 1° del Decreto 2591 
de 1991, la acción de tutela protege exclusivamente los 
derechos constitucionales fundamentales, y por lo tanto, 
no puede ser utilizada para hacer respetar derechos que 
sólo tienen rango legal, ni para hacer cumplir las leyes, los 
decretos, los reglamentos o cualquiera otra norma de ran­
go inferior. 

Articulo 3. De cuando no existe amenaza de un dere­
cho constitucional fundamental. Se entenderá que no se 
encuentra amenazado un derecho constitucional funda­
mental por el solo hecho de que se abra o adelante una 
investigación o averiguación administrativa por la autori­
dad competente con sujeción al procedimiento correspon­
diente regulado por la ley. 

Articulo 4. De /os principios aplicables para interpretar 
el procedimiento previsto por el Decreto 2591 de 1991. 
Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite 
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de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 
1991 se aplicarán los principios generales del Código de 

Procedimiento Civil, en todo aquello en que no sean 
contrarios a dicho decreto. 

Cuando el juez considere necesario oír a aquel contra 
quien se haya hecho la solicitud de tutela, y dicha persona 
sea uno de los funcionarios que por ley rinden declaración 
por medio de certificación jurada, el juez solicitará la res­
pectiva certificación. 

Artículo 5. De la notificación de las providencias a las 
partes. De conformidad con el articulo 16 del Decreto 
2591 de 1991 todas las providencias que se dicten en el 
trámite de una acción de tutela se deberán notificar a las 
partes o a los intervinientes. Para este efecto son partes 
la persona que ejerce la acción de tutela y el particular, la 
entidad o autoridad pública contra la cual se dirige la ac­
ción de tutela de conformidad con el articulo 13 del Decre­
to 2591 de 1991. 

El juez velará porque de acuerdo con las circunstan­
cias, el medio y la oportunidad de la notificación aseguren 
la eficacia de la misma y la posibilidad de ejercer el dere­
cho de defensa. 

Artículo 6. Del contenido del fallo de tutela. De con­
formidad con lo dispuesto en el articulo 29, numeral 3° del 
Decreto 2591 de 1991, el juez deberá señalar en el fallo el 
derecho constitucional fundamental tutelado, citar el pre­
cepto constitucional que lo consagra, y precisar en 
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qué consiste la violación o amenaza del derecho frente a 
los hechos del caso concreto. 

Artículo 7". De los efectos de las decisiones de revi­
sión de la Corte Constitucional y de las decisiones sobre 
las impugnaciones de fallos de tutela. Cuando el juez que 
conozca de la impugnación o la Corte Constitucional al 
decidir una revisión, revoque el fallo de tutela que haya 
ordenado realizar una conducta, quedarán sin efecto di­
cha providencia y la actuación que haya realizado la auto­
ridad administrativa en cumplimiento del fallo respectivo. 

Articulo SO. Reparto. Cuando en la localidad donde se 
presente la acción de tutela funcionen varios despachos 
judiciales de la misma jerarquía y especialidad de aquel 
ante el cual se ejerció la acción, la misma se someterá a 
reparto que se realizará el mismo día y a la mayor breve­
dad, sea manualmente o por computador. 

Realizado el reparto se remitirá inmediatamente la so­
licitud al funcionario competente. 

En aquellos eventos en que la solicitud de tutela se 
presente verbalmente, el juez remitirá la declaración pre­
sentada, el acta levantada, o en defecto ambas, un infor­
me sobre la solicitud, al funcionario de reparto con el fin 
de que se proceda a efectuar el mismo. 
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Artículo 9°. Imposición de sanciones. Para efectos de 
lo dispuesto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, 
cuando de acuerdo con la constitución o la ley el funciona­
rio que haya incumplido una orden proferida por el juez 
sólo pueda ser sancionado por determinada autoridad 
pública, el juez remitirá a dicha autoridad copia de lo ac­
tuado para que ésta adopte la decisión que corresponda. 

Artículo 1 O. Vigencia. El presente decreto rige a partir 
de la fecha de su publicación. 

Publíquese y cúmplase 
Dado en Santafé de Bogotá, D. C., a 19 de febrero de 

1992. 

CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO 

Diario oficial40.344 del19 de febrero de 1992. 

Sentencia del Consejo de Estado, 6 de octubre de 
1993 (Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Primera, C.P.: Dr. Miguel González Rodríguez). Denegó 
pretensiones del demandante. Expediente 2186. 

Sentencia del Consejo de Estado, 2 de febrero de 
1996 (Sala de los Contencioso Administrativo, Sección 
Primera, C.P.: Dr. Libardo Rodríguez Rodríguez). Denegó 
pretensiones acción de nulidad contra el Decreto 306 de 
1992. Expediente 3344. 
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Sentencia del Consejo de Estado, 6 de febrero de 
1996 (C.P.: Dr. Rodrigo Ramírez González). Decreta nuli­
dad del artículo 1 del Decreto 306 de 1992. Expediente 
3331. 

ACCIÓN DE TUTELA. DECRETO N° 1382 DE 2000 (Julio 
12) 

por el cual establecen reglas para el reparto de la ac­
ción de tutela 

El Presidente de la República de Colombia, en ejerci­
cio de las facultades consagradas en el numeral 11 del 
articulo 189 de la Constitución Política, 

Considerando: 

Que el articulo 37 del Decreto 2591 de 1991 prescribe 
la regla de competencia para conocer de la acción de tu­
tela en primera instancia, en el sentido de atribuirla al juez 
con jurisdicción en el lugar donde ocurre la violación o 
amenaza del derecho fundamental; 

Que por razón de la distribución geográfica de los 
despachos judiciales, pueden existir varios con posibilidad 
de conocer de la acción de tutela en un solo lugar; 

Que se hace necesario regular la forma de reparto de 
las acciones de tutela, con el fin de racionalizar y desean­
centrar el conocimiento de las mismas, 

149 



AlLAN R BREWER-CARlAS 

Decreta: 

Artículo 1 °. Para los efectos previstos en el artículo 37 
del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tu­
tela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocu­
rriere la violación o la amenaza que motivare la presenta­
ción de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, 
conforme a las siguientes reglas: 

1. Las acciones de tutela que se interpongan contra 
cualquier autoridad pública del orden nacional, salvo lo 
dispuesto en el siguiente inciso, serán repartidas para su 
conocimiento, en primera instancia, a los Tribunales Su­
periores de Distrito Judicial, Administrativos y Consejos 
Seccionales de la Judicatura. 

A los Jueces del Circuito o con categorías de tales, le 
serán repartidas para su conocimiento, en primera instan­
cia, las acciones de tutela que se interpongan contra 
cualquier organismo o entidad del sector descentralizado 
por servicios del orden nacional o autoridad pública del 
orden departamental. 

A los Jueces Municipales les serán repartidas para su 
conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela 
que se interpongan contra cualquier autoridad pública del 
orden distrital o municipal y contra particulares. 

Las acciones de tutela dirigidas contra la aplicación de 
un acto administrativo general dictado por una autoridad 
nacional serán repartidas para su conocimiento al Tribunal 
Contencioso Administrativo de Cundinamarca, siempre 
que se ejerzan como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. 
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Cuando la acción de tutela se promueva contra más 
de una autoridad y éstas sean de diferente nivel, el repar­
to se hará al juez de mayor jerarquía, de conformidad con 
las reglas establecidas en el presente numeral. 

2. Cuando la acción de tutela se promueva contra un 
funcionario o corporación judicial, le será repartida al res­
pectivo superior funcional del accionado. Si se dirige co­
ntra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al supe­
rior funcional del Juez al que esté adscrito el Fiscal. 

Lo accionado contra la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria, será repartido a la misma 
corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sec­
ción o Subsección que corresponda de conformidad con 
el reglamento al que se refiere el artículo 4 o del presente 
decreto. 

Cuando se trate de autoridades administrativas en 
ejercicio de funciones jurisdiccionales, conforme al artícu­
lo 116 de la Constitución Política, se aplicará lo dispuesto 
en el numeral 1 o del presente artículo. 

Parágrafo. Si conforme a los hechos descritos en la 
solicitud de tutela el juez no es el competente, éste debe­
rá enviarla al juez que lo sea a más tardar al día siguiente 
de su recibo, previa comunicación a los interesados. 
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En este caso, el término para resolver la tutela se con­
tará a partir del momento en que sea recibida por el juez 
competente. 

Artículo 2°. Cuando en la localidad donde se presente 
la acción de tutela funcionen varios despachos judiciales 
de la misma jerarquía y especialidad de aquél en que, 
conforme al articulo anterior, resulte competente para co­
nocer de la acción, la misma se someterá a reparto que 
se realizará el mismo día y a la mayor brevedad. 

Realizado el reparto se remitirá inmediatamente la so­
licitud al funcionario competente. 

En aquellos eventos en que la solicitud de tutela se 
presente verbalmente, el juez remitirá la declaración pre­
sentada, en acta levantada, o en defecto de ambas, un 
informe sobre la solicitud al funcionario de reparto con el 
fin de que proceda a efectuar el mismo. 

En desarrollo de la labor de reparto, el funcionario en­
cargado po·drá remitir a un mismo despacho las acciones 
de tutela de las cuales se pueda predicar una identidad de 
objeto, que permita su trámite por el mismo juez compe­
tente. 

Artículo 3°. El juez que avoque el conocimiento de va­
rias acciones de tutela con identidad de objeto, podrá de­
cidir en una misma sentencia sobre todas ellas, siempre y 
cuando se encuentre dentro del término previsto para ello. 
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Cuando se presente una o más acciones de tutela con 
identidad de objeto respecto de una acción ya fallada, el 
juez podrá resolver aquélla estándose a lo resuelto en, la 
sentencia dictada bien por el mismo juez o por otra autori­
dad judicial, siempre y cuando se encuentre ejecutoriada. 
(Declarado inconstitucional) 

Artículo 4°. Los reglamentos internos de la Corte Su­
prema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Sala 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, po­
drán determinar que los asuntos relacionados con el co­
nocimiento de la impugnación de fallos de acción de tutela 
sean resueltos por Salas de Decisión, Secciones o Sub­
secciones conformadas para tal fin. Asi mismo determina­
rá la conformación de Salas de Decisión, Secciones o 
Subsecciones para el conocimiento de las acciones de 
tutela que se ejerzan contra actuaciones de la propia cor­
poración, a las que se refiere el inciso 2° del numeral 2 del 
articulo 1 o del presente decreto. 

Artículo 5°. Transitorio. Las reglas contenidas en el 
presente decreto sólo se aplicarán a las acciones de tute­
la que se presenten con posterioridad a su entrada en 
vigencia. Las acciones presentadas con anterioridad a 
esta fecha serán resueltas por el juez competente al mo­
mento de su presentación, así como la impugnación de 
sus fallos. 

Artículo 6°. El presente decreto rige a partir de su pu­
blicación, y deroga todas las normas que le sean 

!53 



AUAN R._ BRIWER-CAR[AS 

contrarias, en especial el articulo so del Decreto 306 
de 1992. 

Publiquese y cúmplase 

Dado en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 12 de julio de 
2000. 

Andrés Pastrana Arango 
Publicado en el Diario Oficial N° 44.802 de 14 de julio 

de 2000. 
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COSTA RICA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE 
COSTA RICA, 1949 (Última reforma 2003); 

Articulo 48.- Toda persona tiene derecho al recurso de 
Hábeas Corpus cuando se considere ilegitimamente pri­
vada de su libertad. 

Este recurso es de conocimiento exclusivo de la Corte 
Suprema de Justicia y queda a su juicio ordenar la com­
parecencia del ofendido, sin que para impedirlo pueda 
alegarse obediencia debida u otra excusa. 

Para mantener o restablecer el goce de los otros de­
rechos consagrados en esta Constitución, a toda persona 
le asiste, además, el recurso de Amparo, del que conoce­
rán los tribunales que fije la ley. 

LEY DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL.Ley No 
7135 DE JI DE OCTUBRE DE 1989 
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TÍTULO 1 
DISPOSICIONES PRELIMINARES 

CAPÍTULO ÚNICO 

Artículo 1. La presente ley tiene como fin regular la ju­
risdicción constitucional, cuyo objeto es garantizar la su­
premacía de las normas y principios constitucionales y del 
Derecho Internacional o Comunitario vigente en la Repú­
blica, su uniforme interpretación y aplicación, así como los 
derechos y libertades fundamentales consagrados en la 
Constitución o en los instrumentos internacionales de de­
rechos humanos vigentes en Costa Rica. 

Artículo 2. Le corresponde específicamente a la juris­
dicción constitucional: 

a) Garantizar, mediante los recursos de hábeas cor­
pus y de amparo, los derechos y libertades consagrados 
por la Constitución Política y los derechos humanos reco­
nocidos por el Derecho Internacional vigente en Costa 
Rica. 

b) Ejercer el control de la constitucionalidad de las 
normas de cualquier naturaleza y de los actos sujetos al 
Derecho Público, así como la conformidad del ordena­
miento interno con el Derecho Internacional o Comunita­
rio, mediante la acción de inconstitucionalidad y demás 
cuestiones de constitucionalidad. 

e) Resolver los conflictos de competencia entre los 
Poderes del Estado, incluido el Tribunal Supremo de 
Elecciones, y los de competencia constitucional entre 
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éstos y la Contraloria General de la República, las muni­
cipalidades, los entes descentralizados y las demás per­
sonas de Derecho Público. 

eh) Conocer de los demás asuntos que la Constitu­
ción o la presente ley le atribuyan. 

Artículo 3. Se tendrá por infringida la Constitución 
Política cuando ello resulte de la confrontación del texto 
de la norma o acto cuestionado, de sus efectos, o de su 
interpretación o aplicación por las autoridades públicas, 
con las normas y principios constitucionales. 

Artículo 4. La jurisdicción constitucional se ejerce por 
la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 
establecida en el articulo 10 de la Constitución Politica. 

La Sala Constitucional está formada por siete magis­
trados propietarios y doce suplentes, todos elegidos por la 
Asamblea Legislativa en la forma prevista por la Constitu­
ción. Su régimen orgánico y disciplinario es el que se es­
tablece en la presente y en la Ley Orgánica del Poder Ju­
dicial. 

La Sala Constitucional no está sometida al plan de va­
caciones establecido en la Ley Orgánica del Poder Judi­
cial y, en consecuencia, fijará las fechas en que sus 
miembros tomarán vacaciones, de manera que haya 
siempre una mayoría de magistrados propietarios. 

Si la ausencia de propietarios fuere por licencia, se 
aplicará la regla anterior, excepto en los casos de enfer­
medad o de otro motivo justo. 

!57 



Artículo 5. La Sala Constitucional regulará la forma de 
recibir y tramitar los recursos de hábeas corpus y de am­
paro, si se interpusieren después de las horas ordinarias 
de trabajo o en días feriados o de asueto, para cuyos 
efectos habrá siempre un magistrado de turno, quien les 
dará el curso inicial. 

Artículo 6. En caso de impedimento, recusación o ex­
cusa, el Presidente de la Sala, oído el parecer del magis­
trado en cuestión, dispondrá su reemplazo, sin más trámi­
te y sin que por ningún motivo se suspenda o interrumpa 
el curso del procedimiento. 

Artículo 7. Le corresponde exclusivamente a la Sala 
Constitucional resolver sobre su propia competencia, así 
como conocer de las cuestiones incidentales que surjan 
ante ella y de las prejudiciales conexas. 

Artículo 8. Una vez requerida legalmente su interven­
ción, la Sala Constitucional deberá actuar de oficio y con 
la mayor celeridad, sin que pueda invocarse la inercia de 
las partes para retardar el procedimiento. 

Los plazos establecidos por esta ley no podrán pro­
rrogarse por ningún motivo. Cualquier retardo en su cum­
plimiento será sancionado disciplinariamente, sin perjuicio 
de la acción por responsabilidad del funcionario. 

Los términos para las actuaciones y resoluciones judi­
ciales se contarán a partir del recibo de la gestión que las 
motive, y, para las actividades de las partes desde la noti­
ficación de la resolución que las cause. Ni unos ni 
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otros se interrumpirán o suspenderán por ningún inciden­
te, ni por ninguna actuación que no esté preceptuada ex­
presamente por la ley. 

En materia de hábeas corpus los plazos por días son 
naturales. Ley de la Jurisdicción Constitucional -Normas 
Básicas de Derecho Público- CESDEPU-Versión WEB 
2005. 

Artículo 9. La Sala Constitucional rechazará de plano 
cualquier gestión manifiestamente improcedente o infun­
dada. 

Podrá también rechazarla por el fondo en cualquier 
momento, incluso desde su presentación, cuando consi­
dere que existen elementos de juicio suficientes, o que se 
trata de la simple reiteración o reproducción de una ges­
tión anterior igual o similar rechazada; en este caso siem­
pre que no encontrare motivos para variar de criterio o 
razones de interés público que justifiquen reconsiderar la 
cuestión. 

Asimismo, podrá acogerla interlocutoriamente cuando 
considere suficiente fundarla en principios o normas evi­
dentes o en sus propios precedentes o jurisprudencia, 
pero si se tratare de recursos de hábeas corpus o de am­
paro deberá esperar la defensa del demandado. 
Artículo 10. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo an­
terior, la Sala dispondrá que los trámites se realicen, en lo 
posible, en forma oral, y ordenará una comparecencia oral 
para que los interesados formulen conclusiones antes de 
la sentencia, necesariamente en las acciones de inconsti­
tucionalidad, y facultativamente en los demás casos. 
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Artículo 11. A la Sala en pleno le corresponde dictar 
las sentencias y los autos con carácter de tales, que de­
berán ser motivados. Las demás resoluciones le corres­
ponden al Presidente o, en su caso, al magistrado desig­
nado para la instrucción. 

No habrá recurso contra las sentencias, autos o provi­
dencias de la jurisdicción constitucional. 

Artículo 12. Las sentencias que dicte la Sala podrán 
ser aclaradas o adicionadas, a petición de parte, si se so­
licitare dentro de tercero día, y de oficio en cualquier tiem­
po, incluso en los procedimientos de ejecución, en la me­
dida en que sea necesario para dar cabal cumplimiento al 
contenido del fallo. 

Artículo 13. La jurisprudencia y los precedentes de la 
jurisdicción constitucional son vinculantes erga omnes, 
salvo para sí misma. 

Artículo 14. La Sala Constitucional y su jurisdicción es­
tarán sometidas únicamente a la Constitución y a la ley. A 
falta de disposición expresa, se aplicarán los principios del 
Derecho Constitucional, así como los del Derecho Público 
y Procesal generales, o, en su caso, los del Derecho In­
ternacional o Comunitario, y, además, por su orden, la Ley 
General de la Administración Pública, la Ley Reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y los Códi­
gos Procesales. 
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TÍTULO 11 
DEL RECURSO DE HÁBEAS CORPUS 

CAPÍTULO ÚNICO 

Artículo 15. Procede el hábeas corpus para garantizar 
la libertad e integridad personales, contra los actos u omi­
siones que provengan de una autoridad de cualquier or­
den, incluso judicial, contra las amenazas a esa libertad y 
las perturbaciones o restricciones que respecto de ella 
establezcan indebidamente las autoridades, lo mismo que 
contra las restricciones ilegitimas del derecho de trasla­
darse de un lugar a otro de la República, y de libre per­
manencia, salida e ingreso en su territorio. 

Artículo 16. Cuando en el hábeas corpus se alegaren 
otras violaciones que tengan relación con la libertad per­
sonal, en cualquiera de sus formas, y los hechos fueren 
conexos con el acto atribuido como ilegitimo, por constituir 
su causa o finalidad, en esta vía se resolverá también so­
bre esas violaciones. 

Artículo 17. El recurso se interpondrá ante la Sala 
Constitucional, y su tramitación estará a cargo de su Pre­
sidente o del Magistrado instructor. Si se tratare de un 
caso de improcedencia manifiesta, el Magistrado se abs­
tendrá de tramitarlo y reservará el asunto para la próxima 
sesión de la Sala. 

Artículo 18. Podrá interponer el recurso de hábeas 
corpus cualquier persona, en memorial, telegrama u otro 
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hechos invocados al interponerlo, y la Sala declarará con 
lugar el recurso, si procediere en derecho. 

Artículo 24. Vencido el plazo establecido en el articulo 
19 o, en su caso, celebrada la audiencia oral prevista en 
el articulo 1 O, la Sala deberá resolver el recurso dentro de 
los cinco días siguientes, excepto cuando estimare que 
debe realizar alguna diligencia probatoria, en cuyo caso el 
término correrá a partir del recibo de la prueba. 

Al resolver, la Sala examinará, entre otros aspectos, 
los siguientes: 

a) Si la autoridad tenia competencia para dictar la 
restricción de la libertad o la medida impuesta. 

b) Si la detención se ordenó ilegítimamente o contra 
lo dispuesto en el articulo 37 de la Constitución Política. 

e) Si existe auto de detención o prisión preventiva 
legalmente decretada, o si la pena que se está descon­
tando es la impuesta por sentencia firme. 

eh) Si, en caso de estar suspendidas las garantías 
constitucionales, la resolución se dictó dentro de las limi­
taciones de la Constitución Política, y de las razonable­
mente derivadas de la misma declaratoria. 

d) Si por algún motivo fuere indebida la privación de 
la libertad o la medida impuesta. 

e) Si efectivamente hubo o existe amenaza de viola­
ción de los derechos protegidos por el recurso. 

f) Si la persona hubiere sido ilegítimamente incomu­
nicada, o si la incomunicación legalmente 
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decretada se mantiene por un plazo mayor al autorizado 
en el articulo 44 de la Constitución Política. 

g) Si la detención, prisión o medida acordada se 

cumple en condiciones legalmente prohibidas. 
h) Si el hecho que se le imputa está o no previsto 

por ley preexistente. 

Artículo 25. Si del examen practicado resultare ilegiti­
ma la medida acordada por las autoridades, la Sala decla­
rará con lugar el recurso, sin perjuicio de lo que proceda 
contra la autoridad responsable. 

Artículo 26. La sentencia que declare con lugar el 
hábeas corpus dejará sin efecto las medidas impugnadas 
en el recurso, ordenará restablecer al ofendido en el pleno 
goce de su derecho o libertad que le hubieren sido con­
culcados, y establecerá los demás efectos de la sentencia 
para el caso concreto. 

Además, condenará a la autoridad responsable a la 
indemnización de los daños y perjuicios causados, los 
cuales se liquidarán y ejecutarán en la vía contencioso 
administrativa por el procedimiento de ejecución de sen­
tencia previsto en la ley reguladora de esa jurisdicción. 

Artículo 27. Las resoluciones que se dicten se notifica­
rán a los interesados cuando hubieren señalado casa u 
oficina dónde atender notificaciones. 
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Además, la resolución que decida el recurso deberá 
notificarse personalmente al perjudicado, para lo cual las 
autoridades correspondientes le brindarán todas las facili­
dades al notificador. Sin embargo, no será preciso notifi­
carle al perjudicado la resolución que declare con 

lugar el recurso, si en el momento en que debe practicar­
se el acto ya hubiere sido puesto en libertad o existiere 
imposibilidad material para hacerlo. El notificador dejará 
constancia en el expediente de la información recabada 
durante la diligencia. 

Arlículo 28. Cuando la Sala apreciare, al decidir el 
asunto, que no se trata de un caso de hábeas corpus sino 
de amparo, lo declarará asi, y continuará la tramitación 
conforme con lo reglado en los articulas 29 y siguientes 
de la presente ley. 

La Sala podrá concederle un término de tres dias al 
interesado, a fin de que convierta el recurso. Si no lo 
hiciere, se resolverá el asunto. 

Cuando la Sala considere que las actuaciones u omi­
siones impugnadas están razonablemente fundadas en 
normas vigentes, se procederá en la forma prevista en el 
articulo 48. 

Ley de la Jurisdicción Constitucional -Normas Básicas 
de Derecho Público-
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TÍTULO 111 
DEL RECURSO DE AMPARO 

CAPÍTULO 1 
DEL AMPARO CONTRA ÓRGANOS 

O SERVIDORES PÚBLICOS 

Artículo 29. El recurso de amparo garantiza los dere­
chos y libertades fundamentales a que se refiere esta Ley, 
salvo los protegidos por el de hábeas corpus. 

Procede el recurso contra toda disposición, acuerdo o 
resolución y, en general, contra toda acción, omisión o 
simple actuación material no fundada en un acto adminis­
trativo eficaz, de los servidores y órganos públicos, que 
haya violado, viole o amenace violar cualquiera de aque­
llos derechos. 

El amparo procederá no sólo contra los actos arbitra­
rios, sino también contra las actuaciones u omisiones fun­
dadas en normas erróneamente interpretadas o indebi­
damente aplicadas. 

Artículo 30. No procede el amparo: 
a) Contra las leyes u otras disposiciones normati­

vas, salvo cuando se impugnen conjuntamente con actos 
de aplicación individual de aquellas, o cuando se trate de 
normas de acción automática, de manera que sus precep­
tos resulten obligatorios inmediatamente por su sola pro­
mulgación, sin necesidad de otras normas o actos que los 
desarrollen o los hagan aplicables al perjudicado. 
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b) Contra las resoluciones y actuaciones jurisdiccio­
nales del Poder Judicial. 

e) Contra los actos que realicen las autoridades ad­
ministrativas al ejecutar resoluciones judiciales, siempre 
que esos actos se efectúen con sujeción a lo que fue en­
comendado por la respectiva autoridad judicial. 

eh) Cuando la acción u omisión hubiere sido legítima­
mente consentida por la persona agraviada. 

d) Contra los actos o disposiciones del Tribunal Su­
premo de Elecciones en materia electoral. 

Artículo 31. No será necesaria la reposición ni ningún 
otro recurso administrativo para interponer el recurso de 
amparo. Cuando el afectado optare por ejercitar los recur­
sos administrativos que conceda el ordenamiento, se sus­
penderá el plazo de prescripción mientras la Administra­
ción no resuelva expresamente, sin perjuicio de que se 
ejerza directamente en cualquier momento. 

Artículo 32. Cuando el amparo se refiera al derecho 
de petición y de obtener pronta resolución, establecido en 
el artículo 27 de la Constitución Política, y no hubiere pla­
zo señalado para contestar, se entenderá que la violación 
se produce una vez transcurridos diez días hábiles desde 
la fecha en que fue presentada la solicitud en la oficina 
administrativa, sin perjuicio de que, en la decisión del re­
curso, se aprecien las razones que se 
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aduzcan para considerar insuficiente ese plazo, atendidas 
las circunstancias y la índole del asunto. 

Artículo 33. Cualquier persona podrá interponer el re­
curso de amparo. 

Ley de la Jurisdicción Constitucional -Normas Básicas 
de Derecho Público- CESDEPU- Versión WEB 2005. 

Artículo 34. El recurso se dirigirá contra el servidor o el 
titular del órgano que aparezca como presunto autor del 
agravio. Si uno u otro hubiesen actuado en cumplimiento 
de órdenes o instrucciones impartidas por un superior, o 
con su autorización o aprobación, se tendrá por estableci­
do el amparo contra ambos, sin perjuicio de lo que se de­
cida en sentencia. De ignorarse la identidad del servidor, 
el recurso se tendrá por establecido contra el jerarca. 

Se tendrá también como parte al tercero que derivare 
derechos subjetivos de la norma o del acto que cause el 
proceso de amparo. 

Además, quien tuviere un interés legítimo en el resul­
tado del recurso podrá apersonarse e intervenir en él co­
mo coadyuvante del actor o del demandado. 

Artículo 35. El recurso de amparo podrá interponerse 
en cualquier tiempo mientras subsista la violación, ame­
naza, perturbación o restricción, y hasta dos meses des­
pués de que hayan cesado totalmente sus electos direc­
tos respecto del perjudicado. 
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Sin embargo, cuando se trate de derechos puramente 
patrimoniales u otros cuya violación pueda ser válidamen­
te consentida, el recurso deberá interponerse dentro de 
los dos meses siguientes a la fecha en que el perjudicado 
tuvo noticia fehaciente de la violación y estuvo en posibili­
dad legal de interponer el recurso. 

Artículo 36. La prescripción del amparo, por no haber­
se interpuesto en tiempo, no será obstáculo para impug­
nar el acto o la actuación en otra vi a, si fuere posible 
hacerlo conforme con la ley. 

Artículo 37. La falta de impugnación directa de los de­
cretos y disposiciones generales a que se refiere el inciso 
a) del articulo 30, o el transcurso del plazo para formular­
la, no impedirán que los actos de aplicación individual 
puedan discutirse en la via del amparo, si infringieren al­
gún derecho· fundamental del reclamante. 

Artículo 38. En el recurso de amparo se expresará, 
con la mayor claridad posible, el hecho o la omisión que lo 
motiva, el derecho que se considera violado o amenaza­
do, el nombre del servidor público o del órgano autor de la 
amenaza o del agravio, y las pruebas de cargo. 

No será indispensable citar la norma constitucional in­
fringida, siempre que se determine claramente el derecho 
lesionado, salvo que se invoque un instrumento interna­
cional. 

El recurso no está sujeto a otras formalidades ni re­
querirá autenticación. Podrá plantearse por memorial, 
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telegrama u otro medio de comunicación que se manifies­
te por escrito, para lo cual se gozará de franquicia telegrá­
fica. 

Artículo 39. La tramitación del recurso estará a cargo 
del Presidente de la Sala o del magistrado a quien éste 
designe, en turno riguroso, y se sustanciará en forma pri­
vilegiada, para lo cual se pospondrá cualquier asunto de 
naturaleza diferente, salvo el de hábeas corpus. 

Los plazos son perentorios e improrrogables, sin per­
juicio de lo dispuesto en el articulo 47. 

Ley de la Jurisdicción Constitucional -Normas Básicas 
de Derecho Público- CESDEPU-Versión WEB 2005. 

Artículo 40. Las resoluciones que se dicten en el re­
curso de amparo sólo se notificarán a las partes que 
hubieren señalado casa u oficina para oír notificaciones. 

Artículo 41. La interposición del amparo no suspende­
rá los efectos de leyes u otras disposiciones normativas 
cuestionadas, pero si la aplicación de aquellas al recu­
rrente, asi como la de los actos concretos impugnados. 

Sin embargo, en casos de excepcional gravedad la 
Sala podrá disponer la ejecución o la continuidad de la 
ejecución, a solicitud de la Administración de la que de­
penda el funcionario u órgano demandado, o aun de ofi­
cio, cuando la suspensión cause o amenace causar daños 
o perjuicios ciertos e inminentes a los intereses 
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públicos, mayores que los que la ejecución causaría al 
agraviado, mediante las cautelas que considere proceden­
tes para proteger los derechos o libertades de este último 
y no hacer ilusorio el efecto de una eventual resolución 
del recurso a su favor. 

La suspensión operará de pleno derecho, y se notifi­
cará sin demora al órgano o servidor contra quien se diri­
ge el amparo, por la vía más expedita posible. 

De igual modo, el Presidente o el Magistrado instruc­
tor podrán dictar cualquier medida de conservación o se­
guridad que la prudencia aconseje, para prevenir riesgos 
materiales o evitar que se produzcan otros daños como 
consecuencia de los hechos realizados, todo conforme 
con las circunstancias del caso. 

La Sala podrá, por resolución fundada, hacer cesar en 
cualquier momento la autorización de ejecución o las 
otras medidas cautelares que se hubieren dictado. 

Artículo 42. Sí el recurso fuere oscuro, de manera que 
no pudiere establecerse el hecho que lo motiva, o no lle­
nare los requisitos indicados, se prevendrá al recurrente 
que corrija los defectos dentro de tercero día, los cuales 
deberán señalarse concretamente en la misma resolución. 
Si no los corrigiere, el recurso será rechazado de plano. 

Artículo 43. Cuando no fuere del caso rechazar de 
plano o resolver interlocutoriamente el recurso, se le pedi­
rá informe al órgano o al servidor que se indique como 
autor del agravio, amenaza u omisión, lo que se hará por 
el medio escrito más rápido posible. 
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Al ordenarse el informe, se podrá también pedir el ex­
pediente administrativo o la documentación en que cons­
ten los antecedentes del asunto. La omisión injustificada 
de enviar esas piezas al tribunal acarreará responsabili­
dad por desobediencia. 

Si el recurso se dirigiere contra un órgano colegiado, 
el informe y las piezas se pedirán a su Presidente; si se 
tratare del Poder Ejecutivo o de un Ministerio, al Ministro 
respectivo, y si se tratare del Consejo de Gobierno, al Mi­
nistro de la Presidencia. 

Artículo 44. El plazo para informar será de uno a tres 
días, que se fijará según sean la índole del asunto, la dis­
tancia y la rapidez de los medios de comunicación. 

Los informes se considerarán dados bajo juramento. 
Por consiguiente, cualquier inexactitud o falsedad hará 
incurrir al funcionario en las penas del perjurio o del falso 
testimonio, según la naturaleza de los hechos contenidos 
en el informe. 

Artículo 45. Si el informe no fuere rendido dentro del 
plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y 
se entrará a resolver el amparo sin más trámite, salvo que 
el tribunal estime necesaria alguna averiguación previa, 
todo sin perjuicio de las responsabilidades en que incurra 
el servidor omiso en el informe. 
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Artículo 46. Si del informe resultare que es cierto el 
cargo, se declarará con lugar el amparo, si procediere 
conforme a derecho. 

Si fuere negativo, podrá ordenarse de inmediato una 
información, que deberá concluirse dentro de tres dias 
con recepción de las pruebas que sean indispensables y, 
en su caso, se oirá en forma verbal al recurrente y al 
ofendido, si éste fuere persona distinta de aquél, lo mismo 
que al servidor o representante, de todo lo cual se levan­
tará el acta correspondiente. 

Artículo 47. Antes de dictar sentencia, para mejor pro­
veer, la Sala podrá ordenar la práctica de cualquier otra 
diligencia. 

Artículo 48. En cualquier momento en que la Sala 
considere que las actuaciones u omisiones impugnadas 
están razonablemente fundadas en normas vigentes, 
hayan sido éstas atacadas o no también como violatorias 
de los derechos o libertades reclamados, asi lo declarará 
en resolución fundada, y suspenderá la tramitación y le 
otorgará al recurrente un término de quince dias hábiles 
para que formalice la acción de inconstitucionalidad contra 
aquéllas. Si no lo hiciere, se archivará el expediente. 

Cuando el amparo se interponga directamente contra 
las normas a que se refiere el inciso a) del articulo 30, el 
Presidente de la Sala suspenderá, sin más trámite, el re­
curso, y procederá en la forma prevista en el párrafo pri­
mero de este articulo. 
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Artículo 49. Cuando el acto impugnado sea de carácter 
positivo, la sentencia que conceda el amparo tendrá por 
objeto restituir o garantizar al agraviado en el pleno goce 
de su derecho, y restablecer las cosas al estado que 
guardaban antes de la violación, cuando fuere posible. 

Si el amparo hubiere sido establecido para que una 
autoridad reglamente, cumpla o ejecute lo que una ley u 
otra disposición normativa ordena, dicha autoridad tendrá 
dos meses para cumplir con la prevención. 

Cuando lo impugnado hubiere sido la denegación de 
un acto o una omisión, la sentencia ordenará realizarlo, 
para lo cual se otorgará un plazo prudencial perentorio. Si 
se hubiere tratado de una mera conducta o actuación ma­
terial, o de una amenaza, se ordenará su inmediata cesa­
ción, así como evitar toda nueva violación o amenaza, 
perturbación o restricción semejante. 

En todo caso, la Sala establecerá los demás efectos 
de la sentencia para el caso concreto. 

Artículo 50. Si al declararse con lugar el amparo 
hubieren cesado los efectos del acto reclamado, o éste se 
hubiere consumado en forma que no sea posible resta­
blecer al recurrente en el goce de su derecho o libertad 
conculcada, en la sentencia se prevendrá al órgano o ser­
vidor que no deberá incurrir en los actos u omisiones que 
dieron mérito para acoger el recurso, y que, si procediere 
de modo contrario, cometerá el delito previsto y penado 
en el artículo 71 de esta ley, todo sin perjuicio de las res­
ponsabilidades en que ya hubiere incurrido. 
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Artículo 51. Además de lo dispuesto en los dos artícu­
los anteriores, toda resolución que acoja el recurso con­
denará en abstracto a la indemnización de los daños y 
perjuicios causados y al pago de las costas del recurso, y 
se reservará su liquidación para la ejecución de sentencia. 

La condenatoria será contra el Estado o, en su caso, 
la entidad de que dependa el demandado, y solidariamen­
te contra éste, si se considerara que ha mediado dolo o 
culpa de su parte, en los términos del artículo 199 de la 
Ley General de la Administración Pública, todo ello sin 
perjuicio de las demás responsabilidades administrativas, 
civiles o penales en que haya incurrido. 

Si el amparo fuere desistido por el recurrente, recha­
zado o denegado por la Sala, ésta lo condenará al pago 
de las costas cuando estimare fundadamente que incurrió 
en temeridad. 

Artículo 52. Si, estando en curso el amparo, se dictare 
resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga 
o suspenda la actuación impugnada, se declarará con 
lugar el recurso únicamente para efectos de indemniza­
ción y de costas, si fueren procedentes. 

El recurrente podrá desistir del amparo, en cuyo caso 
se archivará el expediente si, a juicio de la Sala Constitu­
cional, el recurso involucrare solamente derechos patri­
moniales u otros renunciables. De lo contrario, continuará 
su tramitación. 

Cuando el desistimiento se funde en una satisfacción 
extraprocesal de los derechos o libertades reclamados por 
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el interesado, el expediente podrá reabrirse en cualquier 
tiempo, si se demuestra que la satisfacción acordada ha 
resultado incumplida o tardia. 

Artículo 53. Firme la sentencia que declare procedente 
el amparo, el órgano o servidor responsable del agravio 
deberá cumplirla sin demora. 

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes a su firmeza, la Sala se dirigirá al superior del 
responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra 
el correspondiente procedimiento disciplinario contra 
aquél. 

Al mismo tiempo, mandará abrir proceso contra el cul­
pable o los culpables, y, pasadas otras cuarenta y ocho 
horas, contra el superior que no hubiere procedido con­
forme con lo expuesto, salvo cuando se trate de funciona­
rios que gocen de fuero privilegiado, en cuyo caso se co­
municará al Ministerio Público para lo que proceda. 

Artículo 54. El cumplimiento de la sentencia que se di­
cte en el amparo no impedirá que se proceda contra el 
servidor, si los hechos u omisiones en que incurrió consti­
tuyeren delito, a cuyo efecto se testimoniarán las piezas 
necesarias y se remitirán al Ministerio Público. 

Artículo 55. El rechazo del recurso de amparo no pre­
juzga sobre las responsabilidades en que haya podido 
incurrir el autor del agravio. El ofendido o la 

Administración, en su caso, podrán promover o ejercitar 
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las acciones que correspondan, o aplicar las medidas per­
tinentes. 

Artículo 56. La ejecución de las sentencias correspon­
de a la Sala Constitucional, salvo en lo relativo a la liqui­
dación y cumplimiento de indemnizaciones y responsabili­
dades pecuniarias, o en otros aspectos que la propia Sala 
considere del caso, en que se hará en la via contencioso 
administrativa por el procedimiento de ejecución de sen­
tencia previsto en la ley reguladora de esa jurisdicción. 

CAPÍTULO 11 
DEL AMPARO CONTRA SUJETOS DE 

DERECHO PRIVADO 

Artículo 57. El recurso de amparo también se concede­
rá contra las acciones u omisiones de sujetos de Derecho 
Privado, cuando éstos actúen o deban actuar en ejercicio 
de funciones o potestades públicas, o se encuentren, de 
derecho o de hecho, en una posición de poder frente a la 
cual los remedios jurisdiccionales comunes resulten cla­
ramente insuficientes o tardíos para garantizar los dere­
chos o libertades fundamentales a que se refiere el articu­
lo 2, inciso a), de esta Ley. 

La resolución que rechace el recurso deberá indicar el 
procedimiento idóneo para tutelar el derecho lesionado. 

No se podrán acoger en sentencia recursos de ampa­
ro centra conductas legítimas del sujeto privado. 
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Artículo 58. Cualquier persona podrá interponer el re­
curso. 

Artículo 59. El recurso se dirigirá contra el presunto 
autor del agravio, si se tratare de persona física en su 
condición individual; si se tratare de una persona jurídica, 
contra su representante legal; y sí lo fuere de una empre­
sa, grupo o colectividad organizados, contra su personero 
aparente o el responsable individual. 

Artículo 60. El recurso será inadmisible sí no se ínter­
pusiere dentro del plazo señalado en el artículo 35 de la 
presente Ley. 

Artículo 61. Cuando no corresponda rechazar de pla­
no el recurso, se dará traslado a la persona o entidad que 
se indique como autora del agravio, amenaza u omisión, 
por un plazo de tres días, para lo cual se hará uso de la 
vía escrita más rápida posible. Ese plazo podrá aumen­
tarse si resultare insuficiente por razón de la distancia. 

La notificación del traslado se practicará o comunicará 
en el lugar de trabajo, o en la casa de habitación del pre­
sunto autor del agravio, sí se tratare de personas físicas. 
Si fuere una persona jurídica o una empresa, grupo o co­
lectividad organizados, se hará al 

representante o personero en su casa de habitación, o en 
la sede de la sociedad, asociación, empresa o corpora­
ción. 
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Artículo 62. La sentencia que conceda el amparo de­
clarará ilegítima la acción u omisión que dio lugar al re­
curso, y ordenará que se cumpla lo que dispone la res­
pectiva norma, según corresponda en cada caso, dentro 
del término que el propio fallo señale, y condenará a la 
persona o entidad responsable a la indemnización de los 
daños y perjuicios causados y al pago de las costas. 

Si el acto fuere de carácter negativo, el efecto del am­
paro será obligar al responsable a que actúe en el sentido 
de respetar el derecho de que se trate, con aplicación en 
lo demás de lo dispuesto en el párrafo anterior. 

La liquidación de los daños y perjuicios y de las costas 
se reservará a la vía civil de ejecución de sentencia. 

Artículo 63. Si al declararse con lugar el amparo 
hubieren cesado los efectos del acto reclamado, o éste se 
hubiere consumado en forma que no sea posible resta­
blecer al perjudicado en el goce de su derecho, la senten­
cia prevendrá al agraviante que no debe incurrir en actos 
u omisiones iguales o semejantes a los que dieron mérito 
para acoger el recurso, y lo condenará en abstracto a la 
indemnización de los daños y perjuicios causados y al 
pago de las costas, con aplicación de lo dispuesto en el 
artículo anterior. Todo ello sin perjuicio de las otras res­
ponsabilidades civiles o penales que correspondan. 

Artículo 64. El rechazo del amparo contra sujetos de 
Derecho Privado no prejuzga sobre la responsabilidad 
civil o penal en que haya podido incurrir el autor del agra-
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vio, y el ofendido podrá ejercitar o promover las acciones 
respectivas. 

Artículo 65. En lo no previsto en este capitulo o en el 
siguiente, se aplicarán las disposiciones y principios esta­
blecidos en el capítulo anterior, en lo que fueren compati­
bles. 

CAPÍTULO 111 
DEL DERECHO DE RECTIFICACIÓN O RESPUESTA 

Artículo 66. El recurso de amparo garantiza el derecho 
de rectificación o respuesta que se deriva de los artículos 
29 de la Constitución Política y 14 de la Convención Ame­
ricana sobre Derechos Humanos, a toda persona afectada 
por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su 
perjuicio, por medios de difusión que se dirijan al público 
en general, y, consecuentemente, para efectuar por el 
mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta en 
las condiciones que establece esta Ley. 

En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirá 
de otras responsabilidades legales en que se hubiese in­
currido. 

Artículo 67. Cuando los ofendidos fueren una o más 
personas físicas directamente aludidas, el derecho podrá 
ser ejercido por cualquiera de ellas, pero, si lo hicieren 
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varias, la extensión de cada rectificación o respuesta se 
reducirá a proporciones razonables que garanticen el de­
bido equilibrio con la publicación o difusión que la cause. 

Si la inexactitud o el agravio fuere sólo indirecto o 
hubiere sido inferido a un grupo o colectividad, el derecho 
lo tendrá la persona o grupo de personas cuya rectifica­
ción o respuesta proteja más claramente la honra o repu­
tación de todos los ofendidos y, en condiciones semejan­
tes, la que se haya presentado antes, todo ello a juicio del 
medio de comunicación o, en su caso, de la Sala Consti­
tucional. 

No obstante, cuando el ofendido pudiere identificarse 
con un grupo o colectividad organizados, o sus miembros 
en general, el derecho deberá ser ejercido por su perso­
nero o personeros autorizados una única vez, y, en el ca­
so de una persona jurídica, por su representante legal. Si 
la inexactitud o el agravio afectare a más de un grupo, 
colectividad o persona jurídica, se aplicará lo dispuesto en 
el párrafo anterior. 

Artículo 68. Las responsabilidades que se deriven de la 
rectificación o respuesta recaerán exclusivamente sobre 
sus autores y no sobre el medio de comunicación o sus 
personeros, con excepción de hechos nuevos que no se 
refieran a la materia de la rectificación o respuesta. La 
que fuere ordenada por la Sala Constitucional eximirá a 

unos y otros de responsabilidad, salvo la que en la misma 
sentencia de amparo se imponga a los segundos por su 
negativa injustificada a publicarla. 
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Artículo 69. El derecho de rectificación o respuesta se 
ejercerá de conformidad con las siguientes reglas y, en su 
defecto, por las restantes del presente titulo: 

a) El interesado deberá formular la correspondiente 
solicitud, por escrito, al dueño o director del órgano de 
comunicación, dentro de los cinco días naturales posterio­
res a la publicación o difusión que se propone rectificar o 
contestar, y se acompañará el texto de su rectificación o 
respuesta redactada, en la forma más concisa posible y 
sin referirse a cuestiones ajenas a ella. 

b) La rectificación o respuesta deberá publicarse o 
difundirse, y destacarse en condiciones equivalentes a las 
de la publicación o difusión que la motiva, dentro de los 
tres dias siguientes, si se tratare de órganos de edición o 
difusión diaria, en los demás casos en la próxima edición 
o difusión materialmente posible que se hiciere después 
de ese plazo. 

e) El órgano de comunicación podrá negarse a pu­
blicar o difundir los comentarios, afirmaciones o aprecia­
ciones que excedan de sus límites razonables, o en lo que 
no tengan relación directa con la publicación o difusión. 

eh) La Sala Constitucional, previa audiencia conferida 
por veinticuatro horas al órgano de comunicación, resolve­
rá el recurso sin más trámite dentro de los tres días si­
guientes. 

d) Si se declarare procedente el recurso, en la mis­
ma sentencia se aprobará el texto de la publicación o di­
fusión, se ordenará hacerla en un plazo igual al previsto 
en el inciso b ), y se determinarán la forma y condiciones 
en qué debe hacerse. 
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Artículo 70. Las resoluciones que se dicten en virtud 
del presente capitulo serán ejecutorias, y se harán efecti­
vas en la vía civil por el procedimiento ejecutorio de sen­
tencia establecido en el Código Procesal Civil. 

CAPÍTULO IV 
DE LAS SANCIONES 

Artículo 71. Se impondrá prisión de tres meses a dos 
años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere 
una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en 
un recurso de amparo o de hábeas corpus, y no la cum­
pliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté 
más gravemente penado. 

Artículo 72. Se impondrá prisión de seis meses a tres 
años, o de sesenta a ciento veinte días multa, a quien di­
ere lugar a que se acoja un nuevo recurso de amparo o 
de hábeas corpus, por repetirse en daño de las mismas 
personas las acciones, omisiones o amenazas que fueron 
base de un amparo anterior declarado procedente. 
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TÍTULO IV 
DE LAS CUESTIONES DE CONSTITUCIONALIDAD 

CAPÍTULO 1 
DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 

Artículo 73. Cabrá la acción de inconstitucionalidad: 
a) Contra las leyes y otras disposiciones generales, 

incluso las originadas en actos de sujetos privados, que 
infrinjan, por acción u omisión, alguna norma o principio 
constitucional. 

b) Contra los actos subjetivos de las autoridades pú­
blicas, cuando infrinjan, por acción u omisión, alguna 
norma o principio constitucional, si no fueren susceptibles 
de los recursos de hábeas corpus o de amparo. 

e) Cuando en la formación de las leyes o acuerdos 
legislativos se viole algún requisito o trámite sustancial 
previsto en la Constitución o, en su caso, establecido en 
el Reglamento de Orden, Dirección y Disciplina Interior de 
la Asamblea Legislativa. 

eh) Cuando se apruebe una reforma constitucional 
con violación de normas constitucionales de procedimien­
to. 

d) Cuando alguna ley o disposición general infrinja el 
artículo 7', párrafo primero, de la Constitución, por opo­
nerse a un tratado público o convenio internacional. 

e) Cuando en la suscripción, aprobación o ratifica­
ción de los convenios o tratados internacionales, o en su 
contenido o efectos se haya infringido una norma o princi­
pio constitucional o, en su caso, del Reglamento de 
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Orden, Dirección y Disciplina Interior de la Asamblea Le­
gislativa. En este evento, la declaratoria se hará solamen­
te para los efectos de que se interpreten y apliquen en 
armonía con la Constitución o, si su contradicción con ella 
resultare insalvable, se ordene su desaplicación con efec­
tos generales y se proceda a su denuncia. 

f) Contra la inercia, las omisiones y las abstenciones 
de las autoridades públicas. 

Artículo 74. No cabrá la acción de inconstitucionalidad 
contra los actos jurisdiccionales del Poder Judicial, ni co­
ntra los actos o disposiciones del Tribunal Supremo de 
Elecciones relativos al ejercicio de la función electoral. 

Artículo 75. Para interponer la acción de inconstitucio­
nalidad es necesario que exista un asunto pendiente de 
resolver ante los tribunales, inclusive de hábeas corpus o 
de amparo, o en el procedimiento para agotar la vía admi­
nistrativa, en que se invoque esa inconstitucionalidad co­
mo medio razonable de amparar el derecho o interés que 
se considera lesionado. 

No será necesario el caso previo pendiente de resolu­
ción cuando por la naturaleza del asunto no exista lesión 
individual y directa, o se trate de la defensa de intereses 
difusos, o que atañen a la colectividad en su conjunto. 

Tampoco la necesitarán el Contralor General de la 
República, el Procurador General de la República, el 

Fiscal General de la República y el Defensor de los Habi­
tantes. 
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En Jos casos de Jos dos párrafos anteriores, interpues­
ta la acción se seguirán Jos trámites señalados en los artí­
culos siguientes, en lo que fueren compatibles. 

Artículo 76. Quien hubiere establecido la acción de in­
constitucionalidad no podrá plantear otras relacionadas 
con el mismo juicio o procedimiento, aunque las funde en 
motivos diferentes; y la que se interponga en esas condi­
ciones será rechazada de plano. 

Artículo 77. El derecho a pedir la declaración de in­
constitucionalidad en casos determinados, se extingue por 
caducidad cuando ese derecho no se ejercite antes de 
que el respectivo proceso judicial quede resuelto por sen­
tencia firme. 

Artículo 78. El escrito en que se interponga la acción 
deberá presentarse debidamente autenticado. 

Se expondrán sus fundamentos en forma clara y pre­
cisa, con cita concreta de las normas o principios que se 
consideren infringidos. 

Artículo 79. El escrito será presentado ante la Secreta­
ría de la Sala, junto con certificación literal del libelo en 
que se haya invocado la inconstitucionalidad en el asunto 
principal, conforme con Jo dispuesto en el párrafo primero 
del artículo 75. 

Además, con todo escrito o documento se acompaña­
rán siete copias f~rmadas para los magistrados de la Sala, 
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y las necesarias para la Procuraduría y las partes contra­
rias en el proceso o procedimiento principal. 

Artículo 80. Si no se llenaren las formalidades a que 
se refieren los dos artículos anteriores, el Presidente de la 
Sala señalará por resolución cuáles son los requisitos 
omitidos y ordenará cumplirlos dentro de tercero día. 

Si no se diere cumplimiento a lo ordenado, el Presi­
dente denegará el trámite de la acción. De esta última 
resolución podrá pedirse revocatoria dentro de tercero 
día, en cuyo caso el Presidente elevará el asunto a cono­
cimiento de la Sala para que ésta decida lo que corres­
ponda. 

Artículo 81. Si el Presidente considerara cumplidos los 
requisitos de que se ha hecho mérito, conferirá audiencia 
a la Procuraduría General de la República y a la contra­
parte que figure en el asunto principal, por un plazo de 
quince días, a fin de que manifiesten lo que estimen con­
veniente. 

Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al tribunal u 
órgano que conozca del asunto, para que no dicte la reso­
lución final antes de que la Sala se haya pronunciado so­
bre la acción, y ordenará que publique un aviso en el Bo­
letín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo saber 
a los tribunales y a los órganos que agotan la vía adminis­
trativa que esa demanda ha sido establecida, a efecto de 
que en los procesos o procedimientos en que se 
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discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuer­
do o resolución, tampoco se dicte resolución final mientras 
la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. 

Si la acción fuere planteada por el Procurador General 
de la República, la audiencia se le dará a la persona que 
figure como parte contraria en el asunto principal. 

Artículo 82. En los procesos en trámite no se suspen­
derá ninguna etapa diferente a la de dictar la resolución 
final, salvo que la acción de inconstitucionalidad se refiera 
a normas que deban aplicarse durante la tramitación. 

Artículo 83. En los quince días posteriores a la primera 
publicación del aviso a que alude el párrafo segundo del 
articulo 81 , las partes que figuren en los asuntos pendien­
tes a la fecha de la interposición de la acción, o aquellos 
con interés legitimo, podrán apersonarse dentro de ésta, a 
fin de coadyuvar en las alegaciones que pudieren justificar 
su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su 
caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación con 
el asunto que les interesa. 

Artículo 84. Si después de la acción y antes de la pu­
blicación del aviso respectivo se presentaren otras accio­
nes de inconstitucionalidad contra la misma ley, decreto, 
disposición, acuerdo o resolución, esas acciones se acu­
mularán a la primera y se tendrán como ampliación. 

También se acumularán las acciones que con ese ca­
rácter interpongan las partes de los juicios suspendidos, si 
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fueren presentadas dentro de los quince días posteriores 
a la primera publicación del aviso. 

Las acciones que se planteen después de ese plazo 
se dejarán en suspenso, mientras se resuelven las que 
hubieren sido presentadas anteriormente. 

Artículo 85. Una vez vencido el plazo, se convocará a 
la audiencia oral prevista por el articulo 10, a fin de que el 
actor, las otras partes apersonadas y la Procuraduría Ge­
neral de la República presenten sus conclusiones. 

Artículo 86. La Sala debe resolver la acción de incons­
titucionalidad dentro de un término máximo de un mes, a 
partir de la fecha en que concluya la vista. El Presidente 
señalará, en cada caso, el término respectivo, de acuerdo 
con la índole y complejidad del asunto. 

Artículo 87. Las resoluciones que denieguen la acción 
deberán examinar todos los motivos de inconstitucionali­
dad que se hubieren alegado para fundamentarla. 

Únicamente surtirán efecto entre las partes en el caso 
concreto y no producirán cosa juzgada. La acción de in­
constitucionalidad podrá ejercerse contra normas o actos 
previamente declarados constitucionales y en casos o 
procesos distintos. 
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Artículo 88. Las sentencias que declaren la inconstitu­
cionalidad y pronuncien la anulación consecuente de la 
norma o los actos impugnados, producirán cosa juzgada y 
eliminarán la norma o acto del ordenamiento. 

Esa eliminación regirá a partir de la primera vez que 
se publique el aviso a que se refiere el artículo 90, lo cual 
se hará constar en él. 

Artículo 89. La sentencia que declare la inconstitucio­
nalidad de una norma de ley o disposición general, decla­
rará también la de los demás preceptos de ella, o de cual­
quier otra ley o disposición cuya anulación resulte eviden­
temente necesaria por conexión o consecuencia, así co­
mo la de los actos de aplicación cuestionados. 

Artículo 90. Cualquiera que sea la forma en que se di­
cte el fallo, se notificará siempre al Procurador General, al 
recurrente y a las partes que se hubieren apersonado. 
Además, la Secretaría de la Sala lo comunicará por nota a 
los funcionarios que conozcan del asunto principal y de 
los de las demás partes apersonadas, para que lo hagan 
constar en los autos, y publicará por tres veces consecuti­
vas un aviso en el Boletín Judicial, en igual sentido. 

La declaración de inconstitucionalidad se comunicará 
además al Poder o Poderes, órganos o entidades que 
emitieron las normas o actos declarados, así como, en su 
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caso, a los competentes para su corrección o conversión; 
además, deberá publicarse íntegramente en el Boletín 
Judicial, y reseñarse en el Diario Oficial "La Gaceta" y en 
las publicaciones oficiales de los textos a que pertenecían 
la norma o normas anuladas. 

Arlículo 91. La declaración de inconstitucionalidad 
tendrá efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigen­
cia del acto o de la norma, todo sin perjuicio de derechos 
adquiridos de buena fe. 

La sentencia constitucional de anulación podrá gra­
duar y dimensionar en el espacio, el tiempo o la materia, 
su efecto retroactivo, y dictará las reglas necesarias para 
evitar que éste produzca graves dislocaciones de la segu­
ridad, la justicia o la paz sociales. 

Arlícu/o 92. La sentencia constitucional anulatoria ten­
drá efecto retroactivo, en todo caso, en favor del indiciado 
o condenado, en virtud de proceso penal o procedimiento 
sancionatorio. 

Arlículo 93. La disposición contenida en el artículo 91 
no se aplicará respecto de aquellas relaciones o situacio­
nes jurídicas que se hubieren consolidado por prescrip­
ción o caducidad, en virtud de sentencia pasada en auto­
ridad de cesa juzgada material o por consumación en los 
hechos, cuando éstos fueren material o técnicamente irre­
versibles, o cuando su reversión afecte seriamente dere­
chos adquiridos de buena fe; todo lo 
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anterior sin perjuicio de las potestades de la Sala, de con­
formidad con dicho articulo. 

Artículo 94. Los efectos patrimoniales continuos de la 
cosa juzgada se ajustarán, sin retroacción, a la sentencia 
constitucional anulatoria, a partir de su eficacia. 

Artículo 95. Lo dispuesto en los articulas anteriores no 
impedirá la eliminación, por nulidad absoluta, de los actos 
administrativos, conforme con la Ley General de la Admi­
nistración Pública. 

CAPÍTULO 11 
DE LA CONSULTA DE CONSTITUCIONALIDAD 

Artículo 96. Por la via de la consulta de constituciona­
lidad, la jurisdicción constitucional ejercerá la opinión con­
sultiva previa sobre los proyectos legislativos, en los si­
guientes supuestos: 

a) Preceptivamente, cuando se trate de proyectos de 
reformas constitucionales, o de reformas a la presente 
Ley, asi como de los tendientes a la aprobación de con­
venios o tratados internacionales, inclusive las reservas 
hechas o propuestas a unos u otros. 

b) Respecto de cualesquiera otros proyectos de ley, 
de la aprobación legislativa de actos o contratos adminis­
trativos, o de reformas al Reglamento de Orden, Dirección 
y Disciplina Interior de la Asamblea Legislativa, 
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cuando la consulta se presente por un número no menor 
de diez diputados. 

e) Cuando lo soliciten la Corte Suprema de Justicia. 
el Tribunal Supremo de Elecciones o la Contraloria Gene­
ral de la República. si se tratara de proyectos de ley o de 
mociones incorporadas a ellos. en cuya tramitación, con­
tenido o efectos estimaren como indebidamente ignora­
dos, interpretados o aplicados los principios o normas re­
lativos a su respectiva competencia constitucional. 

eh) Cuando lo solicite el Defensor de los Habitantes, 
por considerar que infringen derechos o libertades funda­
mentales reconocidos por la Constitución o los instrumen­
tos internacionales de derechos humanos vigentes en la 
República. 

Artículo 97. En los casos del inciso a) del articulo an­
terior, la consulta la hará el Directorio de la Asamblea Le­
gislativa. En los demás casos, los diputados o el órgano 
legitimado para hacerla. 

Artículo 98. Cuando se trate de reformas constitucio­
nales, la consulta deberá hacerse después de su aproba­
ción en primer debate, en primera legislatura, y antes de 
la definitiva. Cuando se trate de otros proyectos o actos 
legislativos sujetos al trámite de emisión de las leyes, de­
berá interponerse después de aprobados en primer deba­
te y antes de serlo en tercero. 

No obstante, cuando la Asamblea Legislativa tuviere 
un plazo constitucional o reglamentario para votar el 
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proyecto, la consulta deberá hacerse con la anticipación 
debida, y el proyecto se votará aunque no se haya recibi­
do el criterio de la Sala. 

En los demás supuestos, la consulta deberá plantear­
se antes de la aprobación definitiva. 

Artículo 99. Salvo que se trate de la consulta forzosa 
prevista en el inciso a) del articulo 96, la consulta deberá 
formularse en memorial razonado, con expresión de los 
aspectos cuestionados del proyecto, asi como de los mo­
tivos por los cuales se tuvieren dudas u objeciones sobre 
su constitucionalidad. 

Artículo 100. Recibida la consulta, la Sala lo comuni­
cará a la Asamblea Legislativa y solicitará la remisión del 
respectivo expediente y sus antecedentes, de ser posible, 
o copias certificadas de ellos. 

La consulta no interrumpirá ningún trámite, salvo el de 
votación del proyecto en tercer debate o, en su caso, la 
sanción y publicación del decreto respectivo, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el párrafo segundo del articulo 98. 

Una vez evacuada la consulta, continuará la discusión 
del proyecto. 

Ley de la Jurisdicción Constitucional - Normas Básicas 
de Derecho Público- CESDEPU -Versión WEB 2005. 

Artículo 101. La Sala evacuará la consulta dentro del 
mes siguiente a su recibo, y, al hacerlo, dictaminará sobre 
los aspectos y motivos consultados o sobre cualesquiera 
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otros que considere relevantes desde el punto de vista 
constitucional. 

El dictamen de la Sala sólo será vinculante en cuanto 
establezca la existencia de trámites inconstitucionales del 
proyecto consultado. 

En todo caso, el dictamen no precluye la posibilidad 
de que posteriormente la norma o normas cuestionadas 
puedan ser impugnadas por las vías de control de consti­
tucionalidad. 

CAPÍTULO 111 
DE LAS CONSULTAS JUDICIALES 

DE CONSTITUCIONALIDAD 

Artículo 102. Todo juez estará legitimado para consul­
tarle a la Sala Constitucional cuando tuviere dudas funda­
das sobre la constitucionalidad de una norma o acto que 
deba aplicar, o de un acto, conducta u omisión que deba 
juzgar en un caso sometido a su conocimiento. 

Además, deberá hacerlo preceptivamente cuando 
haya de resolver los recursos de revisión a que se refiere 
el artículo 42 de la Constitución Política, fundados en una 
alegada violación de los principios del debido proceso o 
de los derechos de audiencia o defensa; pero esto sola­
mente para los efectos de que la Sala Constitucional defi­
na el contenido, condiciones y alcances de tales principios 
o derechos, sin calificar ni valorar las circunstancias del 
caso concreto que motiva el respectivo recurso. 
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Artículo 103. Las consultas a que se refiere el artículo 
anterior serán procedentes en todo caso, sin perjuicio de 
otras que se hayan planteado, o de acciones de inconsti­
tucionalidad interpuestas o que se interpongan en el mis­
mo proceso. 

Artículo 104. La consulta se formulará mediante reso­
lución en la que se indicarán las normas, actos, conductas 
u omisiones cuestionados, y los motivos de duda del tri­
bunal sobre su validez o interpretación constitucionales. 
Se emplazará a las partes para dentro de tercero día y se 
suspenderá la tramitación del proceso o recurso hasta 
tanto la Sala Constitucional no haya evacuado la consulta. 

Al enviar la consulta, se acompañará el expediente o 
las piezas pertinentes. 

Artículo 105. De la consulta se dará audiencia a la 
Procuraduría General de la República, si no fuere parte en 
el proceso o recurso principal. Las partes, en este último 
caso podrán apersonarse ante la Sala, únicamente para 
los efectos de que sean notificadas. 

No obstante, cualquiera de ellas que estuviere legiti­
mada para plantear una acción podrá solicitarle a la Sala, 
dentro del término del emplazamiento, que se le dé al 
asunto el carácter y los efectos de dicha acción de incons­
titucionalidad, en cuyo caso deberán interponer formal­
mente esta última dentro de los quince días siguientes. Si 
lo hicieren, se le dará a la acción el trámite correspondien­
te, y la Sala se abstendrá de evacuar la 
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consulta como tal, pero deberá pronunciarse sobre ésta 
en el fallo. 

Si no se solicitare o aprovechare el procedimiento de 
conversión indicado en el párrafo anterior, la Sala evacua­
rá la consulta sin más trámite y sin audiencia de partes, 
en un plazo máximo de un mes a partir de su recibo. 

Artículo 106. La Sala podrá evacuar la consulta en 
cualquier momento, cuando considere que está suficien­
temente contestada mediante la simple remisión a su ju­
risprudencia y precedentes, todo esto con las mismas sal­
vedades previstas en el párrafo segundo del artículo 9 de 
esta ley. 

Artículo 107. La resolución de la Sala se le comunica­
rá al tribunal consultante, al Procurador General de la Re­
pública y a las partes apersonadas, tendrá los mismos 
efectos y se publicará de igual manera que la sentencia 
dictada en la acción de inconstitucionalidad, salvo que no 
precluirá el planteamiento de ésta en el mismo proceso, si 
fuere procedente. 

Artículo 108. En lo no dispuesto en el presente capítu­
lo, las consultas judiciales de constitucionalidad se regirán 
por las normas del anterior y, supletoriamente, de la ac­
ción de inconstitucionalidad, en lo que fueren razonable­
mente aplicables. 
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TÍTULO V 
DE LOS CONFLICTOS CONSTITUCIONALES 

CAPÍTULO ÚNICO 

Artículo 109. Le corresponde a la Sala Constitucional 
resolver: 

a) Los conflictos de competencia o atribuciones en­
tre los Poderes del Estado, incluido el Tribunal Supremo 
de Elecciones, o entre cualquiera de ellos y la Contraloría 
General de la República. 

b) Los conflictos de competencia o atribuciones 
constitucionales entre cualquiera de los Poderes u órga­
nos dichos y las entidades descentralizadas, municipali­
dades u otras personas de Derecho Público, o los de 
cualquiera de éstas entre si. 

Artículo 11 O. La cuestión será planteada por el jerarca 
de cualquiera de los órganos o entidades en conflicto, 
quien enviará a la Secretaría de la Sala un memorial con 
expresión de todas las razones jurídicas en que se fun­
damente. 

El Presidente de la Sala le dará audiencia al jerarca 
del otro órgano o entidad por un plazo improrrogable de 
ocho días. 
Artículo 111. Cumplido el plazo señalado en el artículo 
anterior, aunque no se hubiere contestado la audiencia, la 
Sala resolverá el conflicto dentro de los siguientes diez 
días, salvo que considere indispensable practicar alguna 
prueba, en cuyo caso dicho plazo se contará a partir del 
momento en que ésta se haya evacuado. 
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TÍTULO VI 
DISPOSICIONES FINALES 

CAPÍTULO ÚNICO 

-Normas Básicas de Derecho Público-CESDEPU­
Versión WEB 2005. Articulo 112. 

Modifícanse: 
a) El párrafo segundo del articulo 21 de la Ley Espe­

cial sobre Jurisdicción de los Tribunales, N° 5711 del 27 
de junio de 1975, reformado por el articulo 6 de la ley N" 
6726 del 1 O de marzo de 1982, para que diga así: 

"En materia de extradición se estará a lo que disponga 
la ley respectiva". 

b) El párrafo segundo del artículo 20 de la Ley Regu­
ladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, N° 
3667 del 20 de marzo de 1966, para que diga así: 

"2. Podrán serlo, igualmente, por razones de constitu­
cionalidad, las leyes y demás disposiciones normativas y 
los actos de la Administración Pública, para los efectos de 
la correspondiente acción de inconstitucionalidad". 

e) El artículo 490 del Código de Procedimientos Pe­
nales, al cual se le adiciona un inciso 6) que dirá así: 

"6) Cuando no hubiere sido impuesta mediante el de­
bido proceso u oportunidad de defensa". 

eh) El artículo 45 de la Ley Constitutiva de la Caja 
Costarricense de Seguro Social, N" 17 del 22 de octubre 
de 1943 y sus reformas, que dirá así: 
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"Artículo 45: Constituye retención indebida y, en con­
secuencia, se impondrá la pena establecida en el artículo 
216 del Código Penal, a quien no enterare a la Caja el 
monto de la cuota obrera establecido en el artículo 30 de 
esta ley. 

En el caso de la prevención señalada en el último pá­
rrafo del articulo 223 del Código Penal, el patrono podrá 
ofrecer garantía real suficiente por el monto de las cuotas 
obreras retenidas. 

Se aplicará de treinta a ciento ochenta días multa al 
patrono que no dedujere la cuota obrera que establece el 
artículo 30 de esta ley. Si el patrono fuere una persona 
jurídica, la obligación recaerá sobre su representante le­
gal. El patrono deberá ser apercibido por el Jefe del De­
partamento de Gestión de Cobros y Créditos de la Caja 
Costarricense de Seguro Social para que, dentro del quin­
to día, contado a partir del recibo del comunicado, deposi­
te en favor de la Caja Costarricense de Seguro Social el 
monto de las cuotas no retenidas. 

Transcurrido ese plazo sin que se efectúe el pago, el 
hecho se denunciará al Ministerio Público para que se 
haga el requerimiento respectivo. 

Será sancionado con pena de sesenta a trescientos 
días multa el Patrono que realice maniobras, declaracio­
nes falsas o cualesquiera otros actos u omisiones tendien­
tes a defraudar los intereses de la Caja Costarricense de 
Seguro Social, tratándose de sus cotizaciones". 
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Artículo 113. Deróganse las siguientes leyes y dispo­
siciones: 

a) La Ley de Hábeas Corpus, N° 35 del 24 de no­
viembre de 1932. 

b) La Ley de Amparo, N° 1161 del 2 de junio de 
1950. 

e) Los artículos 962 a 969 del Código de Procedi­
mientos Civiles, así como el capítulo IV del título IV, artí­
culos 534 a 541, "Proceso de lnaplicabilidad", del nuevo 
Código Procesal Civil que sustituye al anterior. 

eh) Todas las disposiciones legales que establezcan 
causales de apremio corporal, salvo aquellas referentes al 
incumplimiento de deberes alimentarios. 

Artículo 114. Esta ley rige a partir de su publicación y 
sólo podrá ser modificada por otra destinada expresamen­
te a complementar o modificar su texto. 

Transitorio l. Mientras no se promulgue la Ley del De­
fensor de los Habitantes, la actuación que se le señala en 
esta Ley le corresponderá al Procurador General de la Re­
pública. 

Transitorio 11. Los recursos de inconstitucionalidad, de 
amparo y de hábeas corpus que se encuentren pendien­
tes de resolución a la fecha de entrada en vigencia de 
esta ley, se ajustarán a ella respecto de todos los trámites 
que no se hayan cumplido o debido cumplir, salvo la re­
dacción de la sentencia. 

Las sentencias que no hayan sido redactadas o firma­
das en los recursos ya votados, seguirán a cargo de 
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los tribunales actualmente competentes, por un plazo im­
prorrogable de dos meses a partir de la promulgación de 
esta Ley. 

Los términos perentorios e improrrogables estableci­
dos en la presente Ley, para las actuaciones de la Sala 
Constitucional, no se aplicarán a los recursos interpuestos 
con anterioridad a su promulgación, ni tampoco a los que 
se interpongan durante los primeros tres años de su vi­
gencia. 

(Ref. por Ley 7209 de 8 de noviembre de 1990) 
Transitorio 111. El Poder Ejecutivo, a solicitud de la Cor­

te Suprema de Justicia y mediante decretos ejecutivos, 
hará las modificaciones necesarias en el presupuesto del 
Poder Judicial, en todo lo que se relacione con las plazas 
nuevas y compra de equipo necesarios para el funciona­
miento de la Sala Constitucional. 

Se autoriza el aumento de personal indispensable pa­
ra el normal funcionamiento de la Sala. 

Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
Asamblea Legislativa. San José, a los cinco días del 

mes de octubre de mil novecientos ochenta y nueve. 
Dado en la Presidencia de la República. San José, a 

los once días del mes de octubre de mil novecientos 
ochenta y nueve. 

Ejecútese y publíquese 
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CHILE 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE 
CHILE, 1980 (Última reforma, 2005) 

Artículo 20.- El que por causa de actos u omisiones 
arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o ame­
naza en el legitimo ejercicio de los derechos y garantías 
establecidos en el articulo 19, números 1', 2', 3' inciso 
cuarto, 4', 5', 6', 9' inciso final, 11', 12', 13', 15', 16' en 
lo relativo a la libertad de trabajo y al derecho a su libre 
elección y libre contratación, y a lo establecido en el inciso 
cuarto, 19', 21', 22', 23', 24 o, y 25' podrá ocurrir por si o 
por cualquiera a su nombre, a la Corte de Apelaciones 
respectiva, la que adoptará de inmediato las providencias 
que juzgue necesarias para restablecer el 
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imperio del derecho y asegurar la debida protección del 
afectado, sin perjuicio de los demás derechos que pueda 
hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspon­
dientes. 

Procederá, también, el recurso de protección en el ca­
so del N° 8° del articulo 19, cuando el derecho a vivir en 
un medio ambiente libre de contaminación sea afectado 
por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o 
persona determinada. 

Artículo 21 .- Todo individuo que se hallare arrestado, 
detenido o preso con infracción de lo dispuesto en la 
Constitución o en las leyes, podrá ocurrir por si, o por 
cualquiera a su nombre, a la magistratura que señale la 
ley, a fin de que ésta ordene se guarden las formalidades 
legales y adopte de inmediato las providencias que juzgue 
necesarias para restablecer el imperio del derecho y ase­
gurar la debida protección del afectado. 

Esa magistratura podrá ordenar que el individuo sea 
traído a su presencia y su decreto será precisamente 
obedecido por todos los encargados de las cárceles o lu­
gares de detención. Instruida de los antecedentes, decre­
tará su libertad inmediata o hará que se reparen los defec­
tos legales o pondrá al individuo a disposición del juez 
competente, procediendo en todo breve y sumariamente, 
y corrigiendo por sí esos defectos o dando cuenta a quien 
corresponda para que los corrija. 

El mismo recurso, y en igual forma, podrá ser deduci­
do en favor de toda persona que ilegalmente sufra cual­
quiera otra privación, perturbación o amenaza en su 
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derecho a la libertad personal y seguridad individual. La 
respectiva magistratura dictará en tal caso las medidas 
indicadas en los incisos anteriores que estime conducen­
tes para restablecer el imperio del derecho y asegurar la 
debida protección del afectado. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. AUTO ACORDADO 
DE LA CORTE SUPREMA, DE 24 DE JUNIO DE 1992, 
SOBRE TRAMITACIÓN DEL RECURSO DE PROTEC­
CIÓN DE GARANTÍAS CONSTITUCIONALES 

(Diario Oficia/de la Republica de Chile, 27-06-1992) 
Contiene las modificaciones introducidas por Auto Acor­
dado de 09-06-98 (Vigencia 24-06-98) y Auto Acordado 

de 08-06-07 (Vigencia 01-07-07) 

Santiago, veinticuatro de junio de mil novecientos no­
venta y dos, se reunió en Pleno esta Corte presidida por 
el Ministro don Marcos Aburto Ochoa, en su carácter de 
subrogante, y con asistencia de los Ministros señores: 
Cereceda, Jordán, Zurita Faúndez, Dávila, Beraud, Toro, 
Araya, Perales, Valenzuela, Alvarez, Carrasco y Correa 
Bulo; y teniendo presente: 

Que la Constitución Política de la República no señaló 
la forma en que debería tramitarse la acción de protección 
de garantías constitucionales que consagra en su articulo 
20, ni entregó expresamente a la ley su reglamentación. 

Que hasta ahora, este recurso se ha venido tramitan­
do en conformidad al procedimiento regulado por esta 
Corte mediante el Auto Acordado de 29 de marzo de 
1977, sobre tramitación del recurso de protección de las 
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garantías constitucionales a que se refiere el articulo 2 del 
Acta Constitucional número tres de 11 de septiembre de 
1976 y que se dictó de acuerdo con la facultad que se le 
confirió en el inciso 2 de dicho precepto. 

Que en estos años, transcurridos desde la respectiva 
vigencia de la normativa constitucional que estableció el 
expresado recurso, ha quedado de manifiesto que éste se 
ha consolidado como una acción jurídica de real eficacia 
para la necesaria y adecuada protección jurisdiccional de 
los derechos y garantías individuales sujetas a la tutela de 
este medio de protección constitucional. 

Por esa misma circunstancia ha podido apreciarse 
una utilización cada vez más creciente del mismo y por 
ende un progresivo aumento del volumen de ingreso de 
estos recursos en las Cortes de Apelaciones del país y 
por consiguiente también en esta Corte Suprema por la 
vía de la apelación de la sentencia recaída en estas cau­
sas. 

Que, no obstante, por razón de lo recién señalado y 
en función de la experiencia que se ha logrado recoger, 
en relación con la normativa que se ha venido aplicando 
para la tramitación de este recurso, se ha podido advertir 
que es conveniente modificar ese procedimiento con el 
propósito de obtener una mayor expedición en su tramita­
ción y despacho final, como, asimismo para conferir a los 
agraviados mayor amplitud y facilidad para la defensa de 
las garantías constitucionales que les fueren conculcadas 
ilegal o arbitrariamente, para cuyo f1n resulta aconsejable 
ampliar a cinco días el término de veinticuatro horas, que 
el aludido Auto Acordado confiere para recurrir de apela­
ción en contra de la sentencia que al 
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efecto dicte la Corte de Apelaciones, modificación que de 
este modo guarda correspondencia con el plazo que en la 
normativa general común se confiere para deducir este 
recurso. 

Que las modificaciones que se estima necesario adop­
tar para mejorar la expedición de las causas sobre protec­
ción, apuntan a la simplificación de la tramitación del re­
curso de apelación deducido en contra de la sentencia de 
primera instancia, de manera que esta Corte pueda cono­
cer y resolver con mayor prontitud dicho recurso, puesto 
que el alto ingreso de causas de esta especie cuyas sen­
tencias regularmente se recurren de apelación, agregadas 
a las otras materias, que también deben figurar extraordi­
nariamente en las tablas de las diversas Salas de este 
Tribunal, retarda su conocimiento y fallo, y produce al 
mismo tiempo postergación y demora en la vista y resolu­
ción de los demás recursos y causas de la tabla ordinaria. 

Por estas consideraciones y en ejercicio de las facul­
tades económicas de que está investida esta Corte, en 
conformidad con lo preceptuado por el artículo 79 de la 
Constitución Política y artículo 96 No. 4 e inciso final, del 
Código Orgánico de Tribunales se acuerda dictar, en re­
emplazo del Auto Acordado de marzo de 1977, el siguien­
te Auto Acordado para regular la tramitación y fallo del 
recurso de protección de garantías constitucionales a que 
se refiere el artículo 20 de la Carta Fundamental: 

1. El recurso o acción de protección se interpondrá an­
te la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se 
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hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión arbitra­
ria o ilegal que ocasionen privación, perturbación o ame­
naza en el legítimo ejercicio de las garantías constitucio­
nales respectivas, dentro del plazo fatal de treinta días 
corridos contados desde la ejecución del acto o la ocu­
rrencia de la omisión o, según la naturaleza de éstos, 
desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto 
de los mismos, lo que se hará constar en autos. 1 

2. El recurso se interpondrá por el afectado o por 
cualquiera otra persona en su nombre, capaz de parecer 
en juicio, aunque no tenga para ello mandato especial, por 
escrito en papel simple y aún por telégrafo o télex. 

Presentado el recurso el Tribunal examinará en cuen­
ta si ha sido interpuesto en tiempo y si mencionan hechos 
que puedan constituir la vulneración de garantías de las 
indicadas en el artículo 20 de la Constitución Política de la 
república. Si su presentación es extemporánea o no se 
señalan hechos que puedan constituir vulneración a ga­
rantías de las mencionadas en la referida disposición 
constitucional lo declarará inadmisible desde luego por 
resolución fundada, la que sólo será susceptible del re­
curso de reposición ante el mismo tribunal, el que deberá 
interponerse dentro de tercero día2

. 

3. Acogido a tramitación el recurso, la Corte de 

1 Inciso modificado por Auto Acordado de 8 de junio de 2007 {Vigencia 
08-07 ·2007) 

2 Inciso agregado por Auto Acordado de la Corte Suprema de 4 de ma­
yo de 1998 {Vigencia: 24.06.98), y reemplazado por Auto Acordado de 8 de 
junio de 2007 (Vigencia 08-07-2007) 
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Apelaciones ordenará que informe, por la vía que es­
time más rápida y efectiva, la persona o personas, funcio­
narios o autoridad que según el recurso o en concepto del 
Tribunal son los causantes del acto u omisión arbitraria o 
ilegal, que haya podido producir privación, perturbación o 
amenaza del libre ejercicio de los derechos que se solicita 
proteger, fijándole un plazo breve y perentorio para emitir 
el informe, señalándole que conjuntamente con éste, el 
obligado en evacuarlo remitirá a la Corte todos los ante­
cedentes que existan en su poder sobre el asunto motivo 
del recurso. 

Recibido el informe y los antecedentes requeridos, o 
sin ellos el Tribunal ordenará traer los autos en relación y 
dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla 
del día subsiguiente previo sorteo, en las Cortes de Ape­
laciones de más de una Sala. 

Los oficios que fueren necesarios para el cumplimien­
to de las diligencias decretadas se despacharán por co­
municación directa por correo o telegráficamente, a través 
de las Oficinas del Estado o por medio de un ministro de 
fe. 

El Tribunal cuando lo juzgue conveniente para los fi­
nes del recurso, podrá decretar orden de no innovar. 

4. Las personas, funcionarios u Órganos del Estado 
afectados o recurridos, podrán hacerse parte en el recur­
so. 

5. Para mejor acierto del fallo se podrán decretar to­
das las diligencias que el Tribunal estime necesarias. 

La Corte apreciará de acuerdo con las reglas de la 
sana crítica los antecedentes que se acompañen al 
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recurso y los demás que se agreguen durante su tramita­
ción.- La sentencia que se dicte, ya sea que lo acoja, re­
chace o declare inadmisible el recurso, será apelable ante 
la Corte Suprema'. 

6. La sentencia se notificará personalmente o por el 
estado a la persona que hubiere deducido el recurso y a 
los recurridos que se hubieren hecho parte en él. 

La apelación se interpondrá en el término fatal de cin­
co días hábiles, contados desde la notificación por el Es­
tado Diario de la sentencia que decide el recurso 4 

7. Recibidos los autos en la Secretaría de la Corte 
Suprema, el Presidente del Tribunal ordenará dar cuenta 
preferente del recurso en la Sala que corresponda, la cual 
si lo estima conveniente, se le solicita con fundamento 
plausible y especialmente cuando se le pida de común 
acuerdo por el recurrente, recurrido y quienes hayan sido 
considerados como partes en el procedimiento, podrá or­
denar que sea resuelto previa vista de la causa, dispo­
niendo traer los autos en relación, evento en el cual el 
recurso se agregará extraordinariamente a la tabla res­
pectiva de la Sala que corresponda. 5 

3 Inciso reemplazado por Auto Acordado de la Corte Suprema de 4 de 
mayo de 1998 (Vigencia: 24.06.98) 

4 Número sustituido por Auto Acordado de la Corte Suprema de 4 de 
mayo de 1998 (Vigencia: 24.06.98), y modificado por Auto Acordado de 8 de 
junio de 2007 (Vigencia 08-07-2007) 

5 Número modificado por Auto Acordado de la Corte Suprema de 4 de 
mayo de 1998 (Vigencia: 24.06.98), y sustituido por Auto Acordado de 8 de 
junio de 2007 (Vigencia 08-07 -2007) 
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8. Para entrar al conocimiento del recurso o para el 
mejor acierto del fallo, la Corte Suprema podrá solicitar de 
cualquier autoridad o persona los antecedentes que con­
sidere necesarios para la resolución del asunto. 

Todas las notificaciones que deban practicarse se 
harán por el estado diario. 

9. Tanto en la Corte de Apelaciones como en la Corte 
Suprema, cuando en ésta se traiga el recurso "en rela­
ción", la suspensión de la vista de las causas procederá 
por una sola vez a petición del recurrente, cualquiera que 
sea el número de ellos y respecto de la otra parte, aunque 
fuere más de uno el funcionario o persona afectada, sólo 
cuando el Tribunal estimare el fundamento de su solicitud 
muy calificado. La suspensión no procederá de común 
acuerdo de las partes. 

10. La Corte de Apelaciones y la Corte Suprema, en 
su caso, fallará el recurso dentro del quinto día hábil, pero 
tratándose de las garantías constitucionales contempla­
das en los números 1., 3. inciso 4., 12. y 13. del articulo 
19 de la Constitución Política, la sentencia se expedirá 
dentro del segundo dia hábil, plazos que se contarán des­
de que se halle en estado la causa. 

11. Tanto la Corte de Apelaciones como la Corte Su­
prema, cuando lo estimen procedente, podrán imponer la 
condenación en costas. 

12. En contra de la sentencia que expida la Corte de 
Apelaciones no procederá el recurso de casación. 

13. Si respecto de un mismo acto u omisión se dedu­
jeren dos o más recursos, aún por distintos afectados, y 
de los que corresponda conocer a una 
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determinada Corte de Apelaciones de acuerdo con lo es­
tablecido en el punto primero del presente auto, se acu­
mularán todos los recursos al que hubiere ingresado pri­
mero en el respectivo libro de la Secretaria del Tribunal 
formándose un solo expediente, para ser resueltos en una 
misma sentencia. 

14. Firme el fallo de primera instancia por haber trans­
currido el plazo para interponer el recurso de apelación, 
sin que éste se hubiere deducido, o dictado sentencia por 
la Corte Suprema cuando fuere procedente, se transcribi­
rá lo resuelto a la persona, funcionario o autoridad cuyas 
actuaciones hubieren motivado el recurso de protección, 
por oficio directo, o telegráficamente si el caso así lo re­
quiere. 

15. Si la persona, el funcionario o el representante o 
Jefe del órgano del Estado, ya tenga éste la calidad de 
titular, interino, suplente o subrogante, o cualquiera otra, 
no evacuare los informes o no diere cumplimiento a las 
diligencias, resoluciones y sentencias dentro de los plazos 
que la Corte de Apelaciones o la Corte Suprema ordena­
ren, conforme a lo establecido en este Auto Acordado, 
podrán éstas imponer al renuente, oyéndolo o en su re­
beldía alguna o algunas de las siguientes medidas: 

a) amonestación privada; 
b) censura por escrito; 
e) multa a beneficio fiscal que no sea inferior a 

una unidad tributaria mensual ni exceda de cinco unida­
des tributarias mensuales; y 

2!3 



d) suspensión de funciones hasta por cuatro me­
ses, tiempo durante el cual el funcionario gozará de medio 
sueldo. Todo ello además de la responsabilidad penal en 
que pudieran incurrir dichas personas. 

16. Este Auto Acordado reemplaza el de 29 de marzo 
de 1977 sobre la misma materia y empezará a regir treinta 
días después de su publicación en el Diario Oficial. 

Transcríbase a las Cortes de Apelaciones de la Repú­
blica para su conocimiento. 

Publíquese en el Diario Oficial el presente Auto Acor­
dado. 

Para constancia se levanta la presente acta. 
Firmado: Marcos Aburto 0., Hernán Cereceda B., 

Servando Jordán L., Enrique Zurita C., Osvaldo Faúndez 
V., Roberto Dávila D., Lionel Beraud P., Arnaldo Toro L., 
Efrén Araya V., Marco A. Perales M., Germán Valenzuela 
E., Hernán Álvarez G., Osear Carrasco A., Luis Correa B.; 
Carlos Meneses Pizarra, Secretario. 
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ECUADOR 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE 
ECUADOR, 1998 

Capítulo 6 
De las garantías de los derechos 

Sección primera 
Del hábeas corpus 

Artículo 93.- Toda persona que crea estar ilegalmente 
privada de su libertad, podrá acogerse al hábeas corpus. 
Ejercerá este derecho por sí o por interpuesta persona, 
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sin necesidad de mandato escrito, ante el alcalde bajo 
cuya jurisdicción se encuentre, o ante quien haga sus ve­
ces. La autoridad municipal, en el plazo de veinticuatro 
horas contadas a partir de la recepción de la solicitud, or­
denará que el recurrente sea conducido inmediatamente a 
su presencia, y se exhiba la orden de privación de liber­
tad. Su mandato será obedecido sin observación ni excu­
sa, por los encargados del centro de rehabilitación o del 
lugar de detención. 

El alcalde dictará su resolución dentro de las veinticua­
tro horas siguientes. Dispondrá la inmediata libertad del 
reclamante si el detenido no fuere presentado, si no se 
exhibiere la orden, si ésta no cumpliere los requisitos le­
gales, si se hubiere incurrido en vicios de procedimiento 
en la detención o, si se hubiere justificado el fundamento 
del recurso. 

Si el alcalde no tramitare el recurso, será civil y pe­
nalmente responsable, de conformidad con la ley. 

El funcionario o empleado que no acate la orden o la 
resolución será inmediatamente destituido de su cargo o 
empleo sin más trámite, por el alcalde, quien comunicará 
tal decisión a la Contraloria General del Estado y a la au­
toridad que deba nombrar su reemplazo. 

El funcionario o empleado destituido, luego de haber 
puesto en libertad al detenido, podrá reclamar por su des­
titución ante los órganos competentes de la Función Judi­
cial, dentro de los ocho dias siguientes a aquel en que fue 
notificado. 
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Sección segunda 
Del hábeas data 

Artículo 94.- Toda persona tendrá derecho a acceder 
a los documentos, bancos de datos e informes que sobre 
sí misma, o sobre sus bienes, consten en entidades públi­
cas o privadas, así como a conocer el uso que se haga de 
ellos y su propósito. 

Podrá solicitar ante el funcionario respectivo, la actua­
lización de los datos o su rectificación, eliminación o anu­
lación, si fueren erróneos o afectaren ilegítimamente sus 
derechos. 

Si la falta de atención causare perjuicio, el afectado 
podrá demandar indemnización. 

La ley establecerá un procedimiento especial para ac­
ceder a los datos personales que consten en los archivos 
relacionados con la defensa nacional. 

Sección tercera 
Del amparo 

Artículo 95.- Cualquier persona, por sus propios dere­
chos o como representante legitimado de una colectivi­
dad, podrá proponer una acción de amparo ante el órgano 
de la Función Judicial designado por la ley. Mediante esta 
acción, que se tramitará en forma preferente y sumaria, se 
requerirá la adopción de medidas urgentes destinadas a 
cesar, evitar la comisión o remediar 
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inmediatamente las consecuencias de un acto u omisión 
ilegitimas de una autoridad pública, que viole o pueda vio­
lar cualquier derecho consagrado en la Constitución o en 
un tratado o convenio internacional vigente, y que, de mo­
do inminente, amenace con causar un daño grave. Tam­
bién podrá interponerse la acción si el acto o la omisión 
hubieren sido realizados por personas que presten servi­
cios públicos o actúen por delegación o concesión de una 
autoridad pública. 

No serán susceptibles de acción de amparo las deci­
siones judiciales adoptadas en un proceso. 

También se podrá presentar acción de amparo contra 
los particulares, cuando su conducta afecte grave y direc­
tamente un interés comunitario, colectivo o un derecho 
difuso. 

Para la acción de amparo no habrá inhibición del juez 
que deba conocerla y todos los dias serán hábiles. 

El juez convocará de inmediato a las partes, para o ir­
las en audiencia pública dentro de las veinticuatro horas 
subsiguientes y, en la misma providencia, de existir fun­
damento, ordenará la suspensión de cualquier acto que 
pueda traducirse en violación de un derecho. 

Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el 
juez dictará la resolución, la cual se cumplirá de inmedia­
to, sin perjuicio de que tal resolución pueda ser apelada 
para su confirmación o revocatoria, para ante el Tribunal 
Constitucional. 

La ley determinará las sanciones aplicables a las auto­
ridades o personas que incumplan las resoluciones 
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dictadas por el juez; y a los jueces y magistrados que vio­
len el procedimiento de amparo, independientemente de 
las acciones legales a que hubiere lugar. Para asegurar el 
cumplimiento del amparo, el juez podrá adoptar las medi­
das que considere pertinentes, e incluso acudir a la ayuda 
de la fuerza pública. 

No serán aplicables las normas procesales que se 
opongan a la acción de amparo, ni las disposiciones que 
tiendan a retardar su ágil despacho. 

LEY DE CONTROL CONSTITUCIONAL. LEY N" 000. 
R0/99 DE 2 DE JULIO DE 1997 

NOTA GENERAL: 

Calificada con jerarquia y carácter de Ley Orgánica, 
dado por Resolución Legislativa N" 22-058, publicada en 
Registro Oficial 280 de 8 de Marzo del 2001. 

EL CONGRESO NACIONAL 

Considerando: 
Que la primera disposición transitoria constante en el 

texto codificado de la Constitución Política de la Repúbli­
ca, consigna la necesidad de que se dicten las leyes ne­
cesarias para la aplicación de las reformas constituciona­
les; 

Que para la actuación del control constitucional resulta 
indispensable el establecimiento de normas claras que 
regulen el funcionamiento del Tribunal Constitucional; 
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Que el trámite para la aplicación de las garantias 
constitucionales requiere de la atribución de competencias 
a jueces y tribunales y el desarrollo de los procedimientos 
para su eficaz aplicación; y, 

En ejercicio de sus facultades constitucionales y lega­
les, expide la siguiente: 

LEY DEL CONTROL CONSTITUCIONAL 

PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 1. Finalidad del control constitucional. El con­
trol constitucional, tiene por objeto asegurar la eficacia de 
las normas constitucionales en especial de los derechos y 
garantías establecidos en favor de las personas, los cua­
les son plenamente aplicables e invocables ante cualquier 
juez, tribunal o autoridad pública. 

Artículo 2. Supremacía de normas constitucionales. 
Desarrollo y reconocimiento de derechos fundamentales. 
Carecen de valor las normas de menor jerarquía que se 
opongan a los preceptos constitucionales. Sin embargo, 
los derechos y garantías señalados en la Constitución no 
excluyen el que, mediante ley, tratados o convenios inter­
nacionales y las resoluciones del Tribunal Constitucional, 
se perfeccionen los reconocidos o incluyan cuantos fueren 
necesarios para el pleno desenvolvimiento moral y mate­
rial que deriva de la naturaleza de la persona. 
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TÍTULO 1 
DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

CAPÍTULO 1 

DE LA ORGANIZACIÓN, ATRIBUCIONES Y DEBERES 

Artículo 3. Características, jurisdicción y sede del Tri­
bunal Constitucional. El Tribunal Constitucional como ór­
gano supremo del control constitucional, es independiente 
de las demás funciones del Estado, goza de personería 
jurídica de derecho público, autonomía administrativa y 
presupuestaria, tiene su sede en la Capital de la Repúbli­
ca y su jurisdicción se extiende a todo el territorio nacio­
nal. 

Artículo 4. Elección, reelección y prohibiciones de los 
magistrados. Los vocales integrantes del Tribunal Consti­
tucional serán elegidos en la forma prescrita por la Consti­
tución y la Ley, deberán reunir los mismos requisitos exi­
gidos para ser ministros de la Corte Suprema de Justicia, 
con excepción de los de la carrera judicial, durarán cuatro 
años en sus funciones y podrán ser reelegidos. 

Los vocales principales del Tribunal Constitucional es­
tarán sujetos a las mismas prohibiciones establecidas en 
la Constitución para los ministros de la Corte Suprema de 
Justicia. 

Artículo 5. Terna de candidatos representantes de al­
caldes y prefectos. La terna de los candidatos para inte­
grar el Tribunal Constitucional en representación de los 
alcaldes y prefectos provinciales será conformada por 
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la Asociación de Municipalidades del Ecuador y el Con­
sorcio de Consejos Provinciales, previa convocatoria del 
Tribunal Supremo Electoral. 

Artículo 6. Terna de candidatos representantes de or­
ganizaciones laborales, indígenas y campesinas. La terna 
de los candidatos para integrar el Tribunal Constitucional 
en representación de las centrales de trabajadores y las 
organizaciones indígenas y campesinas de carácter na­
cional, legalmente reconocidas, será conformada por un 
colegio electoral integrado por los miembros de dichas 
organizaciones, previa convocatoria del Tribunal Supremo 
Electoral. 

Artículo 7. Tema de candidatos representantes de las 
cámaras de producción. La terna de los candidatos para 
integrar el Tribunal Constitucional, en representación de 
las Cámaras de la Producción, será conformada por la 
Federación de Cámaras de la Producción. 

Artículo 8. Destitución de magistrados. La destitución 
de los vocales del Tribunal Constitucional, previo el res­
pectivo juicio político, requerirá del voto afirmativo de la 
mayoría simple de los miembros del Congreso Nacional. 

Artículo 9. Inviolabilidad de los votos y opiniones. Los 
vocales del Tribunal Constitucional no serán responsables 
por los votos que emitan y por las opiniones que formulen 
en el ejercicio de las atribuciones propias de su cargo. 
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Artículo 1 O. Período en el cargo de los magistrados 
suplentes. En los casos de reemplazo por falta definitiva 
de un vocal del Tribunal Constitucional, el suplente, una 
vez posesionado, permanecerá en funciones, sólo por el 
período para el cual el titular al que reemplaza fue elegido 
o designado. 

Artículo 11. Reglamentos del Tribunal. La organiza­
ción, el funcionamiento y el trámite de los despachos del 
Tribunal Constitucional se regularán por los Reglamentos 
Administrativos Internos que dictará el Tribunal para el 
efecto. 

Artículo 12. Competencias. Son atribuciones y debe­
res del Tribunal Constitucional: 

Conocer y resolver las demandas de inconstitucionali­
dad, por el fondo o por la forma, de leyes, decretos- leyes, 
decretos, reglamentos y ordenanzas; y de ser el caso, 
suspender total o parcialmente sus efectos; 

Conocer y resolver las demandas de inconstitucionali­
dad de actos administrativos de cualquiera autoridad pú­
blica; y si lo fueren; dejarlos sin efecto. El órgano adminis­
trativo deberá adoptar las medidas necesarias para evitar 
que se repita la violación de la norma constitucional; 

Conocer y resolver las resoluciones que denieguen los 
recursos de hábeas corpus, hábeas data y amparo; así 
como conocer las providencias que suban en consulta en 
el caso del recurso de amparo; 
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Resolver respecto de las objeciones de inconstitucio­
nalidad que haya hecho el Presidente de la República, en 
el proceso de formación de las leyes; 

Dirimir los conflictos de competencia o de atribuciones 
asignadas por la Constitución; 

Conocer los informes que se le presenten sobre decla­
ratorias de inconstitucionalidad pronunciadas por las salas 
de la Corte Suprema de Justicia o por los demás tribuna­
les de última instancia; y resolver con carácter de obliga­
toriedad general la inaplicabilidad de un precepto legal si 
fuere contrario a la Constitución. Tal resolución no tendrá 
efectos sobre el fallo. 

Para el cumplimiento de lo prescrito en el inciso ante­
rior, la sala de la Corte Suprema o el respectivo tribunal 
de última instancia, remitirá al Tribunal Constitucional el 
correspondiente informe, dentro de los siguientes treinta 
días de haberse ejecutoriado la sentencia o auto; y, 

Ejercer las demás atribuciones que le confieran la 
Constitución y las leyes. 

Artículo 13. Partes de la sentencia. Las resoluciones 
del Tribunal Constitucional, contendrán las siguientes par­
tes: relación circunstanciada de los hechos, los fundamen­
tos de derecho y la parte resolutiva propiamente dicha. 

Igual contenido observarán los votos salvados, que se 
expresarán por separado y no afectarán la expedición de 
la resolución de mayoría. 
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Artículo 14. Impugnación de las decisiones del Tribu­
nal. De las resoluciones del Tribunal Constitucional no 
cabe recurso alguno. 

CAPITULO 11 
DEL PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE 

Artículo 15. Elección, reelección y período en el cargo. · 
El Tribunal Constitucional elegirá, por mayoría de votos 
secretos al Presidente y Vicepresidente del organismo, 
para un período de dos años, pudiendo ser reelegidos. La 
elección se hará el primer día laborable de la siguiente 
semana en que hubiese fenecido el periodo de dos años. 

Artículo 16. Reemplazo por el vicepresidente. El Vice­
presidente del Tribunal reemplazará al Presidente del 
mismo en ausencia temporal o definitiva de éste. Si la au­
sencia es definitiva el reemplazo será por el tiempo que le 
faltare al Presidente para concluir su período de labores. 

Artículo 17. Atribuciones del Presidente. Corresponde 
al Presidente del Tribunal Constitucional: 

Ostentar la representación legal, judicial y extrajudicial 
del organismo; 

Convocar, dirigir, suspender y clausurar las sesiones 
ordinarias y extraordinarias del Tribunal; 

Elaborar el orden del día para las sesiones; 
Firmar con el secretario los acuerdos y resoluciones del 

Tribunal, así como las actas de las sesiones; 
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Ordenar que se confieran ccpias de actas y documen­
tos, excepto los reservados que requerirán de autoriza­
ción del Tribunal; 

Organizar y dirigir el trabajo del Tribunal, distribuyendo 
los asuntos entre sus salas, vocales y comisiones; 

Conceder licencia a los vocales y llamar a sus suplen­
tes; 

Nombrar y remover de conformidad con la Constitu­
ción Política de la República y las leyes, a los funciona­
rios, empleados y trabajadores cuya designación y remo­
ción no sean privativas del Tribunal; 

Nombrar comisiones asesoras con miembros, que no 
pertenezcan al Tribunal, para ilustrar el criterio de sus vo­
cales en asuntos de orden técnico; 

Mantener informado al Tribunal sobre los asuntos ad­
ministrativos y financieros relativos a su funcionamiento; 

Elaborar y presentar oportunamente al Congreso Na­
cional el informe de actividades del Organismo; y, 

Ejercer las demás funciones señaladas en la Constitu­
ción, las leyes de la República y el Reglamento Orgánico 
Funcional. 
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CAPÍTULO 111 
DE LA INCONSTITUCIONAL! DAD DE LEYES, DECRE­

TOS-LEYES, DECRETOS Y ORDENANZAS 

Artículo 18. Legitimación. La inconstitucionalidad total 
o parcial de una ley, decreto-ley, decreto, reglamento u 
ordenanza, ya sea por razones de fondo o de forma, podrá 
ser demandada por: 

El Presidente de la República; 
El Congreso Nacional, previa resolución mayoritaria 

de sus miembros; 
La Corte Suprema de Justicia, previa resoluc1 ón del 

Tribunal en Pleno; 
Mil ciudadanos, cuya identidad se acreditará con la 

copia de sus, respectivas cédulas de ciudadanía; y, 
Por cualquier persona, previo informe favorable del 

Defensor del Pueblo sobre la procedencia. 

Artículo 19. Contenido de la demanda. La demanda 
deberá expresar con claridad y precisión los fundamentos 
de hecho y de derecho de la pretensión del accionante. 

Artículo 20. Calificación de la demanda. El Tribunal 
calificará la demanda, en el término de tres días, si fuere 
clara y completa. De lo contrario mandará aclararla o 
completarla en igual término. 

Una vez calificada la demanda el Tribunal Constitu­
cional la mandará a citar al órgano que hubiese 
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sancionado o expedido la norma jurídica impugnada; para 
que la conteste en el término de quince días. 

Tanto a la demanda como a la contestación deberán 
agregarse las pruebas de los actos o hechos que las fun­
damenten; salvo cuando se discutan asuntos de puro de­
recho en los que no se requiera la presentación de prue­
bas. 

Cuando una de las partes lo solicite expresamente el 
Tribunal Constitucional podrá convocar a una audiencia 
pública para que las partes expongan oralmente, por una 
sola vez, durante treinta minutos cada una. 

Artículo 21. Plazo para la resolución. El Tribunal dicta­
rá la resolución que corresponda dentro de los treinta días 
hábiles siguientes a la fecha de vencimiento del término 
para contestar la demanda o de aquella fijada para la au­
diencia pública. 

Artículo 22. Efectos de la sentencia. Las disposiciones 
de ley, decreto-ley, decreto, ordenanza o reglamento ma­
teria de la demanda, que el Tribunal las declare inconsti­
tucionales, cesarán en su vigencia y desde que tal resolu­
ción se publique en el Registro Oficial, no podrán ser in­
vocadas ni aplicadas por juez o autoridad alguna. 

Dicha resolución, no afectará las situaciones jurídicas 
surgidas al amparo de tales normas y antes de la declara­
toria de su inconstitucionalidad. 
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CAPÍTULO IV 
DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE 

LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 

Artículo 23. Legitimación. Podrán demandar la inconsti­
tucionalidad de un acto administrativo de cualquier autori­
dad pública: 

El Congreso Nacional, previa resolución de la mayoría 
de sus miembros; 

La Corte Suprema de Justicia, por resolución del Tri­
bunal en Pleno; 

Los concejos provinciales o los concejos municipales; 
Mil ciudadanos, cuya identidad se acreditará con la 

copia de sus respectivas cédulas de ciudadanía; y, 
Cualquier persona en la forma prevista en la Constitu­

ción Política de la República y esta Ley, previo informe del 
Defensor del Pueblo sobre la procedencia de la demanda, 
el que deberá ser emitido en el término de quince días. 

Artículo 24. Definición de acto administrativo. Para los 
efectos de la demanda de inconstitucionalidad se enten­
derá por acto administrativo las declaraciones que crean, 
modifican o extinguen situaciones jurídicas individuales, 
así como los de mero trámite que influyan en una decisión 
final. 

Artículo 25. Plazo de resolución. Presentada la de­
manda, el Tribunal actuará ceñido al procedimiento 
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señalado en los artículos 20 y 21 de esta Ley, pero el tér­
mino para resolver, será de quince días. 

Artículo 26. Efectos de la sentencia. La resolución del 
Tribunal que declare la inconstitucionalidad del acto admi­
nistrativo, una vez que se publique en el Registro Oficial, 
conlleva la extinción del mismo, en consecuencia no po­
drá ser invocado o aplicado en el futuro. Dicha resolución 
no afectará las situaciones jurídicas firmes creadas, al 
amparo de dicho acto administrativo, antes de su revoca­
toria. 

CAPÍTULO V 
DE LAS OBJECIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD 

Artículo 27. Procedencia. Cuando el Presidente de la 
República objetase, total o parcialmente una ley aprobada 
por el Congreso Nacional, aduciendo su inconstitucionali­
dad, éste por resolución de la mayoría de sus miembros, 
o del Plenario de las Comisiones Legislativas, podrá pedir 
que el Tribunal Constitucional se pronuncie sobre la obje­
ción. A tal efecto remitirá el proyecto de ley y la objeción. 
La solicitud deberá presentarse en el término de diez días, 
desde cuando se hubiese recibido la objeción. El Tribunal 
Constitucional resolverá la procedencia o no de la obje­
ción en igual término de diez días a partir de la fecha de 
presentación de la petición o demanda. 

Artículo 28. Publicación de la ley objetada. Si la única 
objeción hecha a una ley es de la inconstitucionalidad y el 
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Tribunal la desestimare, ordenará al Director del Registro 
Oficial que promulgue la Ley. 

CAPÍTULO VI 
DE LA DIRIMENCIA DE CONFLICTOS 

DE COMPETENCIA 

Artículo 29. Legitimación y trámite. El Tribunal Consti­
tucional dirimirá los conflictos de competencia que se sus­
citen entre otros órganos o entidades cuyas atribuciones 
establece la Constitución. 

La facultad de solicitar la dirimencia corresponde al 
órgano o entidad que reclame la competencia; y espe­
cialmente a los consejos provinciales y a los concejos 
municipales, de conformidad con lo previsto en el literal d) 
del artículo 177 de la Constitución (cfr. con Art. 277, inc. 4 
de la Constitución de 1998). 

Recibida la solicitud el Tribunal Constitucional correrá 
traslado con la misma al órgano o entidad contra quien se 
reclame la competencia, para que éste la conteste en el 
término de ocho días. Recibida la contestación o vencido 
el término para contestarla, el Tribunal podrá, si lo solicita 
una de las partes, convocar a una audiencia pública para 
que ellas expongan oralmente, por una sola vez durante 
treinta minutos cada una. 

Con la contestación o en rebeldía, el Tribunal dirimirá 
la competencia, en el lapso de quince días a partir de la 
fecha de vencimiento del término para contestar la de­
manda de competencia. 
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TÍTULO 11 
DE LAS GARANTÍAS DE LOS DERECHOS 

DE LAS PERSONAS 
CAPÍTULO 1 

DEL HÁBEAS CORPUS 

Articulo 30. Autoridad competente y resolución. El re­
curso de hábeas corpus se interpondrá ante el alcalde del 
cantón en que estuviese privado de su libertad el recu­
rrente. 

El alcalde resolverá sin dilación alguna, sobre su con­
cesión o negación, siguiendo el procedimiento previsto en 
el artículo 28 de la Constitución (cfr. con Art. 93 de fa 
Constitución de 1998) y en lo que no se oponga a éste, lo 
señalado en la Ley de régimen Municipal. 

Articulo 31. Apelación y resolución. De la resolución 
que niegue el hábeas corpus podrá recurrirse ante el Tri­
bunal Constitucional, el cual ordenará de inmediato que el 
alcalde le remita el expediente del recurso negado, en las 
cuarenta y ocho horas siguientes al recibo de tal orden. 

Si del expediente apareciere que el detenido no fue 
presentado ante el alcalde; o si no se hubiere exhibido la 
orden de privación de la libertad; o si ésta no cumpliere 
los requisitos legales; o si se hubieren cometido vicios de 
procedimiento para la detención; o si del expediente apa­
recieren pruebas que den fundamento al recurso, el Tri­
bunal Constitucional ordenará la inmediata libertad del 
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detenido mediante of1cio que se dirigirá al encargado del 
Centro de Rehabilitación Social o del lugar de detención. 
Si éste no acatare la orden, será inmediatamente destitui­
do de su cargo, por resolución del Tribunal Constitucional, 
el cual comunicará la destitución a la autoridad nominado­
ra. 

Artículo 32. Procedencia ante omisión judícíal. Podrá 
también interponerse el recurso del hábeas corpus, ante 
el alcalde del cantón en que se halle privado de su liber­
tad el recurrente, para que se dé cumplimiento de lo pre­
visto en la Ley Reformatoria del articulo 114 del Código 
Penal, publicada en el Suplemento del Registro Oficial N° 
22 del 9 de septiembre de 1992. 

El alcalde requerirá inmediatamente después de reci­
bido el recurso, que el juez o tribunal penal que conozca 
el procedimiento, le certifique, en el término de tres días, 
sobre el delito o delitos por lo que se haya procesado el 
recurrente, la fecha desde la cual el procesado se en­
cuentre privado de su libertad y si hubiese dictado o no 
auto de sobreseimiento, o de apertura al plenario o sen­
tencia. 

De comprobarse que el recurrente se halla privado de 
su libertad sin haber recibido auto de sobreseimiento, o de 
apertura al plenario o sentencia por los tiempos determi­
nados en la Ley Reformatoria del articulo 144 del Código 
Penal, el alcalde ordenará la inmediata libertad del dete­
nido. 

De la resolución del alcalde que deniegue el recurso 
podrá apelarse al Tribunal Constitucional, el cual 
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resolverá en el término de quince días desde cuando reci­
bida la apelación, en mérito del expediente del recurso 
negado. Para el efecto dispondrá al alcalde que lo remita 
en las cuarenta y ocho horas siguientes de recibida la dis­
posición. 

De comprobarse el fundamento del recurso el Tribunal 
Constitucional ordenará la inmediata libertad del procesa­
do; sin perjuicio de que continúe el proceso. 

Artículo 33. Legitimación del Defensor del Pueblo. La 
interposición del recurso de Hábeas Corpus podrá tam­
bién ser promovida o patrocinada por el Defensor del 
Pueblo. 

CAPÍTULO 11 
DEL HÁBEAS DATA 

Artículo 34. Procedencia. Las personas naturales o ju­
rídicas, nacionales o extranjeras, que deseen tener acce­
so a documentos, bancos de datos e informes que sobre 
sí mismas o su bienes están en poder de entidades públi­
cas, de personas naturales o jurídicas privadas, así como 
conocer el uso y finalidad que se les haya dado o se les 
esté por dar, podrán interponer el recurso de hábeas data 
para requerir las respuestas y exigir el cumplimiento de 
las medidas tutelares prescritas en esta Ley, por parte de 
las personas que posean tales datos o informaciones. 
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Artículo 35. Objeto. El hábeas data tendrá por objeto: 
Obtener del poseedor de la información que éste la 

proporcione al recurrente, en forma completa, clara y ve­
rídica; 

Obtener el acceso directo a la información; 
Obtener de la persona que posee la información que 

la rectifique, elimine o no la divulgue a terceros; y, 
Obtener certificaciones o verificaciones sobre que la 

persona poseedora de la información la ha rectificado, 
eliminado, o no la ha divulgado. 

Artículo 36. Improcedencia. No es aplicable el hábeas 
data cuando afecte al sigilo profesional; o cuando pueda 
obstruir la acción de la justicia; o cuando los documentos 
que se soliciten tengan el carácter de reservados por ra­
zones de Seguridad Nacional. 

No podrá solicitarse la eliminación de datos o informa­
ciones cuando por disposición de la Ley deben mantener­
se en archivo o registros públicos o privados. 

Artículo 37. Competencia. La acción de hábeas data 
deberá interponerse ante cualquier juez o tribunal de pri­
mera instancia del domicilio del poseedor de la informa­
ción o datos requeridos. Los jueces o magistrados, avoca­
rán conocimiento de inmediato sin que exista causa algu­
na que justifique su inhibición, salvo cuando entre éstos y 
el peticionario existan incompatibilidades de parentesco u 
otros señalados en la Ley. 
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Artículo 38. Audiencia. El juez o tribunal, en el día 
hábil siguiente al de la presentación de la demanda, con­
vocará a las partes a audiencia, que se realizará dentro 
de un plazo de ocho dias, diligencia de la cual se dejará 
constancia escrita. 

La respectiva resolución deberá dictarse en el término 
máximo de dos días, contados desde la fecha en que tuvo 
lugar la audiencia, aun si el demandado no asistiere a 
ella. 

Artículo 39. Entrega de información. Declarado con lu­
gar el recurso, las entidades o personas requeridas entre­
garán, dentro del plazo de ocho días toda la información 
y, bajo juramento, una explicación detallada que incluya 
por lo menos, lo siguiente: 

Las razones y fundamentos legales que amparen la 
información recopilada; 

La fecha desde la cual tienen esa información; 
El uso dado y el que se pretenderá dar a ella; 
Las personas o entidades a quienes se les haya su­

ministrado los referidos datos, la fecha del suministro y las 
razones para hacerlo; 

El tipo de tecnología que se utiliza para almacenar la 
información; y, 

Las medidas de seguridad aplicadas para precautelar 
dicha información. 

Artículo 40. Verificación de información entregada. De 
considerarse insuficiente la respuesta, podrá solicitarse al 
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juez que disponga la verificación directa, para la cual, se 
facilitará el acceso del interesado a las fuentes de infor­
mación, proveyéndose el asesoramiento de peritos si asi 
se solicitare. 

Artículo 41. Contenido de la sentencia. Si de la infor­
mación obtenida el interesado considera que uno o más 
datos deben ser eliminados, rectificados, o no darse a 
conocer a terceros, pedirá al juez que ordene al poseedor 
de la información que así proceda. 

El Juez ordenará tales medidas, salvo cuando clara­
mente se establezca que la información no puede afectar 
el honor, la buena reputación, la intimidad o irrogar daño 
moral al solicitante. 

El depositario de la información dará estricto cumpli­
miento a lo ordenado por el juez, lo cual certificará bajo 
juramento, sin perjuicio de que ello se verifique por parte 
del propio interesado, solo o acompañado de peritos, pre­
via autorización del juez del trámite. 

La resolución que niegue el hábeas data, será suscep­
tible de apelación ante el Tribunal Constitucional, en el 
término de ocho días a partir de la notificación de la mis­
ma. 

Artículo 42. Sanciones a personas renuentes a cumplir 
la orden judicial. Los representantes legales de las perso­
nas jurídicas de derecho privado o las naturales que in­
cumplieren las resoluciones expedidas por jueces o Tri­
bunales que concedan el hábeas data, no podrán ejercer 
ni directa ni indirectamente, las actividades que 
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venían desarrollando y que dieron lugar al hábeas data, 
por el lapso de un año. 

Esta disposición será comunicada a los órganos de 
control y demás entidades públicas y privadas que sean 
del caso. 

Artículo 43. Sanciones a funcionarios renuentes a 
cumplir la orden judicial. Los funcionarios públicos de libre 
remoción que se nieguen a cumplir con las resoluciones 
que expidan los jueces o tribunales dentro del procedi­
miento de hábeas data serán destituidos inmediatamente 
de su cargo o empleo, sin más trámite, por el respectivo 
juez o tribunal, salvo cuando se trate de los funcionarios 
elegidos por el Congreso Nacional, quienes deberán ser 
destituidos por éste, a pedido fundamentado del juez o 
tribunal y previo el correspondiente juicio político. 

La sanción de destitución se comunicará inmediata­
mente a la Contraloria General del Estado y a la autoridad 
nominadora correspondiente. 

Artículo 44. Responsabilidad civíl y penal. Las sancio­
nes antes señaladas se impondrán sin perjuicio de las 
respectivas responsabilidades civiles y penales a que 
hubiere lugar. 

Artículo 45. Legitimación. Están legitimados para Ini­
ciar y continuar los procedimientos previstos en esta sec­
ción, no sólo las personas naturales o jurídicas que consi­
deren tener derecho a ello, sino también los padres, tuto­
res y curadores en nombre de sus representados. 
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CAPÍTULO 111 
DEL AMPARO CONSTITUCIONAL 

Artículo 46. Objeto del proceso. El recurso de amparo 
tiene por objeto la tutela judicial efectiva de los derechos 
consagrados en la Constitución y los consignados en las 
declaraciones, pactos, convenios y demás instrumentos 
internacionales vigentes en el Ecuador, frente a cualquier 
atentado proveniente de acto ilegítimo de autoridad de la 
administración pública que haya causado, cause o pueda 
causar un daño inminente, a más de grave e irreparable y 
se interpondrá para requerir la adopción de medidas ur­
gentes, destinadas a cesar la lesión o evitar el peligro de 
los bienes protegidos. 

También podrá ser objeto del amparo la no expedición 
de un acto o la no ejecución de un hecho, si tales omisio­
nes causaren o puedan causar los efectos señalados en 
el inciso anterior. 

Artículo 47. Competencia - Prohibición de inhibicio­
nes. Son competentes para conocer y resolver el recurso 
de amparo, cualquiera de los jueces de lo civil o los tribu­
nales de instancia de la sección territorial en que se con­
sume o pueda producir sus efectos el acto ilegítimo viola­
torio de los derechos constitucionales protegidos. 

También podrá interponerse el recurso ante juez o tri­
bunal de lo penal, en dias feriados o fuera del horario de 
atención de juzgados y tribunales, o en circunstancias 
excepcionales, que deberán ser invocadas por el solicitan­
te y calificadas por dicho juez o tribunal, en los 
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cuales radicará entonces la competencia privativa de la 
causa. 

En ningún caso habrá inhibición del juez o tribunal an­
te el cual se interponga el amparo, salvo cuando entre 
éstos y el peticionante existan incompatibilidades de pa­
rentesco u otras señaladas en la ley. 

Articulo 48. Legitimación. Podrán interponer el recurso 
de amparo, tanto el ofendido como el perjudicado, por sí 
mismos, por intermedio de apoderado o a través de agen­
te oficioso que justifique la imposibilidad en que se en­
cuentra el afectado y ratifique posteriormente su decisión 
en el término de tres días, el Defensor del Pueblo, sus 
adjuntos y comisionados en los casos señalados en la 
Constitución y la ley o cualquier persona, natural o jurídi­
ca, cuando se trata de la protección del medio ambiente. 

Articulo 49. Audiencia. En el mismo día en que se 
plantee el recurso de amparo, el juez o tribunal convocará 
por una sola vez y mediante comunicación escrita a las 
partes para ser oídas en audiencia pública a celebrarse 
dentro de las veinticuatro horas subsiguientes, sin perjui­
cio de ordenar simultáneamente, de considerarse necesa­
rio, la suspensión de cualquier acción actual o inminente 
que afecte o amenace los derechos protegidos. 

Articulo 50. Ausencia de alguna de las partes en la 
audiencia. La no comparecencia a la audiencia de la auto­
ridad acusada del acto materia del amparo o de su 
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delegado no impedirá que aquella se realice, ni que el 
juez o tribunal adopte su resolución. La ausencia del actor 
se considerará como desistimiento del recurso, sin que 
pueda volver a plantearlo sobre los mismos hechos. Sin 
embargo, podrá convocarse, en uno u otro caso, a nueva 
audiencia, si la no comparecencia de parte provino de 
fuerza mayor debidamente comprobada. 

Artículo 51. Plazo de resolución. Efectos de la senten­
cia. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la 
conclusión de la audiencia el juez o tribunal concederá o 
negará el amparo. De admitirlo ordenará la suspensión 
definitiva del acto u omisión impugnados disponiendo la 
ejecución inmediata de todas las medidas que considere 
necesarias para remediar el daño o evitar el peligro sobre 
el derecho violado, sin perjuicio de las que se hayan 
adoptado en forma preventiva. 

De negarse el recurso se revocarán tanto la suspen­
sión provisional del acto u omisión impugnados, como de 
las medidas preventivas, de habérselas dictado. La reso­
lución será inmediatamente notificada a las partes. 

Artículo 52. Consulta o apelación ante el Tribunal 
Constitucional. La concesión del amparo será obligatoria­
mente consultada, para su confirmación o revocatoria an­
te el Tribunal Constitucional, ante el cual procederá tam­
bién el recurso de apelación de la resolución que lo de­
niegue, debiendo en uno u otro caso remitirse lo actuado 
al superior, dentro de las veinticuatro horas subsiguientes 
de ejecutoriada la resolución que 

241 



AllAN R. BREWER-CARIAS 

admita o deniegue el recurso. 
El recurso de apelación deberá ser interpuesto una 

vez notificada al actor y antes de ejecutoriada la providen­
cia que deniegue el amparo, dicha notificación se hará en 
el domicilio señalado en la demanda de amparo. 

Artículo 53. Medidas cautelares. La sala competente, 
al tiempo de avocar conocimiento, podrá dictar las medi­
das cautelares que considere necesarias para asegurar la 
protección de los derechos objeto del recurso y, de esti­
mar necesario, convocar a las partes para escuchar sus 
argumentos. 

Artículo 54. Plazo de resolución en el Tribunal Consti­
tucional. El Tribunal Constitucional, a través de la corres­
pondiente sala, resolverá todo caso de amparo subido en 
consulta o apelación, en un plazo no mayor a diez días. 

Artículo 55. Orden de cumplimiento de la sentencia. 
Corresponde ordenar el cumplimiento de la decisión final 
adoptada en el procedimiento de amparo al juez de ins­
tancia ante quien se interpuso el recurso. 

Artículo 56. Presunción de buena fe. Quien interponga 
un recurso de amparo estará amparado por la presunción 
de buena fe. Pero si el juez o tribunal o en su caso el Tri­
bunal Constitucional calificaren de maliciosa la actuación 
del demandante le impondrá una multa de 
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hasta cien salarios mínimos vitales, sin perjuicio de las 
acciones civiles o penales a que hubiere lugar. 

Artículo 57. Amparos sobre el mismo hecho. Se prohí­
be la presentación de más de un recurso de amparo sobre 
la misma materia y con el mismo objeto, ante más de un 
juez o tribunal. Al efecto, quien promueva un recurso de 
amparo deberá declarar bajo juramento en el escrito de 
presentación del mismo, que no ha presentado otro u 
otros sobre la misma materia y con el mismo objeto ante 
otro juez o tribunal. 

Sin perjuicio de la correspondiente responsabilidad 
penal, la violación a esta prohibición será sancionada con 
el archivo de todos los recursos de amparo y la imposición 
de la sanción prevista en el artículo anterior. 

Articulo 58. Cumplimiento de resoluciones. Las reso­
luciones que se dicten en la tramitación de un recurso de 
amparo serán de cumplimiento inmediato por parte del 
funcionario o autoridad pública a quien la resolución vaya 
dirigida; caso contrario el funcionario o autoridad que in­
cumpla la resolución, indemnizará los perjuicios que el 
incumplimiento cause al recurrente. 
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DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 59. Prohibición de incidentes, excusas y recu­
sación. No se admitirán incidentes de ninguna clase du­
rante los trámites ante el Tribunal Constitucional y de los 
recursos para las garantías constitucionales, los mismos 
que deben atenerse a los principios de celeridad procesal 
e inmediatez, en consecuencia no proceden ni la excusa 
ni la recusación de las causas que deberán resolverse 
según el orden cronológico de su ingreso. 

Sin embargo, de existir hechos que deban justificarse, 
de oficio o a petición de parte podrá disponerse o solici­
tarse así como actuarse la práctica. 

Artículo 60. Consultas ante el Tribunal Constitucional. 
Las providencias dictadas por jueces o tribunales de justi­
cia inhibiéndose de conocer y resolver sobre recurso de 
hábeas data y amparo, por razones referentes a su com­
petencia, serán obligatoriamente consultadas al Tribunal 
Constitucional para su confirmación o revocatoria; de­
biendo el juez o tribunal remitirle el expediente inmedia­
tamente después de que se ejecutorie la respectiva provi­
dencia. 

Artículo 61. Uso de fa fuerza pública para el cumpli­
miento de fas resoluciones. Para la aplicación de las me­
didas cautelares y el cumplimiento de las resoluciones de 
los jueces y tribunales se podrá hacer uso 
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de la fuerza pública, que no podrá negarse a colaborar 
bajo responsabilidad administrativa. 

Artículo 62. Votación. Los asuntos a que se refieren 
los numerales 1, 4, 5 y 6 del articulo 12 de la presente 
Ley; y la iniciativa a que se refiere el articulo 180 de la 
Constitución (cfr. con Art. 281 de la Constitución de 1998), 
requerirán el pronunciamiento del Tribunal en Pleno. Los 
demás asuntos sometidos al Tribunal Constitucional serán 
conocidos y resueltos por Salas de tres ministros cada 
una, que asumirán la competencia mediante sorteo. 

Para adoptar una resolución en el Pleno se requerirá 
el voto conforme de por lo menos cinco vocales. Para 
adoptar resoluciones en una sala se requerirá el voto con­
forme de dos vocales. Los vocales que estén en des­
acuerdo con la resolución de mayoria deberán salvar sus 
votos. 

En el caso de que en una sala se tomaren resolucio­
nes con un voto salvado, la resolución deberá obligato­
riamente consultarse al Pleno, para que la confirme o rec­
tifique. 

Artículo 63. Consecuencias del vencimiento del plazo 
para la resolución. Si el Pleno o una de las salas del Tri­
bunal Constitucional no emitiere la resolución en los pla­
zos o términos señalados en esta Ley, los vocales res­
ponsables perderán la competencia, debiendo entonces 
resolver la sala o el Pleno constituido por alternos, dentro 
de los mismos plazos o términos señalados en esta Ley y 
bajo las mismas prevenciones legales. 
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Cuando el Tribunal Constitucional o sus vocales 
hubieren incurrido en reiterado e injustificado retardo en el 
despacho de los asuntos que le competen, los vocales del 
Tribunal que fueren responsables de la no resolución de 
una demanda o un recurso, en los términos señalados en 
la Ley, cesarán en sus cargos, con sujeción a las normas 
y procedimientos constitucionales aplicables. 

Artículo 64. Conformación de Salas. Cuando el Tribu­
nal Constitucional considere necesario, para evitar la 
acumulación de trámites sin resolver, podrá delegar el 
conocimiento y resolución de los asuntos que no compe­
tan exclusivamente al Pleno y especialmente los recursos 
de hábeas corpus, hábeas data y amparo que estuvieren 
pendientes, a Salas integradas por tres vocales suplentes; 
las que obrarán como salas de conjueces y sus decisio­
nes tendrán el mismo valor y efecto que las resoluciones 
de las salas titulares. 

Artículo 65. Publicación de resoluciones. Las resolu­
ciones del Tribunal Constitucional sobre materias contem­
pladas en el articulo 176 de la Constitución de la Repúbli­
ca (cfr. con Art. 278 de la Constitución de 1998) serán 
enviados al Registro Oficial para su publicación en el tér­
mino de dos días de expedidos y entrarán en vigencia 
desde su publicación, sin perjuicio de la aplicación de las 
medidas cautelares que el Tribunal haya podido adoptar. 
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Artículo 66. Plazo para publícacíón de resoluciones. El 
Director del Registro Oficial deberá publicar las resolucio­
nes del Tribunal dentro del término de tres dias de haber­
los recibido. 

El incumplimiento de esta obligación será sancionada 
con la destitución inmediata del mencionado funcionario. 

Artículo 67. Aspectos administrativos. Corresponde al 
Tribunal Constitucional el manejo administrativo y finan­
ciero; así como representar al país en los foros interna­
cionales sobre materias de competencia del Tribunal. 

Cuando el Presidente del Tribunal Constitucional lo 
considere necesario para agilitar el despacho de los asun­
tos administrativos y financieros que la ley le atribuye, o 
para agilitar el despacho de los asuntos sometidos a la 
sala del Tribunal a la cual pertenezca, podrá excusarse de 
integrar la sala. 

En tal caso el Tribunal Constitucional deberán llamar 
al vocal suplente del Presidente del Tribunal para que in­
tegre la sala en lugar del Presidente. El vocal suplente 
actuará en funciones de conjuez y participará exclusiva­
mente en el conocimiento y resolución de los asuntos que 
competan a dicha sala. 

Artículo 68. Remuneración de magistrados suplentes. 
Los vocales suplentes percibirán igual remuneración que 
un vocal titular, pero proporcionalmente al tiempo que in­
tegren la sala. 
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Artículo 69. Abandono de expedientes tramitados ante 
el Tribunal de Garantías Constitucionales. El Tribunal 
Constitucional de oficio y por Ministerio de la Ley, ordena­
rá el archivo de los asuntos que se hubieren presentado al 
Tribunal de Garantías Constitucionales, y que hubieren 
permanecido en abandono por más de tres años, conta­
dos desde la última diligencia que se hubiese practicado o 
desde la última solicitud hecha por cualquiera de las par­
tes. 

Respecto de los asuntos que se hubiese presentado 
al Tribunal de Garantías Constitucionales, que no pudie­
sen ser declarados en abandono por no tener más de tres 
años sin tramitarse, el Presidente del Tribunal Constitu­
cional dispondrá que se notifique a sus actores para que 
insistan en el trámite, dentro del plazo de noventa días. 
De no hacerlo se declarará abandonado la causa y se 
dispondrá su archivo. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Denominación de fa institución. 
En todas las disposiciones legales en donde dice: 

"Tribunal de Garantías Constitucionales", dirá: "Tribunal 
Constitucional" 

Segunda. Traspaso de bienes. 
Los bienes del Tribunal de Garantías Constitucionales 

pasarán a formar parte del patrimonio del Tribunal Consti­
tucional, una vez que éste quede constituido. 
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Tercera. Situación del personal. 
Los servidores públicos del Tribunal de Garantías 

Constitucionales, salvo los de libre nombramiento y remo­
ción continuarán prestando sus servicios al Tribunal Cons­
titucional. 

Cuarta. Normas reglamentarias aplicables. 
Hasta que el Tribunal Constitucional dicte su propio 

Reglamento Orgánico Funcional, regirán en lo que fueran 
aplicables las disposiciones contenidas en el Reglamento 
del Tribunal de Garantías Constitucionales, aprobado en 
sesiones del 11 y 26 de junio y 24 de julio de 1991. 

DISPOSICIÓN FINAL 

Esta Ley entrará en vigencia desde su promulgación 
en el Registro Oficial y deroga a todas las normas anterio­
res, generales o especiales que se le opongan. 

Dada en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito 
Metropolitano, en la Sala de Sesiones del Congreso Na­
cional del Ecuador, a los dieciocho días del mes de junio 
de mil novecientos noventa y siete. 

L) Dr. Heinz Moeller Freile, Presidente del Congreso 
Nacional. 

f.) Dr. J. Fabrizzio Brito Moán, Secretario General. 
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EL SALVADOR 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DE EL SALVA­
DOR, 1983 (Última reforma, 2003); 

Artículo 247.- Toda persona puede pedir amparo ante 
la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justi­
cia por violación de los, derechos que otorga la presente 
Constitución. 

El habeas corpus puede pedirse ante la Sala de lo 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia o ante las 
Cámaras de Segunda Instancia que no residan en la capi­
tal. La resolución de las Cámaras que denegare la libertad 
del favorecido podrá ser objeto de revisión, a solicitud del 
interesado, por la Sala de lo Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia. 
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LEY DE PROCEDIMIENTOS CONSTITUCIONALES. 
APROBADA POR D.L. N° 2996, DE 14101160. 

PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL N° 15, TOMO 186, 
DE 22 DE ENERO DE 1960. 

REFORMAS: 

- D.L. N" 49, del 22 de diciembre de 1960, publicado 
en el D.O. N° 239, Tomo 189, del 22 de diciembre de 

1960. 
- D.L. 378, del10 de octubre 1977, publicado en el 

D.O. N° 198, Tomo 257, del26 de octubre de 1977. 
- D.L. N° 131, del 12 de septiembre de 1985, publica­

do en el D.O. N° 192, Tomo 289, del 11 de octubre de 
1985. 

- D.L. N" 965, del 30 de abril de 1988, publicado en el 
D.O. N" 85, Tomo 299, del 9 de mayo de 1988. 

- D.L. N° 182, del11 de diciembre de 1997, publicado 
en el D.O. N" 239, Tomo 337, del 22 de diciembre de 

1997. 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA 
DE EL SALVADOR 

Considerando: 

l. Que es conveniente reunir en un solo cuerpo legal 
las regulaciones de los preceptos contenidos en los arts. 
96, 164 lnc. 2° y 222 de la Constitución, que garantizan la 
pureza de la Constitución; 
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11. Que la acción de inconstitucionalidad de las leyes, 
decretos y reglamentos en su forma y contenido, de un 

modo general y obligatorio, aún no ha sido especialmente 
legislada por lo que es conveniente hacerlo; 

111. Que la acción de amparo constitucional, la cual tie­
ne más de setenta años de proteger los derechos indivi­
duales en El Salvador, precisa ser mejorada tanto en su 
forma como en su fondo a fin de que esté en concordan­
cia con las exigencias actuales de la sociedad salvadore­
ña y pueda dar una mayor protección a los derechos que 
la Constitución otorga a la persona; 

IV. Que para que sean llenadas ampliamente las fina­
lidades a que se refiere el Considerando 1, es necesario 
que esta ley contenga el habeas corpus; 

POR TANTO, 

en uso de facultades constitucionales, a iniciativa con­
junta del señor Presidente de la República, por medio del 
Ministro de Justicia, y de la Corte Suprema de Justicia, 

Decreta 

la siguiente 

LEY DE PROCEDIMIENTOS CONSTITUCIONALES 

TÍTULO 1 
PRINCIPIOS GENERALES Y JURISDICCIÓN 

Artículo 1. Son procedimientos constitucionales, los 
siguientes: 
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1) El de inconstitucionalidad de las leyes, decretos y 
reglamentos; 

2) El amparo; y 

3) El de exhibición de la persona. 

Articulo 2. Cualquier ciudadano puede pedir a la Sala 
de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, que 
declare la inconstitucionalidad de las leyes, decretos y 
reglamentos en su forma y contenido, de un modo general 
y obligatorio. 

Corresponde la sustanciación del proceso al Presiden­
te de la Sala. 

Articulo 3. Toda persona puede pedir amparo ante la 
Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 
por violación de los derechos que le otorga la Constitu­
ción. 

Artículo 4. Cuando la violación del derecho consista 
en restricción ilegal de la libertad individual, cometida por 
cualquier autoridad o individuo, la persona agraviada tiene 
derecho al "habeas corpus" ante la Sala de lo Constitucio­
nal de la Corte Suprema de Justicia o ante las Cámaras 
de Segunda Instancia que no residan en la capital. 

Articulo 5. Iniciado cualquiera de los procesos consti­
tucionales, no será necesaria la solicitud de las partes 
para su continuación, debiendo el Tribunal 
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pronunciar de oficio todas las resoluciones hasta la sen­
tencia. 

Los plazos que señala esta ley comprenderán única­
mente los días hábiles; serán perentorios e improrroga­
bles; y, transcurrido cualquiera de ellos para 

una audiencia o traslado, sin que se haga uso de los 
mismos, se pronunciará la resolución que corresponda, 
procediendo de oficio al apremio, si fuere necesaria la 
devolución del expediente. 

TÍTULO 11 
PROCESOS DE INCONSTITUCIONALIDAD 

Artículo 6. La demanda de inconstitucionalidad deberá 
presentarse por escrito ante la Sala de lo Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia, y contendrá. 

1) El nombre, profesión u oficio y domicilio del peti­
cionario; 

2) La ley, el decreto o el reglamento que se estime 
inconstitucional, citado el número y fecha del Diario Oficial 
en que se hubiere publicado, o acompañando el ejemplar 
de otro periódico, sino se hubiere usado aquél para su 
publicación; 

3) Los motivos en que se haga descansar la incons­
titucionalidad expresada, citando los artículos pertinentes 
de la Constitución; 

4) La petición de la declaratoria de 
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inconstitucionalidad de la ley, decreto o reglamento; y 
5) El lugar y fecha de la demanda, y firma del peti­

cionario o de quien lo hiciere a su ruego. 
Con la demanda deberán presentarse los documentos 

que justifiquen la ciudadanía del peticionario. 

Articulo 7. Presentada la demanda con los requisitos 
mencionados se pedirá informe detallado a la autoridad 
que haya emitido la disposición considerada inconstitucio­
nal, la que deberá rendirlo en el término de diez días, 
aCompañando a su informe cuando lo crea necesario, las 
certificaciones de actas, discusiones, antecedentes y de­
más comprobantes que fundamenten su actuación. 

Artículo B. De la demanda o informe se correrá trasla­
do por un término prudencial que no exceda de noventa 
días, al Fiscal General de la República, quien estará obli­
gado a evacuarlo dentro del plazo que se le señale. 

Artículo 9. Evacuado el traslado por el Fiscal y practi­
cadas las diligencias que se estimaren necesarias, se 
pronunciará sentencia. 

Artículo 10. La sentencia definitiva no admitirá ningún 
recurso y será obligatoria de un modo general para los 
órganos del Estado, para sus funcionarios y autoridades y 
para toda persona natural o jurídica. 

Si en la sentencia se declarare que en la ley, decreto 
o reglamento no existe la inconstitucionalidad alegada 
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ningún Juez o funcionario podrá negarse a acatarla, am­
parándose en las facultades que conceden los arts. 185 y 
235 de la Constitución. 

Artículo 11. La sentencia definitiva se publicará en el 
Diario Oficial dentro de los quince dias subsiguientes al de 
su pronunciamiento, para lo cual se remitirá copia de la 
referida sentencia al Director de dicho periódico, y si este 
funcionario no cumpliere, la Corte ordenará que se publi­
que en uno de los diarios de mayor circulación de la capi­
tal de la República, sin pe~uicio de la responsabilidad en 
que haya incurrido. 

TÍTULO 111 
PROCESO DE AMPARO 

CAPÍTULO 1 
DEMANDA 

Artículo 12. Toda persona puede pedir amparo ante la 
Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 
por violación de los derechos que le otorga la Constitu­
ción. 

La acción de amparo procede contra toda clase de 
acciones u omisiones de cualquier autoridad, funcionario 
del Estado o de sus órganos descentralizados y de las 
sentencias definitivas pronunciadas por la Sala de lo 

Contencioso Administrativo que violen aquellos derechos 
u obstaculicen su ejercicio. Cuando el agraviado fuere el 
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Estado, la Sala de lo Constitucional tendrá obligación de 
mandar a suspender el acto reclamado. 

La acción de amparo únicamente podrá incoarse 
cuando el acto contra el que se reclama no puede subsa­
narse dentro del respectivo procedimiento mediante otros 
recursos. 

Si el amparo solicitado se fundare en detención ilegal 
o restricción de la libertad personal de un modo indebido, 
se observará lo que dispone el Titulo IV de la presente 
ley. 

Artículo 13. El juicio de amparo es improcedente en 
asuntos judiciales puramente civiles, comerciales o labo­
rales, y respecto de sentencias definitivas ejecutoriadas 
en materia penal. 

Artículo 14. La demanda de amparo podrá presentar­
se por la persona agraviada, por si o por su representante 
legal o su mandatario, por escrito y deberá expresar. 

1) El nombre, edad, profesión u oficio y domicilio del 
demandante y, en su caso, los de quién gestiona por él. Si 
el demandante fuere una persona jurídica, además de las 
referencias personales del apoderado, se expresará el 
nombre, naturaleza y domicilio de la entidad; 

2) La autoridad o funcionario demandado. 
3) El acto contra el que se reclama; 

4) El derecho protegido por la Constitución que se 
considere violado u obstaculizado en su ejercicio; 
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5) Relación de las acciones u omisiones en que con­
siste la violación; 

6) Las referencias personales del tercero a quien 
benefició el acto reclamado, caso de que lo haya; y, 

7) El lugar y fecha del escrito y firma del demandan­
te o de quien lo hiciere a su ruego: 

Con la demanda y con todo otro escrito que las partes 
presenten durante el curso del juicio, se acompañará una 
copia firmada de los mismos. La Sala formará con tales 
duplicados y con las copias de las actuaciones y resolu­
ciones que provea, una pieza por separado, la cual tendrá 
igual valor que los originales en los casos de extravío o 
pérdida del respectivo proceso. 

Artículo 15. La demanda se presentará en la Secreta­
ria de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia, pero las personas que tuviesen su domicilio fuera 
de la sede del Tribunal, también podrán presentarla ante 
un Juez de primera Instancia, quién identificará al deman­
dante y hará constar esta circunstancia al pie del escrito 
de demanda en la nota en que se exprese el día y hora de 
su presentación. Esta nota será firmada por el Juez y el 
Secretario, y sellada, se remitirá la demanda por correo 
certificado a la Secretaria de la Sala de lo Constitucional 
mencionada, en el mismo día o a más tardar, en el si­
guiente de haberse recibido. 

Artículo 16. Son partes en el juicio de amparo: 
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1) La persona agraviada que promueve el juicio; y, 
2) La autoridad contra quien se interpone la deman­

da. 
Podra también mostrarse parte en el juicio el tercero a 

quien beneficie la ejecución del acto reclamado, y tomará 
el proceso en el estado en que lo encuentre, sin poder 
hacerlo retroceder por ningún motivo. 

Artículo 17. El Ministerio Público inteNendrá en el jui­
cio en defensa de la constitucionalidad. 

Artículo 18. Recibida la demanda, la Sala la admitirá si 
se hubiere llenado los requisitos que exige el Artículo 14. 
En caso contrario, prevendrá al demandante que lo haga 
dentro del plazo de tres días contados a partir del día si­
guiente de la notificación. La falta de aclaración o de co­
rrección oportuna, producirá la declaratoria de inadmisibi­
lidad de la demanda. 

CAPITULO 11 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO 

Artículo 19. Al admitir la demanda, la Sala en el mismo 
auto, resolverá sobre la suspensión del acto contra el que 
se reclama, aún cuando el peticionario no la hubiere soli­
citado. 

En todo caso, la suspensión sólo procede respecto de 
actos que produzcan o puedan producir efectos positivos. 

Artículo 20. Será procedente ordenar la suspensión 
provisional inmediata del acto reclamado cuando su eje-
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cución pueda producir un daño irreparable o de difícil re­
paración por la sentencia definitiva. 

Artículo 21. Ordenada o no la suspensión provisional 
inmediata, se pedirá informe a la autoridad o funcionario 
demandado, quien deberá rendirlo dentro de veinticuatro 
horas. 

Artículo 22. En el informe, la autoridad se concretará a 
expresar si son ciertos o no los hechos que se atribuyen. 

La falta de informe dentro del término legal, hará pre­
sumir la existencia del acto reclamado para los efectos de 
la suspensión, y se impondrá al funcionario desobediente 
una multa de diez a cien colones a juicio prudencial de la 
Sala. 

Artículo 23. Recibido el informe o transcurrido el plazo 
sin que el demandado lo rindiere, se mandará oir en la 
siguiente audiencia al Fiscal de la Corte. 

Con la contestación del Fiscal o sin ella, la Sala resol­
verá sobre la suspensión, decretándola, declarándola sin 
lugar o, en su caso, confirmando o revocando la provisio­
nal si se hubiere decretado. 

Artículo 24. Siempre que se ordenare la suspensión, 
se notificará inmediatamente a la autoridad o funcionario 
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demandado, y si no la cumple, se procederá en la forma 
indicada en los arts. 36 y 37. 

Para ordenar la suspensión podrá usarse la vía tele­
gráfica con aviso de recepción; el informe se pedirá 
acompañándose copia fotostática del escrito de demanda. 

La autoridad demandada podrá rendir su informe, en 
el incidente de suspensión por la vía telegráfica. 

Artículo 25. La resolución que deniegue la suspensión 
del acto no causa estado y podrá revocarse en cualquier 
estado del juicio, siempre que la Sala lo estime proceden­
te. 

CAPITULO 111 
PROCEDIMIENTO 

Artículo 26. Resuelta la suspensión, se pedirá nuevo 
informe a la autoridad o funcionario demandado, quien 
deberá rendirlo detalladamente dentro de tercero día más 
el término de la distancia, haciendo una relación pormeno­
rizada de los hechos, con las justificaciones que estime 
convenientes y certificando únicamente los pasajes en 
que apoye la legalidad del acto. 

Artículo 27. Transcurrido el plazo, con o sin el informe 
de la autoridad o funcionario demandado, se dará traslado 
al Fiscal de la Corte, y luego al actor y al tercero que 
hubiese comparecido, por tres días a cada uno, para que 
aleguen lo conducente. 
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Artículo 28. Si fueren varios los terceros, no se les da­
rá traslado, sino audiencia común por tres días, previnién­
doseles que, en la misma nombren procurador común o 
designe uno de ellos para que los represente. Si no lo 
hicieren, el Tribunal designará entre ellos al que deba re­
presentarlos. 

Artículo 29. Concluidos los términos de los traslados y 
audiencia en su caso, se abrirá el juicio a pruebas por 
ocho días, si fuera necesario. 

Si la prueba hubiere de recibirse fuera de la capital y 
consistiere en la inspección, de testigos o de peritos, se 
concederá además el término de la distancia y la Sala 
podrá remitir originales los autos, por correo certificado, al 
Juez de Primera Instancia de la respectiva jurisdicción 
territorial, para que las reciba con las formalidades lega­
les, o librará las provisiones que creyere convenientes. 

Se prohiben las compulsas salvo el caso del Art. 83. 
En ningún caso podrá pedirse posiciones a la autoridad o 
funcionario demandado. 

Artículo 30. Concluida la prueba se dará traslado al 
Fiscal y a las partes por el término de tres dias a cada 
uno, para que formulen y presenten sus respectivos ale­
gatos escritos. Si fuesen varios los terceros, tendrá lugar 
lo previsto en el art. 28. 
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CAPÍTULO IV 
SOBRESEIMIENTO 

Artículo 31. El juicio de amparo terminará por sobre­
seimiento en los casos siguientes: 

1) Por desistimiento del actor, sin que sea necesaria 
la aceptación del demandado; 

2) Por expresa conformidad del agraviado con el ac­
to reclamado; 

3) Por advertir el Tribunal que la demanda se admitió 
en contravención con los Arios. 12, 13 y 14 siempre que 
no se tratare de un error de derecho. 

4) Por no rendirse prueba sobre la existencia del ac­
to reclamado, cuando aquella fuere necesaria; 

5) Por haber cesado los efectos del acto; y 
6) Por fallecimiento del agraviado si el acto reclama­

do afectare únicamente a su persona. 

CAPÍTULO V 
SENTENCIA Y EJECUCIÓN 

Artículo 32. Devueltos los traslados y transcurrida la 
audiencia de que tratan los arts. 27 y 30, se pronunciará 
la sentencia. 

Artículo 33. En la sentencia se relacionarán los 
hechos y cuestiones jurídicas que se controviertan, dando 
las razones y fundamentos legales que se estimen 

263 



ALLAN R. BREWfRcCARiAS 

procedentes y citando las leyes y dictámenes que se con­
sideren aplicables. La Sala podrá omitir la relación de la 
prueba y los alegatos de las partes, pero hará la aprecia­
ción jurídica de la prueba en caso necesario. 

Artículo 34. Pronunciada la sentencia definitiva se co­
municará a la autoridad o funcionario demandado, a quien 
se transcribirá, en caso necesario, la sentencia y se notifi­
cará a las otras partes. 

Artículo 35. En la sentencia que concede el amparo, 
se ordenará a la autoridad demandada que las cosas 
vuelvan al estado en que se encontraban antes del acto 
reclamado. Si éste se hubiere ejecutado en todo o en par­
te, de un modo irremediable, habrá lugar a la acción civil 
de indemnización por daños y perjuicios contra el respon­
sable personalmente y en forma subsidiaria contra el Es­
tado. 

Cuando el amparo sea procedente porque un funcio­
nario o autoridad obstaculice en cualquier forma, con sus 
actos, dilaciones u omisiones el ejercicio de un derecho 
que otorga la Constitución, la sentencia determinará la 
actuación que deberá seguir la autoridad o el funcionario 
responsable, quien estará obligado a dictar sus providen­
cias en el sentido indicado, y si no lo hace dentro del pla­
zo que se le señale, incurrirá en el delito de desobedien­
cia y el Tribunal lo mandará procesar. 

La sentencia contendrá, además, la condena en las 
costas, daños y perjuicios del funcionario que en su infor­
me hubiere negado la existencia del acto reclamado, 
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o hubiese omitido dicho informe o falseado los hechos en 
el mismo. Esta parte de la sentencia se ejecutará confor­
me al procedimiento común. 

Si la sentencia deniega el amparo o se estuviere en el 
caso del N' 4 del art. 31, se condenará en las costas, da­
ños y perjuicios al demandante; también se condenará en 
costas, daños y perjuicios al tercero que sucumbiere en 
sus pretensiones. 

El funcionario demandado deberá proceder al cumpli­
miento de la sentencia dentro de las veinticuatro horas de 
haber sido comunicada, o dentro del plazo que el Tribunal 
señale. 

Articulo 36. Si la autoridad demandada no procede al 
cumplimiento de la sentencia que concede al amparo de­
ntro del término indicado, la sala requerirá al Superior in­
mediato si lo tuviere, en nombre de la República, para que 
la haga cumplir, o hará dicho requerimiento directamente 
a la autoridad renuente en caso de no tener superior; to­
do, sin perjuicio de que la Sala comunique el hecho a la 
Corte Suprema de Justicia para los efectos consiguientes. 

Articulo 37. Si a pesar del requerimiento la sentencia 
no se cumpliere en su totalidad, la Corte Suprema de Jus­
ticia la hará cumplir coactivamente, solicitando los medios 
materiales necesarios al Órgano Ejecutivo y mandará pro­
cesar al desobediente, quien quedará desde ese momen­
to, suspenso en sus funciones, aplicándose en su caso lo 
dispuesto en el artículo 237 de la Constitución. 
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TÍTULO IV 
HABEAS CORPUS 

CAPÍTULO 1 
NATURALEZA Y OBJETO DEL RECURSO 

Artículo 38. Siempre que la ley no provea especial­
mente lo contrario, todos tienen derecho a disponer de su 
persona, sin sujeción a otro. 

Cuando este derecho ha sido lesionado, deteniéndose 
a la persona contra su voluntad dentro de ciertos límites 
ya sea por amenazas, por temor de daño, apremio u otros 
obstáculos materiales, debe entenderse que la persona 
está reducida a prisión y en custodia de la autoridad o del 
particular que ejerce la detención. 

Una persona tiene bajo su custodia a otra, cuando no 
la confine dentro de ciertos limites territoriales por fuerza 
o amenazas, dirige sus movimientos y la obliga contra su 
voluntad a ir o permanecer donde aquélla dispone. 

Artículo 39. Cuando no exista tal detención dentro de 
ciertos límites, pero se pretende y se ejerce autoridad con 
un dominio general sobre las acciones de la persona, co­
ntra su consentimiento, entonces se dice que ésta se halla 
bajo la restricción del sujeto que ejerce tal poder. 

Artículo 40. En todos los casos, sean cuales fueren, 
en que exista prisión, encierro, custodia o restricción que 
no esté autorizado por la ley, o que sea ejercido de un 
modo o en un grado no autorizado por la misma, la parte 
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agraviada tiene derecho a ser protegida por el auto de 
exhibición de la persona. 

Artículo 41. El auto de exhibición personal puede pe­
dirse por escrito presentado directamente en la Secretaría 
de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia o a la Secretaria de cualquiera de las Cámaras de 
Segunda Instancia que no residan en la capital o por carta 
o telegrama, por aquél cuya libertad esté indebidamente 
restringida o por cualquiera otra persona. La petición debe 
expresar, si fuere posible, la especie de encierro, prisión o 
restricción que sufre el agraviado; el lugar en que lo pade­
ce y la persona bajo cuya custodia está solicitándose que 
se decrete el auto de exhibición personal y jurando que lo 
expresado es verdad. 

Artículo 42. El auto de exhibición personal deberá de­
cretarse de oficio cuando hubiere motivos para suponer 
que alguien estuviese con su libertad ilegalmente restrin­
gida. 

Artículo 43. El Tribunal cometerá el cumplimiento del 
auto de exhibición a la autoridad o persona que sea de su 
confianza, del lugar en que debe cumplirse o seis leguas 
de contorno, con tal de que sepa leer y escribir, tenga 
veintiún años cumplidos de edad y esté en el ejercicio de 
los derechos de ciudadanía. 

Ninguna persona puede excusarse de servir el cargo 
de Juez Ejecutor por pretexto ni motivo alguno, excepto el 
caso de imposibilidad física legalmente comprobada, a 
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juicio del Tribunal, o por alguna de las causales enu­
meradas en el art. 320 y 321 Pr. Pn. 

Artículo 44. El auto de exhibición se contrae a que el 
Juez Ejecutor haga que se le exhiba la persona del favo­
recido, por el Juez, autoridad o particular bajo cuya custo­
dia se encuentre y que se le manifieste el proceso o la 
razón por qué está reducida a prisión, encierro o restric­
ción. Si no se sabe quién sea la persona cuya libertad 
esta restringida, se expresará en el auto que debe ex­
hibirse la que sea. Si se tiene noticia de la persona que 
padece, pero se ignora la autoridad o el particular bajo 
cuya custodia esté, se expresará en el auto que cualquie­
ra que sea ésta presente a la persona a cuyo favor se ex­
pide. 

Artículo 45. El Ejecutor, acompañado del Secretario 
que nombre intimará el auto a la persona o autoridad bajo 
cuya custodia esté el favorecido, en el acto mismo de re­
cibirlo si se hallare en el lugar, o dentro de veinticuatro 
horas si estuviese fuera. 

Artículo 46. El particular o autoridad bajo cuya custo­
dia o restricción se encuentre el favorecido, deberá ex­
hibirlo inmediatamente al Ejecutor, presentando la causa 
respectiva, o dando la razón por qué se le tiene en deten­
ción o restricción, si no lo hubiere. El Juez Ejecutor hará 
constar en la notificación del auto lo que aquélla conteste, 
diligencia que será firmada por la misma, si supiere, y por 
el Ejecutor y Secretario. 
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CAPÍTULO 11 
DEL PROCEDIMIENTO 

Artículo 47. Si el que tiene bajo su custodia al favoreci­
do fuere una persona particular que proceda sin autoriza­
ción, el Ejecutor proveerá: póngase en libertad a N (nom­
bre del favorecido), que se haya en custodia ilegal de N 
(nombre de la persona particular). Aquel será puesto en el 
acto en libertad sin necesidad de fianza y se retornará el 
auto a la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia o a la Cámara de que se trate, con informe. El 
Tribunal mandará a acusar recibo y juzgar al culpable de 
la detención ilegal. 

Artículo 48. Si el particular procediere en virtud de la 
facultad concedida en el Art. 242 Pr. Pn. por tratarse de 
un culpable aprehendido infraganti, sea que hubiese o no 
transcurrido las veinticuatro horas que en dicho artículo se 
señalan y se tratare de un delito o falta de los que dan 
lugar a procedimiento de oficio, el Ejecutor proveerá 
"Póngase a N. a disposición del Juez (el que sea compe­
tente) y retórnese el auto con informe. 

Si el que tiene bajo su custodia o restricción al favore­
cido fuese una autoridad distinta de la que debe juzgarlo, 
en uso de la facultad concedida en el art. 243 Pr. Pn. el 
Ejecutor procederá de la manera indicada en el inciso an­
terior. 

En cualesquiera de los casos de este artículo, si se 
tratare de delito o falta de los que no dan lugar a procedi­
miento de oficio, y la iniciativa de la parte 
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agraviada para perseguir el delito privado no se hubiese 
producido en la forma determinada por la ley, el Juez Eje­
cutor proveerá: "Póngase en libertad a N. que se halla en 
custodia ilegal y retórnese el auto con informe". 

Artículo 49. Si el que tiene a otro bajo su custodia fue­
re padre, guardador o persona a quien corresponda el 
derecho de corrección doméstica, y se hubiese excedido 
notablemente en los limites de ella, el Ejecutor proveerá 
así: "habiéndose excedido del poder doméstico correccio­
nal N., quién tiene bajo su custodia a N., póngase a éste 
en libertad". En lo demás se procederá como se previene 
en el art. 48. 

Artículo 50. Si el que tiene bajo su custodia a otro fue­
re autoridad competente y no hubiese transcurrido el tér­
mino de inquirir, el Ejecutor se abstendrá de pronunciar 
resolución, y aquella autoridad continuará conociendo del 
proceso hasta que transcurra dicho término, y transcurrido 
éste, el Ejecutor procederá como se indica en los tres ar­
tículos siguientes. 

Artículo 51. Si la autoridad fuese competente y no se 
hubiere comenzado el procedimiento, transcurrido el tér­
mino de ley para inquirir, el Ejecutor proveerá: "No 
habiéndose comenzado el procedimiento contra N., dentro 
del plazo legal, póngase en libertad". 
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Artículo 52. Si ya se hubiese comenzado el procedi­
miento, pero sin que se hubiere proveído el auto de de­
tención dentro del término legal, y las pruebas de la causa 
no dieren mérito para dictarlo, el Ejecutor proveerá: "No 
habiéndose proveído el auto de detención contra N., en el 
término que previene la ley, y no suministrado la causa el 
mérito suficiente para proveerlo, póngase el detenido en 
libertad". 

En el caso del inciso anterior si hubiere mérito para 
dictar el auto de detención, el Ejecutor resolverá: "No 
habiéndose proveido el auto de detención contra N., pero 
habiendo mérito para ello, permanezca en la detención en 
que se halla". 

Artículo 53. Si ya estuviese dictado el auto de deten­
ción, pero sin fundamento legal, el Ejecutor proveerá: "No 
habiendo fundamento legal para la detención, procede la 
libertad del favorecido N., y retórnese el auto con infor­
me". 

Artículo 54. Si el juez o cualquiera otra autoridad com­
petente proceden con arreglo a la ley, el Ejecutor provee­
rá: "Continúese la causa según su estado y retórnese el 
auto con informe". 

Artículo 55. Si el que se halla bajo la custodia de otro 
lo estuviere por sentencia ejecutoriada, el Ejecutor pro­
veerá: "Continúe N., bajo la custodia de N., por el término 
de ley y retórnese el auto con informe". 
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Artículo 56. Si el caso del artículo anterior el rematado 
ya hubiese cumplido su condena, el Ejecutor proveerá: 
"Habiendo N., rematado, que se halla bajo la custodia de 
N., cumplida su condena, procede su libertad". 

Artículo 57. Sí el detenido, preso o rematado fuese 
molestado con más prisiones o restricciones que las per­
mitidas por la ley, o incomunicado contra lo que ella pre­
viene, decretará el Ejecutor: "N., que se halla bajo la cus­
todia de N., no será molestado con tal prisión o restricción 
(la que sea ilegal)"; se la quitará efectivamente y retornará 
el auto con informe. 

Artículo 58. Cuando el favorecido con el auto de ex­
hibición estuviere solamente bajo la restricción de otro, el 
Ejecutor proveerá: "Retórnese el auto con informe", si la 
restricción fuere legal; y siendo ilegal decretará: "Cese la 
restricción ejercida por N., en la persona de N.". 

Artículo 59. Siempre que apareciere por la declaración 
jurada de un testigo fidedigno o por cualquiera otra prueba 
semiplena, recogida por el Tribunal competente, o por el 
Juez Ejecutor comisionado, que alguno está detenido en 
prisión, o se halla en custodia ilegal y hay motivos funda­
dos para creer que será extrañado o sufrirá un daño irre­
parable, o se le oculta, antes de que pueda ser socorrido 
en el curso ordinario de la ley, o siempre que un acto de 
exhibición de la persona haya sido desobedecido, el Tri­
bunal competente dictará una orden para que el Ejecutor 
a quien se someta, se apodere del reducido a 
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prisión o puesto en restricción y lo traslade a otro sitio de 
detención a la orden del Tribunal que hubiere ordenado la 
exhibición y luego lo presentará al mismo Tribunal, el cual 
ordenará inmediatamente lo que corresponda para prote­
ger a la persona favorecida con arreglo a la ley. 

Artículo 60. Si la persona o autoridad ya no tiene bajo 
su custodia o restricción al favorecido, pero lo ha tenido y 
lo ha trasladado a otro lugar, o a la orden de otra persona 
o autoridad, o ha sido extrañado del territorio de la Repú­
blica, también deberá darle razón al Ejecutor de tales cir­
cunstancias y mencionarle el lugar donde se encuentre el 
detenido, si lo supiere. En la misma obligación estará la 
persona o la autoridad en el caso del Art. 59. 

Artículo 61. Caso de desobediencia, el Ejecutor pro­
veerá: "Negándose N., al cumplimiento del auto de exhibi­
ción, vuelva al Tribunal comitente con informe". Este Tri­
bunal pedirá el auxilio de la fuerza armada y la pondrá a 
disposición del Ejecutor para que se apodere del favoreci­
do, donde quiera que se encuentre en el territorio de la 
República y de su proceso si lo hubiere, y aprehenda 
además a la persona o autoridad que se haya negado a 
obedecer, resuelva lo conveniente sobre la libertad del 
favorecido, o su traslado a otro lugar de detención, a la 
orden de la autoridad competente, deje en arresto al des­
obediente, y de cuenta con todo al Tribunal 
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competente, para que se siga el enjuiciamiento criminal 
respectivo. 

Cuando se tratare de alguno de los funcionarios que 
mencionan los arts. 236 y 238 de la Constitución, el Eje­
cutor sólo se apoderará de la persona del favorecido, sin 
aprehender a dicha autoridad y retornará el auto con in­
forme, para que el Tribunal a su vez, lo ponga en conoci­
miento de la Corte Suprema de Justicia, la cual procederá 
conforme se indica en el inciso siguiente, en lo que fuere 
procedente. 

Si fuere alguno de los funcionarios dichos en el inciso 
anterior, quien se negare a obedecer al auto de exhibi­
ción, y puesto dicho auto en conocimiento de la Corte Su­
prema de Justicia, ésta pedirá oficialmente al Presidente 
de la República o al superior jerárquico respectivo si lo 
hubiere, que ponga inmediatamente en libertad al favore­
cido, o a la disposición de la autoridad competente para 
que lo juzgue, y si su petición no fuere cumplida, la Corte 
remitirá sin dilación, certificación de las diligencias a la 
Asamblea Legislativa, para que inicie el procedimiento 
contra el Presidente de la República y el funcionario des­
obediente, o contra éste o el superior jerárquico respecti­
vo, si lo hubiere. 

En la misma forma se procederá, en lo que fuere per­
tinente, cuando el Presidente de la República o cualquier 
otro funcionario negare el auxilio de la fuerza armada, pa­
ra que el Ejecutor cumpla su encargo. 
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Artículo 62. Si la persona a cuyo favor se expediere un 
acto de exhibición personal hubiese muerto cuando éste 
se notifica, el Ejecutor proveerá: "Recíbase información 
sobre las circunstancias de la muerte del favorecido N., y 
con ella retórnese el auto". En seguida se recibirá decla­
ración a dos testigos fidedignos, por lo menos, con cita­
ción de la persona que tenia bajo su custodia al favoreci­
do y del pariente más cercano de éste, que se halle pre­
sente, y se remitirá lo actuado con informe. 

Si la muerte hubiere sido natural, el Tribunal mandará 
acusar recibo y archivar el expediente, pero si tuviese mo­
tivos para estimar que la muerte fue violenta, mandará 
instruir causa con arreglo a derecho y proceder contra los 
culpables. 

Artículo 63. La enumeración de los casos de exhibi­
ción mencionados en los artículos precedentes no es 
taxativa; y en cualquier otro caso distinto, en que la liber­
tad individual de una persona esté restringida, tal persona 
tiene el derecho de pedir el auto de exhibición, a ser pro­
tegida por el mismo y ser puesta en libertad cuando la 
expresada restricción sea ilegaL 

Artículo 64. El Juez Ejecutor se limitará a informar al 
Tribunal comitente, absteniéndose de dictar providencias 
sobre lo principal de la exhibición, siempre que hubiere 
proceso contra el favorecido, en los casos que siguen: 

1) Cuando se hubiese admitido un recurso ordinario 
y no hubiese sido resuelto todavía, si dicho recurso lo 
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hubiere interpuesto la parte reo, de resolución contempla­
da en algunos de los casos de los números 1°, 2° y 3° del 
art. 520 Pr. Pn., respectivamente, y 

2) Cuando conste en autos que ya se ha concedido 
otra exhibición a favor del reo por el mismo motivo. No se 
entenderá que la exhibición se ha pedido por el mismo 
motivo, aunque fuere en el mismo proceso, cuando la ex­
hibición se hubiese resuelto en diferentes fases del pro­
cedimiento criminal. 

Artículo 65. Si el Ejecutor, en cualquiera de los casos 
contemplados en los artículos precedentes, encontrare 
faltas graves en el proceso, al mismo tiempo que resuelva 
lo procedente sobre lo principal del auto de exhibición, 
concluirá: "Y retórnese el auto con informe de las irregula­
ridades notadas en la causa". El Tribunal, en vista del in­
forme y del proceso, que pedirá si lo juzgare necesario, 
mandará a subsanar las faltas y lo pondrá en conocimien­
to de la Corte Suprema de Justicia, la cual deducirá a la 
autoridad que las cometió la responsabilidad disciplinaria 
o criminal correspondiente. 
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CAPÍTULO 111 

RESOLUCIÓN 
Artículo 66. Dentro del quinto día de notificado el auto 

de exhibición a la persona o autoridad contra quien se 
dirija, debe el Ejecutor cumplir enteramente su encargo, si 
por tener que imponerse del proceso no pudiere hacerlo 
en el acto. 

Artículo 67. Los proveídos del Ejecutor se extenderán 
a continuación del auto de exhibición de la persona y se­
rán autorizados por el secretario que nombre. 

Artículo 68. Mientras el Ejecutor cumpla su encargo, 
estarán sometidos a su conocimiento privativo, el favore­
cido y su proceso; pero el Ejecutor no podrá ejercer más 
funciones que las necesarias para cumplir con el auto de 
exhibición, ni debe tomar otra injerencia en aquel proceso. 
Se exceptúa el caso previsto en la primera parte del artí­
culo 50. 

Artículo 69. Concluidas sus funciones el Ejecutor de­
volverá dicho proceso a la autoridad que conozca de él, 
con certificación de lo que hubiere resuelto. 

Artículo 70. Todo retorno de un auto de exhibición se­
rá acompañado de un informe suscinto y estrictamente 
arreglado al mérito del proceso o de los hechos. 
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Artículo 71. Devuelto el auto de exhibición por el Juez 
Ejecutor, la Sala o la Cámara resolverá dentro de los cin­
co dias siguientes al recibo de aquél, salvo que estimare 
necesario pedir el proceso si lo hubiere, lo que hará en la 
siguiente audiencia. 

En este caso, el Tribunal librará oficio a la autoridad 
respectiva para pedir el proceso, o usará la via telegráfica 
con aviso de recepción si la autoridad reside fuera del lugar 
donde aquél tiene su asiento. 

La autoridad requerida remitirá el proceso a la Sala o 
Cámara sin pérdida de tiempo, en el mismo dia en que 
reciba la orden de remisión. 

La Sala o Cámara resolverá dentro de los cinco dias 
siguientes de haber recibido el proceso. 

Artículo 72. Si la resolución fuese concediendo la li­
bertad del favorecido, librará inmediatamente orden al 
Juez de la causa, o a la autoridad que hubiese restringido 
la libertad de aquél, para que cumpla lo ordenado, sin per­
juicio de ordenar lo procedente conforme a la ley según el 
caso. 

Si la resolución fuese denegando la libertad del favo­
recido y hubiese sido pronunciada por una Cámara de 
Segunda Instancia, el favorecido o quien hubiese solicita­
do la exhibición, podrá interponer dentro de los cinco dias 
hábiles siguientes al de la notificación de aquélla, recurso 
de revisión para ante la Sala de lo Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia, la que lo resolverá con sólo la 
vista de los autos. Para este efecto, 
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la Cámara retendrá el proceso, si lo hubiere pedido, du­
rante el plazo indicado en este inciso. Si la Cámara dene­
gare la admisión del recurso, el interesado podrá recurrir 
de hecho, conforme a las reglas generales. 

Cualquiera que fuere la resolución de la Sala o Cáma­
ra la certificará a la autoridad respectiva para que la agre­
gue a los autos o la archive si no hubiere proceso. 

Artículo 73. Si el Juez no cumpliere la resolución de la 
Sala o de la Cámara, ésta la pondrá inmediatamente en 
conocimiento de la Corte Suprema de Justicia, y la Corte 
destituirá al inferior desobediente, ordenando su juzga­
miento. 

Si el funcionario desobediente perteneciere a cual­
quier otro Órgano del Gobierno, la Corte procederá como 
se dispone en el art. 61 de esta ley. 

CAPÍTULO IV 
RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS 

EN EL AUTO DE EXHIBICIÓN 

Artículo 74. No hay autoridad, tribunal, ni fuero alguno 
privilegiado en esta materia. En todo caso tendrá lugar el 
auto de exhibición de la persona como la primera garantía 
del individuo, cualquiera que sea su nacionalidad o el lu­
gar de su residencia. 
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Artículo 75. El auto de exhibición de la persona no pri­
va a las autoridades ni les limita las facultades que les 
concede. 

Artículo 76. El Tribunal que haya decretado el auto de 
exhibición personal, una vez concluida su tramitación, or­
denará el procesamiento de la persona o autoridad que 
hubiese tenido en detención, custodia o restricción al fa­
vorecido, siempre que apareciere que hubiese cometido 
delito y remitirá certificación de los mismos autos al Tribu­
nal competente si el propio no lo fuere, o al Órgano o au­
toridad correspondiente si fuese necesaria la declaración 
previa de que hay lugar a formación de causa. La orden 
de procesamiento o detención en el primer caso, o la re­
solución de que hay lugar a formación de causa en el se­
gundo, suspende al referido funcionario en el ejercicio de 
su cargo o de sus funciones, de conformidad con la ley. 

Artículo 77. Cualquier autoridad o persona contra 
quien, o a cuyo favor, se hubiere librado el auto de exhibi­
ción personal, puede reclamar ante la Sala o Cámara res­
pectiva sobre las faltas o irregularidades del Ejecutor en el 
desempeño de su cargo, sin perjuicio del cumplimiento de 
los proveidos de éste. En tal caso la Sala o Cámara pedi­
rá informe al Juez Ejecutor, quien deberá evacuarlo de­
ntro de tercero dia más el término de la distancia, y con lo 
que conteste o no, pasado dicho término, se recibirá la 
información a pruebas por ocho dias más el término de la 
distancia, si fuere necesario, y concluidos se resolverá lo 
conveniente. 
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Si el Ejecutor resultare culpable de algún delito, se le 
mandará juzgar con arreglo a derecho, o se le deducirán 
las responsabilidades civiles, o se le impondrán las medi­
das disciplinarias, si los hechos violatorios de la ley no 
constituyen delito. 

TÍTULO FINAL 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 78. En los procesos constitucionales se usará 
papel común. A las partes que intervengan no se les exigi­
rá fianza o caución alguna para iniciarlos, seguirlos o eje­
cutar las respectivas sentencias. 

Artículo 79. En los procesos constitucionales no se 
concederá el término de la distancia. La Sala de lo Consti­
tucional podrá notificar sus resoluciones, citar, solicitar 
informes y en general efectuar toda clase de acto de co­
municación procesal, utilizando cualquier medio técnico, 
sea electrónico, magnético o cualquier otro, que posibilite 
la constancia por escrito y ofrezca garantías de seguridad 
y conf1abilidad. 

Las entidades públicas, al rendir sus informes, debe­
rán identificar el medio técnico por el cual recibirán comu­
nicaciones, y los particulares podrán solicitar se les notifi­
que a través de tales medios. 

Todos los días y horas serán hábiles para llevar a ca­
bo actos procesales de comunicación por dichos medios 
de transmisión. Las resoluciones se tendrán por notifica­
das desde las ocho horas del día hábil siguiente a la re­
cepción de la comunicación. 
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Artículo 80. En los procesos de amparo y de exhibi­
ción de la persona, el Tribunal suplirá de oficio los errores 
u omisiones pertenecientes al derecho en que incurrieren 
las partes. 

Artículo 81. La sentencia definitiva en los dos proce­
sos mencionados en el artículo anterior produce los efec­
tos de cosa juzgada contra toda persona o funcionario, 
haya o no intervenido en el proceso, sólo en cuanto a que 
el acto reclamado es o no constitucional, o violatorio de 
preceptos constitucionales. Con todo, el contenido de la 
sentencia no constituye en sí declaración, reconocimiento 
o constitución de derechos privados subjetivos de los par­
ticulares o del Estado; en consecuencia la resolución dic­
tada no puede oponerse como excepción de cosa juzgada 
a ninguna acción que se ventile posteriormente ante los 
Tribunales de la República. 

Artículo 82. Todo funcionario o autoridad está en la 
obligación de ordenar dentro de tercero día que se extien­
dan las certificaciones que se les pidiere, siempre que en 
la solicitud se exprese que el objeto de la certificación es 
para que pueda surtir efecto en un proceso constitucional; 
y aún cuando la persona solicitare certificación de expe­
dientes, procesos o archivos relativos a ella misma, o a 
sus bienes, que por leyes especiales tengan carácter de 
secreto o reservado. 

El funcionario o autoridad, una vez extendida la certifi­
cación solicitada, la remitirá directamente y sin 
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dilación al Tribunal que esté conociendo en el proceso 
constitucional. 

Artículo 83. Si el funcionario o autoridad no ordenare 
dentro del término respectivo extender la certificación pe­
dida, o no la extendiere en un término prudencial que se 
le señale, incurrirá en una multa de veinticinco a cien co­
lones por cada infracción, y la parte respectiva hará mani­
festación en el proceso constitucional de aquella circuns­
tancia, pidiendo la compulsa correspondiente. 

El Tribunal en tal caso, ordenará la compulsa del pa­
saje del proceso o instrumento, cuya certificación hubiere 
sido denegada o retardada, aunque ya haya transcurrido 
el término probatorio, sin perjuicio de imponer la multa 
respectiva. 

Artículo 84. Todo funcionario que en el término legal 
no conteste un informe, traslado o audiencia, incurrirá en 
una multa de veinticinco a cien colones, a juicio prudencial 
del Tribunal. 

Artículo 85. El Tribunal que conozca del juicio impon­
drá las multas que menciona esta ley, oyendo en la si­
guiente audiencia al funcionario infractor y con la sola vis­
ta de los autos. Tales multas se cobrarán por el sistema 
de retención del sueldo, para lo cual el Tribunal librará 
orden al pagador respectivo a fin de que efectúe la reten­
ción e ingrese su monto al fondo general de la Nación. 
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Artículo 86. Fuera del caso contemplado en el inciso 
segundo del artículo 72 de esta Ley, la sentencia no admi­
te recurso alguno, quedando los funcionarios que las pro­
nuncien, sujetos a las responsabilidades correspondien­
tes. 

Artículo 87. Los procesos pendientes continuarán tra­
mítándose con arreglo a la presente ley, quedando válidos 
los actos procesales ya concluidos. Sí estuviere cono­
ciendo un Tribunal o Sala distinta de aquella cuya compe­
tencia señala esta ley, se pasará el proceso, con noticia 
de las partes, al Tribunal que corresponda. 

Artículo 88. Queda derogada la Ley de Amparo emití­
da por Decreto Legislativo N" 7 de fecha 25 de septiembre 
de 1950, publicado en el Diario Oficial del 9 de octubre del 
mismo año, asi como los Arts. 536 al 565, ambos inclusi­
ve, del Código de Instrucción Criminal, y cualquier otra 
disposición que se oponga a la presente ley. 

Artículo 89. El presente Decreto entrará en vigencia 
treinta días después de su publicación en el Diario OficiaL 

Dado en el Salón de sesiones de la Asamblea Legisla­
tiva; Palacio Nacional: San Salvador, a los catorce días 
del mes de enero de mil novecientos sesenta. 
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GUATEMALA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE 
GUATEMALA, 1989 (última reforma 1993); 

TITULO VI 
GARANTÍAS CONSTITUCIONES Y DEFENSA DEL OR­

DEN CONSTITUCIONAL 

CAPÍTULO 1 
EXHIBICIÓN PERSONAL 

Artículo 263.- Derecho a la exhibición personal. Quien 
se encuentre ilegalmente preso, detenido o cohibido de 
cualquier otro modo del goce de su libertad individual, 
amenazado de la pérdida de ella, o sufriere vejámenes, 
aun cuando su prisión o detención fuere fundada en ley, 
tiene derecho a pedir su inmediata exhibición ante los 
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tribunales de justicia, ya sea con el fin de que se le resti­
tuya o garantice su libertad, se hagan cesar los vejáme­
nes o termine la coacción a que estuviere sujeto. 

Si el tribunal decretare la libertad de la persona ile­
galmente recluida, ésta quedará libre en el mismo acto y 
lugar. 

Cuando así se solicite o el juez o tribunal lo juzgue 
pertinente, la exhibición reclamada se practicará en e lu­
gar donde se encuentre el detenido, sin previo aviso ni 
notificación. 

Es ineludible la exhibición personal del detenido en 
cuyo favor se hubiere solicitado. 

Artículo 264.- Responsabilidades de los infractores. 
Las autoridades que ordenen el ocultamiento del detenido 
o que se nieguen a presentarlo al tribunal respectivo, o 
que en cualquier forma burlen esta garantía, asi como los 
agentes ejecutores, incurrirán en el delito de plagio y se­
rán sancionados de conformidad con la ley. 

Si como resultado de las diligencias practicadas no se 
localiza a la persona a cuyo favor se interpuso la exhibi­
ción, el tribunal de oficio, ordenará inmediatamente la 
pesquisa del caso, hasta su total esclarecimiento. 
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CAPÍTULO 11 
AMPARO 

Artículo 265.- Procedencia del amparo. Se instituye el 
amparo con el fin de proteger a las personas contra las 
amenazas de violaciones a sus derechos o para restaurar 
el imperio de los mismos cuando la violación hubiere ocu­
rrido. No hay ámbito que no sea susceptible de amparo. y 
procederá siempre que los actos, resoluciones, disposi­
ciones o leyes de autoridad lleven implicitos una amena­
za, restricción o violación a los derechos que la Constitu­
ción y las leyes garantizan. 

LEY DE AMPARO, EXHIBICIÓN PERSONAL Y CONS­
TITUCIONALIDAD. DECRETO N" 1-86 

LA ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE 

Considerando: 

Que de conformidad con los principios en que se basa 
la organización democrática del Estado, deben existir me­
dios juridicos que garanticen el irrestricto respeto a los 
derechos inherentes al ser humano, a la libertad de su 
ejercicio y a las normas fundamentales que rigen la vida 
de la República de Guatemala, a fin de asegurar el régi­
men de derecho; 

Considerando: 

Que para tales propósitos debe emitirse una ley que 
desarrolle adecuadamente los principios en que se basa 
el amparo, como garantía contra la arbitrariedad; la 
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exhibición personal, como garantia de la libertad indivi­
dual; y la declaratoria de inconstitucionalidad de leyes y 
disposiciones generales, como garantia de la supremacia 
constitucional; 

POR TANTO, 

En uso de las facultades soberanas de que está inves-
tida, 

Decreta, Sanciona y Promulga: 
La siguiente: 
LEY DE AMPARO, EXHIBICIÓN PERSONAL Y DE 

CONSTITUCIONALIDAD 

TÍTULO ÚNICO 
PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL 

CAPÍTULO UNO 
NORMAS FUNDAMENTALES 

Y DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto de la Ley. La presente ley tiene por 
objeto desarrollar las garantias y defensas del orden 
constitucional y de los derechos inherentes a la persona 
protegidos por la Constitución Politica de la República de 
Guatemala, las leyes y los convenios internacionales rati­
ficados por Guatemala. 

Artículo 2. Interpretación extensiva de la ley. Las dis­
posiciones de esta ley se interpretarán siempre en 
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forma extensiva, a manera de procurar la adecuada pro­
tección de los derechos humanos y el funcionamiento efi­
caz de las garantías y defensas del orden constitucional. 

Artículo 3. Supremacía de la Constitución. La Consti­
tución prevalece sobre cualquier ley o tratado. No obstan­
te, en materia de derechos humanos, los tratados y con­
venciones aceptados y ratificados por Guatemala prevale­
ce sobre el derecho interno. 

Artículo 4. Derecho de defensa. La defensa de la per­
sona y sus derechos son inviolables. Nadie podrá ser 
condenado, ni privado de sus derechos, sin haber citado, 
oído y vencido en proceso legal ante juez o tribunal com­
petente y preestablecido. 

En todo procedimiento administrativo o judicial deben 
guardarse u observarse las garantías propias del debido 
proceso. 

Artículo 5. Principios procesales para la aplicación de 
esta ley. En cualesquiera procesos relativos a la justicia 
constitucional rigen los siguientes principios: 

a) Todos los días y horas son hábiles; 
b) Las actuaciones serán en papel simple, salvo lo 

que sobre reposición del mismo se resuelva en definitiva; 
e) Toda notificación deberá hacerse a más tardar al 

día siguiente de la fecha de la respectiva resolución, salvo 
el término de la distancia; 
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d) Los tribunales deberán tramitarlos y resolverlos 
con prioridad a los demás asuntos. 

Artículo 6. Impulso de oficio. En todo proceso relativo 
a la justicia constitucional sólo la iniciación del trámite es 
rogada. Todas las diligencias posteriores se impulsarán 
de oficio bajo la responsabilidad del tribunal respectivo, 
quien mandará se corrijan por quien corresponda, las de­
ficiencias de presentación y trámite que aparezcan en los 
procesos. 

Artículo 7. Aplicación supletoria de otras leyes. En to­
do lo previsto en esta ley se aplicarán supletoriamente las 
leyes comunes interpretadas en congruencia con el espiri­
tu de la Constitución. 

TÍTULO DOS 
AMPARO 

CAPÍTULO UNO 
PROCEDENCIA 

Artículo 8. Objeto del amparo. El amparo protege a las 
personas contra las amenazas de violaciones a sus dere­
chos o restaura el imperio de los mismos cuando la viola­
ción hubiere ocurrido. No hay ámbito que no sea suscep­
tible de amparo y procederá siempre que los actos, reso­
luciones, disposiciones o leyes de autoridad lleven implici­
tos una amenaza, restricción o violación a los derechos 
que la Constitución y las leyes garantizan. 
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Artículo 9. Sujetos pasivos del amparo. Podrá solici­
tarse amparo contra el Poder Público, incluyendo entida­
des descentralizadas o autónomas, las sostenidas con 
fondos del Estado creadas por ley o concesión o las que 
actúen por delegación de los órganos del Estado, en vir­
tud de contrato, concesión o conforme a otro régimen se­
mejante. Asimismo podrá solicitarse contra entidades a 
las que debe ingresarse por mandato legal y otras reco­
nocidas por ley, tales como partidos políticos, asociacio­
nes, sociedades, sindicatos, cooperativas y otras seme­
jantes. 

El amparo procederá contra las entidades a que se re­
fiere en este articulo cuando ocurrieren las situaciones 
previstas en el artículo siguiente o se trate de prevenir o 
evitar que se causen daños patrimoniales, profesionales o 
de cualquier naturaleza. 

Artículo 1 O. Procedencia del amparo. La procedencia 
del amparo se extiende a toda situación que sea suscep­
tible de un riesgo, una amenaza, restricción o violación a 
los derechos que la Constitución y las leyes de la Repú­
blica de Guatemala reconocen, ya sea que dicha situación 
provenga de personas y entidades de derecho público o 
entidades de derecho privado. 

Toda persona tiene derecho a pedir amparo, entre 
otros casos: 

a) Para que se le mantenga o restituya en el goce de 
los derechos y garantías que establece la Constitución o 
cualquiera otra ley; 
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b) Para que se declare en casos concretos que una 
ley, un reglamento, una resolución o acto de autoridad, no 
obligan al recurrente por contravenir o restringir cuales­
quiera de los derechos garantizados por la Constitución o 
reconocidos por cualquiera otra ley; 

e) Para que en casos concretos se declare que una 
disposición o resolución no meramente legislativa del 
Congreso de la República; no le es aplicable al recurrente 
por violar un derecho constitucional; 

d) Cuando la autoridad de cualquier jurisdicción dicte 
reglamento, acuerdo o resolución de cualquier naturaleza, 
con abuso de poder o excediéndose de sus facultades 
legales, o cuando carezca de ellas o bien las ejerza en 
forma tal que el agravio que se causare o pueda causarse 
no sea reparable por otro medio legal de defensa; 

e) Cuando en actuaciones administrativas se exijan 
al afectado el cumplimiento de requisitos, diligencias o 
actividades no razonables o ilegales, o cuando no hubiere 
medio o recurso de efecto suspensivo; 

f) Cuando las peticiones y trámites ante autoridades 
administrativas no sean resueltos en el término que la ley 
establece, o de no haber tal término, en el de treinta días, 
una vez agotado el procedimiento correspondiente; así 
como cuando las peticiones no sean admitidas para su 
trámite; 

g) En materia política, cuando se vulneren derechos 
reccnocidos por la ley o por los estatutos de las organiza­
ciones políticas. Sin embargo, en materia puramente elec­
toral, el análisis y examen del tribunal se concretará al 
aspecto jurídico, dando por sentadas las 
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cuestiones de hecho que se tuvieron por probadas en 
el recurso de revisión; 

h) En los asuntos de los órdenes judicial y adminis­
trativo, que tuvieren establecidos en la ley procedimientos 
y recursos, por cuyo medio puedan ventilarse adecuada­
mente de conformidad con el principio juridico del debido 
proceso, si después de haber hecho uso el interesado de 
los recursos establecidos por la ley, subsiste la amenaza, 
restricción o violación a los derechos que la Constitución y 
las leyes garantizan. 

Lo determinado en los incisos anteriores, no excluye 
cualesquiera otros casos, que no estando comprendidos 
en esa enumeración, sean susceptibles de amparo de 
conformidad con lo establecido por los articulas 265 de la 
Constitución y 8 de esta ley. 

CAPÍTULO DOS 
COMPETENCIA 

Artículo 11. Competencia de la Corte de Constituciona­
lidad. Corresponde a la Corte de Constitucionalidad, co­
nocer en única instancia, en calidad de Tribunal Extraor­
dinario de Amparo, en los amparos interpuestos en contra 
del Congreso de la República, la Corte Suprema de Justi­
cia, el Presidente y el Vicepresidente de la República. 

Artículo 12. Competencia de la Corte Suprema de Jus­
ticia. La Corte Suprema de Justicia conocerá de los ampa­
ros en contra de: 
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a) El Tribunal Supremo Electoral; 
b) Los Ministros de Estado o Viceministros cuando 

actúen como Encargados del Despacho; 
e) Las Salas de la Corte de Apelaciones, Cortes 

Marciales, Tribunales de Segunda Instancia de Cuentas y 
de lo Contencioso-Administrativo; 

d) El Procurador General de la Nación; 
e) El Procurador de los Derechos Humanos; 
f) La Junta Monetaria; 
g) Los Embajadores o Jefes de la Misión Diplomática 

guatemaltecos acreditados en el extranjero; y 
h) El Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Ru­

ral. 

Artículo 13. Competencia de la Corte de Apelaciones. 
Las Salas de la Corte de Apelaciones del orden común, 
en sus respectivas jurisdicciones, conocerán de los ampa­
ros que se interpongan contra: 

a) Los Viceministros de Estado y los Directores Ge­
nerales; 

b) Los funcionarios judiciales de cualquier fuero o 
ramo que conozcan en primera instancia; 

e) Los Alcaldes y Corporaciones Municipales de las 
cabeceras departamentales; d) El Jefe de la Contraloria 
General de Cuentas; 

e) Los gerentes, jefes o presidentes de las entidades 
descentralizadas o autónomas del Estado o sus cuerpos 
directivos, consejos o juntas rectoras de toda clase; 
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f) El Director General del Registro de Ciudadanos; 
g) Las asambleas generales y juntas directivas de 

los colegios profesionales; 
h) Las asambleas generales y órganos de dirección 

de los partidos politicos; 
i) Los cónsules o encargados de consulados gua­

temaltecos en el extranjero; 
j) Los consejos regionales o departamentales de 

desarrollo urbano y rural y los gobernadores. 

Artículo 14. Competencia de /os jueces de primera ins­
tancia. Los jueces de primera instancia del orden común, 
en sus respectivas jurisdicciones, conocerán de los ampa­
ros que se interpongan en contra de: 

a) Los administradores de rentas; 
b) Los jueces menores; 
e) Los jefes y demás empleados de policia; 
d) Los alcaldes y corporaciones municipales no 

comprendidos en el articulo anterior; 
e) Los demás funcionarios, autoridades y empleados 

de cualquier fuero o ramo no especificados en los articu­
las anteriores; 

f) Las entidades de derecho privado. 

Artículo 15. Competencia no establecida. La compe­
tencia establecida en los articulas anteriores se aplica 
cuando el amparo se interpone contra alguno de los indi­
viduos integrantes de los organismos y entidades 

295 



AUAN R._ BRIWER~CARfAS 

mencionados, siempre que actúen en función o por dele­
gación de éstos. 

Cuando la competencia no estuviere claramente esta­
blecida, la Corte de Constitucionalidad, determinará sin 
formar artículo, el tribunal que deba conocer. En este ca­
so, el tribunal ante el que se hubiere promovido el ampa­
ro, si dudare de su competencia, de oficio o a solicitud de 
parte, se dirigirá a la Corte de Constitucionalidad dentro 
de las cuatro horas siguientes a la interposición, indicando 
la autoridad impugnada y la duda de la competencia de 
ese tribunal. La Corte de Constitucionalidad resolverá de­
ntro de veinticuatro horas y comunicará lo resuelto en la 
forma más rápida. 

Lo actuado por el tribunal original conservará su vali­
dez. 

Artículo 16. Facultad de la Corte de Constitucíonalídad 
en materia de competencia. No obstante lo dispuesto en 
los artículos anteriores, la Corte de Constitucionalidad 
podrá modificar la competencia de los diversos tribunales 
mediante auto acordado que comunicará por medio de 
oficio circular, debiendo además, ordenar su publicación 
en el Diario Oficial. 

La competencia establecida en el artículo 11 de esta 
ley no podrá ser modificada. 

Artículo 17. Impedimentos, excusas y recusaciones. 
Cuando el tribunal ante el cual se pida amparo, tenga im­
pedimento legal o motivo de excusa, después de conce­
der la suspensión del acto, resolución o 
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procedimiento reclamado, si fuere procedente, dictará au­
to razonado con expresión de causa y pasará inmediata­
mente los autos al de igual categoría más próximo del 
orden común. Si se tratara de los miembros de un tribunal 
colegiado, se ordenará, en su caso, la suspensión del ac­
to y se llamará inmediatamente a los suplentes a efecto 
de que el tribunal quede integrado en la misma audiencia 
en que se presente el amparo. 

No obstante las reglas establecidas sobre competen­
cia, el amparo será admitido por el tribunal ante quien se 
haya presentado y sin demora lo remitirá al tribunal com­
petente. 

Artículo 18. Tramitación total del amparo. Si en un de­
partamento de la República hubiere más de un tribunal 
competente, el que conozca a prevención llevará a cabo 
la tramitación total del amparo. 

CAPÍTULO TRES 
INTERPOSICIÓN 

Artículo 19. Conclusión de recursos ordinarios. Para 
pedir amparo, salvo casos establecidos en esta ley, deben 
previamente agotarse los recursos ordinarios judiciales y 
administrativos, por cuyo medio se ventilan adecuada­
mente los asuntos de conformidad con el principio del de­
bido proceso. 
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Artículo 20. Plazo para la petición de amparo. La peti­
ción de amparo debe hacerse dentro del plazo de los 
treinta dias siguientes al de la última notificación al afec­
tado o de conocido por éste el hecho que a su juicio. le 
perjudica. "Sin embargo, durante el proceso electoral y 
únicamente en lo concerniente a esta materia, el plazo será 
de cinco días". 

(Adicionado por Decreto Número 36-90 del Congreso) 
El plazo anterior no rige cuando el amparo se pro­

mueva en contra del riesgo de aplicación de leyes o re­
glamentos inconstitucionales a casos cOncretos; así como 
ante la posibilidad manifiesta de que ocurran actos viola­
torios a los derechos del sujeto activo. 

Artículo 21. Requisitos de la petición. El amparo se 
pedirá por escrito, llenando los requisitos siguientes: 

a) Designación del tribunal ante el que se presenta; 
b) Indicación de los nombres y apellidos del solici­

tante o de la persona que lo represente; su edad, estado 
civil, nacionalidad, profesión u oficio, domicilio y lugar para 
recibir notificaciones. Si se gestiona por otra persona de­
berá acreditarse la representación; 

e) Cuando quien promueve el amparo sea una per­
sona juridica, deberán indicarse sucintamente los datos 
relativos a su existencia y personalidad jurídica; 

d) Especificación de la autoridad, funcionario, em­
pleado. persona o entidad contra quien se interpone el 
amparo; 

e) Relación de los hechos que motivan el amparo; 
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f) Indicación de las normas constitucionales de otra 
índole en que descansa la petición de amparo con las 
demás argumentaciones y planteamientos de derecho; 

g) Acompañar la documentación que se relacione 
con el caso, en original o en copias, o indicar el lugar en 
donde se encuentre y los nombres de las personas a 
quienes les consten los hechos y los lugares donde pue­
den ser citadas y precisar cualesquiera otras diligencias 
de carácter probatorio que conduzcan al esclarecimiento 
del caso; 

h) Lugar y fecha; 
i) Firmas del solicitante y del abogado colegiado ac­

tivo que lo patrocina, así como el sello de éste. Si el solici­
tante no sabe o no puede firmar lo hará por él otra perso­
na o el abogado que auxilia; 

j) Acompañar copia para cada una de las partes y 
una adicional para uso del tribunal. 

Artículo 22. Omisión de requisitos en la petición. 
Cuando la persona que solicita un amparo haya omitido el 
señalamiento de uno o más requisitos en la interposición 
o sea defectuosa la personería, el Tribunal que conozca 
del caso resolverá dándole trámite al amparo y ordenando 
al interponente cumplir con los requisitos faltantes dentro 
del término de tres días, pero, en lo posible, no suspende­
rá el trámite. Cuando el tribunal lo estime pertinente podrá 
agregarse a este término el de la distancia. 
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Artículo 23. Gestor judícial. Sólo los abogados cole­
giados y los parientes dentro de los grados de la ley, po­
drán actuar gestionando por el afectado y sin acreditar 
representación en forma cuando declaren que actúan por 
razones de urgencia, para la debida protección de los in­
tereses que les han sido encomendados. Antes de resol­
ver el amparo deberá acreditarse la representación que se 
ejercita, salvo casos de urgencia que el tribunal calificará. 

Artículo 24. Petícíón de amparo provisional. En el 
memorial de interposición del amparo podrá solicitarse la 
suspensión provisional de la disposición, acto, resolución 
o procedimiento reclamado. 

Artículo 25. Legítímación actíva del Mínísterío Públíco 
y del Procurador de los Derechos Humanos. El Ministerio 
Público y el Procurador de los Derechos Humanos, tienen 
legitimación activa para interponer amparo a efecto de 
proteger los intereses que les han sido encomendados. 

Artículo 26. Solícítud verbal. La persona notoriamente 
pobre o ignorante, el menor y el incapacitado, que no pu­
dieren actuar con auxilio profesional, podrán comparecer 
ante los tribunales en solicitud verbal de amparo, en cuyo 
caso se procederá a levantar acta acerca de los agravios 
denunciados, de la que de inmediato se remitirá copia al 
Procurador de los Derechos Humanos para que aconseje 
o, en su caso, patrocine al interesado. La negativa infun­
dada a levantar el acta y 
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remitir la copia a donde corresponda, otorga al reclamante 
la facultad de ocurrir verbalmente ante la Corte de Consti­
tucionalidad, la que resolverá de inmediato lo pertinente. 

CAPITULO CUATRO 
AMPARO PROVISIONAL 

Artículo 27. Amparo provisional. La suspensión provi­
sional del acto reclamando procede tanto de oficio como a 
instancia de parte. En cualquier caso el tribunal, en la pri­
mera resolución que dicte, aunque no hubiere sido pedi­
do, resolverá sobre la suspensión provisional del acto, 
resolución o procedimiento reclamados, cuando a su juicio 
las circunstancias lo hagan aconsejable. 

Artículo 28. Amparo provisional de oficio. Deberá de­
cretarse de oficio la suspensión provisional del acto, reso­
lución o procedimiento reclamado, entre otros, en los ca­
sos siguientes: 

a) Si del mantenimiento del acto o resolución resulta­
re peligro de privación de la vida del sujeto activo del am­
paro, riesgo a su integridad personal, daño grave o irrepa­
rable al mismo; 

b) Cuando se trate de acto o resolución cuya ejecu­
ción deje sin materia o haga inútil el amparo al hacer difí­
cil, gravosa o imposible la restitución de las cosas a su 
estado anterior; 

e) Cuando la autoridad o entidad contra la que inter­
ponga el amparo esté procediendo con notoria ilegalidad 
o falta de jurisdicción o competencia; y 
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d) Cuando se trate de actos que ninguna autoridad o 
persona pueda ejecutar legalmente. 

Artículo 29. Amparo provisional en cualquier estado 
del procedimiento. En cualquier estado del procedimiento. 
antes de dictar sentencia y a petición del interesado o de 
oficio, los tribunales de amparo tienen facultad para acor­
dar la suspensión provisional del acto, resolución o proce­
dimiento reclamado. 

Artículo 30. Revocación del amparo provisional. Asi­
mismo, en cualquier estado del procedimiento, antes de 
dictar sentencia y a petición de parte o de oficio, los tribu­
nales de amparo tienen facultad para revocar la suspen­
sión provisional del acto, resolución o procedimiento re­
clamados, cuando a su juicio el mantenimiento de la me­
dida no se justifique y siempre que no esté contemplado 
dentro de los casos de suspensión obligada. 

Articulo 31. Acta del estado que guardan los hechos y 
actos suspendidos. Cuando la singularidad del caso lo 
requiera, en el momento de comunicarle a la autoridad 
impugnada la suspensión del acto, se levantará acta en la 
que se hará constar detalladamente el estado que en ese 
momento guardan los hechos y actos que se suspenden y 
la prevención hecha de no modificarlos hasta que se re­
suelva en sentencia o lo ordene el tribunal. 
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Artículo 32. Encauzamiento por desobediencia. Si la 
persona a quien se haya notificado la suspensión, des­
obedece la orden judicial y sigue actuando, el tribunal que 
conozca del proceso ordenará inmediatamente su encau­
samiento, librándose para el efecto certificación de lo 
conducente para la iniciación del proceso penal que co­
rresponda. 

CAPÍTULO CINCO 
PROCEDIMIENTO 

Artículo 33. Trámite inmediato del amparo. Los jueces y 
tribunales están obligados a tramrtar los amparos el mis­
mo día en que les fueren presentados, mandando pedir 
los antecedentes o en su defecto informe circunstanciado 
a la persona, autoridad, funcionario o empleado contra el 
cual se haya pedido amparo, quienes deberán cumplir 
remitiendo los antecedentes o informando dentro del pe­
rentorio término de cuarenta y ocho horas, más el de la 
distancia, que fijará el tribunal en la misma resolución, a 
su prudente arbitrio. 

Sí dentro del indicado término no se hubiesen enviado 
los antecedentes o el informe, el tribunal que conozca del 
caso, deberá decretar la suspensión provisional del acto, 
resolución o procedimiento reclamado. 

Artículo 34. Interés de terceros en el amparo. Si la au­
toridad, persona impugnada o el solicitante de amparo 
tuviesen conocimiento de que alguna persona tiene inte­
rés directo en la subsistencia o suspensión del acto, 
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resolución o procedimiento, ya sea por ser parte en las 
diligencias o por tener alguna otra relación jurídica con la 
situación planteada, están obligadas a hacerlo saber al 
tribunal, indicando su nombre y dirección y en forma su­
cinta, la relación de tal interés. En este caso, el Tribunal 
de Amparo dará audiencia a dicha persona en la misma 
forma que al Ministerio Público, teniéndosela como parte. 

Artículo 35. Primera audiencia a los interesados y 
prueba. Recibidos los antecedentes o el informe, el tribu­
nal deberá confirmar o revocar la suspensión provisional 
decretada en el auto inicial del procedimiento. De estos 
antecedentes o del informe dará vista al solicitante, al Mi­
nisterio Público, institución que actuará mediante la sec­
ción que corresponda según la materia de que se trate, a 
las personas comprendidas en el artículo anterior y a las 
que a su juicio también tengan interés en la subsistencia o 
suspensión del acto, resolución o procedimiento, quienes 
podrán alegar dentro del término común de cuarenta y 
ocho horas. 

Vencido dicho término, hayan o no alegado las partes, 
el tribunal estará obligado a resolver, pero si hubiere 
hechos que establecer abrirá a prueba el amparo, por el 
improrrogable término de ocho días. Los tribunales de 
amparo podrán relevar de la prueba en los casos en que a 
su juicio no sea necesario, pero la tramitarán obligada­
mente si fuere pedida por el solicitante. 

Si el amparo se abriere a prueba, el tribunal, en la 
misma resolución, indicará los hechos que se pesquisarán 
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de oficio, sin perjuicio de cualesquiera otros que fueren 
necesarios o de las pruebas que rindieren las partes. 

Artículo 36. Pesquisa de oficio. Si hubiere hechos con­
trovertidos, el tribunal los pesquisará de oficio, practican­
do cuanta diligencia sea necesaria para agotar la investi­
gación. Ninguna persona o autoridad puede negarse a 
acudir al llamado de un tribunal de amparo ni resistirse a 
cumplir con sus providencias, salvo caso de fuerza mayor 
que comprobará el mismo tribunal. 

El incumplimiento a lo ordenado en diligencias de 
prueba será sancionado conforme al Código Penal, para 
lo cual el Tribunal de Amparo certificará lo conducente a 
un tribunal del orden penal. 

Artículo 37. Segunda audiencia. Concluido el término 
probatorio, el tribunal dictará providencia dando audiencia 
a las partes y al Ministerio Público por el término común 
de cuarenta y ocho horas, transcurrido el cual, se hayan o 
no pronunciado, dictará sentencia dentro de tres dias. 

Artículo 38. Vista Pública. Si al evacuarse la audiencia 
a que se refiere el articulo anterior, o al notificarse la reso­
lución que omite la apertura a prueba, alguna de las par­
tes o el Ministerio Público solicita que se vea el caso en 
vista pública, ésta se efectuará el último de los tres dias 
siguientes y a la hora que señale el tribunal. Cuando se 
haya efectuado vista pública, el tribunal dictará sentencia 
dentro del plazo de los tres días siguientes. 
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A la vista podrán comparecer a alegar las partes y sus 
abogados, así como la autoridad o entidad impugnada y 
sus abogados. Si la autoridad impugnada fuere pública o 
se tratare del Estado, puede delegar su representación en 
el Ministerio Público, en el caso que éste manifieste 
acuerdo con la actuación que originó el amparo. 

Artículo 39. Plazo para que dicte sentencia la Corte de 
Constitucionalidad. Cuando la Corte de Constitucionalidad 
conociere en única instancia o en apelación, el plazo para 
pronunciar sentencia podrá ampliarse por cinco días más, 
según la gravedad del asunto. 

Artículo 40. Auto para mejor fallar. El tribunal podrá 
mandar practicar las diligencias y recabar los documentos 
que estime convenientes para mejor fallar, dentro de un 
plazo no mayor de cinco días. 

Vencido el plazo del auto para mejor fallar, o practica­
das las diligencias ordenadas, el tribunal dictará su reso­
lución dentro de los términos de los artículos anteriores. 

Artículo 41. Enmienda del procedimiento. En los pro­
cesos de amparo los tribunales no tienen facultad de en­
mendar el procedimiento en primera instancia, excep­
tuándose de esta prohibición a la Corte de Constituciona­
lidad. 
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CAPÍTULO SEIS 
SENTENCIA 

Artículo 42. Análisis del caso y sentencia. Al pronunciar 
sentencia, el tribunal de amparo examinará los hechos, 
analizará las pruebas y actuaciones y todo aquello que 
formal, real y objetivamente resulte pertinente; examinará 
todos y cada uno de los fundamentos de derecho aplica­
bles, hayan sido o no alegados por las partes. 

Con base en las consideraciones anteriores y apor­
tanda su propio análisis doctrinal y jurisprudencia!, pro­
nunciará sentencia, interpretando siempre en forma ex­
tensiva la Constitución, otorgando o denegando amparo, 
con el objeto de brindar la máxima protección en esta ma­
teria, y hará las demás declaraciones pertinentes. 

Artículo 43. Doctrina legal. La interpretación de las 
normas de la Constitución y de otras leyes contenidas en 
las sentencias de la Corte de Constitucionalidad, sienta 
doctrina legal que debe respetarse por los tribunales al 
haber tres fallos contestes de la misma Corte. Sin embar­
go, la Corte de Constitucionalidad podrá separarse de su 
propia jurisprudencia, razonando la innovación, la cual no 
es obligatoria para los otros tribunales, salvo que lleguen 
a emitirse tres fallos sucesivos contestes en el mismo 
sentido. 

Artículo 44. Costas y sanciones. El tribunal también 
decidirá sobre las costas y sobre la imposición de las 
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multas o sanciones que resultaren de la tramitación del 
amparo. 

Artículo 45. Condena en costas. La condena en costas 
será obligatoria cuando se declare procedente el amparo. 
Podrá exonerarse al responsable, cuando la interposición 
del amparo se base en la jurisprudencia previamente sen­
tada, cuando el derecho aplicable sea de dudosa interpre­
tación y en los casos en que, a juicio del tribunal, se haya 
actuado con evidente buena fe. 

Artículo 46. Multas. Cuando el tribunal estime, razo­
nándolo debidamente, que el amparo interpuesto es frívo­
lo o notoriamente improcedente, además de condenar en 
las costas, sancionará con multa de cincuenta a mil quet­
zales, según la gravedad del caso, al abogado que lo pa­
trocine. 

Artículo 47. Oblígacíón de imponer multas y sancio­
nes. Los tribunales de amparo tienen la obligación de im­
poner las multas y sanciones establecidas en la presente 
ley, e incurrirán en responsabilidad si no lo hicieren. Las 
partes tienen el derecho; el Ministerio Público y el Procu­
rador de los Derechos Humanos la obligación, de exigir la 
imposición de las sanciones que procedan contra los res­
ponsables. Las multas en ningún caso podrán convertirse 
en prisión. 

Artículo 48. Improcedencia de las sanciones y multas. 
Las sanciones y multas que establece esta ley no son 
aplicables al Ministerio Público ni al Procurador de los 
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Derechos Humanos, cuando sean los interponentes del 
amparo. 

CAPÍTULO SIETE 
EFECTOS Y EJECUCIÓN DEL AMPARO 

Artículo 49. Efectos del amparo. La declaración de pro­
cedencia del amparo tendrá los siguientes efectos: 

a) Dejar en suspenso, en cuanto al reclamante, la 
ley, el reglamento, resolución o acto impugnados y, en su 
caso, el restablecimiento de la situación jurídica afectada 
o el cese de la medida; 

b) Fijar un término razonable para que cese la demo­
ra, si el caso fuere de mero retardo en resolver, practicar 
alguna diligencia o ejecutar algún acto ordenado de ante­
mano; 

e) Cuando el amparo hubiese sido interpuesto por 
omisión de la autoridad en la emisión de la reglamenta­
ción de la ley, el Tribunal de Amparo resolverá fijando las 
bases o elementos de aplicación de ésta al caso concreto, 
según los principios generales del derecho, la costumbre, 
los precedentes para otros casos, la analogía de otros 
reglamentos y la equidad, siguiendo el orden que el tribu­
nal decida. 

Artículo 50. Desobediencia de la autoridad contra 
quien se pidió el amparo. Si la autoridad o entidad no re­
suelve dentro del término fijado por el tribunal de amparo: 

309 



ALlAN R_ BR.fWfR-CARiAS 

a) El interesado podrá recurrir a la autoridad inme­
diata superior o en su caso, al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo para que emita resolución; 

b) Si no hubiere superior jerárquico o si por la natu­
raleza del asunto no fuere posible la via contencioso­
administrativa, el funcionario responsable quedará sepa­
rado ipso tacto del cargo al dia siguiente de haberse ven­
cido el término fijado por el tribunal de amparo, salvo que 
se tratare de funcionario de elección popular, en cuyo ca­
so responderá por los daños y perjuicios que se causaren; 

e) Si la entidad o autoridad contra la que se pidió 
amparo fuere de las indicadas en el articulo 9 de esta ley, 
se aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior y si el fun­
cionario directamente responsable no fuere designado por 
elección de algún cuerpo colegiado, quedará ipso tacto 
destituido en los términos anteriormente establecidos. Si 
el funcionario fuere por designación del cuerpo colegiado, 
su situación se homologará a la de los funcionarios de 
elección popular; 

d) Si el amparo hubiere sido contra actos de una en­
tidad esencialmente privada de las incluidas en el artículo 
9 de esta ley, se procederá como en el caso de los fun­
cionarios de elección popular. 

Artículo 51. Acto consumado de modo irreparable. 
Cuando el acto reclamado se haya consumado de manera 
irreparable o cuando hubieren cesado sus efectos, la sen­
tencia del Tribunal de Amparo hará la declaración 
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correspondiente y mandará deducir responsabilidades 
civiles y penales. 

Artículo 52. Conminatoria al obligado. Decretada la 
procedencia del amparo, en la misma sentencia el tribunal 
conminará al obligado para que dé exacto cumplimiento a 
lo resuelto dentro del término de veinticuatro horas, salvo 
que para ello fuere necesario mayor tiempo a juicio del tri­
bunal, que en este caso fijará el que estime conveniente. 

Artículo 53. Apercibimiento al obligado. En la misma 
sentencia se apercibirá al obligado, que en caso de in­
cumplimiento incurrirá en multa de cien a cuatro mil quet­
zales, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y pe­
nales consiguientes. 

Artículo 54. Incumplimiento de la resolución. Si el obli­
gado no hubiere dado exacto cumplimiento a lo resuelto, 
de oficio se ordenará su encausamiento certificándose lo 
conducente, sin perjuicio de dictarse todas aquellas medi­
das que conduzcan a la inmediata ejecución de la resolu­
ción de amparo. 

Si el obligado a cumplir con lo resuelto en el amparo, 
gozare de antejuicio, se certificará lo conducente al orga­
nismo o tribunal que corresponda para que conozca del 
caso. 
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Artículo 55. Medidas para el cumplimiento de la sen­
tencia. Para la debida ejecución de lo resuelto en amparo, 
el tribunal, de oficio o a solicitud de parte, deberá tomar 
todas las medidas que conduzcan al cumplimiento 

de la sentencia. Para este efecto podrá librar órdenes y 
mandamientos a autoridades, funcionarios o empleados 
de la administración pública o personas obligadas. 

Artículo 56. Liquidación de costas. Cuando haya con­
dena en costas, el tribunal practicará su liquidación a peti­
ción de parte, la que se tramitará en la vía incidental. 

Artículo 57. Liquidación de multas. Concluido el trámi­
te del amparo, la secretaría del tribunal hará la liquidación 
de las multas que correspondan. 

Toda multa deberá pagarse dentro de los cinco días 
siguientes de la fecha en que quede firme el fallo. 

La secretaría emitirá de inmediato la orden de pago 
correspondiente. 

Artículo 58. Responsabilidad solidaria. Cuando un 
dignatario, funcionario, empleado o trabajador dé lugar al 
amparo con motivo del ejercicio de su cargo, función o 
servicio, el Estado, la entidad o persona a quien sirva será 
solidariamente responsable por los daños y perjuicios que 
se causaren. El que pague puede repetir contra el autor 
de los daños y perjuicios lo que haya pagado. 
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Artículo 59. Daños y perjuicios. Cuando el tribunal de­
clare que ha lugar al pago de daños y perjuicios, sea en 
sentencia o en resolución posterior, fijará su importe en 
cantidad liquida o establecerá, por lo menos, las bases 
con arreglo a las cuales deberá hacerse la liquidación o 
dejará la fijación de su importe a juicio de expertos, que 
se tramitará por el procedimiento de los incidentes. Ade­
más de los casos establecidos en esta ley, el tribunal, 
después de la sentencia, a petición de parte, condenará al 
pago de daños y perjuicios cuando hubiere demora o re­
sistencia a ejecutar lo resuelto en la sentencia. 

CAPÍTULO OCHO 
RECURSO DE APELACIÓN 

Artículo 60. Tribunal de apelación. La Corte de Consti­
tucionalidad conocerá de todos los recursos de apelación 
que se interpongan en materia de amparo. 

Artículo 61. Resoluciones contra las que puede inter­
ponerse apelación. Son apelables: Las sentencias de am­
paro; los autos que denieguen, concedan o revoquen el 
amparo provisional; los autos que resuelvan la liquidación 
de costas y de daños y perjuicios; y los autos que pongan 
fin al proceso. 

El recurso de apelación deberá interponerse dentro de 
las cuarenta y ocho horas siguientes a la última notifica­
ción. 
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Artículo 62. Apelación sin carácter suspensivo. La 
apelación del auto que conceda, deniegue o revoque el 
amparo provisional, no suspende el trámite del amparo y 
el tribunal original continuará conociendo. En este caso 
enviará inmediatamente las copias que estime proceden­
tes y sobre ellas conocerá el tribunal superior. La remisión 
se hará dentro de las veinticuatro horas siguientes de in­
terpuesto el recurso. 

Artículo 63. Legitimación para apelar. Podrán interpo­
ner recurso de apelación, las partes, el Ministerio Público 
y el Procurador de los Derechos Humanos. 

Artículo 64. Interposición del recurso de apelación. El 
recurso de apelación se interpondrá por escrito indistinta­
mente ante el tribunal que haya conocido el amparo o an­
te la Corte de Constitucionalidad. 

Si la interposición del recurso se hubiere efectuado di­
rectamente ante la Corte de Constitucionalidad, en forma 
inmediata ésta pedirá telegráfica o telefónicamente los 
antecedentes. 

Artículo 65. Diligencias para mejor fallar. 
El tribunal de apelación podrá mandar a practicar las 

diligencias que estime convenientes para mejor fallar, de­
ntro de un término no mayor de tres dias en caso de ape­
lación de auto, y no mayor de cinco dias en caso de ape­
lación de sentencia. 
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Vencido el término del auto para mejor fallar o practi­
cadas las diligencias ordenadas, el tribunal dictará sen­
tencia. 

Artículo 66. Vista y resolución. En caso de apelación 
de auto, recibidos los antecedentes el tribunal resolverá 
dentro de las treinta y seis horas siguientes. Si fuere de 
apelación de la sentencia, se señalará día y horas para la 
vista dentro de los tres días siguientes y se resolverá de­
ntro de los cinco días inmediatos a esta, salvo lo dispues­
to en el artículo 65. 

La vista será pública si lo pidiere alguna de las partes. 

Artículo 67. Contenido de la resolución. La Corte de 
Constitucionalidad en su resolución deberá confirmar, re­
vocar o modificar lo resuelto por el tribunal de primer gra­
do, y en caso de revocación o modificación, hará el pro­
nunciamiento que en derecho corresponda. 

Los autos se devolverán al tribunal de origen con certi­
ficación de lo resuelto. 

Artículo 68. Anulación de actuaciones. La Corte de 
Constitucionalidad podrá anular las actuaciones cuando el 
estudio del proceso establezca que no se observaron las 
disposiciones legales, debiéndose reponer las actuacio­
nes desde que se incurrió en nulidad. 

Artículo 69. Impugnación de lo resuello. Contra las re­
soluciones de la Corte de Constitucionalidad sólo 
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procede la aclaración y ampliación, pero los magistrados 
que las dicten serán responsables con arreglo a la ley. 

CAPÍTULO NUEVE 
ACLARACIÓN Y AMPLIACIÓN 

Artículo 70. lnterposícíón. Cuando los conceptos de un 
auto o de una sentencia, sean obscuros, ambiguos o con­
tradictorios, podrá pedirse que se aclaren. 

Si se hubiere omitido resolver alguno de los puntos 
sobre los que versare el amparo, podrá solicitarse la am­
pliación. 

Artículo 71. Trámite y resolución. La aclaración y am­
pliación, deberán pedirse dentro de las veinticuatro horas 
siguientes de notificado el auto o la sentencia, y el tribunal 
deberá resolverlos sin más trámite dentro de las cuarenta 
y ocho horas siguientes. 

CAPÍTULO DIEZ 
OCURSOS 

Artículo 72. Legitimación para ocurrir en queja. Si al­
guna de las partes afectadas estima que en el trámite y 
ejecución del amparo el tribunal no cumple lo previsto en 
la ley o lo resuelto en la sentencia, podrá ocurrir en queja 
ante la Corte de Constitucionalidad, para que, previa 
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audiencia por veinticuatro horas al ocursado, resuelva lo 
procedente. Si hubiere mérito para abrir procedimiento, se 
certificará lo conducente y se enviará inmediatamente al 
tribunal que corresponda. 

Podrán tomarse todas las medidas disciplinarias que 
se estimen pertinentes. 

Artículo 73. Sanción en caso de improcedencia. En la 
declaración de improcedencia de un ocurso de queja in­
terpuesto sin fundamento, se impondrá al quejoso una 
multa de cincuenta a quinientos quetzal es. 

CAPÍTULO ONCE 
DISPOSICIONES VARIAS 

Artículo 7 4. Sobreseimiento. Los tribunales de amparo 
podrán sobreseer los expedientes en caso de fallecimien­
to del interponente si el derecho afectado concierne sólo a 
su persona. 

Articulo 75. Desistimiento. En caso de desistimiento, si 
éste se presenta en forma auténtica o se ratifica ante la 
autoridad competente, deberá aprobarse sin más trámite y 
se archivará el expediente. 

Si se solicita, el tribunal se pronunciará sobre las cos­
tas. Si se hubiere dado lugar a sanciones el tribunal las 
aplicará. 
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Artículo 76. Archivo de expedientes. No podrá archi­
varse ningún expediente de amparo sin que conste 
haberse ejecutado lo resuelto y satisfecho en su totalidad 
las sanciones impuestas. 

Artículo 77. Causas de responsabilidad. Causan res­
ponsabilidad: 

a) La negativa de admisión de un amparo o el retar­
do malicioso en su tramitación. El retardo se presume ma­
licioso, pero admite prueba en contrario; 

b) La demora injustificada en la transmisión y entre­
ga de los mensajes y despachos; 

e) La alteración o la falsedad en los informes que 
deban rendirse por cualquier persona; 

d) La omisión de las sanciones que fija esta ley y del 
encausamiento de los responsables; 

e) Archivar un expediente sin estar completamente 
fenecido; y 

f) El retardo en las notificaciones, el que se sancio­
nará con multa de diez a veinticinco quetzales por cada 
día de atraso. 

Artículo 78. Desobediencia. La desobediencia, retardo 
u oposición a una resolución dictada en un proceso de 
amparo de parte de un funcionario o empleado del Estado 
y sus instituciones descentralizadas y autónomas es cau­
sa legal de destitución, además de las otras sanciones 
establecidas en las leyes. 
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Artículo 79. Responsabilidad penal. Toda persona ex­
traña a un proceso de amparo que en cualquier forma, por 
acción u omisión, retardare, impidiere, o estorbare su tra­
mitación o ejecución, será responsable penalmente de 
conformidad con la ley. 

Artículo 80. Repetición. En los casos en que el Estado 
o cualquiera de sus entidades haya pagado por respon­
sabilidad del funcionario o subalterno, el Ministerio Público 
está obligado a iniciar las acciones para repetir contra el 
responsable. 

Artículo 81. Recopilación de resoluciones. Los tribuna­
les de amparo remitirán a la Corte de Constitucionalidad 
una copia certificada de toda resolución final de amparo, 
para su ordenación y archivo. 

TÍTULO TRES 
EXHIBICIÓN PERSONAL 

CAPÍTULO UNO 
PROCEDENCIA 

Artículo 82. Derecho a la exhibición personal. Quien se 
encuentre ilegalmente preso, detenido o cohibido de cual­
quier otro modo en el goce de su libertad individual, ame­
nazado de la pérdida de ella, o sufriere vejámenes, aún 
cuando su prisión o detención fuere fundada en ley, tiene 
derecho a pedir su inmediata exhibición ante los tribuna­
les de justicia, ya sea con el fin de que se le 
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restituya o garantice su libertad, se hagan cesar los vejá­
menes o termine la coacción a que estuviere sujeto. 

CAPÍTULO DOS 
COMPETENCIA 

Artículo 83. Tribunales competentes. La competencia 
de los tribunales para la exhibición personal se rige de 
conformidad con lo dispuesto para los tribunales de ampa­
ro, sin embargo, en esta materia, la competencia que co­
rresponde a la Corte de Constitucionalidad, se ejercerá 
por la Corte Suprema de Justicia. 

Artículo 84. Conocimiento a prevención. La competen­
cia específica es, sin perjuicio de que la exhibición perso­
nal podrá iniciarse ante cualquier tribunal, el que dictará a 
prevención, las providencias urgentes que el caso requie­
ra, pasando sin demora el conocimiento del asunto con 
informe de lo actuado al tribunal competente. 

CAPÍTULO TRES 
INTERPOSICIÓN 

Artículo 85. Legitimación para pedir la exhibición per­
sonal. La exhibición personal puede pedirse por escrito, 
por teléfono o verbalmente, por el agraviado o por cual­
quiera otra persona, sin necesidad de acreditar represen­
tación alguna y sin sujeción a formalidades de ninguna 
clase. 
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Artículo 86. Conocimiento de oficio. Toda tribunal de 
justicia que llegare a tener conocimiento en cualquier for­
ma que alguna persona se encuentra en la situación con­
templada en el articulo 82, confinada o en simple custodia 
y se temiere que su paradero sea incierto, estará obligado 
a iniciar y promover de oficio la exhibición personal. 

Artículo 87. Denuncia obligatoria. El alcaide, jefe, sub­
alterno o ejecutor del establecimiento o lugar en donde 
una persona estuviere detenida, presa o privada de su 
libertad, que tuviere conocimiento de un hecho que dé 
lugar a la exhibición personal, deberá denunciarlo inme­
diatamente a cualquier tribunal que pueda conocer de la 
exhibición personal, bajo pena de cincuenta a quinientos 
quetzales de multa, sin perjuicio de las demás sanciones 
legales. 

CAPÍTULO CUATRO 
TRÁMITE 

Artículo 88. Auto de exhibición. Inmediatamente que 
se reciba la solicitud o se tenga conocimiento de un hecho 
que dé lugar a la exhibición personal, el tribunal, en nom­
bre de la República de Guatemala y sin demora alguna, 
emitirá auto de exhibición, señalando hora para el efecto y 
ordenando a la autoridad, funcionario, empleado o perso­
na presuntamente responsable para que presente al 
ofendido, acompañe original o copia del proceso o ante­
cedentes que hubiere y rinda informe detallado sobre 
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los hechos que la motivaron, conteniendo por lo menos lo 
siguiente: 

a) Quién ordenó la detención o vejación y quién la 
ejecutó, indicando la fecha y circunstancias del hecho; 

b) Si el detenido ha estado bajo la inmediata custo­
dia del informante o si la ha transferido a otro, en cuyo 
caso expresará el nombre de éste, asi como el lugar, 
tiempo y motivo de la transferencia; y 

e) La orden que motivó la detención. 

Artículo 89. Plazo para la exhibición. El plazo dentro el 
cual debe hacerse la presentación del agraviado, nunca 
podrá exceder de veinticuatro horas a partir de la petición 
o denuncia. 

Artículo 90. Instrucción inmediata. Cuando el tribunal 
tuviere conocimiento de los hechos a que se contrae el 
articulo 82, instruirá el proceso correspondiente de inme­
diato, constituyéndose sin demora en el lugar en que es­
tuviere el agraviado; y si el ofendido residiere fuera del 
perímetro o municipio del tribunal que conozca, se nom­
brará un juez ejecutor que procederá conforme al artículo 
siguiente. 

En caso de no proceder como se ordena en el párrafo 
anterior, los integrantes del tribunal que conozca de los 
hechos relacionados, serán castigados como cómplices 
del delito del plagio. 
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Artículo 91. Auxiliares del tribunal. Cuando el agravia­
do esté fuera del municipio donde resida el tribunal que 
conoce de la exhibición, en defecto de juez ejecutor, po­
drá comisionarse el cumplimiento del auto de exhibición a 
cualquier otra autoridad o persona cuyas calidades garan­
ticen su cometido. 

En estos casos se harán llegar las diligencias al ejecu­
tor por la vía más rápida, procediéndose inmediatamente 
a cumplir el mandato del tribunal. Para este objeto, el eje­
cutor se trasladará sin demora al lugar en que se encuen­
tre aquél bajo cuya disposición se hallare el agraviado, le 
notificará el auto del tribunal, le exigirá que le exhiba in­
mediatamente al ofendido, asi como los antecedentes que 
hubiere o informe de su conducta, y le ordenará hacer 
cesar, en su caso, las restricciones o vejaciones a que 
estuviere sometido el ofendido. El ejecutor informará en­
seguida del resultado de su comisión. 

Artículo 92. Desobediencia de la autoridad. Transcu­
rrido el término fijado para la exhibición de la persona y 
retorno del auto, si no hubiere cumplido la autoridad o 
funcionario a quien se intimó, el tribunal dictará contra el 
remiso orden de captura y lo someterá a encausamiento, 
ordenando al mismo tiempo la libertad del preso si proce­
diere conforme la ley, sin perjuicio de que el juez ejecutor 
comparezca personalmente al centro de detención, bus­
cando en todos los lugares al agraviado. 
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En este caso, deberá hacerse constar la desobedien­
cia del remiso y el ejecutor dará aviso por telégrafo o por 
teléfono si fuere posible. 

Artículo 93. Derecho de antejuicio de la autoridad. Si 
la autoridad remisa a que se refiere el articulo anterior 
gozare de derecho de antejuicio, el tribunal queda obliga­
do, inmediatamente y bajo su estricta responsabilidad, a 
iniciar las diligencias de antejuicio ante al órgano corres­
pondiente. 

Articulo 94. Obligación de proceder a la exhibición 
personal. Hay obligación de presentar a la persona aun 
cuando se halle presa en virtud de orden de autoridad 
judicial competente a consecuencia de un procedimiento 
en forma y, en tal caso, se hará el retorno remitiendo los 
autos. 

Artículo 95. Personas plagiadas o desaparecidas. 
Cuando la exhibición se hubiere solicitado en favor de 
personas plagiadas o desaparecidas, el juez que haya 
ordenado la exhibición debe comparecer por si mismo a 
buscarlas en el lugar en donde presuntamente se encuen­
tren, ya sean centros de detención, cárceles o cualquier 
otro lugar señalado, sugerido o sospechado en donde pu­
dieran encontrarse. 

Artículo 96. Exhibición en el lugar de detención. 
Cuando así se solicite o el tribunal lo juzgue pertinente, la 
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exhibición pedida se practicará en el lugar donde se en­
cuentre el detenido, sin previo aviso o notificación a per­
sona alguna. 

Artículo 97. Libertad de la persona afectada. Si del es­
tudio del informe y antecedentes resultare que es ilegal la 
detención o prisión, se decretará la libertad de la persona 
afectada y ésta quedará libre en el mismo acto y lugar. 

A petición del afectado o del interponente, el Juez or­
denará a la autoridad que entregue al detenido a la per­
sona designada por el mismo afectado o interponente y 
en lugar seguro, haciéndose constar en acta. 

Artículo 98. Testigos, expertos e informes. El tribunal 
podrá, para la misma audiencia en que se ha decretado la 
exhibición, ordenar la comparecencia de los testigos o 
expertos que considere necesarios para esclarecer los 
hechos, así como recabar cualquier otro tipo de informa­
ción. 

Artículo 99. Acta y resolución de la exhibición. En la 
audiencia de la exhibición se levantará acta en la que se 
asentarán todas las incidencias que en ella ocurran. Se­
guidamente se emitirá resolución declarando la proceden­
cia o improcedencia de la exhibición. 
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Artículo 1 OO. Condena en costas. Sólo habrá condena 
en costas para el solicitante cuando evidentemente se 
establezca que la petición fue maliciosa o temeraria, o 

que haya sido promovida con el fin de obstaculizar la ad­
ministración de la justicia. 

La condena en costas es obligatoria cuando la exhibi­
ción fuere declarada con lugar, debiendo indicar el tribunal 
quién es el responsable de su pago. 

CAPÍTULO CINCO 
DEL EJECUTOR 

Artículo 101. Cargo de ejecutor. El cargo de ejecutor 
será ad honorem. 

Artículo 102. Preeminencia e inmunidad del ejecutor. 
Todas las autoridades y habitantes de la República guar­
darán al ejecutor, durante el tiempo que dure el desempe­
ño de su cargo, las preeminencias y respeto debidos. 
Además, durante este tiempo gozará de inmunidad per­
sonal y no podrá ser detenido por ninguna causa, salvo 
por delito in fraganti. 

Artículo 103. Búsqueda del agraviado. Cuando el eje­
cutor comparezca al centro de detención a practicar la 
exhibición personal ordenada, y el agraviado no fuere 
habido o presentado, deberá buscarlo personalmente en 
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todos los lugares de ese centro de detención, sin perjuicio 
de seguir buscándolo en donde pudiere ser encontrado. 

Artículo 104. Medidas de seguridad durante la exhibi­
ción. Mientras se practican las diligencias de exhibición, el 
ejecutor deberá tomar, dentro de la ley, las medidas de 
seguridad que fueren necesarias contra el detenido para 
evitar su evasión. 

Artículo 105. Auxilio de la fuerza pública. Los tribuna­
les y el ejecutor, en su caso, podrán pedir el auxilio de la 
fuerza pública para el cumplimiento de sus resoluciones, y 
si la autoridad requerida no lo presta inmediatamente, in­
currirá en responsabilidad conforme lo prescribe el Código 
Penal. 

CAPÍTULO SEIS 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 106. Gratuidad y prioridad de los mensajes. 
Los mensajes telegráficos, postales y telefónicos relativos 
a la exhibición personal, deberán transmitirse con priori­
dad y gratuitamente, dándose constancia de la hora del 
depósito. 

Los jefes de las oficinas respectivas serán responsa­
bles por la falta de cumplimiento de esta disposición bajo 
la pena de diez a cien quetzales de multa. 
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Artículo 107. Pesquisa para establecer responsabili­
dades. Comprobados los hechos que dieron lugar a la 
solicitud de exhibición, el mismo tribunal, o en su caso el 
ejecutor, hará lo posible por agotar la pesquisa a fin de 
averiguar quiénes son los directamente responsables, lo 
cual se hará constar en la resolución que dicte el tribunal. 

Lo conducente se certificará al tribunal correspondien­
te para el encausamiento de los responsables. 

Artículo 108. Sanciones a /os responsables del ocul­
tamiento del detenido. Las autoridades que ordenaren el 
ocultamiento del detenido o se negaren a presentarlo al 
tribunal respectivo, o que en cualquier otra forma burlaren 
la garantía de la exhibición personal, asi como los agen­
tes ejecutores, incurrirán en el delito de plagio, serán se­
parados de sus cargos y sancionados de conformidad con 
la ley. 

Artículo 109. Pesquisa en caso de personas desapa­
recidas. Si como resultado de las diligencias practicadas 
se tuvieren indicios de que la persona a cuyo favor se in­
terpuso la exhibición hubiese desaparecido, el tribunal 
ordenará inmediatamente la pesquisa del caso. 

Las autoridades de policía quedan obligadas a infor­
mar al tribunal, al Procurador de los Derechos Humanos y 
a los interesados, acerca de las investigaciones realiza­
das, las que deben ser constantes hasta tener noticia cier­
ta sobre el paradero de la persona 
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desaparecida, a su vez el Tribunal de Exhibición Personal 
remitirá informe de las diligencias y de toda novedad que 
sobrevenga, a la Corte Suprema de Justicia. 

Artículo 11 O. Desistimiento y sobreseimiento. Las dili­
gencias de exhibición personal no pueden ser sobreseí­
das ni se puede desistir de ellas mientras no se localice al 
detenido, agraviado o desaparecido. 

Artículo 111. Recusación. Si se recusare al funcionario 
que conozca de una exhibición personal, no se debe sus­
pender el trámite de ésta, sino que el funcionario debe 
seguir actuando, bajo su responsabilidad, en todo aquello 
mandado por ley o que favorezca al agraviado, mientras 
se transfiere el caso a otro tribunal competente, o se ago­
ta el trámite de la exhibición en el mismo tribunal. 

Artículo 112. Impulso procesal obligatorio. El trámite 
de una exhibición personal no se extingue con la resolu­
ción que la declara procedente. 

Al declararse la procedencia de una exhibición perso­
nal, los tribunales les deberán ordenar que se prosiga la 
investigación para determinar la responsabilidad acerca 
de los actos reclamados. 

Artículo 113. Normas de aplicación supletoria. Las 
disposiciones relativas al amparo serán aplicables a la 
exhibición personal en lo que fueren pertinentes y al pru­
dente arbitrio y discreción de los tribunales de justicia. 
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TÍTULO CUATRO 
CONSTITUCIONALIDAD DE LAS LEYES 

CAPÍTULO UNO 
SUPREMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN 

Artículo 114. Jerarquía de /as leyes. Los tribunales de 
justicia observarán siempre el principio de que la Consti­
tución prevalece sobre cualquier ley y tratado internacio­
nal, sin perjuicio de que en materia de derechos humanos 
prevalecen los tratados y convenciones internacionales 
aceptados y ratificados por Guatemala. 

Artículo 115. Nulidad de /as leyes y disposiciones in­
constitucionales. Serán nulas de pleno derecho las leyes y 
las disposiciones gubernativas o de cualquier otro orden 
que regulen el ejercicio de los derechos que la Constitu­
ción garantiza, si los violan, disminuyen, restringen o ter­
giversan. 

Ninguna ley podrá contrariar las disposiciones de la 
Constitución. Las leyes que violen o tergiversen las nor­
mas constitucionales son nulas de pleno derecho. 
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CAPÍTULO DOS 
INCONSTITUCIONALIDAD EN CASOS CONCRETOS 

Artículo 116. lnconstitucionalídad de las leyes en ca­
sos concretos. En casos concretos, en todo proceso de 
cualquier competencia o jurisdicción, en cualquier instan­
cia y en casación, hasta antes de dictarse sentencia, las 
partes podrán plantear como acción, excepción o inciden­
te, la inconstitucionalidad total o parcial de una ley a efec­
to de que se declare su inaplicabilidad. El tribunal deberá 
pronunciarse al respecto. 

Artículo 117. lnconstítucíonalídad de una ley en casa­
ción. La inconstitucionalidad de una ley podrá plantearse 
en casación hasta antes de dictarse sentencia. En este 
caso, la Corte Suprema de Justicia, agotado el trámite de 
la inconstitucionalidad y previamente a resolver la casa­
ción, se pronunciará sobre la inconstitucionalidad en auto 
razonado. Si la resolución fuere apelada, remitirá los au­
tos a la Corte de Constitucionalidad. 

También podrá plantearse la inconstitucionalidad co­
mo motivación del recurso y en este caso es de obligado 
conocimiento. 

Artículo 118. lnconstítucíonalídad de una ley en lo ad­
ministrativo. Cuando en casos concretos se aplicaren le­
yes o reglamentos inconstitucionales en actuaciones ad­
ministrativas, que por su naturaleza tuvieren validez apa­
rente y no fueren motivo de amparo, el afectado se 
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limitará a señalarlo durante el proceso administrativo co­
rrespondiente. 

En estos casos, la inconstitucionalidad deberá plan­
tearse en lo contencioso-administrativo dentro de los trein­
ta días siguientes a la fecha en que causó estado la reso­
lución y se tramitará conforme al procedimiento de íncons­
titucionalidad de una ley en caso concreto. 

Sin embargo, también podrá plantearse la inconstitu­
cionalidad en el recurso de casación, en la forma que es­
tablece el artículo anterior, si no hubiere sido planteada en 
lo contencioso-administrativo. 

Artículo 119. lnconstítucíonalidad de una ley en el ra­
mo laboral. En el ramo laboral, además de la norma gene­
ral aplicable a todo juicio, cuando la inconstitucionalidad 
de una ley fuere planteada durante un proceso con motivo 
de un conflicto colectivo de trabajo, se resolverá por el 
tribunal de trabajo correspondiente. 

CAPÍTULO TRES 
TRAMITACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 

EN CASOS CONCRETOS 

Artículo 120. Competencia. En casos concretos, la 
persona a quien afecte directamente la inconstitucionali­
dad de una ley, puede plantearla ante el tribunal que co­
rresponda según la materia. El tribunal asume el carácter 
de tribunal constitucional. 
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Si se planteare inconstitucionalidad en un proceso se­
guido ante un juzgado menor, éste se inhibirá inmediata­
mente de seguir conociendo y enviará los autos al supe­
rior jerárquico que conocerá de la inconstitucionahdad en 
primera instancia. 

Artículo 121. Acción de inconstitucionalidad como úni­
ca pretensión. En la acción de inconstitucionalidad en ca­
sos concretos, interpuesta la demanda, el tribunal dará 
audiencia al Ministerio Público y a las partes por el térmi­
no de nueve días. Vencido este término podrá celebrarse 
vista pública, si alguna de las partes lo pidiere. 

El tribunal resolverá dentro de los tres dias siguientes. 
La resolución será apelable ante la Corte de Constitucio­
nalidad. 

Artículo 122. Acción de inconstitucionalidad con otras 
pretensiones. Si el actor propusiere dentro del mismo pro­
ceso la declaración de inconstitucionalidad junto con otras 
pretensiones, el tribunal dará audiencia conforme se pre­
vé en el artículo anterior. Vencido el plazo, hayan o no 
comparecido las partes, dentro de tercero día, dictará auto 
resolviendo exclusivamente la pretensión de inconstitu­
cionalidad. 

Artículo 123. lnconstituciona/idad de una ley como ex­
cepción o incidente. En casos concretos las partes podrán 
plantear, como excepción o en incidente, la inconstitucio­
nalidad de una ley que hubiere sido citada como apoyo de 
derecho en la demanda, en la contestación o que de cual­
quier otro modo resulte del 
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trámite de un juicio, debiendo el tribunal pronunciarse al 
respecto. 

Articulo 124. Trámite en cuerda separada. Planteada 
la inconstitucionalidad de una ley, como excepción o en 
incidente, el tribunal la tramitará en cuerda separada, dará 
audiencia a las partes y al Ministerio Público por el térmi­
no de nueve dias y, haya sido o no evacuada la audien­
cia, resolverá respecto de la inconstitucionalidad en auto 
razonado dentro del término de los tres días siguientes. 

Articulo 125. Trámite de la excepción de inconstitucio­
nalidad y otras excepciones. Si con la excepción de in­
constitucionalidad se interpusieran otras excepciones, el 
trámite de estas últimas será el que les corresponda se­
gún la naturaleza del proceso de que se trate. Si entre las 
excepciones interpuestas se hallaren las de incompeten­
cia o compromiso, éstas deberán ser resueltas previa­
mente en ese orden. En su oportunidad, el tribunal com­
petente deberá resolver la de inconstitucionalidad dentro 
del término establecido en el artículo anterior. Las excep­
ciones restantes serán resueltas al quedar firme lo relativo 
a la inconstitucionalidad. 

Articulo 126. Suspensión del proceso. El proceso se 
suspenderá desde el momento en que el tribunal de pri­
mera instancia dicte el auto que resuelva lo relativo a la 
inconstitucionalidad, hasta que el mismo cause ejecutoria. 

El tribunal solamente podrá seguir conociendo de los 
asuntos a que se refiere el artículo 129 de esta ley. 
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CAPÍTULO CUATRO 
RECURSO DE APELACIÓN 

Artículo 127. Apelación. La resolución a que se refiere 
el articulo 121 y los autos que se dicten sobre la inconsti­
tucionalidad en los demás casos, son apelables. La ape­
lación deberá interponerse, de manera razonada, dentro 
de tercero dia. 

Artículo 128. Limitación de la jurisdicción del tribunal. 
Desde que se interpone la apelación, la jurisdicción del 
tribunal queda limitada a conceder o denegar la alzada. 

Artículo 129. Facultad del tribunal. No obstante lo dis­
puesto en el articulo anterior, el tribunal podrá seguir co­
nociendo: 

a) De los incidentes que se tramitan en pieza sepa­
rada formada antes de admitirse la apelación; 

b) De todo lo relativo a bienes embargados, su con­
servación y custodia; de su venta, si hubiere peligro de 
pérdida o deterioro; y de lo relacionado con las providen­
cias cautelares; y 

e) Del desistimiento del recurso de apelación inter­
puesto si no se hubieren elevado los autos a la Corte de 
Constitucionalidad. 

Artículo 130. Vista y resolución. En el trámite de la 
apelación recibida los autos la Corte de Constitucionalidad 
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término que no podrá exceder de nueve días. La vista se­
rá pública si lo pidiere alguna de las partes. 

La sentencia deberá dictarse dentro de los seis dias 
siguientes a la vista. 

Artículo 131. Devolución de fas actuaciones. Al quedar 
firme la sentencia las actuaciones se devolverán inmedia­
tamente al tribunal de origen, con certificación del fallo, 
para los efectos consiguientes. 

Artículo 132. Ocurso de hecho. Si el tribunal que co­
noce negare el recurso de apelación, procediendo éste, la 
parte que se tenga por agraviada, puede ocurrir de hecho 
a la Corte de Constitucionalidad, dentro de los tres días 
de notificada la denegatoria, pidiendo se le conceda el 
recurso. 

La Corte de Constitucionalidad remitirá original el 
ocurso al tribunal inferior para que informe dentro de las 
veinticuatro horas siguientes. Con vista del informe, resol­
verá el ocurso dentro de veinticuatro horas, declarando si 
es o no apelable la providencia de la que se negó la ape­
lación. Si la Corte de Constitucionalidad lo estima necesa­
rio, pedirá los autos originales. 

En el primer caso pedirá los autos originales y proce­
derá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 130, y, en 
el segundo, declarará sin lugar el ocurso, ordenando 

se archiven las diligencias respectivas e imponiendo al 
recurrente una multa de cincuenta quetzales. 
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CAPÍTULO CINCO 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES, REGLAMENTOS 

Y DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL 

Artículo 133. Planteamiento de la inconstitucionalidad. 
la inconstitucionalidad de las leyes, reglamentos o dispo­
siciones de carácter general que contengan vicio parcial o 
total de inconstitucionalidad se plantearán directamente 
ante la Corte de Constitucionalidad. 

Artículo 134. Legitimación activa. Tiene legitimación 
para plantear la inconstitucionalidad de leyes, reglamen­
tos o disposiciones de carácter general: 

a) la Junta Directiva del Colegio de Abogados ac­
tuando a través de su Presidente; 

b) El Ministerio Público a través del Procurador Ge­
neral de la Nación; 

e) El Procurador de los Derechos Humanos en co­
ntra de leyes, reglamentos o disposiciones de carácter 
general que afecten intereses de su competencia; 

d) Cualquier persona con el auxilio de tres abogados 
colegiados activos. 

Artículo 135. Requisitos de la solicitud. la petición de 
inconstitucionalidad se hará por escrito, conteniendo en lo 
aplicable los requisitos exigidos en toda primera solicitud 
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conforme las leyes procesales comunes, expresando en 
forma razonada y clara los motivos jurídicos en que des­
cansa la impugnación. 

Artículo 136. Omisión de requisitos. Si en el memorial 
de interposición se hubieren omitido requisitos, la Corte 
de Constitucionalidad ordenará al interponente suplirlos 
dentro de tercero día. 

Artículo 137. Integración de la Corte por inconstitucio­
nalidad de una ley Cuando la inconstitucionalidad plan­
teada sea contra una ley, la Corte de Constitucionalidad 
se integrará con siete miembros en la forma prevista en el 
artículo 269 de la Constitución. 

Artículo 138. Suspensión provisional. Sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 136, la Corte de Constituciona­
lidad deberá decretar, de oficio y sin formar artículo, de­
ntro de los ocho días siguientes a la interposición, la sus­
pensión provisional de la ley, reglamento o disposición de 
carácter general si, a su juicio, la inconstitucionalidad fue­
re notoria y susceptible de causar gravámenes irrepara­
bles. 

La suspensión tendrá efecto general y se publicará en 
el Diario Oficial al día siguiente de haberse decretado. 

Artículo 139. Audiencia, vista y resolución. Si no se 
dispone la suspensión provisional o, en su caso, decreta­
da ésta, se dará audiencia por quince días 
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comunes al Ministerio Público y a cualesquiera autorida­
des o entidades que la Corte de Constitucionalidad estime 
pertinente, transcurridos los cuales, se haya evacuado o 
no la audiencia, de oficio se señalará día y hora para la 
vista dentro del término de veinte días. La vista será pú­
blica si lo pidiere el interponente o el Ministerio Público. La 
sentencia deberá pronunciarse dentro de los veinte días 
siguientes al de la vista. 

La Corte deberá dictar sentencia dentro del término 
máximo de dos meses a partir de la fecha en que se haya 
interpuesto la inconstitucionalidad. 

Artículo 140. Efectos de la declaratoria de inconstitu­
cionalidad. Cuando la sentencia de la Corte de Constitu­
cionalidad declare la inconstitucionalidad total de una ley, 
reglamento o disposición de carácter general, éstas que­
darán sin vigencia; y si la inconstitucionalidad fuere par­
cial, quedará sin vigencia en la parte que se declare in­
constitucional. En ambos casos dejarán de surtir efecto 
desde el día siguiente al de la publicación del fallo en el 
Diario Oficial. 

Artículo 141. Efectos del fallo en caso de suspensión 
provisional. Cuando se hubiere acordado la suspensión 
provisional conforme al artículo 138, los efectos del fallo 
se retrotraerán a la fecha en que se publicó la suspensión. 

Artículo 142. Resolución definitiva. Contra las senten­
cias de la Corte de Constitucionalidad y contra los 
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autos dictados de conformidad con lo preceptuado por el 
artículo 138, no cabrá recurso alguno. 

CAPÍTULO SEIS 
DISPOSICIONES COMUNES 

Artículo 143. Resolución de la inconstitucionalidad 
como punto de derecho. La inconstitucionalidad en cual­
quier caso, será resuelta como punto de derecho. No obs­
tante, para su resolución se podrán invocar y consultar 
antecedentes, dictámenes, opiniones, elementos doctrina­
rios y jurisprudencia. 

El tribunal ante el que se plantee la inconstitucionali­
dad deberá pronunciarse sobre ella, so pena de respon­
sabilidad. 

Artículo 144. Normas aplicables en la resolución. La 
sentencia sobre inconstitucionalidad se dictará de acuerdo 
con lo dispuesto en esta ley para los procesos de amparo 
y de inconstitucionalidad en casos concretos, en lo que 
fueren aplicables. 

Articulo 145. Votación para la declaratoria. La inconsti­
tucionalidad solamente podrá declararse con el voto favo­
rable de la mayoría absoluta de los miembros que forman 
el tribunal. 

Artículo 146. Publicación de las sentencias. La publi­
cación de las sentencias de la Corte de 
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Constitucionalidad que declaren la inconstitucionalidad 
total o parcial, deberá hacerse en el Diario Oficial dentro 
de los tres días siguientes a la fecha en que queden fir­
mes. 

Artículo 147. Aclaración y ampliación. Contra las sen­
tencias y autos dictados en materia de inconstitucionali­
dad se puede pedir aclaración o ampliación. Para el efec­
to se estará a lo dispuesto en los artículos 70 y 71 de la 
esta ley. 

Artículo 148. Sanciones. 
Cuando la inconstrtucionalidad se declare sin lugar, el 

tribunal de primer grado y la Corte de Constitucionalidad, 
en su caso, impondrá a cada uno de los abogados auxi­
liantes una multa de cien a mil quetzales, sin perjuicio de 
la condena en costas al interponente. 

No se impondrá dicha sanción ni se condenará en 
costas, cuando el interponente estuviere comprendido en 
los incisos a), b) y e) del articulo 134 de esta ley. 

341 



AUAN R BREWER-CARiAS 

TÍTULO CINCO 
CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD 

CAPÍTULO UNO 
JURISDICCIÓN 

Artículo 149. Función esencial de la Corte de Consti­
tucionalidad. La Corte de Constitucionalidad es un Tribu­
nal permanente de jurisdicción privativa, cuya función 
esencial es la defensa del orden constitucional; actúa co­
mo Tribunal colegiado con independencia de los demás 
organismos del Estado y ejerce funciones específicas que 
le asigna la Constitución y esta ley. 

CAPÍTULO DOS 
INTEGRACIÓN 

Artículo 150. Integración de la Corte de Constituciona­
lidad. La Corte de Constitucionalidad se integra con cinco 
Magistrados titulares, cada uno de los cuales tendrá su 
respectivo suplente. Cuando conozca de asuntos de in­
constitucionalidad contra de la Corte Suprema de Justicia, 
el Congreso de la República, el Presidente o Vicepresi­
dente de la República, el número de sus integrantes se 
elevará a siete, escogiéndose los otros dos Magistrados 
por sorteo de entre los suplentes. 

Los Magistrados durarán en sus funciones cinco años 
y serán designados en la siguiente forma: 

a) Un Magistrado por el pleno de la Corte Suprema 
de Justicia; 
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b) Un Magistrado por el pleno del Congreso de la 
República; 

e) Un Magistrado por el Presidente de la República 
en Consejo de Ministros; 

d) Un Magistrado por el Consejo Superior Universita­
rio de la Universidad de San Carlos de Guatemala; 

e) Un Magistrado por la Asamblea del Colegio de 
Abogados de Guatemala. 

Simultáneamente con la designación del titular, se 
hará la del respectivo suplente, ante el Congreso de la 
República. 

Artículo 151. Requisitos para ser Magistrado de la 
Corte de Constitucionalidad. Para ser Magistrado de la 
Corte de Constitucionalidad se requiere: 

a) Ser guatemalteco de origen; 
b) Ser abogado colegiado activo; 
e) Ser de reconocido honorabilidad; 
d) Tener por lo menos quince años de graduación 

profesional. 

Artículo 152. Requisitos especiales. Los Magistrados 
de la Corte de Constitucionalidad, además de los requisi­
tos contemplados en el artículo anterior y que les son co­
munes a todos ellos, deberán ser escogidos preferente­
mente enfre personas con experiencia en la función y ad­
ministración pública, magistraturas, ejercicio 
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profesional y docencia universitaria, según sea el órgano 
del Estado que lo designe. 

Artículo 153. Plazo para designar a los Magistrados. 
La Corte Suprema de Justicia, el Presidente de la Repú­
blica en Consejo de Ministros, el Consejo Superior Uni­
versitario de la Universidad de San Carlos de Guatemala 
y el Colegio de Abogados deberán designar a los respec­
tivos Magistrados propietarios y suplentes y remitir al 
Congreso de la República dentro de los sesenta días si­
guientes a la instalación de este Organismo, los nombres 
de quienes hubieren sido designados para ocupar estos 
cargos en la Corte de Constitucionalidad. En el mismo 
plazo el Congreso de la República deberá designar a sus 
respectivos Magistrados. 

Artículo 154. Designación de Magistrados por la Corte 
Suprema de Justicia y por el Congreso de la República. 
La designación de Magistrados titulares y suplentes por 
parte del pleno de la Corte Suprema de Justicia y por par­
te del pleno del Congreso de la República se realizará 
mediante convocatoria expresa, por mayoría absoluta de 
votos y de conformidad con los procedimientos que de­
terminen sus leyes internas. 

Artículo 155. Designación de Magistrados por el Con­
sejo Superior Universitario y por la Asamblea General del 
Colegio de Abogados. La designación de Magistrados 
titulares y suplentes por parte del Consejo Superior Uni­
versitario y por parte de la Asamblea General del Colegio 
de Abogados se hará por mayoría absoluta de 
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votos de los miembros presentes en el acto electoral en 
votación secreta. En este acto no se podrán ejercitar re­
presentaciones. 

La convocatoria para el acto electoral en ambos casos 
deberá hacerse con una anticipación no menor de quince 
días y deberá publicarse en el Diario Oficial y en dos dia­
rios de mayor circulación. 

Artículo 156. Impugnación de las designaciones de 
Magistrados. No es impugnable el procedimiento interno 
para la designación de los Magistrados por el pleno de la 
Corte Suprema de Justicia, por el pleno del Congreso de 
la República y por el Presidente de la República en Con­
sejo de Ministros. 

La designación de Magistrados por el Consejo Supe­
rior Universitario de la Universidad de San Carlos de Gua­
temala y por la Asamblea del Colegio de Abogados de 
Guatemala podrán ser impugnadas conforme a la ley; pe­
ro mientras se resuelven las impugnaciones continuarán 
actuando los Magistrados titulares y suplentes que deben 
ser sustituidos. 

Artículo 157. Instalación de la Corte de Constituciona­
lidad. El Congreso de la República emitirá el decreto de 
integración de la Corte de Constitucionalidad, la que se 
instalará noventa días después de la instalación del Con­
greso de la República; los Magistrados titulares y suplen­
tes prestarán juramento de fidelidad a la Constitución ante 
este Organismo. 
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Artículo 158. Presidencia de la Corte de Constitucio­
nalidad. La Presidencia de la Corte de Constitucionalidad 
será desempeñada por los mismos Magistrados titulares 
que la integran, en forma rotativa, en periodo de un año, 
comenzando por el de mayor edad y siguiendo en orden 
descendente de edades. 

Artículo 159. Designación del Presidente. En la prime­
ra sesión que la Corte de Constitucionalidad celebre des­
pués de haber sido instalada, procederá a designar al 
Presidente y a establecer el orden de los Magistrados vo­
cales conforme a su derecho de asunción a la presiden­
cia. 

Artículo 160. Obligación de cesar en cargos incompa­
tibles. Cuando alguna persona designada para ocupar 
una Magistratura tuviere causa de incompatibilidad para 
dicha función, deberá, antes de tomar posesión, cesar en 
el cargo o actividad incompatible. Si no lo hiciere en el 
plazo de quince dias siguientes a la designación se en­
tenderá que no acepta el cargo de Magistrado a la Corte 
de Constitucionalidad. La misma disposición se aplicará 
cuando la causa de incompatibilidad sobrevenga durante 
el ejercicio de la función. 

Artículo 161. Causas de Cesantía. Los Magistrados de 
la Corte de Constitucionalidad cesan de ejercer su función 
por renuncia presentada ante la Corte y aceptada por és­
ta; por expirar el plazo de su designación, salvo el caso 
indicado en el articulo 157; por incompatibilidad 
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sobrevenida; por motivación de auto de prisión, o por in­
capacidades propias de los funcionarios judiciales. 

Será la misma Corte de Constitucionalidad la que co­
nozca y resuelva sobre cualquier causa que requiera la 
suspensión del Magistrado en el ejercicio de su función. 

Artículo 162. Reelección de los Magistrados. Los Ma­
gistrados de la Corte de Constitucionalidad podrán ser 
reelectos por el mismo organismo del Estado o institución 
que los designó, o por otro que tuviere facultades de de­
signación. 

CAPÍTULO TRES 
FUNCIONES 

Artículo 163. Funciones de la Corte de Constituciona­
lidad. Corresponde a la Corte de Constitucionalidad: 

a) Conocer en única instancia de las impugnaciones 
interpuestas contra leyes o disposiciones de carácter ge­
neral, objetadas parcial o totalmente de inconstitucionali­
dad; 

b) Conocer en única instancia, en calidad de Tribu­
nal Extraordinario de Amparo, las acciones de amparo 
interpuestas contra el Congreso de la República, la Corte 
Suprema de Justicia, el Presidente y el Vicepresidente de 
la República; 

e) Conocer en apelación de todos los amparos inter­
puestos ante cualquiera de los tribunales de justicia. Si la 
apelación fuere contra de una resolución de amparo 
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de la Corte Suprema de Justicia, la Corte de Constitucio­
nalidad se ampliará con dos vocales, escogiéndose los 
otros dos Magistrados por sorteo de entre los suplentes; 

d) Conocer en apelación de todas las impugnaciones 
contra las leyes objetadas de inconstitucionalidad en ca­
sos concretos, en cualquier juicio, en casación o en los 
casos contemplados por esta ley; 

e) Emitir opinión sobre la constitucionalidad de los 
tratados, convenios y proyectos de ley, a solicitud de 
cualquiera de los Organismos del Estado; 

f) Conocer y resolver lo relativo a cualquier conflicto 
de competencia o de jurisdicción en materia de constitu­
cionalidad; 

g) Compilar la doctrina y principios constitucionales 
que vaya sentando con motivo de las resoluciones de 
amparo y de inconstitucionalidad, manteniendo al dia el 
boletin o gaceta jurisprudencia!; 

h} Emitir opinión sobre la inconstitucionalidad de las 
leyes vetadas por el Ejecutivo alegando inconstitucionali­
dad; 

i) Actuar, opinar, dictaminar o conocer de aquellos 
asuntos de su competencia establecidos en la Constitu­
ción de la República. 

Artículo 164. Otras funciones de la Corte de Constitu­
cionalidad. Corresponde también a la Corte de Constitu­
cionalidad: 
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a) Dictaminar sobre la reforma a las leyes constitucionales 
previamente a su aprobación por parte del Congreso; 

b) Emitir opinión sobre la constitucionalidad de los 
proyectos de ley a solicitud del Congreso de la República; 

e) Conocer de las cuestiones de competencia entre 
los organismos y entidades autónomas del Estado. 

Artículo 165. Facultad reglamentaria. La Corte de 
Constitucionalidad dictará los reglamentos sobre su propia 
organización y funcionamiento. 

CAPÍTULO CUATRO 
CONDICIONES DE EJERCICIO 

Artículo 166. Representación legal de la Corte de 
Constitucionalidad. La representación legal de la Corte de 
Constitucionalidad le corresponde a su Presidente, quien 
la convoca y preside. Adoptará las medidas necesarias 
para su buen funcionamiento, ejerciendo además las po­
testades administrativas sobre el personal del tribunal. 

Artículo 167. Ejercicio de Funciones. Los Magistrados 
de la Corte de Constitucionalidad ejercerán sus funciones 
independientemente del órgano o entidad que los designó 
y conforme a los principios de imparcialidad y dignidad 
inherentes a su investidura. No podrán ser perseguidos 
por las opiniones expresadas en el ejercicio de su cargo. 

Artículo 168. Inamovilidad. Los Magistrados de la 
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Corte son inamovibles, no podrán ser suspendidos sino 
en virtud de las causas que se indican en esta ley y goza­
rán de los mismos privilegios e inmunidades que los Ma­
gistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

Artículo 169. Causas de incompatibilidad. La condición 
de miembro titular de la Corte de Constitucionalidad es 
incompatible con cargos de dirección política, de adminis­
tración del Estado o de sindicatos y, con el ejercicio profe­
sional. 

No es incompatible el ejercicio profesional con el cargo 
de Magistrado suplente. 

Articulo 170. Facultad de inhibirse de conocer. A los 
Magistrados de la Corte de Constitucionalidad no se apli­
can las causales de excusa establecidas en la Ley del 
Organismo Judicial ni en cualquiera otra ley. Cuando a su 
juicio, por tener interés directo o indirecto, o por estar en 
cualquier otra forma comprometida su imparcialidad, los 
Magistrados podrán inhibirse de conocer, en cuyo caso se 
llamará al suplente que corresponda. 
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CAPÍTULO CINCO 
OPINIONES CONSULTIVAS 

Artículo 171. Facultad de solicitar fa opinión de fa Cor­
te de Constitucionalidad. Podrán solicitar la opinión de la 
Corte de Constitucionalidad, el Congreso de la República, 
el Presidente de la República y la Corte Suprema de Jus­
ticia. 

Artículo 172. Forma de solicitar la opinión de la Corte 
de Constitucionalidad. Toda opinión será solicitada por 
escrito. El memorial deberá formularse en términos preci­
sos, expresar las razones que la motivan y contener las 
preguntas específicas sometidas a la consideración de la 
Corte de Constitucionalidad. 

A la solicitud deberá acompañarse todos los docu­
mentos que puedan arrojar luz sobre la cuestión. 

Artículo 173. Informaciones necesarias para emitir 
opinión. La Corte de Constitucionalidad podrá pedir cual­
quier información o aclaración adicional a la consulta que 
se le formule y que le sea necesaria para emitir opinión. 

Artículo 174. Plazo para emitir opinión. La Corte de 
Constitucionalidad deberá emitir su opinión dentro del pla­
zo de sesenta días siguientes a la presentación de la soli­
citud. 

351 



ALLAN R_ BREWER-CARJAS 

Artículo 175. Forma en que deben ser evacuadas las 
consultas. La Corte de Constitucionalidad evacuará las 
consultas en forma clara y precisa, razonando suficiente­
mente sus conclusiones y el apoyo jurídico y doctrinario 
de las mismas. 

Los Magistrados, si así lo deciden, podrán hacer cons­
tar su opinión individual junto con la opinión consultiva de 
la Corte, bien sea que disientan de la mayoría o no. 

Artículo 176. Solemnidad de los pronunciamientos. 
Las opiniones de la Corte de Constitucionalidad serán 
pronunciadas en audiencia pública solemne, con citación 
de la entidad o personas solicitantes de la opinión, así 
como de cualesquiera otras personas que el tribunal esti­
me pertinente convocar. El Presidente de la República 
designará la persona o personas, que acompañarán al 
Ministro de Estado que corresponda y que representarán 
al Organismo Ejecutivo. Si el Congreso hubiere sido el 
solicitante de la opinión, hará igual designación entre los 
diputados. También podrán concurrir los abogados de los 
solicitantes, el Procurador General de la Nación y Junta 
Directiva del Colegio de Abogados. 

Artículo 177. Publicidad de las opiniones de la Corte de 
Constitucionalidad. Todas las opiniones de la Corte de 
Constitucionalidad serán publicadas en el Diario Oficial de­
ntro de tercero día de haber sido pronunciadas en audien­
cia pública. 
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CAPÍTULO SEIS 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 178. Votaciones. Las resoluciones de la Corte 
de Constitucionalidad deberán contar con la opinión favo­
rable de la mayoría absoluta de los Magistrados que la 
integran. 

Artículo 179. Quórum. Para las sesiones de la Corte 
de Constitucionalidad se requiere la presencia de todos 
sus miembros, pudiéndose llamar a los suplentes para 
llenar ausencias y las vacantes temporales de los Magis­
trados propietarios. 

Artículo 180. Sesiones de la Corte de Constitucionali­
dad. La Corte de Constitucionalidad celebrará sesiones 
las veces que sea necesario, debiendo establecer lo rela­
tivo a las reuniones, ordinarias y las extraordinarias; estas 
últimas cuando las convoque el Presidente o sea solicita­
do por dos o más Magistrados. 

Las sesiones del tribunal serán privadas, pero, cuando 
la Corte así lo decida, podrán asistir personas interesadas 
directamente en el asunto que se trate. 

Artículo 181. Firma obligatoria de los acuerdos y opi­
niones. Los acuerdos y opiniones de la Corte de Constitu­
cionalidad serán firmados obligatoriamente por todos los 
Magistrados que al momento de adoptarse 
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integren el tribunal. Si alguno disiente de la mayoría, de­
berá razonar su voto en el propio acto y hacerlo constar 

en el libro que para el efecto se lleve. 

Artículo 182. Acumulación de asuntos. La Corte de 
Constitucionalidad podrá disponer la acumulación de 
aquellos asuntos en que dadas las circunstancias y por 
razones de identidad o de similitud, se justifique la unidad 
del trámite y decisión. 

Artículo 183. Conocimiento obligatorio. Reclamada su 
intervención en forma legal en asuntos de su competen­
cia, la Corte de Constitucionalidad no podrá, sin incurrir en 
responsabilidad, suspender, retardar, ni denegar la admi­
nistración de justicia, ni excusarse de ejercer su autoridad 
aún en casos de falta, obscuridad, ambigüedad o insufi­
ciencia de disposiciones legales. 

Artículo 184. Resoluciones en materia de jurisdicción y 
competencia. Las resoluciones de la Corte de Constitu­
cionalidad en materia de jurisdicción y de competencia 
son definitivas y contra las mismas no caben más que 
aclaración y ampliación. 

Artículo 185. Vinculación de las decisiones de la Corte 
de Constitucionalidad. Las decisiones de la Corte de 
Constitucionalidad vinculan al poder público y órganos del 
Estado, y tienen plenos efectos frente a todos. 
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CAPÍTULO SIETE 
DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS 

Artículo 186. Presupuesto de la Corte de Constituciona­
lidad. Es atribución de la Corte de Constitucionalidad for­
mular su propio presupuesto; y con base en la disposición 
contenida en el articulo 268 de la Constitución de la Re­
pública, se le asignará una cantidad no menor del cinco 
por ciento del mínimo del dos por ciento del presupuesto 
de ingresos del Estado que correspondan al Organismo 
Judicial, cantidad que deberá entregarse a la Tesorería de 
la Corte de Constitucionalidad cada mes en forma propor­
cional y anticipada por el órgano que corresponda. 

Son fondos privativos de la Corte de Constitucionali­
dad los derivados de la administración de justicia constitu­
cional y a ella corresponde su administración e inversión. 

Las multas que se impongan con motivo de la aplica­
ción de esta ley ingresarán a los fondos privativos de la 
Corte de Constitucionalidad. 

Artículo 187. Funcionarios de la Corte de Constitucio­
nalidad. Son funcionarios al servicio de la Corte de Consti­
tucionalidad, el Secretario General, los abogados jefes de 
sección, los oficiales y los auxiliares necesarios para su 
buen funcionamiento. 

Artículo 188. Régimen de servicio civil y clases pasi­
vas. La Corte de Constitucionalidad establecerá el régi­
men de servicio civil y de clases pasivas del Tribunal, 
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pudiendo incorporarlo al régimen existente en el Estado 
sobre clases pasivas. La selección del personal, su nom­
bramiento y remoción corresponden a la Presidencia de la 
Corte. 

Artículo 189. Publicación trimestral de la Gaceta Juris­
prudencia/. La Corte de Constitucionalidad deberá publi­
car trimestralmente la Gaceta Jurisprudencia!, en la cual 
se deberán insertar íntegramente todas las sentencias 
que dicte en materia de su competencia y las opiniones 
que le corresponda evacuar conforme a la ley. También 
se podrán incluir en la misma, trabajos relacionados con 
los asuntos jurídicos de su competencia que estime dig­
nos de su publicación. 

TÍTULO SEIS 
DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 190. Cosa juzgada. Las resoluciones dictadas 
en procesos de amparo y de exhibición personal son de 
efecto declarativo y no causan excepción de cosa juzga­
da, sin perjuicio de las disposiciones relativas a la juris­
prudencia en materia de amparo. Las resoluciones en ca­
sos que contengan planteamiento de inconstitucionalidad 
de leyes, reglamentos y disposiciones de carácter general 
sólo causan efecto de cosa juzgada con respecto al caso 
concreto en que fueron dictadas, pero también tienen 
efectos jurisprudencíales. 
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Artículo 191. Disposiciones de aplicación supletoria. 
Para las situaciones no previstas en la presente ley, se 
aplicarán las disposiciones reglamentarias que la Corte de 
Constitucionalidad promulgará y publicará en el Diario 
Oficial. 

Artículo 192. Reformas a la ley. Esta ley puede ser re­
formada por el Congreso de la República y requiere para 
su reforma el voto de las dos terceras partes de diputados 
que integran el Congreso, previo dictamen favorable de la 
Corte de Constitucionalidad. 

Artículo 193. Epígrafes. Los epígrafes relativos a la 
identificación del contenido de las normas de esta ley y 
que preceden a cada artículo no tienen validez interpreta­
tiva. 

Artículo 194. Derogatoria. Se deroga el Decreto núme­
ro 8 de la Asamblea Nacional Constituyente de la Repú­
blica de Guatemala del veinte de abril de mil novecientos 
sesenta y seis, y cualquiera otra disposición que sea con­
traria o se oponga a la presente ley. 

Los procesos iniciados bajo el imperio de la ley dero­
gada, se acomodarán inmediatamente a los trámites de la 
nueva ley al entrar en vigencia. Los tribunales podrán 
concederle el término necesario a los interesados para 
cumplir con requisitos que el mismo tribunal estimare que 
falten. Sin embargo, en tanto se integra la Corte de Cons­
titucionalidad, lo referente al recurso de apelación se 
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tramitará conforme a las disposiciones del Decreto antes 
citado. 

Artículo 195. Vigencia de esta ley. La presente ley en­
trará en vigencia el día catorce de enero de mil novecien­
tos ochenta y seis. 

Dado en el Palacio del Organismo Legislativo: en la 
ciudad de Guatemala, a los ocho días del mes de enero 
de mil novecientos ochenta y seis. 

ROBERTO CARPIO NICOLLE, 
Presidente alterno. 
Diputado por Lista Nacional. 
HÉCTOR ARAGÓN QUIÑÓNEZ, 
Presidente alterno. 
Diputado por Distrito Metropolitano. 
RAMIRO DE LEÓN CARPIO, 
Presidente alterno. 
Diputado por Lista Nacional. 
GERMÁN SCHEEL MONTES, 
Primer Secretario. 
Diputado por Quetzaltenango. 
JUAN ALBERTO SALGUERO CAMBARA, 
Segundo Secretario. 
Diputado por Jutiapa. 
TOMAS AYUSO PANTOJA, 
Tercer Secretario. 
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Diputado por Retalhuleu. 
ANTONIO ARENALES FORNO, 
Cuarto Secretario. 

Diputado por Distrito Metropolitano. 
JULIO LOWENTHAL FONCEA, 
Quinto Secretario. 
Diputado por Lista Nacional. 
AlOA CECILIA MEJIA DE RODRIGUEZ, 
Sexto Secretario. 
Diputado por Lista Nacional. 
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HONDURAS 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE 
HONDURAS, 1982 (Última reforma, 2005). 

TITULO IV: DE LAS GARANTÍAS CONSTITUCIONALES 

CAPITULO 1 

DEL HABEAS CORPUS Y EL AMPARO 

Artículo 182.- El Estado reconoce la garantía de 
Habeas Corpus o de Exhibición Personal. E consecuen­
cia, toda persona agraviada o cualquiera otra en nombre 
de ésta tiene derecho a promoverla: 
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1. Cuando se encuentre ilegalmente presa, detenida o 
cohibida de cualquier modo en el goce de su libertad indi­
vidual; y 

2. Cuando en su detención o prisión legal, se apliquen 
al detenido o preso, tormentos, torturas, vejámenes, ex­
acción ilegal y toda coacción, restricción o molestia inne­
cesaria para su seguridad individual o para el orden de la 
prisión. 

La acción de Habeas Corpus se ejercerá sin necesi­
dad de poder ni de formalidad alguna, verbalmente o por 
escrito, utilizando cualquier medio de ccmunicación, en 
horas o días hábiles o inhábiles y libre de costas. 

Los jueves o magistrados no podrá desechar la acción 
de Habeas Corpus y tienen la obligación ineludible de 
proceder de inmediato para hacer cesar la violación a la 
libertad o a la seguridad personales. 

Los tribunales que dejaren de admitir estas acciones 
incurrirán en responsabilidad penal y administrativa. 

Las autoridades que ordenaren y los agentes que eje­
cutaren el ocultamiento del detenido o que en cualquier 
forma quebranten esta garantía incurrirán en el delito de 
detención ilegal. 

Artículo 183.- El Estado reconoce la garantía de Am­
paro. 

En consecuencia toda persona agraviada o cualquiera 
otra en nombre de ésta, tiene derecho a interponer recur­
so de amparo: 

361 



AUAN R._ BRfWER~CARfAS 

1. Para que se le mantenga o restituya en el goce o 
disfrute de los derechos o garantías que la constitución 
establece; y 

2. Para que se declare en casos concretos que una 
ley, resolución, acto o hecho de autoridad, no obliga al 
recurrente ni es aplicable por contravenir, disminuir o ter­
giversar cualesquiera de los derechos reconocidos por 
esta Constitución. 

El Recurso de Amparo se interpondrá de conformidad 
con la Ley. 

LEY SOBRE JUSTICIA CONSTITUCIONAL 

TÍTULO 1 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto de la ley. La presente ley tiene por 
objeto desarrollar las garantías constitucionales y las de­
fensas del orden jurídico constitucional. 

Artículo 2. Regla de interpretación y aplicación. Las 
disposiciones de esta ley se interpretarán y aplicarán 
siempre de manera que aseguren una eficaz protección 
de los derechos humanos y el adecuado funcionamiento 
de las defensas del orden jurídico constitucional. 

Se interpretarán y aplicarán de conformidad con los 
tratados, convenciones y otros instrumentos internaciona­
les sobre derechos humanos vigentes en la República de 
Honduras, tomando en consideración las interpretaciones 
que de ellos hagan los tribunales Internacionales. 
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Artículo 3. Del conocimiento de las acciones. Los ór­
ganos jurisdiccionales a que se refiere esta ley ejercen la 
justicia constitucional y a ellos corresponde conocer de las 
acciones de: 

1. Habeas corpus o exhibición personal y de habeas 
data; 

2. Amparo; 
3. lnconstitucionalidad; 
4. Revisión y 
5. De los conflictos entre los Poderes del Estado o 

entre Cualquiera de éstos y el Tribunal Supremo Electoral. 
De los conflictos de competencia o atribuciones de las 
municipalidades entre si. De los conflictos de competencia 
o atribuciones que se produzcan entre el Ministerio Públi­
co, la Procuraduría General de la Republica y el Tribunal 
Superior de Cuentas. 

6) Conocer de los demás asuntos que la Constitu­
ción de la República o la presente ley le atribuyan. 

Artículo 4. Reglas especiales de la jurisdicción consti­
tucional. En el ejercicio de la justicia constitucional los ór­
ganos jurisdiccionales observarán las siguientes reglas: 

1. Todas las actuaciones se practicaran en papel 
simple o Común; 

2. Toda notificación deberá hacerse a más tardar 
el día siguiente a la fecha de la respectiva providencia, 
auto o sentencia. 
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3. La tramitación y resolución de la acción de 
hábeas corpus o exhibición personal será prioritaria res­
pecto de cualquier otro asunto de que estuviere conocien­
do el correspondiente órgano Jurisdiccional. En defecto 
de tal acción, la prioridad le corresponderá por su orden a 
la de amparo y a la de inconstitucionalidad. 

4. Interpuesta cualquiera de las acciones constitu­
cionales, Los órganos jurisdiccionales impulsarán de oficio 
todos los Trámites. 

5. En la tramitación de las acciones de exhibición 
personal, Amparo e inconstitucionalidad, prevalecerá el 
fondo sobre la Forma, por lo que los defectos procesales 
no impedirán la expedita sustanciación de los asuntos. 
Las partes podrán corregir sus propios errores, siempre 
que fueren subsanables. No obstante los órganos jurisdic­
cionales que conozcan del asunto podrán hacerlo de ofi­
cio. 

6. Contra las providencias, autos y sentencias que 
se dicten en el ejercicio de la jurisdicción constitucional no 
cabrá recurso alguno; 

7. Los plazos establecidos en esta ley son improrro­
gables a menos que la misma disponga lo contrario. 

8. El incumplimiento de tales plazos por parte de los 
titulares de los órganos jurisdiccionales, originará la res­
ponsabilidad señalada en la presente ley. 

Artículo 5. De la supremacía de la constitución. En el 
ejercicio de la justicia constitucional los Órganos 
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jurisdiccionales solamente están sometidos a la Constitu­
ción de la República y a la ley. 

Artículo 6. Del principio de inmutabilidad de las sen­
tencias -aclaración- corrección de errores. Los órganos 
jurisdiccionales en el ejercicio de la justicia constitucional 
no podrán variar ni modificar sus sentencias después de 
firmadas; pero sí aclarar algún concepto oscuro o corregir 
errores materiales de las mismas. Estas aclaraciones po­
drán hacerse de of1cio dentro del día hábil siguiente al de 
la fecha de la sentencia, o a solicitud de parte, presentada 
a más tardar el día hábil siguiente al de la notificación. En 
este último caso, el órgano jurisdiccional resolverá lo que 
estime procedente dentro del día hábil siguiente al de la 
presentación de la solicitud. 

Artículo 7. De la sala de lo constitucional jurisdicción­
integración. Las funciones que la presente ley atribuye a 
la Corte Suprema de Justicia, serán cumplidas por ésta a 
través de la Sala de lo Constitucional, a la cual corres­
ponde la jurisdicción constitucional. La Sala de lo Consti­
tucional estará integrada por cinco (5) magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia, designados por el pleno de la 
misma. 

Articulo 8. Del carácter de las sentencias pronuncia­
das por la sala de lo constitucional unanimidad-mayoría. 
Las sentencias pronunciadas por unanimidad de votos por 
la Sala de lo Constitucional, se proferirán en nombre de la 
Corte Suprema de Justicia y tendrán el 
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carácter de definitivas. Cuando las sentencias se pronun­
cien por mayoría de votos deberán someterse al pleno de 
la Corte Suprema de Justicia para su conocimiento y reso­
lución definitiva. para tal efecto el Presidente de la Sala 
remitirá la sentencia y sus antecedentes a la Presidencia 
de la Corte Suprema de Justicia, a más tardar al día si­
guiente hábil de emitido el fallo, quien deberá en el acto 
de su recepción convocar al Pleno para su conocimiento y 
resolución dentro del término de diez (10) días hábiles a 
partir de la fecha en que se hayan recibido los anteceden­
tes. 

TÍTULO 11 
DE LAS ACCIONES DE PROTECCIÓN 

DE LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES 

CAPÍTULO 1 
DE LA COMPETENCIA 

Artículo 9. De la competencia de la sala. La Corte Su­
prema de Justicia, a través de la Sala de lo Constitucional 
conocerá y resolverá: 

1. De los recursos de hábeas corpus o de exhibi-
ción personal y del de Habeas Data. 

2. Del recurso de amparo previsto en el último pá-
rrafo del Artículo 40 de esta Ley. 

3. Del recurso de amparo por violación de los dere­
chos fundamentales que fueran cometidos por: 

a) El Presidente de la República o los Secretarios 
de Estado. 
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b) Las Cortes de Apelaciones. 
e) El Tribunal Superior de Cuentas, la Procuradu-

ria General de la República y el Tribunal Supremo Electo­
ral. 

d) Las violaciones cometidas por los demás funcio­
narios con autoridad en toda la República. 

4. Del Recurso de Revisión en Materia Penal y Civil; 
y, 

5. De los conflictos de competencia a que se refiere 
el Articulo 107 de esta ley. 

Artículo 1 O. De la competencia de las cortes de apela­
ciones. Las Cortes de Apelaciones en su respectiva juris­
dicción conocerán y resolverán: 

1. Del hábeas corpus o de exhibición personal; y, 
2. Del amparo por violación de los derechos fun­

damentales que fueran cometidos por: 
a) Jueces de Letras Departamentales o Secciona-

les, Jueces de Sentencia, Jueces de Ejecución y Jueces 
de Paz, en los casos de jurisdicción preventiva; y, 

b) Empleados departamentales o seccionales del or­
den politico, administrativo o militar. 

Artículo 11. De la competencia de los juzgados de le­
tras. Los Juzgados de Letras, en sus respectivas jurisdic­
ciones y competencias, conocerán y resolverán: 

1. Del recurso de hábeas corpus o exhibición per-
sonal; y, 
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2. del recurso de amparo, en los casos siguientes: 
a) Por violaciones cometidas por los inferiores en 

el orden Jerárquico, según la materia. 
b) De las violaciones cometidas por las Corporacio­

nes Municipales o alguno de sus miembros, inclusive los 
Jueces de Policía y Alcaldes Auxiliares; y, 

e) De las violaciones cometidas por los emplea-
dos que no estén comprendidos en las disposiciones an­
teriores. 

Artículo 12. Del conocimiento a prevención en caso de 
ambigüedad. Cuando la competencia no estuviere clara­
mente establecida, conocerá de la acción de habeas cor­
pus y de amparo, a prevención, el órgano jurisdiccional 
que, por razón de la materia, tenga jurisdicción en el lugar 
donde ocurrió la violación o la amenaza de los derechos o 
en donde haya producido o pudiere producir efectos. 

CAPÍTULO 11 
DE LA ACCIÓN DE EXHIBICIÓN PERSONAL Y 

DE HABEAS DATA 

SECCIÓN 1 
DISPOSICIONES GENERALES 

Articulo 13. Del deber del Estado de garantizar fa liber­
tad personal y fa integridad e intimidad de fa persona 
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humana. El Estado reconoce la garantía de Hábeas Cor­
pus o Exhibición Personal, y de Hábeas Data. En conse­
cuencia en el Hábeas Corpus o Exhibición Personal, toda 
persona agraviada o cualquier otra en nombre de ésta 
tiene derecho a promoverla; y el Hábeas Data únicamente 
puede promoverla la persona cuyos datos personales o 
familiares consten en los archivos, registros públicos o 
privados de la misma manera: 

1. EL HÁBEAS CORPUS O EXHIBICIÓN PERSO­
NAL: 

a) Cuando se encuentre ilegalmente presa, detenida, 
cohibida de cualquier modo en el goce de su libertad; y, 

b) Cuando en su detención o prisión legal, se apli­
quen al detenido o preso, tormentos torturas, vejámenes, 
exacción colega y toda coacción, restricción o molestias 
innecesarias para su seguridad individua o para el orden 
de la prisión; y, 

2. EL HÁBEAS DATA: 

a) Toda persona tiene el derecho a acceder a la in­
formación sobre si misma o sus bienes en forma expedita 
y no onerosa ya está contenida en bases de datos, regis­
tros públicos o privados y, en el caso de que fuere nece­
sario, actualizara, rectificarla y/o enmendarla. 

b) Únicamente conocerá de la garantía de Hábeas 
Data la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia. 
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Artículo 14. -De la restitución o aseguramiento de la li­
bertad -cese de tormentos- La persona que se encuentre 
en cualesquiera de las situaciones previstas en el artículo 
anterior u otra persona en su nombre, tendrá derecho a 
pedir su inmediata exhibición ante los órganos jurisdiccio­
nales para que se le restituya o asegure su libertad o se 
hagan cesar los tormentos, torturas, tratos crueles, in­
humanos o degradantes, vejámenes, exacciones ilegales 
o demás coacciones, restricciones o molestias. 

Artículo 15. -De la resolución de otras violaciones a la 
libertad. Cuando en la exhibición personal se aleguen 
otras violaciones que guarden relación con la libertad per­
sonal en cualquiera de sus formas y los hechos fueren 
conexos con el acto tenido como ilegitimo por constituir su 
causa o su finalidad, se resolverá también sobre estas 
violaciones. 

Artículo 16. De la no exigencia de requisitos formales. 
Las acciones de Hábeas Corpus y de Hábeas Data se 
ejercerán sin necesidad de poder ni de formalidad alguna, 
verbalmente o por escrito, utilizando cualquier medio de 
comunicación, en horas o dias hábiles e inhábiles y libres 
de costas. 
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SECCIÓN 11 
DE LA COMPETENCIA 

Artículo 17. -De la capacidad para conocer y resolver 
esta acción. Todos los titulares de los órganos jurisdiccio­
nales en sus respectivas jurisdicciones y competencias 
serán aptos para conocer de la acción de hábeas corpus 
o de exhibición personal. 

Articulo 18. -De la inexcusabilidad para inhibirse del 
conocimiento y trámite de la acción. Los titulares de los 
órganos jurisdiccionales no podrán desechar esta acción 
constitucional y tienen la obligación ineludible de proceder 
de inmediato para hacer cesar la violación a la libertad o 
seguridad personal. 

Los titulares de los órganos jurisdiccionales que deja­
ren de admitir está acción incurrirán en responsabilidad 
penal y administrativa. 

Las autoridades que ordenaren y los agentes que eje­
cutaren el ocultamiento del detenido o que en cualquier 
forma quebrante esta garantía incurrirán en el delito de 
detención ilegal. 

Articulo 19. Del modo de iniciar la acción. La acción 
de exhibición personal se iniciará de oficio o a petición de 
cualquier persona. sea o no pariente del supuesto ofendi­
do. en los términos del Artículo 16. 
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Artículo 20. De la iniciación de oficio. La acción de ex­
hibición personal se iniciará de oficio cuando el Órgano 
jurisdiccional tenga noticias de que una persona se en­
cuentra ilegalmente presa. detenida o cohibida de cual­
quier modo en el goce de su libertad personal, o cuando 
en su detención o prisión legal se le estén aplicando tor­
mentos, torturas, tratos crueles, inhumanos o degradan­
tes, o vejámenes de cualquier clase, o se le esté haciendo 
objeto de apremios ilegales o de coacción, restricción o 
molestia innecesaria para su seguridad individual o para 
el orden de la prisión. 

Artículo 21. De la simplicidad en el ejercicio de la ac­
ción. El peticionario expresará en la solicitud o acción, los 
hechos que motivan la acción; el lugar, real o probable en 
que se encuentra el ofendido, si lo sabe, y la autoridad o 
persona a quien considere culpable. De ignorarse la iden­
tidad del supuesto autor de la violación constitucional, la 
demanda se tendrá por ejercitada contra el superior jerár­
quico de la dependencia respectiva, en su caso. 

Artículo 22. De la interposición oral de la acción. Si la 
acción de exhibición personal no se solicitare por escrito, 
el órgano jurisdiccional levantará acta en la que dejará 
constancia del lugar y de la fecha, del nombre y apellidos 
del solicitante, del medio empleado para su formulación, 
así como de la fecha y hora de la solicitud, del nombre y 
apellidos de la persona detenida o agraviada, lugar en 
que se encuentra real o presuntamente, los hechos que 
motivaron la detención o prisión y, en general, los demás 
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datos que sobre el hecho haya suministrado el interesado, 
y si fuere necesario en el mismo acto se hará consignar el 
nombramiento del juez ejecutor. Si el actor no puede o no 
sabe escribir, se dejará constancia de ello en el acta. 

Artículo 23. De fa obligación de denuncia. Los alcai­
des, jefes, encargados y subalternos de un establecimien­
to o lugar en donde una persona se encuentre detenida, 
presa o privada de su libertad, están obligados a denun­
ciar inmediatamente cualquier hecho que dé lugar a la 
exhibición personal del detenido o preso ante cualesquie­
ra de los órganos jurisdiccionales a que esta ley se refie­
re. 

La circunstancia de que la correspondiente orden 
haya sido dada por un superior jerárquico, no eximirá de 
la obligación contemplada en el párrafo precedente. 

La contravención a esta norma sujetará a quienes la 
quebranten a lo que al efecto establezca la legislación 
penal aplicable. 

Artículo 24. -De fas privaciones de libertad que se 
consideran ilegales y arbitrarías. Es ilegal y arbitraria: 

1. Toda orden verbal de prisión o arresto, salvo si 
tiene como finalidad impedir la inminente comisión de un 
delito, la fuga de quienes hayan participado en aquél o 
evitar daños graves a las personas o a la propiedad. 

2. Toda orden de prisión o arresto que no emane de 
autoridad competente o que haya sido expedida sin las 
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formalidades legales o por motivos que no hayan sido 
previamente establecidos en la ley; y 

3. Toda detención o arresto que no se cumpla en los 
centros destinados para el efecto por el Estado. 

SECCIÓN 111 
DE LA SUBSTANCIACIÓN DE LA ACCIÓN 

Artículo 25. -De la prioridad en la substanciación de la 
acción de habeas corpus. La substanciación de la acción 
de hábeas corpus se hará sin pérdida de tiempo, por lo 
que el respectivo órgano jurisdiccional pospondrá cual­
quier asunto de distinta naturaleza de que estuviere cono­
ciendo. 

Adoptará sin tardanza, asimismo, las medidas necesa­
rias para la averiguación del caso y para proteger la liber­
tad o la seguridad del detenido o preso. En caso contrario, 
se le juzgará como coautor de la detención, vejación o 
agravio. 

Artículo 26. -De los deberes de los titulares del órgano 
jurisdiccional o del juez ejecutor de la acción. Recibida la 
acción de exhibición personal, el titular del órgano juris­
diccional o el ejecutor designado en su caso ordenará, 
mediante auto, la inmediata exhibición del detenido o pre­
so, ante el funcionario que se designe y éste al alcalde, 
jefe, encargado o subalterno, o a la persona presunta­
mente responsable, que presente al ofendido, así como el 
original o copia de la orden de detención y que rinda in­
forme detallado de los hechos que 
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la motivaron; todo lo cual deberá cumplir dentro de un 
plazo que no exceda las 24 horas. 

El informe contendrá, por lo menos, lo siguiente: 
1. Autoridad o persona que ordenó la detención ó 

vejación y el nombre y apellidos de quienes ejecutaren el 
correspondiente acto, con indicación de la fecha y circuns­
tancias del mismo; 

2. Las causas que motivaron la detención o la con­
ducta denunciada y las circunstancias y fechas en que 
tuvieron lugar; 

3. Indicación de si el detenido o preso ha estado 
únicamente bajo su inmediata custodia o si fue transferido 
de otro centro de reclusión ó detención, en cuyo caso in­
dicará el nombre de éste, la fecha en que tuvo lugar el 
traslado, el estado físico del agraviado en dicho momento 
y el motivo de la transferencia; y 

4. Firma y sello del servidor público o persona que 
rinde el informe. 

En el auto de admisión se ordenará, asimismo, no 
ejecutar acto alguno que pueda dar como resultado un 
cambio en las condiciones en que se encuentra el deteni­
do o preso, salvo si ello es necesario para preservar su 
vida, su salud y su integridad física mental. 

Si el informe no se rinde en el término señalado, se 
tendrán por ciertos los hechos invocados por el deman­
dante o solicitante y, si procede en derecho, se declarará 
con lugar la exhibición pedida. 
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El auto de admisión de la demanda de exhibición tam­
bién se notificará al Ministerio Público, para el cumpli­
miento de los deberes de su cargo. La ausencia de 

apersonamiento del Ministerio Público no impedirá la 
tramitación y resolución del recurso. 

Artículo 27. De la exhibición obligatoria del agraviado. 
La presentación del agraviado ante la autoridad requirente 
se efectuará sin excusas ni condiciones de ninguna clase. 
Si no se exhibe a la persona detenida o presa, el funcio­
nario o empleado responsable será destituido y el órgano 
jurisdiccional ordenará su detención y lo pondrá sin tar­
danza a la orden de la autoridad competente para que lo 
encause con base en lo dispuesto en la legislación penal; 
y ordenará, asimismo, la libertad del detenido o preso, si 
ello procede de conformidad con la ley. 

Si la no exhibición obedece al propósito de ocultar al 
detenido o preso, bien sea en el mismo establecimiento o 
en cualesquiera otros, se estará a lo dispuesto en el pá­
rrafo anterior y el delito se sancionará con la pena máxima 
aplicable al secuestro. 

Si la no exhibición se debe a que la autoridad o per­
sona ya no tiene bajo su custodia al detenido o preso por­
que fue trasladado a otro lugar o establecimiento, dicha 
persona o autoridad conducirá al ejecutor al lugar o esta­
blecimiento en que se encuentra el detenido o preso, o al 
que fue trasladado. 
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Artículo 28. De /as facultades del ejecutor y obligacio­
nes de la autoridad recurrida en caso de practicarse la 
acción sin previo aviso. Cuando la parte 

interesada lo haya solicitado o el ejecutor lo juzgue perti­
nente, la exhibición personal se practicará en el lugar en 
que se encuentre el detenido o preso, sin previo aviso a 
autoridad o persona alguna. 

Notificado el auto de exhibición al Jefe del estableci­
miento o a quien haga sus veces, éste deberá presentar 
de inmediato a la persona agraviada y entregarle sin tar­
danza al ejecutor, el informe y antecedentes del caso. 
Mientras resuelve lo pertinente, el órgano jurisdiccional 
adoptará las medidas de seguridad que crea oportunas 
para proteger al detenido o preso. Tales medidas deberán 
ser cumplidas, sin pretexto alguno, por las correspondien­
tes autoridades. 

El ejecutor tendrá libre acceso a todas las dependen­
cias del lugar de detención, en dias u horas hábiles o in­
hábiles y deberá hacer las pesquisas o interrogatorios que 
estime oportunos. 

Artículo 29. De /as obligaciones del órgano jurisdiccio­
nal en caso de no dar con el paradero del agraviado. Si la 
autoridad o persona requerida negare haber restringido la 
libertad del beneficiario del recurso de hábeas corpus, el 
tribunal deberá ordenar todas las medidas pertinentes 
para lograr la ubicación del mismo, reservando las actua­
ciones hasta que la persona aparezca o sea encontrada. 
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Artículo 30. Del deber de los órganos jurisdiccionales 
o ejecutores en el caso del articulo 24. Cuando los órga­
nos jurisdiccionales o ejecutores tuvieren 

conocimiento de que alguno de los hechos a que se refie­
re el Artículo 24 están teniendo lugar, iniciarán de inme­
diato el proceso correspondiente y se constituirán sin de­
mora en el lugar en que estuviere el agraviado, para los 
efectos previstos en esta ley. 

Artículo 31. De la exhibición obligatoria. El detenido o 
preso deberá ser presentado al ejecutor, aún cuando la 
detención o prisión sea consecuencia de una orden de 
autoridad judicial competente y de un procedimiento legal 
regular. 

Artículo 32. De la prevención de las detenciones ilega­
les. Si la persona en cuyo favor se ejercita la acción de 
exhibición personal se encuentra bajo custodia de autori­
dad competente pero no ha transcurrido el término conte­
nido en el Artículo 71 de la Constitución de la República, 
el ejecutor declarará legal la detención o incomunicación, 
pero velará porque se ponga al detenido o preso a la or­
den de la autoridad competente para su juzgamiento. 

Artículo 33. De los medios de prueba. El ejecutor po­
drá, en cualquier momento del trámite y sin formalidad 
alguna, ordenar la comparecencia de los testigos, peritos 
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o expertos que considere necesarios para esclarecer 
los hechos y recabar cualquier otra clase de información. 

Artículo 34. Del acta del ejecutor. En la audiencia de la 
exhibición se levantará acta en la que se asentarán todas 
las incidencias que en ella ocurran. 

Artículo 35. Del auxilio al ejecutor. El ejecutor, en su 
caso, pedirá el auxilio de la fuerza pública o de cualquier 
ciudadano para el cumplimiento de su cometido. 

La negativa a prestar dicho auxilio se sancionará de 
conformidad con lo dispuesto en la legislación penal. 

Artículo 36. De la urgencia y gratuidad de las comuni­
caciones. Los mensajes telegráficos, postales, telefónicos, 
electrónicos, taxes o cualquier otro medio de comunica­
ción relacionados con la exhibición personal se transmiti­
rán o enviarán por la correspondiente oficina estatal o pri­
vada urgente y gratuitamente, debiendo darle constancia 
al interesado. Los Jefes de las indicadas oficinas serán 
personalmente responsables por la falta de cumplimiento 
de esta disposición y se sancionarán por el superior jerár­
quico con una multa equivalente a un dia de su salario por 
cada día de atraso. 
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SECCIÓN IV 
DE LA SENTENCIA 

Artículo 37. De las obligaciones posteriores a fa conclu­
sión del trámite. Concluidos los trámites establecidos en el 
Capítulo anterior, el ejecutor declarará sin dilación alguna 
si ha o no lugar a la acción. 

Recibidos los antecedentes contentivos de las actua­
ciones practicadas por el ejecutor o concluidas las mis­
mas por el titular del órgano jurisdiccional, éste dictará la 
sentencia que corresponda dentro de los tres (03) días 
hábiles siguientes. 

Articulo 38. De fa procedencia de fa acción. Se decla­
rará con lugar la exhibición personal, cuando se ccnstate 
la violación de alguno (s) de los supuestos establecidos 
en los artículos 13 y 24 de esta ley. En caso contrario se 
declarará sin lugar. 

Articulo 39. Del efecto las resoluciones procedentes. 
Si del estudio de los antecedentes a que se refieren los 

artículos precedentes, resulta que la detención, restricción 
o amenaza es ilegal, el ejecutor decretará la orden de li­
bertad del agraviado o la cesación de las restricciones, 
vejámenes, tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
amenazas, apremios ilegales o de cualquier otra coac­

ción, restricción o molestia innecesaria para la seguridad 
individual o para el orden de la prisión, y pondrá esos 

hechos en conocimiento del Ministerio Público con el obje­
to de que se ejerza la acción penal correspondiente. 
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Igual obligación tendrá el juez o magistrado que co­
nozca de la acción una vez dictada la sentencia que de­
clare con lugar la misma. 

Las resoluciones anteriores tendrán el carácter de 
Sentencias Definitivas, una vez revisadas en su caso por 
la Sala de lo Constitucional. 

Artículo 40. De la substanciación de la acción de 
hábeas data. Aplicación supletoria. El recurso de Hábeas 
Data será interpuesto ante la Sala de lo Constitucional de 
la Corte Suprema de Justicia cuando se haya agotado el 
trámite administrativo correspondiente. 

En la sustanciación del recurso que observará el pro­
cedimiento establecido para el Hábeas Corpus o exhibi­
ción personal. 

Las disposiciones que regulan el recurso de exhibición 
personal o Hábeas Corques, se aplicarán, en lo pertinente 
al procedimiento de Hábeas Data. 

CAPÍTULO 111 
DE LA ACCIÓN DE AMPARO 

SECCIÓN 1 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 41. De la finalidad de la acción y el derecho de 
pedirla. El Estado reconoce la garantía de amparo. En 
consecuencia toda persona agraviada o cualquiera en 
nombre de ésta, tiene derecho a interponer recurso de 
amparo: 
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1. Para que se le mantenga o restituya en el goce de 
los derechos o garantías que la Constitución, los tratados, 
convenciones y otros instrumentos internacionales esta­
blecen; 

2. Para que se declare en casos concretos que un 
reglamento, hecho, acto o resolución de autoridad, no 
obliga al recurrente ni es aplicable por contravenir, dismi­
nuir o tergiversar cualquiera de los derechos reconocidos 
por la Constitución 

Cuando la acción de amparo se interpusiese ante un 
Órgano Jurisdicciqnal incompetente, éste deberá remitir el 
escrito original al Organo Jurisdiccional competente. 

Artículo 42. De la procedencia de la acción. Procede 
la acción de amparo contra los hechos, actos, omisiones o 
amenazas de cualquiera de los Poderes del Estado, inclu­
yendo las entidades descentralizadas, desconcentradas, 
Corporaciones municipales e instituciones autónomas; las 
sostenidas con tondos públicos y las que actúen por dele­
gación de algún órgano del Estado en virtud de conce­
sión, de contrato u otra resolución válida. 

Artículo 43. De la amplitud de la acción. La acción de 
amparo podrá interponerse aún cuando el hecho o acto 
violatorio de los derechos no conste por escrito. 

Artículo 44. De los sujetos de la acción. La acción de 
amparo podrá ser ejercida por cualquier persona natural o 
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jurídica y podrá interponerse por la persona agraviada o 
por cualquier otra civilmente capaz sin necesidad de po­
der, en este último caso prevalecerá el criterio de la per­
sona en cuyo favor se demanda o se interpone el amparo. 

Artículo 45. De los príncipíos de la substanciación de 
la acción. La acción de amparo se sustanciara con arreglo 
a los principios de independencia, moralidad en el debate, 
informalidad, publicidad, prevalencia del derecho sustan­
cial, gratuidad, celeridad, economía procesal, eficacia y 
debido proceso. 

Artículo 46. De la ínadmisibi/ídad de la accíón. Es in­
admisible el recurso de amparo: 

1. Cuando se aleguen violaciones de mera legalidad. 
2. Contra resoluciones dictadas en los juicios de 

amparo; 
3. Cuando los actos hayan sido consentidos por el 

agraviado. Se entenderá que han sido consentidos por el 
agraviado, cuando no se hubieren ejercitado, dentro de 
los términos legales, los recursos o acciones, salvo los 
casos de probada imposibilidad para la interposición de 
los recursos correspondientes; 

4. Cuando no se hubiese ejercitado la acción de 
amparo dentro del plazo establecido en el artículo 48; 

5. Contra los actos consumados de modo irrepara­
ble; 

6. Cuando han cesado los efectos del acto reclama­
do; 
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7. En los asuntos judiciales puramente civiles. con 
respecto a las partes que intervengan o hubieren interve­
nido en ellos y a los terceros que tuvieren expeditos re­
cursos o acciones legales en el mismo juicio, y contra las 
sentencias definitivas, ejecutoriadas, en causa criminal. 

8. Cuando se tuvieren expeditos recursos o acciones 
legales en la vía Contencioso Administrativa; y, 

9. Cuando examinados que sean los antecedentes, 
se constate en forma manifiesta que la acción tiene por 
objeto la dilación del proceso. 

El Órgano Jurisdiccional rechazará de plano la de­
manda de amparo que fuese inadmisible. Dentro del trá­
mite sobreseerá las diligencias tan luego como consten en 
autos la causal de inadmisiblidad. 

SECCIÓN 11 
DEL EJERCICIO DE LA ACCIÓN 

Artículo 47. De la interposición de la acción. El amparo 
deberá interponerse ante el ór,gano jurisdiccional compe­
tente, sin perjuicio de lo estatuido en los artículos 12 y 41 
párrafo último de esta ley. 

Artículo 48. Del plazo para promover la acción. La ac­
ción de amparo deberá presentarse dentro de los dos me­
ses siguientes a la fecha de la última notificación al afec­
tado o de aquélla en que este haya tenido 
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conocimiento de la acción u omisión que, a su juicio, le 
perjudica o pueda perjudicarle. 

Artículo 49. De los requisitos del escrito de interposi­
ción. La acción de amparo se interpondrá por escrito y 
contendrá: 

1. La designación del órgano jurisdiccional ante el 
que se presenta; 

2. Los nombres y apellidos, estado civil, nacionali­
dad, profesión u oficio, domicilio y lugar para recibir notifi­
caciones del solicitante y, en su caso, de quien lo repre­
sente. Cuando quién promueva el amparo sea una perso­
na jurídica, se indicarán de manera sucinta, los datos rela­
tivos a su existencia, personalidad jurídica, nacionalidad, 
domicilio y fines; 

3. Hecho, acto, resolución, orden o mandato contra 
el cual se reclama, con expresión del juicio o diligencia en 
que ha sido dictada la resolución orden o mandato recla­
mado, y la indicación de los recursos de que se ha hecho 
uso para obtener su subsanación. 

4. Indicación concreta de la autoridad, funcionario, 
persona o entidad contra quien se interpone el amparo; 

5. Relación de los hechos que motivan la solicitud, 
con las pruebas correspondientes que tuviere a su dispo­
sición; 

6. El o los derechos constitucionales que se conside­
ra violado o amenazado; 

7. Lo que se pide; 
8. Lugar y fecha; y 
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Firma o huella digital si no sabe leer o escribir del re­
currente o agraviado, y en su caso firma del representante 
o apoderado legal. 

Artículo 50. Del plazo para enmendar. Si por deficien­
cias en la redacción no pudiere determinarse el hecho o la 
razón de la solicitud de amparo u otro dato esencial de los 
previstos en el articulo 47, el órgano jurisdiccional le con­
cederá al demandante un plazo de tres días hábiles para 
que corrija la demanda. Si no lo hiciere, la acción se de­
clarará inadmisible. 

SECCIÓN 111 
DE LA SUBSTANCIACIÓN DE LA ACCIÓN DE AMPARO 

Artículo 51. De la prioridad en la substanciación de la 
acción de amparo. La acción de amparo será substancia­
do con prelación a cualquier otro asunto, salvo el de ex­
hibición personal. En consecuencia, los órganos jurisdic­
cionales iniciarán el trámite de las respectivas demandas 
el mismo día de su presentación o el dia hábil siguiente. 

Artículo 52. De la comunicación pidiendo anteceden­
tes o informe. En el auto de admisión de la demanda de 
amparo, el órgano jurisdiccional ordenará el libramiento 
de comunicación a la autoridad, persona o entidad contra 
la que se interpone la acción para que 
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remita los respectivos antecedentes o rinda un informe 
circunstanciado en relación con los mismos. 

El plazo para remitir los antecedentes o el informe se­
rá determinado por el órgano jurisdiccional, pero no podrá 
exceder de cinco (5) dias hábiles teniendo en cuenta la 
distancia y la rapidez de los medios de comunicación. 

Los informes se considerarán rendidos bajo juramen­
to, por consiguiente, cualquier inexactitud o falsedad hará 
incurrir a quienes lo firmen en el delito de falsificación de 
documentos públicos. 

El auto de admisión de la demanda de amparo se noti­
ficará al Ministerio Público, para el cumplimiento de los 
deberes de su cargo. La ausencia de apersonamiento del 
Ministerio Público no impedirá la tramitación y resolución 
del recurso. 

El envío de los antecedentes no obsta para que la au­
toridad recurrida siga con el conocimiento del asunto, y 
con tal fin, dejará un extracto de las actuaciones principa­
les, siempre y cuando el amparo no se haya admitido con 
suspensión del acto reclamado. 

Artículo 53. Del efecto de la no remisión de antece­
dentes o informe. Si dentro del plazo señalado en el artí­
culo anterior no se enviaren los antecedentes o el informe, 
la autoridad que estuviere conociendo de la acción dictara 
un auto de apremio, mandando a requerir a la autoridad 
recurrida bajo el apercibiendo de que si no cumple dentro 
del término de veinticuatro horas con el mandato, se ten­
drá como violado el derecho o garantía 
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que motiva la acción, y se resolverá éste sin más trámite, 
salvo el caso fortuito o de fuerza mayor. 

El no envio de los antecedentes o, en su caso, del in­
forme, hará incurrir al responsable en el delito de abuso 
de autoridad y los daños y perjuicios que se ocasionaren, 
correrán por cuenta de quien haya incumplido lo prescrito 
en el párrafo anterior. 

El órgano jurisdiccional ante quien se promoviere la 
acción, deberá hacer, a la autoridad recurrida, las preven­
ciones establecidas en este y el precedente artículo. 

Artículo 54. De la vista al recurrente. Recibidos los an­
tecedentes o el informe en su caso, el órgano jurisdiccio­
nal concederá vista por cuarenta y ocho horas al recurren­
te para que formalice su petición por escrito. 

Si el recurrente no formaliza el recurso, sin más trámi­
te se sobreseerán las diligencias; sin embargo, si del es­
crito de interposición de amparo se aprecia que el recu­
rrente desarrolló de manera puntual el concepto de la vio­
lación, se continuará con el trámite normal del proceso de 
amparo. 

Artículo 55. Del período probatorio. El órgano jurisdic­
cional podrá decretar la apertura a pruebas, de oficio o a 
instancia de parte. El período probatorio no excederá de 
ocho (8) días hábiles comunes para proponer y evacuar 
las pruebas ofrecidas. Este período podrá ampliarse hasta 
por cuatro (4) días hábiles, si se debe de rendir prueba 
fuera de la sede del órgano jurisdiccional 
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que conozca del amparo. 

Artículo 56. De la vista al fiscal. Recibidos los antece­
dentes o el informe, y evacuadas en su caso las pruebas, 
si la acción no es incoada por el Ministerio Público, se 
dará vista al fiscal por el término de cuarenta y ocho horas 
para que emita su dictamen. El órgano jurisdiccional dicta­
rá sentencia dentro de los cinco (5) días hábiles siguien­
tes, otorgado o denegado el amparo. 

SECCIÓN IV 
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

Artículo 57. Del momento para decretar medidas cau­
telares. Las medidas cautelares podrán decretarse en el 
auto de admisión de la demanda o en cualquier estado del 
procedimiento, pero antes de dictar sentencia. 

Artículo 58. Del modo de decretar/as. La suspensión 
provisional del acto reclamado y demás medidas cautela­
res, podrán decretarse a instancia de parte, bajo la res­
ponsabilidad del peticionario. 

En casos excepcionales, prudenciales y razonable­
mente apreciados por el órgano jurisdiccional, previa a la 
adopción de las medidas cautelares que correspondan, el 
órgano jurisdiccional podrá decretar el rendimiento de la 
caución que, igualmente de manera prudencial y razona­
ble, estime procedente. 
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Artículo 59. De los casos de procedencia de fas medi­
das cautelares. Se decretarán medidas cautelares sobre 
el hecho, acto, resolución, amenaza, orden o mandato 
reclamado: 

1. Si de su mantenimiento resulta peligro para la in­
tegridad personal del reclamante o una grave e inminente 
violación de un derecho fundamental; 

2. Cuando su ejecución haga inútil el amparo al 
hacer dificil, gravosa o imposible la restitución de las co­
sas a su estado anterior, 

3. Cuando sea notoria la falta de jurisdicción o com­
petencia de la autoridad, persona o entidad contra la que 
se reclama; y, 

4. En cualquier otra situación análoga a las anterio-
res. 

Articulo 60. Del modo de comunicarlas. Decretadas 
las medidas cautelares, se comunicarán éstas a la Autori­
dad, persona o entidad que corresponda, por escrito y por 
el medio de verificación más rápido dentro de las veinti­
cuatro (24) horas siguientes. 

Artículo 61. De la duración de las medidas cautelares. 
En cualquier estado del juicio, pero antes de dictar sen­
tencia, se podrá revocar o modificar la medida cautelar 
decretada, de oficio o a petición de parte. 

También se podrá reconsiderar la denegatoria en vir­
tud de circunstancias sobre vinientes que no se conocían 
en el momento en que se dictó la resolución. 
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Artículo 62. De las sanciones por incumplimiento. Si la 
autoridad, persona o entidad a quien se haya comunicado 
la medida cautelar desobedece la orden judicial y sigue 
actuando, el órgano jurisdiccional notificará al Ministerio 
Público para que ejercite la acción penal correspondiente. 

El incumplimiento de lo prescrito en este articulo por 
parte de la autoridad recurrida, será sancionado de con­
formidad con lo establecido en el Código Penal, sin perjui­
cio del cumplimiento de la medida cautelar decretada. 

SECCIÓN V 
DE LA SENTENCIA Y SUS EFECTOS 

Artículo 63. De los requisitos de la sentencia. La sen­
tencia otorgará o denegará el amparo. La sentencia que 
otorgue el amparo contendrá en su parte dispositiva: 

1. La mención concreta de la autoridad, persona o 
entidad contra cuya resolución, acción u omisión se con­
cede el amparo; 

2. La indicación precisa de la resolución, acto o 
hecho de autoridad que no obliga al peticionario ni le es 
aplicable por contravenir, disminuir o tergiversar cualquie­
ra de los derechos fundamentales. 

3. La determinación precisa de la conducta a cum­
plir, con las especificaciones necesarias para su debida 
ejecución; y 

4. Las multas u otras sanciones aplicables. 
El órgano Jurisdiccional, al dictar la sentencia tendrá 

siempre en cuenta que su finalidad es garantizar al 
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agraviado en el pleno goce de sus derechos fundamenta­
les y volver las cosas, siempre que sea posible, al estado 
anterior a la violación. 

La sentencia que deniegue el amparo, ordenara que 
se devuelvan los antecedentes a la autoridad recurrida y 
que se continúe ccn el trámite procedente. 

Artículo 64. De la ejecución de la sentencia. Cuando la 
acción de amparo se haya ejercitado por la denegación de 
un acto o por una omisión, la sentencia ordenará su reali­
zación o que se ejecute el acto omitido. 

Si la autoridad recurrida que motivó el recurso, no 
procediere inmediatamente a ejecutar lo dispuesto en la 
sentencia, la Corte Suprema de Justicia, a petición de par­
te o de oficio, comisionará a otra autoridad del lugar o a 
un ciudadano, para que con el carácter de Juez Ejecutor, 
dé el debido cumplimiento a lo mandado a efecto de que 
ordene la realización o ejecución del acto omitido, y en su 
caso proceda a ordenar la inmediata cesación de la viola­
ción declarada, disponiendo lo necesario para evitar toda 
nueva violación, perturbación, peligro o restricción; asi­
mismo comunicara lo actuado al Ministerio Público para 
que ejercite la acción penal correspondiente. 

El Ejecutor representa al Órgano Jurisdiccional que lo 
haya nombrado, goza de las prerrogativas e inmunidades 
de los miembros de dicho Órgano y no podrá negarse a 
desempeñar el enca~go, sino por enfermedad u otro moti­
vo justo, a juicio del Organo que lo hubiere nombrado. 
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Para la eficacia de lo dispuesto en este articulo, el Ór­
gano Jurisdiccional respectivo, o el Ejecutor, en su caso, 
podrán requerir el auxilio de la fuerza pública, y en defecto 
de ella el de los ciudadanos, quienes están obligados a 
darlo y serán considerados como agentes de la autoridad. 

Artículo 6á Del cumpfímiento inmediato de fa senten­
cia que conceda el amparo. Proferida la sentencia que 
otorga el amparo, el responsable del Agravio deberá 
cumplirla tan pronto como se haya puesto en su conoci­
miento lo resuelto. Si no lo hiciere, el órgano jurisdiccional 
remitirá al Ministerio Público certificación de las corres­
pondientes actuaciones para que inicie la acción penal 
correspondiente. 

Artículo 66. De fa responsabilídad de fa autoridad re­
currida. El cumplimiento de la sentencia que otorga el 
amparo no impedirá que se proceda contra el responsable 
del agravio si sus acciones u omisiones generan respon­
sabilidad. 

Articulo 67. Del efecto excluyente y no prejuzgamiento 
de fa sentencia denegatoria. La denegación del amparo 
deja a salvo las acciones civiles o penales que en derecho 
procedan contra el autor del agravio alegado y no prejuz­
ga sobre ninguna materia. 

Artículo 68. De fa consulta obligatoria. La sentencia de 
amparo dictada por los Jueces de Letras Departamentales 
o Seccionales irá en trámite de consulta obligatoria para 
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ante la Corte de Apelaciones que corresponda. Sobre la 
sentencia que se pronuncie en este procedimiento, a soli­
citud de parte la Corte de Apelaciones elevará petición de 
estudio de la sentencia emitida para ante la Sala de lo 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, quien dis­
crecionalmente resolverá sobre su admisión. 

La sentencia de amparo dictada por las Cortes de 
Apelaciones en virtud del artículo 10 de la presente ley, irá 
en trámite de consulta obligatoria para ante la Sala de lo 
Constitucional. 

En los supuestos de los párrafos primero y segundo 
de este artículo, las sentencias que emitan en su orden la 
Corte de Apelaciones o la Sala de lo Constitucional, no 
serán objeto de recurso alguno. 

Artículo 69. De la sentencia que recaiga en la consul­
ta. El órgano jurisdiccional competente que conozca de la 
consulta, conforme a lo dispuesto en el articulo anterior 
fallará ccn sólo la vista de autos, dentro de seis días de 
haberlos recibido, reformando, confirmando o revocando 
la sentencia consultada, y comunicará inmediatamente 
por el medio de comunicación más efectivo a la autoridad 
recurrida que la dictó en primera instancia, ordenando su 
cumplimiento. 
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CAPÍTULO IV 
DISPOSICIONES FINALES COMUNES A 

LA EXHIBICIÓN PERSONAL, 
HÁBEAS DATA Y AL AMPARO 

Artículo 70. De la prohibición de plantear cuestiones 
incidentales. En el recurso de Hábeas Corpus o Exhibi­
ción Personal, Hábeas Data y Amparo no podrán plan­
tearse cuestiones incidentales. 

Cuando el órgano jurisdiccional se declare incompe­
tente para conocer de una acción de amparo, lo remitirá 
original al funcionario competente, a más tardar dentro de 
veinticuatro horas para que le de el curso correspondien­
te. La falta de cumplimiento de este precepto será sancio­
nada de conformidad con la ley. 

Artículo 71. De las causas de responsabilidad. Son 
causas de responsabilidad: 

1. La negativa de admisión de una acción por cau­
sas distintas de las previstas en esta ley o el retardo injus­
tificado en su tramitación; 

2. La demora injustificada en la remisión, transmi­
sión y entrega de los expedientes, mensajes y despachos; 

3. La alteración o la falsedad en los informes que 
deban rendirse por cualquier funcionario o persona; y 

4. La no aplicación de las sanciones que fija esta ley 
y la omisión del encauzamiento de los responsables; 

395 



ALLAN R BREWER-CARÍAS 

Artículo 72. Del efecto de la sentencía. Las sentencias 
dictadas en los procedimientos de Hábeas Corpus o Ex­
hibición Personal, Hábeas Data y Amparo producirán 
efecto de cosa juzgada solamente entre las partes y en 
relación a la controversia constitucional planteada. 

El efecto de cosa juzgada, sólo se hará valer i la res­
pectiva sentencia declara que la acción u omisión ha vio­
lado derechos constitucionales. Esta sentencia, sin em­
bargo, no originará derechos subjetivos a favor de los par­
ticulares o del Estado, por lo que no podrá oponerse como 
excepción de cosa juzgada en ningún proceso que se 
ventile con posterioridad ante los Organos Jurisdicciona­
les. 

Artículo 73. De la doctrína legal en el amparo. Tres 
sentencias conformes dictadas por la Corte Suprema de 
Justicia a través de la Sala de lo Constitucional en las 
demandas de amparo e inconstitucionalidad, constituyen 
doctrina legal, por lo que deberán observarse como ley; 
sin embargo la Sala de lo Constitucional, podrá separarse 
de su propia jurisprudencia razonando la innovación. 

TÍTULO 111 
DEL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD 

CAPÍTULO 1 
DEL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD 

POR LA SALA DE LO CONSTITUCIONAL 

Artículo 74. Del conocímíento exclusívo. Únicamente la 
Corte Suprema de Justicia, por medio de la Sala de lo 
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Constitucional, como interprete último y definitivo de la 
Constitución en los casos concretos sometidos a su cono­
cimiento, tiene la facultad originaria y exclusiva para co­
nocer de la garantía de inconstitucionalidad conforme a 
los artículos 184,313 numeral 5) y 316 de la Constitución, 
y del control previo de constitucionalidad previsto en el 
articulo 216 de la misma. 

Artículo 75. De la inconstituciona/idad por razón de 
forma o de contenido. Las leyes podrán ser declaradas 
inconstitucionales por razón de forma o de contenido. 

A la Corte Suprema de Justicia le compete el conoci­
miento y la resolución originaria y exclusiva en la materia, 
y deberá pronunciarse con los requisitos de las sentencias 
definitivas. 

En la forma, cuando no se ha observado el proceso 
legislativo establecido en la Constitución de la Republica, 
o cuando a una disposición se le atribuya el carácter de 
ley sin haber sido creada por el órgano legislativo. 

En el contenido, cuando una ley es contraria a la 
Constitución de la Republica. 

Articulo 76. De los casos en que procede la acción. 
Procede la acción de inconstitucionalidad: 

1. Contra las leyes y otras normas de carácter y 
aplicación general no sometidos al control de la jurisdic­
ción contencioso administrativa, que infrinjan preceptos 
constitucionales. 

2. Cuando se ponga en vigencia una reforma consti­
tucional con inobservancia de los requisitos 
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establecidos en la Constitución de la República; 
3. Cuando al aprobarse un tratado internacional que 

afecte una disposición constitucional, no se siga el proce­
dimiento establecido en el artículo diecisiete de la Consti­
tución de la Republica; y, 

4. Cuando la ley ordinaria contraríe lo dispuesto en 
un Tratado o convención internacional del que Honduras 
forma parte. 

La acción de inconstitucionalidad podrá ejercitarse de 
manera total o parcial. 

Artículo 77. De la promoción de la acción. La declara­
ción de inconstitucionalidad de una ley y su derogación 
podrá solicitarse por quien se considere lesionado en su 
interés directo, personal y legítimo; 

1. Por vía de acción que deberá promover ante la 
Corte Suprema de Justicia; 

2. Por vía de excepción, que podrá oponer en cual­
quier procedimiento judicial, y 

3. También el órgano jurisdiccional que conozca en 
cualquier procedimiento judicial, podrá solicitar de oficio la 
declaración de inconstitucionalidad de una ley antes de 
dictar resolución. 

En los casos contemplados en los numerales 2) y 3), 
se elevarán las actuaciones a la Corte Suprema de Justi­
cia siguiéndose el procedimiento hasta el momento de la 
citación para sentencia, a partir de lo cual se suspenderá 
el procedimiento judicial de la cuestión 
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principal en espera de la resolución sobre la inconstitucio­
nalidad 

Artículo 78. Del momento para intentar fa acción. La 
declaración de inconstitucionalidad de una ley o alguno (s) 
de sus preceptos podrá solicitarse en cualquier tiempo 
posterior a su vigencia. 

CAPÍTULO 11 
DEL PROCEDIMIENTO 

SECCIÓN 1 
DE LA INCONSTITUCIONALIDAD 

POR VÍA DE ACCIÓN 

Artículo 79. De los requisitos de fa inconstitucionafidad 
por vía de acción. La demanda de in constitucionalidad por 
vía de acción deberá contener: 

1. Suma y designación de la Sala de lo Constitucio­
nal. 

2. El nombre y apellidos, profesión u oficio, domicilio 
y dirección para recibir notificaciones del solicitante o de 
su mandatario o representante legal; 

3. El señalamiento de la ley o alguno(s) de sus pre­
ceptos, cuya declaración de inconstitucionalidad se pre­
tende; 

4. Los motivos que le sirven de fundamento a la pre­
tensión; 
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5. Explicación clara y precisa del interés directo, 
personal y legitimo que motiva su acción; asi como la ex­
plicación del concepto que motiva su acción de inconstitu­
cionalidad; y, 

6. El lugar, fecha de la demanda y la firma del solici­
tante. 

Con la demanda de inconstitucionalidad se acompa­
ñará copia de la misma. 

Artículo 80. De la comunicación y traslado. Admitida la 
demanda de inconstitucionalidad por razón de forma, se 
librara comunicación a la Secretaria del Congreso Nacio­
nal a efecto de que dentro del plazo de cinco (05) días 
remita los antecedentes del proceso de formación de la 
ley impugnada o en su caso informe. Una vez recibidos 
los antecedentes o el informe en su caso se dará traslado 
de estos por el término de seis (6) días hábiles al Ministe­
rio Público, para que emita su dictamen. 

Cuando se tratare de un recurso por razón del conte­
nido, se le dará el trámite correspondiente, oyendo el dic­
tamen del Ministerio Público. 

Artículo 81. Del plazo para dictar sentencia. Una vez 
recibido el dictamen del Ministerio Público, o de vencido el 
plazo para hacerlo, se dictará sentencia dentro de los 
veinte (20) días hábiles siguientes. 
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SECCIÓN 11 
DE LA INCONSTITUCIONALIDAD POR VÍA 

DE EXCEPCIÓN 

Artículo 82. De la solicitud por vía de excepción. La 
excepción de inconstitucionalidad se opondrá en cualquier 
estado del proceso. antes de la citación para sentencia. 

Artículo 83. De los requisitos de la solicitud. El escrito 
de excepción deberá reunir los requisitos establecidos en 
el artículo 79 de esta ley. 

Artículo 84. Del procedimiento. Recibidas las diligen­
cias en la Corte Suprema de Justicia, la Sala de lo Consti­
tucional resolverá sobre la procedencia o improcedencia 
de la admisión de la excepción de inconstitucionalidad. 

Artículo 85. Del modo de proceder una vez admitida la 
excepción. Admitida la excepción, la Sala de lo Constitu­
cional procederá de conformidad con lo establecido en los 
artículos 80 y 81 de esta ley. 

Artículo 86. De la responsabilidad en caso de inadmi­
sibilidad o improcedencia. Si la inconstitucionalidad por 
vía de excepción fuese declarada inadmisible o improce­
dente, el incidentista será responsable por el resarcimien­
to de los daños o perjuicios que hubiere 
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ocasionado con motivo de la suspensión del procedimien­
to principal. 

SECCIÓN 111 
DE LA IN CONSTITUCIONALIDAD PROMOVIDA 

DE OFICIO POR LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 

Artículo 87. De fa inconstitucionafidad de oficio. Los ór­
ganos jurisdiccionales podrán solicitar de oficio que se 
declare la inconstitucionalidad de una ley o alguno (s) de 
sus preceptos, cuando conociendo en cualquier procedi­
miento judicial, consideren que la ley o alguno (s) de sus 
preceptos aplicable al caso, es contrario a la Constitución 
de la República o a un Tratado Internacional y que de di­
cha ley o precepto legal depende el fallo que deben dictar. 

Artículo 88. Del deber de señ.afar fa ley o precepto que 
se presume inconstitucional. El Organo Jurisdiccional que 
solicite de oficio la declaración de inconstitucionalidad, 
dictará una resolución motivada, en la cual señalará la 
precisión y claridad la ley o precepto legal que supone 
violatorio de la Constitución, y por que la decisión del jui­
cio depende de la aplicación de esta ley o precepto legal. 
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CAPÍTULO 111 
DE LAS SENTENCIAS EN LOS PROCEDIMIENTOS 

DE INCONSTITUCIONALIDAD 

Artículo 89. De los alcances de la sentencia. La sen­
tencia podrá declarar la inconstitucionalidad total o parcial 
de una ley. 

Procede la declaración parcial de inconstitucionalidad 
cuando la parte de la ley en que se da la violación pueda 
ser separada de la totalidad. De lo contrario deberá decla­
rarse la inconstitucionalidad de la totalidad de la ley. 

Artículo 90. Del efecto extensivo de la declaratoria de 
inconstitucionalidad. La sentencia que declare la inconsti­
tucionalidad de un precepto legal, podrá declarar también 
inconstitucionales aquellos preceptos de la misma ley o 
de otra u otras con las que tenga una relación directa y 
necesaria. 

Artículo 91. De la desestimación por repetición. La Sa­
la de lo Constitucional podrá desestimar toda acción, ex­
cepción o cuestión de inconstitucionalidad cuando los mo­
tivos alegados sean los mismos, aunque se trate de per­
sonas distintas, en que se hubiese sustentado un proceso 
anterior en el que la respectiva sentencia haya declarado 
sin lugar la inconstitucionalidad. 

Artículo 92. De la notificación de la sentencia. Las 
Sentencias deberán notificarse personalmente o de oficio 
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a más tardar el día siguiente de su fecha mediante cédula 
fijada en la Tabla de Avisos. 

Artículo 93. Del plazo para devolver los antecedentes. 
Cuando el proceso hubiese sido promovido por via de 
excepción o de oficio, la sentencia recaída se certificará y 
se remitirá juntamente con las actuaciones del proceso 
principal al órgano jurisdiccional de su competencia, para 
que decida de conformidad con la sentencia de la Corte 
Suprema. La remisión se hará dentro de los cinco (5) dias 
siguientes a la fecha de la notificación. 

Artículo 94. De los efectos de la sentencia. - Publica­
ción. La sentencia en que declare la inconstitucionalidad 
de una norma será de ejecución inmediata, y tendrá de 
efectos generales y por tanto derogará la norma inconsti­
tucional debiendo comunicarse al Congreso Nacional, 
quien lo hará publicar en el Diario oficial la "Gaceta". 

La sentencia no afectará las situaciones jurídicas que 
ya hayan sido definitivamente resueltas y ejecutadas. 

En materia penal, beneficiará, en su caso, al procesa­
do o condenado. 
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TÍTULO IV 
DE LA REVISIÓN 

CAPÍTULO ÚNICO 
DE LA REVISIÓN EN MATERIA PENAL Y CIVIL 

Artículo 95. De la revísíón en matería penal y civil. 
Ningún poder ni autoridad puede avocarse causas pen­
dientes ni abrir juicios fenecidos, salvo en causas juzga­
das en materia penal que pueden ser revisadas en toda 
época a favor de lo condenados, a pedimento de éstos, 
de cualquier persona del Ministerio Público o de oficio. 

Toda persona agraviada que hubiese sido parte en el 
proceso o con derecho a ser llamada a participar en él, 
puede demandar la revisión de sentencias firmes en ma­
teria civil dentro del plazo de seis (6) meses contados 
desde el día en que4 habiéndose realizado la última noti­
ficación quedó firme la sentencia. 

La acción de revisión, se ejercerá exclusivamente ante 
la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justi­
cia. 

SECCIÓN 1 
DE LA REVISIÓN EN MATERIA PENAL 

Artículo 96. De la procedencia de la acción. Las sen­
tencias firmes podrán ser revisadas en cualquier tiempo 
por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia a favor del condenado, en cualquiera de los casos 
siguientes cuando: 
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1. Dos o más personas hayan sido condenadas por 
un mismo delito, que sólo pudo ser cometido por una de 
ellas; 

2. Una misma persona haya sido condenada por el 
mismo hecho delictivo, en dos sentencias distintas; 

3. Una persona haya sido condenada en una sen­
tencia, y absuelta en otra por el mismo hecho delictivo; 

4. Una persona haya sido condenada como autor o 
cómplice del homicidio de otra que en realidad no ha fa­
llecido; 

5. Haya sido condenada alguna persona en virtud de 
sentencia con base en un documento o testimonio decla­
rado después falso, por sentencia firme; 

Después de la condena sobrevengan nuevos hechos 
o elementos de prueba que solos unidos a los ya exami­
nados en el proceso, hagan evidente que el hecho no 
existió, que el condenado no lo cometió o que el hecho 
cometido, no es punible o encuadra en una norma mas 
favorable; o se produzca un cambio de doctrina legal que 
favorece al reo; 

Se haya condenado por prevaricato o cohecho a algu­
no de los jueces por su actuación en el juicio que se trate; 
y, 

Proceda la aplicación retroactiva de una ley penal por 
ser más benigna. 

Artículo 97. De la forma de promoverla. La rev1s1on 
deberá ser promovida por escrito ante la Sala de lo Cons­
titucional de la Corte Suprema de Justicia, con 
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expresión concreta de los motivos en que se funda y de 
las disposiciones legales aplicables. 

El peticionario deberá ofrecer todos los medios de 
prueba que acrediten la verdad de sus afirmaciones, y 
acompañar la prueba documental o indicar el lugar o ar­
chivo en que se encuentre. 

Artículo 98. De la suspensión de la ejecución de la 
sentencia impugnada Si la Sala de lo Constitucional admi­
te la solicitud de revisión no suspenderá la ejecución de la 
sentencia salvo si por no existir duda en cuanto a la reali­
dad de los hechos en que se funda la solicitud, la Sala de 
lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, dispone 
otra cosa y ordena la libertad del condenado. En caso ne­
cesario, se podrá aplicar una medida cautelar. 

Artículo 99. De Jos efectos de la sentencia. La Sala de 
lo Constitucional, según proceda, declarará sin lugar la 
revisión o anulará la sentencia impugnada. 

Si anula la sentencia, pronunciará el nuevo fallo y, en 
el caso previsto en el numeral 7) del articulo 96, devolverá 
los antecedentes al correspondiente Tribunal de Senten­
cia, para que se celebre nuevo juicio. 

En el nuevo juicio no podrá intervenir ninguno de los 
miembros del Tribunal de Sentencia que dictó el fallo revi­
sado. 

En el caso del numeral 2) del articulo 96, la Sala de lo 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia declarará 
la nulidad de la sentencia en que se imponga mayor pena, 
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dejando válida aquella en la que se condene a una pena 
menor. 

Si se da el caso previsto en el numeral 3) del artículo 
96, se declarará la nulidad de la sentencia condenatoria, a 
efecto de que pueda ser ejecutada la sentencia absoluto­
ria. 

Artículo 1 OO. De la posibilidad de intentar nuevamente 
la acción. El rechazo de la solicitud de revisión no impedi­
rá la interposición de una nueva solicitud, fundada en mo­
tivos distintos. 

Artículo 101. De las disposiciones referentes a la sen­
tencia que declare procedente la acción. La sentencia que 
dicte la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia ordenará, según el caso: 

1. La libertad del condenado; 
2. La restitución total o parcial de la suma de dinero 

pagada en concepto de multa; 
3. El cese de la inhabilitación y de las penas acceso­

rias, con devolución de los efectos del comiso, si ello es 
posible, y la cesación de las medidas de seguridad; y, 

4. La ejecución de la nueva pena o la práctica de un 
nuevo cómputo, cuando en la nueva sentencia se impon­
ga pena al condenado, con abono del tiempo que haya 
estado en prisión. 
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SECCIÓN 11 
DE LA REVISIÓN EN MATERIA CIVIL 

Artículo 102. De la procedencia de la acción. La Sala 
de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia po­
drá rever una sentencia firme pronunciada en juicio decla­
rativo ordinario de mayor cuantía, en los casos siguientes: 

1. Si después de pronunciada se recobraren docu­
mentos decisivos, detenidos por fuerza mayor, o por obra 
de la parte en cuyo favor se hubiere dictado. 

2. Si hubiere recaído en virtud de documentos que al 
tiempo de dictarse ignoraba una de las partes haber sido 
reconocidos y declarados falsos, o cuya falsedad se reco­
nociere o declarare después. 

3. Si habiéndose dictado en virtud de prueba testifi­
cal, los testigos hubieren sido condenados por falso testi­
monio, dado en las declaraciones que sirvieren de funda­
mento a la sentencia; y 

4. Si la sentencia firme se hubiere dictado injusta­
mente en virtud de cohecho, violencia u otra maquinación 
fraudulenta. 

Artículo 103. De la suspensión de la ejecución de la 
sentencia impugnada. Por la interposición de esta acción 
no se suspenderá la ejecución de la sentencia impugna­
da. 

Podrá, sin embargo, el órgano Jurisdiccional, en vista 
de las circunstancias, a petición del recurrente, y oído el 

Fiscal, ordenar que se suspenda la ejecución de la sen­
tencia, siempre que aquél diere fianza bastante para satis-
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facer el valor de lo litigado y los perjuicios que se causen 
con la inejecución de la sentencia, para el caso de que la 
acción fuere desestimada. 

Artículo 104. De los efectos de la sentencia que decla­
re procedente la acción. Si la Sala de lo Constitucional, o 
en su caso la Corte Suprema de Justicia, estimare proce­
dente la revisión por haberse comprobado, con arreglo a 
la ley, los hechos en que se funda, lo declarará asi, y anu­
lará en todo o en parte la sentencia impugnada. 

En la misma sentencia que acepte el recurso de revi­
sión declarará el Órgano Jurisdiccional si debe o no se­
guirse nuevo juicio. En el primer caso determinará, ade­
más el estado en que queda el proceso, el cual se remitirá 
para su conocimiento al órgano Jurisdiccional de que 
proceda. 

Servirán de base al nuevo juicio las declaraciones que 
se hubieren hecho en el recurso de revisión, las cuales no 
podrán ser ya discutidas. 

Artículo 105. De los efectos de la sentencia que decla­
re improcedente la acción. Cuando la acción de revisión 
se declare improcedente, se condenará en las costas al 
que lo hubiere promovido, y se ordenará que sean devuel­
tos al Organo Jurisdiccional que corresponda los autos 
mandados traer a la vista. 
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SECCIÓN 111 
TRÁMITE COMÚN AL RECURSO 

DE REVISIÓN PENAL Y CIVIL 

Artículo 106. De fa citación para audiencia. Si la Sala 
de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ad­
mite la solicitud de revisión, ordenará la inmediata remi­
sión de los antecedentes y citará a las partes a una au­
diencia, que deberá celebrarse dentro de los treinta (30) 
días hábiles siguientes a la fecha de recepción de los an­
tecedentes, para que la parte afectada con la admisión del 
recurso se pueda oponer al mismo y ambas partes pre­
senten las pruebas en que se fundan sus pretensiones, 
debiendo oírse en la misma audiencia la opinión del Fiscal 
del Despacho, de no ser éste parte en el proceso. 

Cumplido lo anterior, se suspenderá la audiencia por 
el tiempo que requiera para examinar las pruebas presen­
tadas y dictar la sentencia que corresponda de conformi­
dad a la materia. Dicha suspensión no podrá exceder de 
veinte (20) días hábiles. 
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TÍTULO V 
DE LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA 

Articulo 107. De los tipos de conflicto. La Sala de lo 
Constitucional resolverá: 

1. Los conflictos de competencia o atribuciones que 
se susciten entre los Poderes del Estado o entre cualquie­
ra de éstos y el Tribunal Supremo Electoral. 

2. Los conflictos de competencia o atribuciones que 
se produzcan entre el Ministerio Público. la Procuraduría 
General de la Republica y el Tribunal Superior de Cuen­
tas; y, 

3. Los conflictos de competencia o atribuciones de 
las municipalidades entre si. 

Articulo 108. De los sujetos legitimados y los requisi­
tos de la solicitud. La cuestión será planteada por los titu­
lares de los órganos o entidades en conflicto. 

La solicitud señalará con claridad y precisión, la causa 
del conflicto y las normas jurídicas con que se relaciona. 

Artículo 109. Del traslado para ser oído. La Sala de lo 
Constitucional dará traslado de inmediato a los titulares de 
los otros órganos o entidades, para que dentro de los seis 
(6) días hábiles siguientes a la fecha de la recepción del 
traslado, exponga lo que considere oportuno sobre el 
asunto. 
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Artículo 110. Del plazo para resolver el conflicto. 
Transcurrido el término señalado en el artículo preceden­
te, se haya o no pronunciado la otra parte, la Sala de lo 
Constitucional resolverá el conflicto dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes. 

Dentro del término a que se refiere el párrafo anterior, 
la Sala de lo Constitucional podrá ordenar la práctica de 
cualquier prueba con suspensión del plazo para dictar 
sentencia. 

La Sentencia recaída se notificará a más tardar el día 
siguiente hábil a los órganos o entidades involucradas en 
el conflicto y la sentencia tendrá el carácter de firme. 

TÍTULO VI 
DISPOSICIONES COMUNES A LAS ACCIONES 

QUE REGULA ESTA LEY 

Artículo 111. Del desistimiento de la acción. A excep­
ción de la acción de exhibición personal, el agraviado po­
drá desistir en cualquier estado del procedimiento de la 
acción interpuesta, mediante su comparecencia personal. 
En los casos de las personas jurídicas, lo podrán hacer 
por medio de su representante legal debidamente acredi­
tado. 

En tal caso quedarán subsistentes las acciones y re­
cursos que puedan corresponderle a las partes con inde­
pendencia de la acción desistida. 

Artículo 112. De la causa legal de destitución. Sin per­
juicio de otras sanciones establecidas en esta ley, la 
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desobediencia, retardo u opos1c1on a una resolución o 
sentencia dictada con motivo de las acciones constitucio­
nales que regula la presente ley, de parte de un funciona­
rio o empleado del Estado, de sus instituciones desean­
centradas o descentralizadas y demás a que se refiere el 
articulo 42, será causa legal de destitución, la que deberá 
producirse de inmediato. 

Artículo 113. Del encausamiento. Toda persona extra­
ña a los procesos que se regulan en la presente ley, lo 
mismo que el funcionario judicial o administrativo que en 
cualquier forma, por acción u omisión, retarde, impida o 
estorbe su tramitación o ejecución, será encausada de 
conformidad con la ley. 

Artículo 114. Del cumplimiento de la ley. La Corte Su­
prema de Justicia, por medio de la Sala de lo Constitucio­
nal, velará por el estricto cumplimiento de lo dispuesto en 
esta Ley. 

Artículo 115. Del deber del secretaría en los órganos 
colegiados. En el caso de que la comunicación ordenando 
el envío de los antecedentes o en su defecto informe, fue­
re dirigida a entidades o instituciones cuya autoridad u 
órgano de dirección es colegiado el secretario de la junta 
directiva procederá a ejecutar el envio de los anteceden­
tes o en su defecto un informe dentro del plazo o término 
señalado en la comunicación recibida; sin perjuicio de que 
una vez que éste funcionario ponga en conocimiento de la 
junta directiva del órgano colegiado el 
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contenido de la comunicación, ésta podrá remitir al órgano 
judicial requirente las observaciones que estime pertinen­
tes. 

Artículo 116. De la no suspensión de recursos previo a 
la sentencia. La substanciación de las garantías de ampa­
ro e inconstitucionalidad vía acción, así como en los casos 
de incompatibilidad entre la Constitución y la Ley ordina­
ria, no obsta para que las partes hagan uso de los recur­
sos procesales que la Constitución y las leyes les conce­
den; sin embargo ningún recurso ordinario o extraordina­
rio será resuelto en forma definitiva sino hasta que recaiga 
sentencia en la acción intentada. 

Articulo 117. De la responsabilidad de los titulares de 
los órganos jurisdiccionales. Los titulares de los órganos 
jurisdiccionales que conozcan de las acciones a que esta 
ley se refiere, están obligados a imponer las sanciones 
previstas en la misma e incurrirán en responsabilidad civil 
y administrativa si no lo hicieren. 

Artículo 118. De la condena al pago de daños y perjui­
cios. Cuando el órgano jurisdiccional establezca que la 
acción, pretende dilatar el proceso, razonándolo debida­
mente, condenará al recurrente al pago de los daños y 
perjuicios ocasionados, los cuales se liquidarán en la sede 
de instancia. 
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TÍTULO VIl 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 

Articulo 119. De los casos no previstos. En los casos 
no previstos en esta ley, el procedimiento para conocer de 
los asuntos que se sometan a la decisión de la Sala de lo 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, lo esta­
blecerá la propia Sala en las resoluciones que adopte de 
conformidad con la naturaleza del asunto. 

Articulo 120. Del deber de motivar y fundamentar fas 
sentencias. Recursos oponibles. Las sentencias definiti­
vas que recayeren en cualquiera de las acciones conteni­
das en esta Ley, deberán contener la motivación y funda­
mentación correspondiente a la parte resolutiva de la sen­
tencia. De igual manera se estará a lo resuelto en el pre­
sente articulo en caso de haber pronunciamiento del Ple­
no de la Corte Suprema de Justicia. 

Contra los fallos proferidos por unanimidad de la Sala 
de lo Constitucional y los que en su caso dicte el Pleno de 
la Corte Suprema de Justicia, solo cabra el recurso de 
reposición, que podrá ser interpuesto en el acto de la noti­
ficación o al dia siguiente hábil al de su notificación por la 
tabla de avisos del Despacho. 

Articulo 121. Del ámbito temporal de validez de fa ley. 
Las acciones de amparo, exhibición personal e inconstitu­
cionalidad que se hallen en trámite a la fecha de entrada 
en vigencia de la presente ley, se resolverán de conformi­
dad con las disposiciones de la Ley de Amparo 
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del 14 de abril de 1936; excepto en materia penal cuando 
favorezca al procesado. 

Artículo 122. De la secretaria de la sala de lo constitu­
cional. Se crea la Secretaria de la Sala Constitucional, en 
atención al papel fundamental de ser guardián de la Cons­
titucionalidad de las leyes y protector de la Justicia Consti­
tucional y para tal efecto contará con los funcionarios y 
personal que determine su Reglamento Interno. 

Artículo 123. De la derogación. Derógase la Ley de 
Amparo emitida el 14 de abril de 1936 y sus reformas, el 
artículo 94 del Decreto N' 189-87 del 20 de noviembre de 
1987, contentivo de la Ley de Jurisdicción de lo Conten­
cioso Administrativo; los artículos 373, 374, 375,376,377, 
378, 379 y 380 del Código Procesal Penal; 961, 962, 963, 
964, 965 y 966 del Código de Procedimientos Civiles, pri­
mera parte Procedimientos Civiles; y cualquier otra dispo­
sición que se oponga a la presente ley. 

Artículo 124. De la vigencia. La presente ley entrara 
en vigencia veinte (20) días después de su publicación en 
el Diario Oficial La Gaceta, a excepción de los articulo 3 
numeral 1). 4 numeral 3), 9 numeral 1), 13 literal b), 
16;40;70 y 72 en lo referente a la garantía de habeas data 
y el artículo 95 en lo referente al plazo de interposición de 
la Garantía de Revisión en Materia Civil; los cuales entra­
rán en vigencia, una vez producida la ratificación de las 
reformas al texto constitucional. 

Dado en loa ciudad de Tegucigalpa, municipio del 
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Distrito Central, en el Salón de Sesiones del Congreso 
Nacional a lo veinte días del mes de enero de dos mil cua­
tro. 
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